
LEY GENERAL DE SALUD

La Secretaria diputada María Dolores del Río Sánchez:
«Dictamen de la Comisión de Salud, con proyecto de de-
creto que reforma diversos artículos de la Ley General de
Salud, para actualizar el marco aplicable a los productos
cosméticos

Honorable Asamblea:

La Comisión de Salud de la LXI Legislatura de la Cámara
de Diputados del honorable Congreso de la Unión, con
fundamento en lo dispuesto en los artículos 71, 72 y 73 de
la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos;
39 y 45 numeral 6, incisos e), f) y g), y numeral 7, de la Ley
Orgánica del Congreso General de los Estados Unidos Me-
xicanos, así como los artículos 55, 56, 60, 64, 87, 88, 93,
136 y 137 y demás relativos del Reglamento para el Go-
bierno Interior del Congreso General de los Estados Uni-
dos Mexicanos, y habiendo analizado el contenido de las
Iniciativas de referencia, somete a la consideración de esta
honorable asamblea el presente dictamen, al tenor de los si-
guientes:

Antecedentes

I. A la Comisión de Salud de la Cámara de Diputados del
honorable Congreso de la Unión, fueron turnadas para su
estudio y dictamen las siguientes iniciativas:

1. Proyecto de decreto mediante el cual se reforman los
artículos 17 Bis, fracción II, 194, fracción I, 257, frac-
ción X, 269 a 272, 286 y 414 Bis; se adiciona un artícu-
lo 270 Bis y se reubica el segundo párrafo del artículo
271 como 83 Bis, de la Ley General de Salud, en mate-
ria de productos cosméticos, presentada por los diputa-
dos Éctor Jaime Ramírez Barba, Yolanda Mercedes
Garmendia Hernández y Adriana Rodríguez Vizcarra
Velázquez, del Grupo Parlamentario del Partido Acción
Nacional, la cual fue conjuntamente suscrita por el se-
nador Ernesto Saro Boardman, integrante del Grupo
Parlamentario del Partido Acción Nacional en el Sena-
do de la República, en la sesión del pleno del 18 de sep-

tiembre del 2008 y publicada en la Gaceta Parlamenta-
ria en la misma fecha.

2. Proyecto de decreto por el cual se reforman la frac-
ción II del artículo 17 Bis; la fracción I del 194; la frac-
ción X del 257; la denominación del Capítulo IX del Tí-
tulo Duodécimo; se reforma y adiciona el artículo 269 y
el artículo 270; se reforma el artículo 271; se reforma y
adiciona el artículo 272; se reforma el artículo 286 y el
414 Bis, párrafo primero, de la ley General de Salud,
presentada por los diputados Miguel Antonio Osuna Mi-
llán, Antonio Benítez Lucho, Heladio Gerardo Verver y
Vargas, Rosalina Mazari Espín y Silvia Pérez Ceballos,
integrantes de diversos grupos parlamentarios, en la se-
sión del pleno del 22 de abril del 2010 y publicada en la
Gaceta Parlamentaria en la misma fecha.

II. La iniciativas listadas en el apartado del capítulo de An-
tecedentes de este dictamen fueron turnadas a la Comisión
de Salud de la Cámara de Diputados del honorable Con-
greso de la Unión, el 18 de septiembre de 2008 y el 22 de
abril del 2010, respectivamente.

III. La iniciativa listada en el apartado I. numeral 1 del ca-
pítulo de Antecedentes de este dictamen, durante la LX Le-
gislatura, tuvo el siguiente trámite:

1. Con fecha 16 de abril de 2009, la Comisión de Salud
de la LX legislatura de la honorable Cámara de Diputa-
dos, dictaminó y aprobó con modificaciones la iniciati-
va de referencia, remitiéndola al pleno de la Cámara de
Diputados para su discusión y, en su caso, aprobación.

2. Con fecha 23 de abril de 2009, quedó de Primera Lec-
tura, el dictamen de la Comisión de Salud de la iniciati-
va de referencia que reformaba y adicionaba diversas
disposiciones de la Ley General de Salud en materia de
cosméticos.

3. Con fecha 18 de septiembre de 2009, la Mesa Di-
rectiva de la Comisión de Salud de la LXI Legislatura,
mediante el acuerdo de la Mesa Directiva relativo a los
dictámenes de proyectos de ley o de decreto y de pro-
posiciones con punto de acuerdo que quedaron pen-
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dientes en el pleno de la Cámara de Diputados de la LX
Legislatura”, el dictamen de referencia fue devuelto a la
comisión para su “análisis y discusión”.

Contenido de las iniciativas

• Iniciativa de la LX Legislatura

La iniciativa tiene por objeto ajustar el régimen jurídico en
materia de productos de perfumería y belleza (cosméticos),
con la finalidad de que en un marco de competitividad
abierto al libre comercio de estos productos, por parte de
las empresas que operan en México, éstas se vean en igual-
dad de circunstancias para enfrentar los retos de calidad sa-
nitaria que requiere tanto el mercado nacional, como el in-
ternacional.

De esta manera, se plantean reformas a la Ley General de
Salud en sus disposiciones referentes a los productos de
perfumería y belleza, distinguiéndolos como productos
cosméticos y de aseo, a fin de armonizar este ordenamien-
to con los estándares internacionales.

Se propone facultar a la Secretaría de Salud para verificar
las características y las concentraciones máximas permiti-
das que deberán cumplir estos productos, a través de nor-
mas oficiales mexicanas, así como emitir un listado de sus-
tancias prohibidas o restringidas para producir cosméticos
y regular su etiquetado.

De acuerdo a la exposición de motivos de la iniciativa, es-
ta reforma permitirá consolidar la vocación exportadora
que hasta ahora tiene México; evitará la fuga de inversio-
nes con motivo de la falta de certeza jurídica de los cos-
méticos y sentará las bases para el desarrollo de una nor-
matividad adecuada a las necesidades del sector, sin afectar
la calidad sanitaria de los productos cosméticos que llegan
al consumidor.

• Iniciativa de la LXI Legislatura

Esta iniciativa busca la actualización de nuestra legislación
nacional, considerando la circunstancia actual, así como
armonización en la medida de lo posible de nuestra legis-
lación nacional, con las directrices internacionales en ma-
teria de los denominados productos cosméticos, con la
prioridad de velar por el derecho a la salud de la población
mexicana consumidora de estos productos, así como ga-
rantizar el derecho al comercio de los entes que realizan ac-
tividades de este rubro en nuestro país.

En el mismo sentido, se prevé garantizar la seguridad jurí-
dica con la que se promuevan mayores niveles de actividad
en materia de comercio exterior, de competitividad, de in-
versión, de creación de empleos y de desarrollo económico
para México y nuestra población. 

Esta comisión dictaminadora ha analizado y evaluado los
proyectos de reformas y adición de la Ley General de Sa-
lud en materia de productos cosméticos, listados en el apar-
tado I del capítulo de Antecedentes de este dictamen, to-
mando como razones principales para emitir el sentido del
presente dictamen, las siguientes:

Consideraciones

Primera. Tomando en cuenta la exposición de motivos de
las Iniciativas en estudio, esta dictaminadora, coincide con
los promoventes, en que nuestro país debe ser competitivo
y generar exportaciones de calidad a nivel internacional
con el objeto de atraer inversión que genere empleos, por
lo cual, consideramos absolutamente necesario adecuar de
la manera más viable y con las modificaciones que esta
dictaminadora ha considerado conveniente, nuestra legisla-
ción interna con la normatividad imperante entre las comu-
nidades comerciales internacionales, con la finalidad de su-
primir disposiciones innecesarias que afecten el desarrollo
de la industria de cosméticos y de la economía del país,
contribuyendo a que nuestra nación mexicana crezca en es-
te rubro y sea competitiva con la comunidad internacional
en este materia.

Esta Comisión dictaminadora, considera conveniente que
gran parte de los objetivos antes mencionados, podrán lo-
grarse con la aportación que en este sentido, hagamos al
actualizar nuestra legislación en este rubro, por lo que es
necesaria la reforma de la normatividad vigente en nuestro
país, referente a los productos de perfumería y belleza, co-
nocidos como cosméticos, la cual requiere una serie de
ajustes que permitan promover la competitividad del sec-
tor, garantizar la calidad de estos productos, la generación
de empleos, la certeza jurídica en el intercambio comercial,
la inversión económica, la correcta implementación de nor-
mas regulatorias de la materia, la competitividad nacional
e internacional, la generación de empleos, el estableci-
miento de las bases para la creación de un instrumento nor-
mativo de Buenas Prácticas de Fabricación, así como la ar-
monización de nuestra legislación a la normatividad
comercial en la materia.



Segunda. Es importante señalar que diversos países, prin-
cipalmente los que integran a la Unión Europea (UE) y a la
Comunidad Andina (CAN), actualmente realizan libre co-
mercio de estos productos cosméticos bajo mejores condi-
ciones, debido a que sus marcos legales han sido armoni-
zados bajo los tratados internacionales de los que forman
parte. En estos países, las disposiciones para la regulación
de cosméticos, son homogéneas; situación que facilita la li-
bre circulación de estos productos, y propicia el desarrollo
económico de estas regiones sin menoscabo de la seguri-
dad y de la calidad en los productos de intercambio comer-
cial.

Nuestro país es socio comercial de la mayoría de los países
que tienen un marco regulatorio armonizado en materia de
productos cosméticos, como es el caso de los países Euro-
peos (Alemania, España, Italia, Francia, entre otros) y de
América latina (Argentina, Brasil, Chile, Colombia, Vene-
zuela, Guatemala, Perú, entre otros), mismos que han rea-
lizado cambios específicos en sus legislaciones.

Estos elementos, han contribuido a mejorar radicalmente el
flujo comercial y el aprovechamiento de los acuerdos de li-
bre comercio suscritos entre estos países, lo que ha contri-
buido a promover su desarrollo económico y su produc-
ción. En nuestro país, este sector generó exportaciones
anuales en 2009 por cerca de mil quinientos millones de
dólares, y el mercado interno representa aproximadamente
107,000 millones de pesos, teniendo una aportación im-
portante a nuestro Producto Interno Bruto (PIB) y aún ma-
yor al PIB industrial.

México, requiere un marco jurídico que establezca de una
manera clara el concepto de “Productos Cosméticos”, el
cual contribuiría a acrecentar la competitividad comercial
y la generación de empleo en las empresas mexicanas pro-
ductoras de éste sector, además de mejorar la calidad y la
seguridad de los productos que llegan al consumidor, pro-
tegiendo de esta manera la salud de los mexicanos y lo-
grando una creciente apertura comercial que atraerá la in-
versión económica y el flujo de capital que generará
empleos en las empresas mexicanas productoras de éste
sector, además de armonizar nuestro marco normativo a ni-
vel regional e internacional.

Tercera. Con respecto a la propuesta de reforma del artí-
culo 17 Bis, hacemos hincapié en la necesidad de estable-
cer el concepto “productos cosméticos” de manera especí-
fica en nuestra legislación, ya que es el nombre utilizado
por los socios comerciales de nuestro país en Latinoaméri-

ca, Europa y Estados Unidos, además de ser el nombre con
el que son reconocidos estos productos en nuestro mercado
mexicano, y es el concepto utilizado por los estándares in-
ternacionales de la ISO (International Organization for
Standardization), desarrollados bajo el Comité Técnico
ISO/TC 217 “Cosmetics”.

Por lo que hace a las propuestas de reforma a los artículos
194, 257 270, 286 y 414 Bis así como a la designación del
capítulo IX del Título Décimo Segundo, se les otorga el
mismo tratamiento que al anterior, por considerarse que de
mantener el texto actual en el contenido de estas articula-
ciones normativas, además de no alcanzar a concretarse la
armonización esperada, se estaría utilizando un término en
nuestra Ley vigente, que resulta equivocado respecto a la
normatividad internacional.

Cuarta. Respecto a la reforma del artículo 269, quienes in-
tegramos esta dictaminadora, coincidimos en definir clara-
mente aquellos productos que son considerados “cosméti-
cos”, señalando que la misma intenta armonizarse en lo
posible con la Directiva Europea de Cosméticos
76/768/EEC, que a la letra señala:

Artículo 1. Se entenderá por producto cosmético toda sus-
tancia o preparado destinado a ser puesto en contacto con
las diversas partes superficiales del cuerpo humano (epi-
dermis, sistemas piloso y capilar, uñas, labios y órganos
genitales externos) o con los dientes y las mucosas bucales,
con el fin exclusivo o principal de limpiarlos, perfumarlos,
modificar su aspecto o corregir los olores corporales o pro-
tegerlos o mantenerlos en buen estado.

En este sentido, y para el caso particular de nuestro país,
cabe hacer mención que por existir la categoría de produc-
tos higiénicos, prevista en el artículo 262 fracción VI de la
Ley General de Salud, a diferencia de la Comunidad Euro-
pea y del resto de la Región, resulta importante prever al-
gunas adecuaciones a la definición, con lo cual se comple-
mentará dicha definición y se mejorará la clasificación con
que cuenta nuestra Ley vigente, dándose certeza jurídica
sobre los productos considerados como cosméticos.

Con las reformas propuestas  se permite considerar crite-
rios para evaluar a los productos cosméticos de tal forma
que se garantice la seguridad de éstos, en función de la pro-
babilidad de que ocurran efectos no deseados. Lo anterior,
considerando su formulación, finalidad de uso, áreas del
cuerpo a las que son destinados y los cuidados a ser obser-
vados en su utilización.
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El establecimiento de disposiciones de esta índole en la
Ley General de Salud, permitirá garantizar la seguridad y
eficacia de los productos utilizados por los consumidores.
Por ello, quienes integramos esta dictaminadora coincidi-
mos que sea el cumplimiento con la definición, y las sus-
tancias que establece el artículo 269 el principal factor pa-
ra caracterizar a los productos cosméticos.

Finalmente, esta comisión considera que los objetivos bus-
cados en la propuesta de distinción de cosméticos tipo A y
tipo B son considerados por la reforma al artículo 269 por
lo que no se considera conveniente la modificación tal y
como lo establecen los iniciantes.

Por otra parte, uno de los aspectos que caracteriza a los
productos cosméticos, es que sus ingredientes son evalua-
dos a nivel internacional para conocer sus propiedades y en
su caso los riesgos, que para esta categoría de productos
son menores que para otras. Esta evaluación de sustancias
está en constante evolución, conforme se invierte en inves-
tigación y desarrollo, generándose adelantos tecnológicos
de manera frecuente.

Es por ello, que la Secretaría de Salud emite un acuerdo por
el que se determinan las sustancias prohibidas y restringi-
das en la elaboración de productos de perfumería y belle-
za. A fin de proteger la seguridad de los consumidores y de
dar certeza de la industria sin detener injustificadamente el
avance tecnológico esta comisión considera importante ge-
nerar un marco expreso en la Ley General de Salud en que
se prevea el deber de la secretaría de emitir y mantener ac-
tualizado este acuerdo en particular, y se dote a la industria
de un mecanismo ágil para que quien genere la evidencia
técnica necesaria pueda utilizar los ingredientes que desa-
rrolle y cuya seguridad sea acreditada con independencia
de la posterior actualización del acuerdo.

Quinta. Por lo que respecta a la reforma propuesta del ar-
tículo 270, esta dictaminadora está de acuerdo en realizar
las modificaciones pertinentes, relativas a las propiedades
atribuibles a los productos Cosméticos y a los estudios de
seguridad y eficacia, con una redacción diferente de la pro-
puesta por los iniciantes pero respetando el espíritu de la
misma, para incorporar todas las disposiciones relativas a
dicho tema, mejorando la redacción vigente para dar mayor
claridad sobre las mismas y sustituyendo el concepto “pro-
ducto de perfumería y belleza” por el concepto de “pro-
ducto cosmético”, este último elemento para dar congruen-
cia a la reforma propuesta.

Asimismo, respecto a la función de la secretaría para que
cuente con la información necesaria para poder proceder en
caso de detectar abusos en materia publicitaria, se agregan
dos párrafos adicionales a este artículo 270, para hacer ex-
plícita para estos productos la obligación de presentar un
aviso, en términos de lo dispuesto por el Reglamento de la
Ley General de Salud en materia de Publicidad, y de que
como parte del mismo, se cuente con los datos de identifi-
cación y localización de los responsables de la publicidad.

Sexta. Respecto de la propuesta de reforma al artículo 271,
esta dictaminadora considera inviable dicha propuesta ya
que dicho artículo fue modificado mediante el dictamen de
la Comisión de Salud, con proyecto de decreto que refor-
ma y adiciona diversas disposiciones de la Ley General de
Salud, en materia de cirugías plásticas y reconstructivas
aprobado por esta soberanía el jueves 29 de abril de 2010
y devuelto a la Cámara de Senadores para los efectos del
artículo constitucional 72, fracción e), por lo que la refor-
ma propuesta se considera no necesaria.

Séptima. Esta comisión dictaminadora, no considera con-
veniente la propuesta de modificación al artículo 272 en su
primer párrafo, pero sí se considera viable la adición de un
segundo párrafo a dicho artículo, en el cual se establece
que para la declaración de ingredientes se utilicen las no-
menclaturas técnicas internacionales que determine la nor-
matividad aplicable.

Conscientes de la necesidad de brindar mayor seguridad a
los consumidores, armonizar la legislación nacional con
los estándares internacionales e incrementar la competiti-
vidad de nuestro país a nivel mundial y por lo anterior-
mente expuesto, los diputados y diputadas integrantes de la
Comisión de Salud de esta LXI Legislatura, sometemos a
la consideración de esta honorable soberanía el siguiente

Decreto que reforma y adiciona diversos artículos de la
Ley General de Salud, en materia de cosméticos

Artículo Único. Se reforman los artículos 17 Bis, fracción
II; 194, fracción I; 257, fracción X; 269; 270; 286; 414 Bis
primer párrafo y la denominación del Capítulo IX, para
quedar como “Productos cosméticos”, del Título Décimo
Segundo y se adiciona un segundo párrafo al artículo 272
de la Ley General de Salud, para quedar como sigue:

Artículo 17 Bis. ...

…



I. ... 

II. Proponer al secretario de Salud la política nacional
de protección contra riesgos sanitarios así como su ins-
trumentación en materia de: establecimientos de salud;
medicamentos y otros insumos para la salud; disposi-
ción de órganos, tejidos, células de seres humanos y sus
componentes; alimentos y bebidas, productos cosméti-
cos; productos de aseo; tabaco, plaguicidas, nutrientes
vegetales, sustancias tóxicas o peligrosas para la salud;
productos biotecnológicos, suplementos alimenticios,
materias primas y aditivos que intervengan en la elabo-
ración de los productos anteriores; así como de preven-
ción y control de los efectos nocivos de los factores am-
bientales en la salud del hombre, salud ocupacional y
saneamiento básico;

III. a XIII. ...

Artículo 194. ...

... 

I. Proceso, importación y exportación de alimentos, be-
bidas no alcohólicas, bebidas alcohólicas, productos
cosméticos, productos de aseo, tabaco, así como de las
materias primas y, en su caso, aditivos que intervengan
en su elaboración;

II. y III. ...

...

Artículo 257. ... 

I. a IX. ... 

X. Farmacia: El establecimiento que se dedica a la co-
mercialización de especialidades farmacéuticas, inclu-
yendo aquéllas que contengan estupefacientes y psico-
trópicos, insumos para la salud en general, así como
productos cosméticos, y productos de aseo;

XI. y XII. ...

Capítulo IX
Productos Cosméticos

Artículo 269. Para los efectos de esta Ley, se consideran
productos cosméticos las sustancias o formulaciones

destinadas a ser puestas en contacto con las partes su-
perficiales del cuerpo humano: epidermis, sistema pilo-
so y capilar, uñas, labios y órganos genitales externos, o
con los dientes y mucosas bucales con el fin exclusivo o
principal de limpiarlos, perfumarlos, ayudar a modifi-
car su aspecto, protegerlos, mantenerlos en buen estado
o corregir los olores corporales o atenuar o prevenir de-
ficiencias o alteraciones en el funcionamiento de la piel
sana.

No se considerará producto cosmético una sustancia o
mezcla destinada a ser ingerida, inhalada, inyectada o
implantada en el cuerpo humano.

La secretaría dará a conocer mediante Acuerdo o lista-
dos todas aquellas sustancias restringidas o prohibidas
para la elaboración de productos cosméticos.

En la elaboración de productos cosméticos se podrán
utilizar de manera inmediata aquellas sustancias que
hayan sido evaluadas y aprobadas por la Secretaría, in-
dependientemente de su posterior inclusión en el Acuer-
do o listados para uso general.

Artículo 270. No podrán atribuirse a los productos cos-
méticos acciones propias de los medicamentos, tales co-
mo curar o ser una solución definitiva de enfermedades,
regular el peso o combatir la obesidad ya sea en el nom-
bre, indicaciones, instrucciones para su empleo o publi-
cidad.

Los fabricantes, importadores y comercializadores de
productos cosméticos deberán contar con los estudios
de seguridad, eficacia y todos los demás que se esta-
blezcan en diversos ordenamientos y normas aplicables,
entregándolos a la Secretaría, en caso de que los re-
quiera.

Los responsables de la publicidad de productos cosmé-
ticos deberán presentar aviso a la Secretaría para pu-
blicitar sus productos; el aviso se dará por marca de
producto en base a los requisitos establecidos en el Re-
glamento y deberán al menos contener la siguiente in-
formación:

Nombre y domicilio del fabricante, nombre y domicilio
del importador y distribuidor, marca, nombre y Regis-
tro Federal de Contribuyentes del responsable del pro-
ducto y de la publicidad.
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Artículo 272. …

Para la declaración de ingredientes se utilizarán las no-
menclaturas técnicas internacionales que determine la
normatividad aplicable.

Artículo 286. En materia de alimentos, bebidas no alcohó-
licas, bebidas alcohólicas, productos cosméticos, produc-
tos de aseo, así como de las materias que se utilicen en su
elaboración, el Secretario de Salud, mediante acuerdo pu-
blicado en el Diario Oficial de la Federación, determinará
con base en los riesgos para la salud qué productos o ma-
terias primas que requieren autorización previa de importa-
ción.

Artículo 414 Bis. Será procedente la acción de asegura-
miento prevista en el artículo 414 como medida de seguri-
dad, para el caso de que se comercialicen remedios herbo-
larios, suplementos alimenticios o productos cosméticos
que indebidamente hubieren sido publicitados o promovi-
dos como medicamentos o a los cuales se les hubiera atri-
buido cualidades o efectos terapéuticos, presentándolos co-
mo una solución definitiva en el tratamiento preventivo o
rehabilitatorio de un determinado padecimiento, no siendo
medicamentos y sin que los mismos cuenten con registro
sanitario para ser considerados como tales.

…

Transitorios

Primero. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación.

Segundo. Las referencias que las disposiciones jurídicas o
administrativas hagan a los productos de perfumería y be-
lleza, se entenderán realizadas a los productos cosméticos.
Asimismo, las disposiciones emitidas con anterioridad pa-
ra los productos de perfumería y belleza mantendrán su vi-
gencia.

Tercero. El Poder Ejecutivo federal, a través de las instan-
cias competentes, emitirá en el Diario Oficial de la Federa-
ción las disposiciones aplicables para la verificación de las
buenas prácticas de fabricación para este tipo de productos.

La Comisión de Salud, diputados: Miguel Antonio Osuna Millán (rú-
brica), presidente; Marco Antonio García Ayala (rúbrica), María Cris-
tina Díaz Salazar (rúbrica), Antonio Benítez Lucho, Rosalina Mazari

Espín (rúbrica), Rodrigo Reina Liceaga (rúbrica), Gloria Trinidad Lu-
na Ruiz (rúbrica), José Antonio Yglesias Arreola (rúbrica), Silvia Es-
ther Pérez Ceballos, Heladio Gerardo Verver y Vargas Ramírez (rúbri-
ca), Carlos Alberto Ezeta Salcedo (rúbrica), María del Pilar Torre
Canales, secretarios; Felipe Borja Texocotitla, Yolanda de la Torre Val-
dez (rúbrica), Olga Luz Espinosa Morales (rúbrica), Leandro Rafael
García Bringas (rúbrica), Clara Gómez Caro (rúbrica), Delia Guerrero
Coronado (rúbrica), José Manuel Hinojosa Pérez, José Luis Marcos
León Perea (rúbrica), Fernando Morales Martínez, Alfonso Primitivo
Ríos Vázquez, Ana Elia Paredes Árciga, Guadalupe Eduardo Robles
Medina, Sergio Tolento Hernández, Alicia Elizabeth Zamora Villalva,
Laura Piña Olmedo (rúbrica), Leticia Quezada Contreras, Malco Ra-
mírez Martínez, Oralia López Hernández.»

Es de primera lectura.

ARTICULOS 19, 20 Y 73 CONSTITUCIONALES

La Secretaria diputada María Dolores del Río Sánchez:
«Dictamen de la Comisión de Puntos Constitucionales, con
proyecto de decreto que reforma los artículos 19, 20 y 73
de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexica-
nos

Honorable Asamblea:

Las Comisión de Puntos Constitucionales, de conformidad
con lo enunciado en los artículos 39 y 45 numeral 6, inci-
sos e) y f), de la Ley Orgánica del Congreso General de los
Estados Unidos Mexicanos; así como de los artículos 87 y
88 del Reglamento para el Gobierno Interior del Congreso
General de los Estados Unidos Mexicanos; 38 y 40 de las
normas relativas al funcionamiento de las comisiones y co-
mités de la Cámara de Diputados, someten a la considera-
ción de esta soberanía, el siguiente dictamen:

I. Antecedente legislativo

Único. El 8 de abril de 2010, la diputada María Araceli
Vázquez Camacho, del Partido de la Revolución Demo-
crática, presentó iniciativa que reforma los artículos 20,
21 y 73 de la Constitución Política de los Estados Uni-
dos Mexicanos, la cual fue turnada a la Comisión de
Puntos Constitucionales, para su análisis y dictamen co-
rrespondiente.



II. Materia de la iniciativa

La iniciativa expone: La trata de personas es un delito con
consecuencias psicológicas irreversibles, considerado ade-
más como modalidad contemporánea de esclavitud y como
forma extrema de violencia contra mujeres, niñas y niños,
violándose por consecuencia derechos humanos funda-
mentales, menciona además la iniciativa que la trata de
personas requiere de un enfoque interdisciplinario y una
participación mas activa de los Gobiernos e Instituciones
Federales, Estaduales y Municipales, conjuntamente con la
participación de la sociedad civil.

III. Considerandos

Antecedentes normativos en México

El primer antecedente normativo en México, fue la refor-
ma del artículo 207 del Código Penal para el Distrito y Te-
rritorios Federales en Materia de Fuero Común, y para to-
da la República en Materia de Fuero Federal, que a la letra
decía:

Artículo 207. Comete el delito de lenocinio: Toda per-
sona que sin autorización legal, habitual o accidental-
mente explote el cuerpo de la mujer por medio del co-
mercio carnal, se mantiene de este comercio u obtiene
de él un lucro cualquiera.

Posteriormente, el 13 de enero de 1984, únicamente se in-
corpora al citado ordenamiento, el “libro segundo, título
octavo, capítulo tercero”, que incluía los delitos de “trata
de personas y lenocinio”, sin que para ello se haya hecho
referencia al concepto y penalidad del ilícito citado en pri-
mer término, sin embargo, a ello y en esa misma fecha se
incorpora el artículo 205 como ilícito de Corrupción de
Menores en el tenor siguiente:

Artículo 205. Al que promueva, facilite, consiga o en-
tregue a una persona para que ejerza la prostitución den-
tro o fuera del país, se le impondrá prisión de 6 meses a
6 años y hasta 500 días multa.

Si se emplease violencia o el agente se valiese de una
función pública que tuviere, la pena se agravará hasta en
una mitad más.

En este contexto, el Código Penal vigente en esa época, no
contempló la figura delictiva de la trata de personas, cuya
persecución no solo interesa al estado mexicano, sino a la

comunidad internacional, en los términos que han origina-
do convenios multilaterales a este respecto, como en otros
casos en que se pretende la persecución de delitos que tras-
cienden las fronteras de un país.

No fue sino hasta la reforma de 27 de marzo de 2007, cuan-
do en el artículo 207 se propuso la reestructuración de los
Capítulos Segundo y Tercero del Título Octavo, libro se-
gundo del Código Penal Federal, que se refieren a la co-
rrupción de menores e incapaces, pornografía infantil y
prostitución sexual de menores, es en ese momento cuando
se tipifica el delito de trata de personas y lenocinio, cuyo
texto es el siguiente:

Artículo 207. Comete el delito de trata de personas
quien promueva, facilite, consiga, traslade, entregue o
reciba a una persona para someterla a cualquier forma
de explotación, ya sea explotación sexual, trabajos o
servicios impuestos de manera coercitiva o para que le
sean extirpados cualquiera de sus órganos, tejidos o sus
componentes, dentro o fuera del territorio nacional.

Al autor de este delito se le impondrá pena de 4 a 9 años y
de 400 a 900 días multa.

Es importante señalar que, desafortunadamente, son pocos
los Estados que han legislado para erradicar y prevenir la
trata de personas, como son
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Lamentablemente, para México el crimen organizado me-
joró sus métodos de comisión delictiva, así como su rees-
tructuración, aprovechando para su operación la globaliza-
ción, el incremento del comercio mundial y la existencia de
nuevas tecnologías de comunicación informática, haciendo
insuficiente la legislación existente en el país.

En estas condiciones, la Comisión de Puntos Constituciona-
les considera que este flagelo social ha expandido en forma
acelerada sus redes delictivas, por tanto, es necesario con-
templar en la Constitución el delito de trata de personas y
ordenar la expedición de una ley general en la materia, acor-
de a la realidad social, en la que se prevengan las diversas
conductas, así como las penalidades correspondientes.

En este sentido y al ser alarmante, año con año millones de
personas, la mayoría mujeres y niños son engañados, ven-
didos, coaccionados o sometidos a diferentes situaciones
de carácter laboral, sexual o de servidumbre, por lo que re-
sulta urgente actuar legislativamente, adicionando y refor-
mando el segundo párrafo del artículo 19; la fracción V
del Apartado C del artículo 20; y el párrafo primero de
la fracción XXI del artículo 73 de la Constitución Polí-
tica de los Estados Unidos Mexicanos.

Visto lo anterior, queda demostrado que el cuerpo normati-
vo relativo a la trata de personas es deficiente y denota el
poco interés de los Estados en abordar y prevenir la comi-
sión del ilícito.

En este contexto, es pertinente citar la definición de Luisa
Fernanda Tello Moreno, en su obra Análisis del alcance y



contenido de la Ley para Sancionar y Prevenir la Trata de
Personas, editado por la Comisión Nacional de los Dere-
chos Humanos, que a la letra dice: “La trata de personas
también es un fenómeno trasnacional, por medio del cual
se somete a las personas a situaciones de explotación se-
xual o laboral –en términos generales–, bajo condiciones
análogas a la esclavitud y, por lo general, se les traslada a
países distintos al de su origen o residencia, con el fin de
que no escapen de dicha situación...”

Marco internacional

Es necesario analizar los ordenamientos jurídicos de carác-
ter internacional en cuanto al tema de trata de personas. En
ese contexto, se ha trabajado para erradicar dicho ilícito y
nuestro país no es ajeno a tales políticas.

El Estado mexicano, con una visión humanista, ha suscrito
diversos instrumentos jurídicos internacionales, los cuales
son:

1. Convenio para la Represión de la Trata de Perso-
nas y de la Explotación de la Prostitución Ajena

Artículo 1. Las partes en el presente convenio se com-
prometen a castigar a toda persona que, para satisfacer
las pasiones de otra:

Concertare la prostitución de otra persona, aun con el
consentimiento de tal persona;

Explotare la prostitución de otra persona, aun con el
consentimiento de tal persona.

Artículo 2. Las partes en el presente convenio se com-
prometen asimismo a castigar a toda persona que:

Mantuviere una casa de prostitución, la administrare o a
sabiendas la sostuviere o participare en su financia-
miento; diere o tomare a sabiendas en arriendo un edifi-
cio u otro local, o cualquier parte de los mismos, para
explotar la prostitución ajena.

Artículo 16 Las partes en el presente convenio se com-
prometen a adoptar medidas para la prevención de la
prostitución y para la rehabilitación y adaptación social
de las víctimas de la prostitución y de las infracciones a
que se refiere el presente convenio, o a estimular la
adopción de tales medidas, por sus servicios públicos o

privados de carácter educativo, sanitario, social, econó-
mico y otros servicios conexos.

2. Convención sobre los Derechos del Niño, adopta-
da y abierta a la firma y ratificación por la Asamblea
General en su Resolución 44/25, de 20 de noviembre
de 1989. Entrada en vigor: 2 de septiembre de 1990,
de conformidad con el artículo 49.

Artículo 34

Los Estados parte se comprometen a proteger al niño
contra todas las formas de explotación y abuso sexuales.
Con este fin, los Estados parte tomarán, en particular,
todas las medidas de carácter nacional, bilateral y mul-
tilateral que sean necesarias para impedir:

a) La incitación o la coacción para que un niño se dedi-
que a cualquier actividad sexual ilegal; 

b) La explotación del niño en la prostitución u otras
prácticas sexuales ilegales; 

c) La explotación del niño en espectáculos o materiales
pornográficos”.

3. Convención sobre la Eliminación de Todas las
Formas de Discriminación contra la Mujer

Artículo 1

A los efectos de la presente convención, la expresión
“discriminación contra la mujer” denotará toda distin-
ción, exclusión o restricción basada en el sexo que tenga
por objeto o resultado menoscabar o anular el reconoci-
miento, goce o ejercicio por la mujer, independientemen-
te de su estado civil, sobre la base de la igualdad del hom-
bre y la mujer, de los derechos humanos y las libertades
fundamentales en las esferas política, económica, social,
cultural y civil o en cualquier otra esfera.

4. Convención Suplementaria sobre la Abolición de
la Esclavitud, la Trata de Esclavos y las Instituciones
y Prácticas Análogas a la Esclavitud

Artículo 1

Cada uno de los Estados parte en la convención adopta-
rá todas aquellas medidas legislativas o de cualquier
otra índole que sean factibles y necesarias para lograr
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progresivamente y a la mayor brevedad posible la com-
pleta abolición o el abandono de las instituciones y prác-
ticas que se indican a continuación, dondequiera que sub-
sistan, les sea o no aplicable la definición de esclavitud
que figura en el artículo 1 del Convenio sobre la Esclavi-
tud, firmado en Ginebra el 25 de septiembre de 1926:

a) La servidumbre por deudas, o sea, el estado o la con-
dición que resulta del hecho de que un deudor se haya
comprometido a prestar sus servicios personales, o los
de alguien sobre quien ejerce autoridad, como garantía
de una deuda, si los servicios prestados, equitativamen-
te valorados, no se aplican al pago de la deuda, o si no
se limita su duración ni se define la naturaleza de dichos
servicios;

b) La servidumbre de la gleba, o sea, la condición de la
persona que está obligada por la ley, por la costumbre o
por un acuerdo a vivir y a trabajar sobre una tierra que
pertenece a otra persona y a prestar a ésta, mediante re-
muneración o gratuitamente, determinados servicios,
sin libertad para cambiar su condición;

Sección II. La trata de esclavos

Artículo 3

1. El acto de transportar o de intentar transportar escla-
vos de un país a otro por cualquier medio de transporte,
o la complicidad en dicho acto, constituirá delito en la
legislación de los Estados parte en la convención, y las
personas declaradas culpables de él serán castigadas con
penas muy severas.

2. a) Los Estados parte dictarán todas las disposiciones
necesarias para impedir que los buques y las aeronaves
autorizados a enarbolar su pabellón transporten esclavos
y para castigar a las personas culpables de dicho acto o
de utilizar el pabellón nacional con ese propósito;

b) Los Estados parte adoptarán todas las medidas nece-
sarias para impedir que sus puertos, aeropuertos y cos-
tas sean utilizados para el transporte de esclavos.

3. Los Estados parte en la convención procederán a un
intercambio de información con objeto de conseguir una
coordinación práctica de las medidas tomadas por ellos
para combatir la trata de esclavos y se comunicarán mu-
tuamente todo caso de trata de esclavos y toda tentativa
de cometer dicho delito que lleguen a su conocimiento.

Artículo 4

Todo esclavo que se refugie a bordo de cualquier buque
de un Estado parte en la convención quedará libre ipso
facto.

Sección III. Disposiciones Comunes A La Esclavitud y
a las Instituciones y Prácticas Análogas a la Esclavi-
tud.

Artículo 5 

En cualquier país donde la esclavitud o las instituciones
y prácticas mencionadas en el artículo 1 de esta con-
vención no hayan sido completamente abolidas o aban-
donadas, el acto de mutilar o de marcar a fuego, o por
otro medio, a un esclavo o a una persona de condición
servil –ya sea para indicar su condición, para infligirle
un castigo o por cualquier otra razón– o la complicidad
en tales actos, constituirá delito en la legislación de los
Estados parte en la convención, y las personas declara-
das culpables incurrirán en penalidad.

Artículo 6

1. El hecho de reducir a una persona a esclavitud, o de
inducirla a enajenar su libertad o la de una persona de-
pendiente de ella para quedar reducida a esclavitud, la
tentativa de cometer estos actos o la complicidad en
ellos o la participación en un acuerdo para ejecutarlos,
constituirán delito en la legislación de los Estados parte
en la convención y las personas declaradas culpables de
ellos incurrirán en penalidad.

2. A reserva de lo establecido en el párrafo primero del
artículo 1 de la Convención, las disposiciones del párra-
fo 1 del presente artículo se aplicarán también al hecho
de inducir a una persona a someterse o a someter a una
persona dependiente de ella a un estado servil que re-
sulte de cualquiera de las instituciones o prácticas men-
cionadas en el artículo 1, así como a la tentativa de co-
meter estos actos, o la complicidad en ellos, y a la
participación en un acuerdo para ejecutarlos. 

Sección IV. Definiciones

Artículo 7

A los efectos de la presente convención: 



a) La “esclavitud”, tal como está definida en el Conve-
nio sobre la Esclavitud de 1926, es el estado o condición
de las personas sobre las que se ejercen todos o parte de
los poderes atribuidos al derecho de propiedad, y “es-
clavo” es toda persona en tal estado o condición;

b) La expresión “persona de condición servil” indica to-
da persona colocada en la condición o estado que resul-
ta de alguna de las instituciones o prácticas menciona-
das en el artículo 1 de la convención;

c) “Trata de esclavos” significa y abarca todo acto de
captura, de adquisición o de disposición de una persona
con intención de someterla a esclavitud; todo acto de ad-
quisición de un esclavo con intención de venderlo o de
cambiarlo; todo acto de cesión por venta o cambio de
una persona, adquirida con intención de venderla o
cambiarla, y, en general, todo acto de comercio o de
transporte de esclavos, sea cual fuere el medio de trans-
porte empleado”.

5. Declaración sobre los Principios Fundamentales
de Justicia para las Víctimas de Delitos y del Abuso
de Poder

Adoptada por la Asamblea General en su resolución
40/34, del 29 de noviembre de 1985.

A. Las víctimas de delitos

1. Se entenderá por “víctimas” las personas que, indivi-
dual o colectivamente, hayan sufrido daños, inclusive
lesiones físicas o mentales, sufrimiento emocional, pér-
dida financiera o menoscabo sustancial de los derechos
fundamentales, como consecuencia de acciones u omi-
siones que violen la legislación penal vigente en los Es-
tados Miembro, incluida la que proscribe el abuso de
poder.

2. Podrá considerarse “víctima” a una persona, con
arreglo a la presente declaración, independientemente
de que se identifique, aprehenda, enjuicie o condene al
perpetrador e independientemente de la relación fami-
liar entre el perpetrador y la víctima. En la expresión
“víctima” se incluye además, en su caso, a los familia-
res o personas a cargo que tengan relación inmediata
con la víctima directa y a las personas que hayan sufri-
do daños al intervenir para asistir a la víctima en peligro
o para prevenir la victimización.

3. Las disposiciones de la presente declaración serán
aplicables a todas las personas sin distinción alguna, ya
sea de raza, color, sexo, edad, idioma, religión, naciona-
lidad, opinión política o de otra índole, creencias o prác-
ticas culturales, situación económica, nacimiento o si-
tuación familiar, origen étnico o social, o impedimento
físico

B. Las víctimas del abuso de poder

18. Se entenderá por “víctimas” las personas que, indi-
vidual o colectivamente, hayan sufrido daños, inclusive
lesiones físicas o mentales, sufrimiento emocional, pér-
dida financiera o menoscabo sustancial de sus derechos
fundamentales, como consecuencia de acciones u omi-
siones que no lleguen a constituir violaciones del dere-
cho penal nacional, pero violen normas internacional-
mente reconocidas relativas a los derechos humanos.

19. Los Estados considerarán la posibilidad de incorpo-
rar a la legislación nacional normas que proscriban los
abusos de poder y proporcionen remedios a las víctimas
de esos abusos. En particular, esos remedios incluirán el
resarcimiento y la indemnización, así como la asistencia
y el apoyo materiales, médicos, psicológicos y sociales
necesarios.

20. Los Estados considerarán la posibilidad de negociar
tratados internacionales multilaterales relativos a las
víctimas, definidas en el párrafo 18.

21. Los Estados revisarán periódicamente la legislación
y la práctica vigentes para asegurar su adaptación a las
circunstancias cambiantes, promulgarán y aplicarán, en
su caso, leyes por las cuales se prohíban los actos que
constituyan graves abusos de poder político o económi-
co y se fomenten medidas y mecanismos para prevenir
esos actos, y establecerán derechos y recursos adecua-
dos para las víctimas de tales actos, facilitándoles su
ejercicio”.

6. Declaración y plataforma de acción de Beijing. La
cuarta Conferencia Mundial sobre la Mujer, reunida en
Beijing del 4 al 15 de septiembre de 1995

Reafirmamos nuestro compromiso de:

8. Defender los derechos y la dignidad humana intrínse-
ca de las mujeres y los hombres, todos los demás pro-
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pósitos y principios consagrados en la Carta de las Na-
ciones Unidas, la Declaración Universal de Derechos
Humanos y otros instrumentos internacionales de dere-
chos humanos, en particular, la Convención sobre la eli-
minación de todas las formas de discriminación contra
la mujer y la Convención sobre los Derechos del Niño,
así como la declaración sobre la eliminación de la vio-
lencia contra la mujer y la declaración sobre el derecho
al desarrollo;

9. Garantizar la plena aplicación de los derechos huma-
nos de las mujeres y las niñas como parte inalienable,
integral e indivisible de todos los derechos humanos y
libertades fundamentales.

7. Convención de las Naciones Unidas contra la De-
lincuencia Organizada Transnacional

Artículo 1

Finalidad

El propósito de la presente convención es promover la
cooperación para prevenir y combatir más eficazmente
la delincuencia organizada transnacional.

Artículo 2

Definiciones

Para los fines de la presente convención:

a) Por “grupo delictivo organizado” se entenderá un
grupo estructurado de tres o más personas que exista du-
rante cierto tiempo y que actúe concertadamente con el
propósito de cometer uno o más delitos graves o delitos
tipificados con arreglo a la presente convención con mi-
ras a obtener, directa o indirectamente, un beneficio
económico u otro beneficio de orden material;

b) Por “delito grave” se entenderá la conducta que cons-
tituya un delito punible con una privación de libertad
máxima de al menos cuatro años o con una pena más
grave;

c) Por “grupo estructurado” se entenderá un grupo no
formado fortuitamente para la comisión inmediata de un
delito y en el que no necesariamente se haya asignado a
sus miembros funciones formalmente definidas ni haya

continuidad en la condición de miembro o exista una es-
tructura desarrollada;

d) Por “bienes” se entenderá los activos de cualquier ti-
po, corporales o incorporales, muebles o inmuebles, tan-
gibles o intangibles, y los documentos o instrumentos
legales que acrediten la propiedad u otros derechos so-
bre dichos activos;

e) Por “producto del delito” se entenderá los bienes de
cualquier índole derivados u obtenidos directa o indi-
rectamente de la comisión de un delito;

f) Por “embargo preventivo” o “incautación” se enten-
derá la prohibición temporal de transferir, convertir, en-
ajenar o mover bienes, o la custodia o el control tempo-
rales de bienes por mandamiento expedido por un
tribunal u otra autoridad competente;

g) Por “decomiso” se entenderá la privación con carác-
ter definitivo de bienes por decisión de un tribunal o de
otra autoridad competente;

h) Por “delito determinante” se entenderá todo delito del
que se derive un producto que pueda pasar a constituir
materia de un delito definido en el artículo 6 de la pre-
sente convención;

i) Por “entrega vigilada” se entenderá la técnica consis-
tente en dejar que remesas ilícitas o sospechosas salgan
del territorio de uno o más Estados, lo atraviesen o en-
tren en él, con el conocimiento y bajo la supervisión de
sus autoridades competentes, con el fin de investigar de-
litos e identificar a las personas involucradas en la co-
misión de éstos;

j) Por “organización regional de integración económi-
ca” se entenderá una organización constituida por Esta-
dos soberanos de una región determinada, a la que sus
Estados miembros han transferido competencia en las
cuestiones regidas por la presente convención y que ha
sido debidamente facultada, de conformidad con sus
procedimientos internos, para firmar, ratificar, aceptar o
aprobar la convención o adherirse a ella; las referencias
a los “Estados parte” con arreglo a la presente conven-
ción se aplicarán a esas organizaciones dentro de los lí-
mites de su competencia.



Artículo 3

Ámbito de aplicación

1. A menos que contenga una disposición en contrario,
la presente convención se aplicará a la prevención, la in-
vestigación y el enjuiciamiento de:

a) Los delitos tipificados con arreglo a los artículos 5, 6,
8 y 23 de la presente convención; y

b) Los delitos graves que se definen en el artículo 2 de
la presente convención; cuando esos delitos sean de ca-
rácter transnacional y entrañen la participación de un
grupo delictivo organizado.

2. A los efectos del párrafo 1 del presente artículo, el de-
lito será de carácter transnacional si:

a) Se comete en más de un Estado;

b) Se comete dentro de un solo Estado pero una parte
sustancial de su preparación, planificación, dirección o
control se realiza en otro Estado;

c) Se comete dentro de un solo Estado pero entraña la
participación de un grupo delictivo organizado que rea-
liza actividades delictivas en más de un Estado; o

d) Se comete en un solo Estado pero tiene efectos sus-
tanciales en otro Estado.”

Es importante destacar que dichos instrumentos internacio-
nales son de observancia obligatoria para el Estado mexi-
cano y los principios que postulan deben ser adoptados en
el derecho interno, ello para asegurar su observancia.

Nuestro máximo tribunal, ha señalado la obligatoriedad de
los tratados internacionales en relación al Estado mexica-
no:

Tratados internacionales. Son parte integrante de la
ley suprema de la Unión y se ubican jerárquicamen-
te por encima de las leyes generales, federales y loca-
les. Interpretación del artículo 133 constitucional.

La interpretación sistemática del artículo 133 de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos
permite identificar la existencia de un orden jurídico su-
perior, de carácter nacional, integrado por la Constitu-

ción federal, los tratados internacionales y las leyes ge-
nerales. Asimismo, a partir de dicha interpretación, ar-
monizada con los principios de derecho internacional
dispersos en el texto constitucional, así como con las
normas y premisas fundamentales de esa rama del dere-
cho, se concluye que los tratados internacionales se ubi-
can jerárquicamente abajo de la Constitución federal y
por encima de las leyes generales, federales y locales, en
la medida en que el Estado mexicano al suscribirlos, de
conformidad con lo dispuesto en la Convención de Vie-
na sobre el Derecho de los Tratados entre los Estados y
Organizaciones Internacionales o entre Organizaciones
Internacionales y, además, atendiendo al principio fun-
damental de derecho internacional consuetudinario
“pacta sunt servanda, contrae libremente obligacio-
nes frente a la comunidad internacional que no pue-
den ser desconocidas invocando normas de derecho
interno y cuyo incumplimiento supone, por lo demás,
una responsabilidad de carácter internacional.

En suma, los principios establecidos en los documentos ju-
rídicos antes citados, no sólo son disposiciones de carácter
internacional, sino que es obligación del Estado Mexicano
adoptarlos en el derecho interno, esto es, creando las dis-
posiciones jurídicas que hagan efectivo el cumplimiento.

IV. Conclusiones

De lo anterior, la Comisión de Puntos Constitucionales lle-
ga a las convicciones siguientes:

Primera. La trata de personas no es una manifestación me-
ramente circunstancial que afecta a una cuantas personas,
sino que repercute en cuestiones de estructuras de los Esta-
dos en el tejido social y económico, así como en las orga-
nizaciones de las sociedades.

Segunda. Violenta los derechos humanos del individuo,
sobre todo, de aquellos que tienen un status vulnerable; co-
mo las mujeres, los niños y los migrantes, esto por que ado-
lecen de educación y oportunidades de trabajo.

Tercera. Estamos frente a un fenómeno socio delictivo,
que no ha sido frenado por la insuficiencia de los diversos
ordenamientos jurídicos vigentes en México, por la agudiza-
ción paulatina de la globalización y el desarrollo tecnológi-
co, además de que convergen factores de carácter económi-
co, social, migratorio, discriminatorio, de delincuencia
organizada y corrupción.
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Cuarta. Las redes del crimen organizado apuntan firme-
mente a la niñez como producto de cambio, cuyo beneficio
deriva en vender a estos para que trabajen como siervos o
de manera forzada, estas prácticas debemos concebirlas co-
mo inhumanas y criminales, por ello, es preciso detenerlas.

Quinta. En esas condiciones vertidas en los puntos ante-
riores, esta comisión dictaminadora considera necesario
proponer una reforma al párrafo segundo del artículo 19 de
la Constitución, para que la trata de personas se incorpore
a los delitos en los cuales el Juez declara oficiosamente la
prisión preventiva cuando el imputado esté siendo procesa-
do, lo anterior toma fundamento por la afectación social
que produce el ilícito y por el riesgo de que el sujeto acti-
vo se sustraiga de la acción de la justicia.

Sexta. Es pertinente, reformar la fracción V del Apartado
C del artículo 20 constitucional, para incluir dentro de los
derechos de las víctimas y ofendidos por el delito de trata
de personas, el resguardo de su identidad y datos persona-
les, toda vez que, por las características de este delito, re-
sulta necesario se proteja la identidad y datos de la víctima,
con el fin de que, en el proceso penal, se cumplan con las
mínimas medidas de seguridad.

Séptima. Con respecto a la propuesta contenida en el pro-
yecto, de agregar un inciso f) al artículo 21 constitucional
con objeto de establecer la coordinación de autoridades de
los distintos órdenes de gobierno para combatir el delito,
esta comisión coincide en que debe desecharse, porque el
párrafo noveno vigente, así como en los párrafos segundo
y tercero de la fracción XXI del artículo 73, la coordina-
ción entre autoridades a que hace referencia la propuesta,
ya se encuentra prevista en mejores términos y con mayor
amplitud, toda vez que se prevé tanto para los delitos fede-
rales como para los del fuero común, mientras que, del tex-
to de la propuesta podría desprenderse que cuando una au-
toridad local conozca de la comisión de un delito del fuero
federal, debería avisar a la autoridad correspondiente y po-
nerse a sus órdenes, y que la autoridad local (estatal o mu-
nicipal) también conocería del delito federal, lo cual es
contradictorio.

Octava. Esta dictaminadora considera pertinente que se re-
alice la reforma contenida en el párrafo segundo, de la
fracción XXI del artículo 73 de la Constitución, para fa-
cultar al Congreso de la Unión a expedir una Ley General
en Trata de Personas, logrando, en consecuencia, un ins-
trumento jurídico adecuado.

Por lo expuesto, los miembros de la comisión someten a
consideración el siguiente proyecto de

Decreto por el que se reforman los artículos 19, 20 y 73
de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexi-
canos

Único. Se reforman los artículos 19, segundo párrafo; 20
Apartado C, fracción V y 73, fracción XXI, primer párrafo
de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexica-
nos, para quedar como sigue:

Artículo 19. ...

El Ministerio Público sólo podrá solicitar al juez la prisión
preventiva cuando otras medidas cautelares no sean sufi-
cientes para garantizar la comparecencia del imputado en
el juicio, el desarrollo de la investigación, la protección de
la víctima, de los testigos o de la comunidad, así como
cuando el imputado esté siendo procesado o haya sido sen-
tenciado previamente por la comisión de un delito doloso.
El juez ordenará la prisión preventiva, oficiosamente, en
los casos de delincuencia organizada, homicidio doloso,
violación, secuestro, trata de personas, delitos cometidos
con medios violentos como armas y explosivos, así como
delitos graves que determine la ley en contra de la seguri-
dad de la nación, el libre desarrollo de la personalidad y de
la salud.

...

...

...

...

...

Artículo 20. ...

A. ...

B. ...

C. ...

I. a IV. ...



V. Al resguardo de su identidad y otros datos personales
en los siguientes casos: cuando sean menores de edad;
cuando se trate de delitos de violación, trata de perso-
nas, secuestro o delincuencia organizada; y cuando a
juicio del juzgador sea necesario para su protección, sal-
vaguardando en todo caso los derechos de la defensa.

...

VI. y VII. …

Artículo 73. El Congreso tiene facultad:

I. a XX. …

XXI. Para establecer los delitos y las faltas contra la Fe-
deración y fijar los castigos que por ellos deban impo-
nerse; expedir una ley general en materia de secuestro y
trata de personas, que establezcan, como mínimo, los
tipos penales y sus sanciones, la distribución de compe-
tencias y las formas de coordinación entre la federación,
el Distrito Federal, los estados y los municipios; así co-
mo legislar en materia de delincuencia organizada.

…

…

Transitorios

Primero. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la Fe-
deración.

Segundo. Dentro de los 180 días siguientes a la entrada en
vigor del presente decreto, el Congreso de la Unión y las
legislaturas de los estados emitirán la Ley General para
prevenir y sancionar la Trata de Personas.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 14 de diciembre de 2010.

La Comisión de Puntos Constitucionales, diputados: Juventino
Castro y Castro (rúbrica), presidente; Nazario Norberto Sánchez (rú-
brica), Feliciano Rosendo Marín Díaz (rúbrica), Reginaldo Rivera de
la Torre (rúbrica), Francisco Saracho Navarro, Héctor Guevara Ramí-
rez (rúbrica), Gustavo González Hernández, Carlos Alberto Pérez Cue-
vas (rúbrica), Guillermo Cueva Sada (rúbrica), Jaime Fernando Cárde-
nas Gracia (rúbrica), secretarios; José Luis Jaime Correa (rúbrica), Ma.
Dina Herrera Soto (rúbrica), Rafael Rodríguez González, José Ricardo
López Pescador (rúbrica), Felipe Solís Acero, Guadalupe Pérez Do-

mínguez (rúbrica), Rolando Rodrigo Zapata Bello (rúbrica), Justino
Eugenio Arraiga Rojas (rúbrica), Morelos Jaime Carlos Canseco Gó-
mez, Fermín Gerardo Alvarado Arroyo, Víctor Humberto Benítez Tre-
viño (rúbrica), Emilio Chuayffet Chemor, Fernando Ferreyra Olivares,
Diva Hadamira Gastélum Bajo (rúbrica), Víctor Alejandro Balderas
Vaquera (rúbrica), Mario Alberto Becerra Pocoroba (rúbrica), Óscar
Martín Arce Paniagua (rúbrica), Sonia Mendoza Díaz (rúbrica), Cami-
lo Ramírez Puente (rúbrica).»

Es de primera lectura.

LEY FEDERAL DE SEGURIDAD PRIVADA

La Secretaria diputada María Dolores del Río Sánchez:
«Dictamen de la Comisión de Seguridad Pública, con pro-
yecto de decreto que reforma las fracciones XV y XVII y
adiciona la XXII y XXIII al artículo 25 de la Ley Federal
de Seguridad Privada

Honorable Asamblea:

A la Comisión de Seguridad Pública de la Cámara de Di-
putados del Congreso de la Unión fue turnada para estudio
y análisis correspondiente la minuta con proyecto de de-
creto por el que se reforman las fracciones XV y XVII, y
se adicionan la XXII y XXIII del artículo 25 de la Ley Fe-
deral de Seguridad Privada.

Esta comisión, con fundamento en lo dispuesto en los artí-
culos 70, 71, 72 y 73 de la Constitución Política; y 39 y 45,
numeral 6, incisos e) a g), de la Ley Orgánica del Congre-
so General de los Estados Unidos Mexicanos, se abocó al
examen de la minuta descrita, al tenor de los siguientes

Antecedentes

Con fecha 11 de octubre de 2007, el senador Renán Cleo-
minio Zoreda Novelo, del Grupo Parlamentario del Partido
Revolucionario Institucional, presentó la iniciativa con
proyecto de decreto por el que se reforman las fracciones I
del artículo 15, y XV y XVII del 25, y se adicionan la
XXII, XXIII y XXIV al artículo 25 de la Ley Federal de
Seguridad Privada.

Con fecha 3 de septiembre de 2009 se turnó a la Cámara de
Diputados del Congreso de la Unión el expediente que con-
tiene la minuta con proyecto de decreto por el que se re-
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forman las fracciones XV y XVII, y se adicionan la XXII
y XXIII del artículo 25 de la Ley Federal de Seguridad Pri-
vada.

Análisis y consideraciones de la minuta

Primero. La problemática en el aumento de la incidencia
delictiva, además de exigir mayor eficiencia en el funcio-
namiento de los cuerpos policiales, propicia que la socie-
dad busque medios y mecanismos alternativos para prote-
ger su patrimonio y su integridad personal. Así, el sector de
la seguridad privada cobra auge, al constituirse como una
actividad estratégica coadyuvante de la seguridad pública.

Segundo. De acuerdo con el artículo 2o. de la Ley Federal
de Seguridad Privada, la seguridad privada es la actividad
a cargo de los particulares, autorizada por el órgano com-
petente, con objeto de desempeñar acciones relacionadas
con la seguridad en materia de protección, vigilancia, cus-
todia de personas, información, bienes inmuebles, muebles
o valores, incluidos su traslado; instalación, operación de
sistemas y equipos de seguridad; aportar datos para la in-
vestigación de delitos y apoyar en caso de siniestros o de-
sastres, en su carácter de auxiliares a la función de seguri-
dad pública.

Tercero. De acuerdo con el artículo 21 de la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos, la seguridad pú-
blica se regirá por los principios de legalidad, objetividad,
eficiencia, profesionalismo, honradez y respeto de los de-
rechos humanos reconocidos en la Constitución. Luego en-
tonces, si la seguridad privada, por ser una función auxiliar
de la seguridad pública de acuerdo con el artículo 2o. de la
Ley Federal de Seguridad Privada, ésta también deberá re-
girse por los citados principios, lo cual implica que se re-
quiere un estricto control y seguimiento de las instituciones
de seguridad privada.

Cuarto. No obstante lo mencionado, existen ya en el siste-
ma jurídico normas y lineamientos que regulan el marco de
actuación de quienes prestan servicios de seguridad priva-
da, los cuales reflejan la labor conjunta que tienen el deber
de realizar tanto las instituciones de seguridad privada co-
mo las de seguridad pública. Así lo reafirma la siguiente te-
sis aislada:

Seguridad privada. Es improcedente conceder la suspen-
sión provisional contra las medidas de control y verifica-
ción de las corporaciones que prestan esos servicios.

La sociedad está interesada en que las empresas que se de-
dican a prestar el servicio de seguridad privada –lo que im-
plica la guarda, custodia, uso y manejo de armamento, pa-
trullas e insignias oficiales– funcionen con las medidas
legales establecidas, pues ello incide en la materia de se-
guridad pública, de la cual son auxiliares, toda vez que co-
adyuvan en el combate de la delincuencia y participan en
el cuidado de las personas que las contratan, con lo que se
pretende garantizar la seguridad y la tranquilidad de la po-
blación, cuidando la paz y el orden público. De ahí que de-
ba negarse la suspensión provisional solicitada contra las
medidas de control y verificación de la autoridad, por no
cumplirse con las exigencias del artículo 124, fracción II,
de la Ley de Amparo.

Segundo Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del
Tercer Circuito. Queja 304/2004. Seguridad Privada y Ser-
vicios Cooperativos, SA de CV; 18 de octubre de 2004.
Unanimidad de votos. Ponente: Tomás Gómez Verónica.
Secretario: Guillermo García Tapia. Queja 1/2006. Creci-
miento de Jalisco, SC; 4 de enero de 2006. Unanimidad de
votos. Ponente: Tomás Gómez Verónica. Secretario: Gui-
llermo García Tapia.

Quinto. Esta comisión considera que, en el marco del com-
bate de la delincuencia, es importante actualizar el conte-
nido de la Ley Federal de Seguridad Privada, a fin de que
las empresas dedicadas a prestar los servicios de alarmas y
de monitoreo electrónico eleven el nivel de seguridad de
los usuarios, estableciendo los requisitos que se deben
cumplir, así como las condiciones mínimas de seguridad
que deben guardar las propias empresas a fin de que éstas
sean identificadas de forma clara y precisa y, con ello, des-
de luego, sin suplantar a las autoridades de los tres niveles
de gobierno encargadas de dicha función, coadyuvan tam-
bién desde su ámbito a consolidar la seguridad pública. Es-
ta dictaminadora coincide con la colegisladora en perfec-
cionar el ordenamiento regulador en el plano federal de la
seguridad privada.

Sexto. El contenido de la minuta que nos ocupa satisface el
requisito de implantación de las normas constitucionales
de la materia de seguridad privada, sin contener disposi-
ción alguna que exceda o contravenga el texto de la ley su-
prema, lo que evidencia su carácter congruente con esta.

Séptimo. La minuta materia del presente dictamen tiene
como objetivos adecuar la ley a los nuevos requerimientos
tecnológicos, reforzar los requisitos a cargo de las empre-



sas privadas que ofrecen servicios de vigilancia, rastreo,
monitoreo y seguimiento de personas y vehículos, como
dispositivos de localización que operan vía satélite integra-
do, que puede ser un sistema de localización vehicular sa-
telital GPS-GPRS (e-tracker), un dispositivo de localiza-
ción satelital de personas GPS-GPRS-SMS (Xega SOS,
E-Phone Pro, E-Phone Esc, o VIP 911), y un chip de iden-
tificación implantable en el cuerpo humano, denominado
“Verichip”, entre otros.

Debido a que el principal problema del secuestro es la lo-
calización de las víctimas, se piensa que este tipo de equi-
pos se puede usar como dispositivo antisecuestro. No obs-
tante y sorprendentemente, las empresas que prestan este
servicio no están incluidas en la Ley Federal de Seguridad
Privada, aun cuando las autoridades de seguridad pública
trabajan muchas veces con algunas de éstas en operaciones
y a pesar de todas las expectativas que se tienen en estos
equipos, así como la importancia que tiene para la salud de
los usuarios de dichos dispositivos.

Octavo. En el caso en estudio destacan lo relativo a las mo-
dalidades del servicio y el equipo relacionado con los ser-
vicios de seguridad privada, así como las obligaciones de
los prestadores de servicios de seguridad privada. En cuan-
to a la definición de las modalidades, se prevén dos su-
puestos: la descripción de seguridad privada a personas y
la actividad vinculada con servicios de seguridad privada.
La primera se describe como la protección, custodia, sal-
vaguarda, defensa de la vida y de la integridad corporal; la
segunda, como la actividad relacionada directa o indirecta-
mente con la instalación o comercialización de sistemas de
blindaje en todo tipo de vehículos automotores, y de los
equipos, dispositivos, aparatos, sistemas o procedimientos
técnicos especializados. Una de las obligaciones de los
prestadores de servicios es la relacionada con el tema es la
de utilizar únicamente el equipo y armamento registrado
ante la dirección general y que cumpla las normas mexica-
nas correspondientes.

Noveno. Indudablemente, toda reforma legal debe guardar
una exacta adecuación y concordancia con el texto consti-
tucional, de modo tal que los mismos principios, linea-
mientos y directrices que en éste se encuentran detallados
sean introducidos en cada uno de los ordenamientos res-
pecto a los cuales tengan aplicación. Las leyes reglamenta-
rias son leyes secundarias que detallan, precisan y sancio-
nan uno o varios preceptos de la Constitución, a fin de
articular los conceptos y medios necesarios para la aplica-

ción del precepto constitucional que regulan; por tanto, el
carácter reglamentario de la ley radica en su contenido.

En efecto, la minuta que se dictamina tiene el propósito
fundamental de hacer congruente la normatividad de la Ley
Federal de Seguridad Privada, pues con independencia de
la regulación específica que la legislación contiene en ma-
teria de seguridad privada se hace necesario adecuar la le-
gislación, en plena concordancia con lo que en la realidad
actual se presenta con el avance tecnológico en materia de
seguridad privada.

Décimo. Respecto a la propuesta de reforma de la fracción
I del artículo 15, consistente en incorporar en las modali-
dades de seguridad privada para que ésta se realice a través
de los servicios de custodia o equipo de localización e
identificación personal, se coincide con la colegisladora, al
considerar que tal supuesto ya se encuentra previsto en el
cuerpo de la ley y su reglamento, específicamente en la
fracción IV del artículo 15, relativa a la actividad vincula-
da con servicios de seguridad privada, que refiere a la acti-
vidad vinculada directa o indirectamente con la instalación
o comercialización de sistemas de blindaje en todo tipo de
vehículos automotores, y de los equipos, dispositivos, apa-
ratos, sistemas o procedimientos técnicos especializados.
Por tanto, se coincide en que dicha reforma es innecesaria
en virtud de que los equipos de localización e identifica-
ción están previstos en distintos ordenamientos, dentro de
los llamados “dispositivos, sistemas o procedimientos téc-
nicos especializados”.

Respecto a la reforma de las fracciones XV y XVII del ar-
tículo 25 de la Ley Federal de Seguridad Privada, se consi-
deran adecuados en los términos propuestos, ya que al in-
cluir el término telecomunicaciones y red de
telecomunicaciones se incluye a las empresas dedicadas a
prestar los servicios de alarmas y de monitoreo electrónico,
pues dicho término corresponde a una red de enlaces y no-
dos ordenados para la comunicación a distancia, donde los
mensajes pueden pasarse de una parte a otra de la red so-
bre múltiples enlaces y a través de varios nodos.

De igual modo, respecto de la adición de las fracciones
XXII, XXIII y XXIV del artículo 25 de la ley, se coincide
en cambiar la redacción propuesta de la fracción XXII, a
fin de hacerla congruente con las atribuciones de la Secre-
taría de Seguridad Pública y el marco legal.
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Tratándose de prestadores de servicios que operen en la
modalidad VI del artículo 15 de la ley en comento, y espe-
cíficamente en dispositivos, sistemas o procedimientos téc-
nicos especializados será requisito indispensable presentar
una relación y muestra física de los equipos que utilicen
para el servicio, por lo que se considera procedente supri-
mir la fracción XIV, aunado a que ya están previstas en las
facultades de verificación (artículos 36 y 37 de la Ley Fe-
deral de Seguridad Privada) para comprobar el cumpli-
miento de las disposiciones legales y reglamentarias apli-
cables.

Undécimo. Se considera que el uso de este tipo de equipos
en el ámbito de la seguridad personal es una alternativa
viable que coadyuvará a enfrentar el terrible mal de la de-
lincuencia. Por otro lado, se tiene confianza en que a través
de la vinculación directa que se ha establecido entre estas
empresas y los cuerpos de seguridad pública se agilizará la
captura de bandas de secuestradores que operan en el país.

Duodécimo. Esta comisión considera pertinente señalar la
existencia de la minuta enviada al Senado de la República
que reforma diversas disposiciones de la Ley Federal de
Seguridad Privada, para incorporar conceptos tecnológicos
que emplean las empresas que ofrecen servicios de seguri-
dad privada y reforzar su reglamentación, presentada por el
diputado Luis Fernando Rodríguez Ahumada, del Grupo
Parlamentario del Partido Acción Nacional, publicada en
su Gaceta el 30 de abril de 2009 y turnada a las Comisio-
nes Unidas de Seguridad Pública, y de Estudios Legislati-
vos, Primera.

Por lo expuesto, estas comisiones determinan que es pro-
cedente aprobar la minuta en estudio, toda vez que el dise-
ño de las medidas legislativas analizadas permitirá el forta-
lecimiento de los mecanismos de vigilancia y operación de
las empresas dedicadas a brindar seguridad privada a la
ciudadanía, dando congruencia a las leyes secundarias con
el texto constitucional.

Por los argumentos vertidos en párrafos que anteceden, es-
ta comisión manifiesta la aprobación de la minuta objeto
del presente dictamen, ya que de esta forma se cumple la
protección de la garantía de seguridad pública que el Esta-
do debe proveer a todos los individuos que están en el te-
rritorio mexicano, consignada en la Constitución Política.

Por todo lo anterior y para los efectos del Apartado A del
artículo 72 constitucional, los integrantes de la Comisión
de Seguridad Pública, con base en las consideraciones, ex-

presadas aprueban en sus términos la minuta del Senado de
la República y someten a consideración de la honorable
asamblea el siguiente proyecto de

Decreto por el que se reforman las fracciones XV y
XVII, y se adicionan la XXII y XXIII al artículo 25 de
la Ley Federal de Seguridad Privada

Único. Se reforman las fracciones XV y XVII, y se adicio-
nan la XXII y XXIII al artículo 25 de la Ley Federal de Se-
guridad Privada, para quedar como sigue:

Artículo 25. …

I. a XIV. …

XV. Relación de bienes inmuebles que se utilicen para
el servicio, incluido equipo de telecomunicaciones, ar-
mamento, vehículos, equipo en general, así como los
aditamentos complementarios al uniforme, en los for-
matos que para tal efecto establezca la dirección gene-
ral;

XVI. …

XVII. Copias certificadas del permiso para operar fre-
cuencia de radiocomunicaciones o red de telecomuni-
caciones, o contrato celebrado con concesionaria auto-
rizada;

XVIII. a XXI. …

XXII. Tratándose de prestadores de servicios que
operen en la modalidad VI del artículo 15 de la pre-
sente ley, y específicamente en dispositivos, sistemas
o procedimientos técnicos especializados, será requi-
sito indispensable presentar una relación y muestra
física de los equipos que utilicen para el servicio;

XXIII. Registro sanitario de los dispositivos de iden-
tificación personal; asimismo, para su almacena-
miento y transportación deberán cumplir los requi-
sitos establecidos en el reglamento de salud
aplicable.

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día siguien-
te al de su publicación en el Diario Oficial de la Federa-
ción.



Palacio Legislativo de San Lázaro, a 9 de diciembre de 2010.

La Comisión de Seguridad Pública, diputados: José Luis Ovando
Patrón (rúbrica), Sergio González Hernández (rúbrica), Bonifacio He-
rrera Rivera (rúbrica), Manuel Ignacio Acosta Gutiérrez (rúbrica), Ma-
nuel Esteban de Esesarte Pesqueira (rúbrica), Felipe Amadeo Flores
Espinoza (rúbrica), J. Eduardo Yáñez Montaño (rúbrica), Adriana Sa-
rur Torre (rúbrica), Teresa del Carmen Incháustegui Romero (rúbrica),
Teresa Rosaura Ochoa Mejía (rúbrica), Miguel Álvarez Santamaría
(rúbrica), Víctor Hugo Círigo Vásquez, Jaime Fernando Cárdenas Gra-
cia (rúbrica), Salvador Caro Cabrera (rúbrica), Ernesto de Lucas Hop-
kins (rúbrica), Omar Fayad Meneses, Jorge Fernando Franco Vargas,
Luis Alejandro Guevara Cobos (rúbrica), Aarón Irízar López, Felicia-
no Rosendo Marín Díaz, Manuel Guillermo Márquez Lizalde, Rosi
Orozco (rúbrica), Gustavo Antonio Miguel Ortega Joaquín (rúbrica),
María Antonieta Pérez Reyes (rúbrica), Camilo Ramírez Puente (rúbri-
ca), Liev Vladimir Ramos Cárdenas (rúbrica), Francisco Lauro Rojas
San Román, Arturo Santana Alfaro (rúbrica), Ricardo Sánchez Gálvez,
Ardelio Vargas Fosado (rúbrica).»

Es de primera lectura.

LEY FEDERAL DE SEGURIDAD PRIVADA

La Secretaria diputada María Dolores del Río Sánchez:
«Dictamen de la Comisión de Seguridad Pública, con pro-
yecto de decreto que reforma y adiciona diversas disposi-
ciones de la Ley Federal de Seguridad Privada

Honorable Asamblea:

A la Comisión de Seguridad Pública de la Cámara de Di-
putados del honorable Congreso de la Unión le fue turnada
para su estudio y análisis correspondiente, la minuta con
proyecto de decreto por el que se reforman y adicionan di-
versas disposiciones de los artículos 2, 15, 25 y 32 de la
Ley Federal de Seguridad Privada.

Esta comisión, con fundamento en lo dispuesto por los ar-
tículos 70, 71, 72 y 73 de la Constitución Política de los Es-
tados Unidos Mexicanos; 39 y 45, numeral 6, incisos e), f)
y g), de la Ley Orgánica del Congreso General de los Esta-
dos Unidos Mexicanos y 55, 56, 60, 87 y 88 del Regla-
mento para el Gobierno Interior del Congreso General de
los Estados Unidos Mexicanos, se avoca al examen de la
minuta descrita, al tenor de los siguientes:

Antecedentes

I. Con fecha 27 de noviembre de 2008, los senadores
Humberto Aguilar Coronado y Felipe González Gonzá-
lez, del Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacio-
nal, presentaron la iniciativa con proyecto de decreto
por el que se reforman y adicionan los artículos 2, 15, 25
y 32 de la Ley Federal de Seguridad Privada.

II. Con fecha 7 de septiembre de 2010, se turnó a la Cá-
mara de Diputados del honorable Congreso de la Unión,
el expediente que contiene la minuta proyecto de decre-
to por el que se reforman y adicionan los artículos 2, 15,
25 y 32 de la Ley Federal de Seguridad Privada.

Contenido de la minuta

1. La pretensión de los proponentes tiene como objetivo
regular en la Ley Federal de Seguridad Privada a las em-
presas dedicadas a prestar los servicios de alarmas y de
monitoreo electrónico; estableciendo los requisitos que
se deben cumplir, así como las condiciones mínimas de
seguridad que deben guardar las propias empresas a fin
de que estas sean identificadas de forma clara y precisa.

2. La colegisladora manifiesta en la minuta, objeto del
presente análisis, que el uso de tecnologías principal-
mente de la información que permitan una reacción in-
mediata está cada vez más extendida en el territorio na-
cional, debido a que en muchos municipios, gracias al
Fondo Municipal de Subsidios a los Municipios y De-
marcaciones Territoriales del Distrito Federal para la
Seguridad Pública (Subsemun), se han concretado insta-
laciones que permiten el arribo de la patrulla en unos
cuantos segundos a partir de que se recibe la llamada de
auxilio, lo cual eleva el nivel de seguridad de las perso-
nas y permite un mayor número de detenciones.

3. En consecuencia, la colegisladora coincide con los
autores de la iniciativa en que las alarmas entrañan un
medio eficaz, tanto para disuadir la comisión de delitos
como para hacer efectiva y oportuna la reacción cuando
se está perpetrando algún ilícito, principalmente de
aquellos que vulneran la vida, la integridad, la libertad o
el patrimonio de las personas y que su uso cada vez más
extendido entre la población requiere de una perspecti-
va que aporte a los usuarios certeza de que recibirán un
servicio de calidad y que asegure que en efecto la segu-
ridad privada, mediante este tipo de dispositivos, coad-
yuve con las autoridades encargadas de hacer cumplir la
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ley, dándoles aviso oportuno de cualquier incidencia
que registre el monitoreo con el propósito de agilizar la
intervención de dichas autoridades en pro de la seguri-
dad de las personas y sus bienes. Por lo anterior, es ne-
cesario regular la prestación de dicho servicio con la fi-
nalidad de asegurar a los usuarios calidad a nivel
internacional.

Sostiene que la técnica adoptada por la ley, en su artícu-
lo 15, respecto a las otras modalidades restantes de la
seguridad privada es la adecuada, en función de precisar
en qué consiste el servicio que nos ocupa destacando la
conexión de los sistemas de alarma y monitoreo con los
centros de emergencias de las autoridades encargadas de
la seguridad pública.

4. Enfatiza que la certeza sobre la existencia y viabili-
dad del prestador de los servicios queda demostrada a
cabalidad si, además de los requisitos a que se contrae
el artículo 25 de la ley para obtener la autorización para
funcionar, se solicita acreditar que se encuentra inscrito
en el Fisco y se exhibe un medio probatorio de la reali-
dad física del edificio donde tenga su domicilio el inte-
resado peticionario, por lo que se coincide.

Finalmente por lo que respecta a la mención de que los
prestadores del servicio no entrañan en su actividad la
contratación de seguros, la colegisladora considera que
no es necesario reproducir esta cita en la ley, ya que es-
te deber ya está comprendido en la fracción XXIII del
artículo 32 de la ley, relativo a la suspensión de activi-
dades para cualquier prestador de servicios, indepen-
dientemente de la modalidad bajo la cual opere.

Análisis y consideraciones de la minuta

Primero. La Constitución Política de los Estados Unidos
Mexicanos, establece en su artículo 21 que la seguridad pú-
blica es una función a cargo de la federación, los estados,
el Distrito Federal y los municipios cuya ejecución deberá
realizarse en forma coordinada entre los distintos ordenes
de gobierno y que la seguridad privada no puede desligar-
se de la seguridad pública en su carácter de actividad com-
plementaria.

A su vez, la Ley General del Sistema Nacional de Seguri-
dad Pública establece que además de cumplir con las dis-
posiciones de la Ley Federal de Armas de Fuego y Explo-
sivos, los particulares que presten servicios de seguridad,
protección, vigilancia o custodia de personas, lugares o es-

tablecimientos, de bienes o valores, incluido su traslado;
deberán obtener autorización previa de la Secretaría, cuan-
do los servicios comprendan dos o más entidades federati-
vas; o de la autoridad administrativa que establezcan las le-
yes locales, cuando los servicios se presten sólo en el
territorio de una entidad. En el caso de la autorización de la
secretaría, los particulares autorizados, además deberán
cumplir la regulación local.

Que la misma ley general determina que los servicios pri-
vados de seguridad son auxiliares a la función de seguridad
pública y quienes se dediquen a estos servicios, así como el
personal que utilicen, se regirán en lo conducente, por las
normas que determine la ley, incluyendo los principios de
actuación y desempeño y la obligación de aportar los datos
para el registro de su personal y equipo y, en general, pro-
porcionar la información estadística y sobre la delincuen-
cia al Sistema Nacional de Seguridad Pública.

Segundo. La Ley Federal de Seguridad Privada fue publi-
cada el 6 de julio 2006, tiene por objeto que la Secretaría
de Seguridad Pública del gobierno federal regule la presta-
ción de dichos servicios, reconociendo la importancia que
esta actividad tiene en su carácter complementario a las la-
bores de las corporaciones de seguridad pública, situada en
el ámbito de la seguridad intramuros y en otros entornos de
los particulares, sus personas y patrimonio.

Como resultado de tal disposición, la Secretaría de Seguri-
dad Pública creó la Dirección General de Registro y Su-
pervisión a Empresas y Servicios de Seguridad Privada,
cuya tarea principal se prevé en la misma Ley para expedir
las autorizaciones que permitan a una persona física o mo-
ral prestar servicios de seguridad privada en dos o más en-
tidades federativas.

Tercero. En el mercado de los servicios de seguridad pri-
vada se ha producido un acelerado avance tecnológico, que
aplicados a instalaciones, equipos, sistemas de comunica-
ción, monitoreo de movimientos por cámaras y sensores,
localizadores satelitales y equipos de intercepción de seña-
les de aparatos de comunicación, entre otros, ha provocado
que la ley vigente resulte inaplicable, ya que no contempla
los nuevos equipos con los que las empresas están ofre-
ciendo sus servicios, más aún, en aquéllas que prestan ser-
vicios de seguimiento, monitoreo y rastreo de llamadas, y/o
personas, bienes muebles, etcétera.

Como resultado de todo lo anterior, la Secretaría de Segu-
ridad Pública consideró en su actual modelo de gestión la



reestructuración a la dirección general creada para la auto-
rización de los servicios de seguridad privada, transfor-
mándola en la Dirección General de Seguridad Privada la
cual deberá asegurar que los servicios de seguridad pro-
porcionados por particulares en dos o más entidades fede-
rativas, se apeguen a la normatividad aplicable en la mate-
ria y aplicar en su ámbito de competencia la Ley Federal de
Armas de Fuego y Explosivos, estableciendo los mecanis-
mos necesarios para su debida regulación y supervisión,
con la finalidad de contribuir al logro de los objetivos de la
estrategia nacional para la prevención del delito y el com-
bate a la delincuencia.

Es por ello, que el objetivo de las modificaciones que se
proponen en la Minuta es el de adecuar la ley a los nuevos
requerimientos tecnológicos, que los servicios privados de
seguridad son auxiliares a la función de seguridad pública
y quienes se dediquen a estos servicios, así como el perso-
nal que utilicen, rigiéndose por las normas que determine
la ley, incluyendo los principios de actuación y desempeño
y la obligación de aportar los datos para el registro de su
personal y equipo y, en general, proporcionar la informa-
ción estadística y sobre la delincuencia al Sistema Nacio-
nal de Seguridad Pública.

Derivado de las consideraciones anteriormente expuestas y
dada la trascendencia de la labor que desempeñan las em-
presas de seguridad privada, es fundamental contar con un
marco legal uniforme y actualizado, evitándose con ello la
laxitud y dispersión de normas locales y federales que no
puedan complementarse por efecto de su posible localismo
o generalidad.

Cuarto. Toda vez que la supervisión de los servicios de se-
guridad privada es competencia de la Secretaría de Seguri-
dad Pública Federal de conformidad con lo que establece el
artículo 30 de la Ley Orgánica de la Administración Públi-
ca Federal y dada la importancia que representa el regular
el funcionamiento de las empresas que operan con nuevas
tecnologías, específicamente con sistemas de alarma y mo-
nitoreo, siendo una actividad útil a los fines que persigue la
Seguridad Pública, esta Comisión considera adecuada en lo
general la propuesta planteada por la Colegisladora.

Sin embargo, a efecto de brindar mayor claridad al conte-
nido de los preceptos normativos que se proponen refor-
mar, esta Comisión considera necesario modificar el conte-
nido del  artículo 2º, fracción  XIV de la Ley Federal de
Seguridad Privada propuesto por la colegisladora a fin de
establecer en el contenido de la definición de “Sistemas de

Alarma” para el caso de que se haya contratado el servicio
de monitoreo electrónico, el sistema las reportará automá-
ticamente a una central de monitoreo.

A su vez, se propone modificar la propuesta de redacción
de la fracción XV del citado artículo 2º de  la ley en co-
mento, a fin de establecer en el contenido de la definición
de “Monitoreo Electrónico” el seguimiento de señales
emitidas por sistemas de alarma, así como dar aviso de las
mismas, tanto a las autoridades correspondientes como a
los usuarios de los sistemas.

De tal manera que la redacción de las citadas fracciones
quede de la siguiente manera:

Artículo 2. …

I. a XIII. …

XIV. Sistemas de Alarmas. Son sistemas que constan de
diversos dispositivos electrónicos instalados en muebles
e inmuebles cuya función es disuadir y detectar inci-
dencias. Para el caso de que se haya contratado el servi-
cio de monitoreo electrónico el sistema las reportará au-
tomáticamente a una central de monitoreo.

XV. Monitoreo Electrónico. Consiste en la recepción,
clasificación, seguimiento y administración de señales
emitidas por sistemas de alarma, así como dar aviso de
las mismas, tanto a las autoridades correspondientes co-
mo a los usuarios de los sistemas.

XVI. …

XVII. …

Quinto. Respecto al artículo 25, a fin de fortalecer el mar-
co normativo en comento, se sugiere modificar y adicionar
la propuesta planteada por la colegisladora en la fracción V,
a fin de establecer como obligación de las empresas de se-
guridad privada actualizar las fotografías de la fachada de
los inmuebles referidos en la citada fracción cuando la mis-
ma sufra modificaciones de cualquier índole, quedando la
redacción de la siguiente manera:

Artículo 25. …

I. a III. …

IV. …
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a) y b) …

c) En su caso, poder notarial en el que se acredite la per-
sonalidad del solicitante y

d) Copia de Cédula del Registro Federal de Contribu-
yentes, expedida por la Secretaría de Hacienda y Crédi-
to Público;

V. Señalar el domicilio de la matriz y en su caso de las
sucursales, precisando el nombre y puesto del encarga-
do en cada una de ellas, además de adjuntar los com-
probantes de domicilio correspondientes y acompañar-
se de fotografías a color de la fachada de los
inmuebles antes referidos, las cuales deberán actua-
lizarse cada vez que sufra alguna modificación de
cualquier índole;

VI. a XXI. …

Tomando en consideración las modificaciones propuestas,
esta Comisión considera de gran utilidad que las empresas
encargadas de proporcionar servicios de instalación de
alarmas y monitoreo de señales estén en permanente co-
municación con las instituciones encargadas de la Seguri-
dad Pública, resultando necesario que aquellas reúnan los
requisitos establecidos en el ordenamiento legal conducen-
te, y así se brinde certeza tanto a la propia autoridad como
a los usuarios, sobre la seriedad y formalidad en la presta-
ción de estos servicios, así como el personal que los opera
cuente con la debida capacitación y profesionalización.

Por lo expuesto, y para los efectos del artículo 72, inciso e),
de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexica-
nos, la Comisión de Seguridad Pública, somete a la consi-
deración de esta asamblea, el siguiente:

Decreto

Artículo Único. Se adicionan las fracciones XIV, XV, XVI
y XVII del artículo 2o.; una fracción IV recorriéndose la
numeración de las fracciones al artículo 15, se adiciona el
inciso d) a la fracción IV y se reforma la fracción V del ar-
tículo 25; se adiciona al artículo 32 una fracción XXX y se
recorren las subsecuentes; se adiciona el Título Séptimo,
con Capítulo Único denominado De los prestadores de ser-
vicios de alarma y monitoreo, artículos 45, 46, 47, 48, 49 y
50 de la Ley Federal de Seguridad Privada, para quedar co-
mo sigue:

Artículo 2. ...

I. a XIII. …

XIV. Sistemas de alarmas. Son sistemas que constan de
diversos dispositivos electrónicos instalados en muebles
e inmuebles cuya función es disuadir y detectar inci-
dencias. Para el caso de que se haya contratado el servi-
cio de monitoreo electrónico, el sistema las reportará
automáticamente a una central de monitoreo. 

XV. Monitoreo electrónico. Consiste en la recepción,
clasificación seguimiento y administración de señales
emitidas por sistemas de alarma, así como, dar aviso de
las mismas, tanto a las autoridades correspondientes co-
mo a los usuarios de los sistemas.

XVI. Central de monitoreo. Es el lugar donde se reciben
las señales emitidas por los sistemas de alarma, que
cuenta con la infraestructura y el personal necesario pa-
ra realizar las funciones de los servicios de monitoreo.

XVII. Sistema de redundancia. Es la acción a través de
respaldos físicos y tecnológicos para casos de contin-
gencia, fallas de equipos o sistemas, fallas en las comu-
nicaciones o en él suministro eléctrico que asegure la
continuidad de la prestación del servicio de monitoreo.

Artículo 15 …

I. a III. …

IV. Servicios de alarmas y de monitoreo electrónico. La
instalación de sistemas de alarma en vehículos, casas,
oficinas, empresas y en todo tipo de lugares que se quie-
ra proteger y vigilar, a partir del aviso de los prestata-
rios, así como recibir y administrar las señales enviadas
a la central de monitoreo por los sistemas, y dar aviso de
las mismas, tanto a las autoridades correspondientes co-
mo a los usuarios de los sistemas y equipos, así como a
los prestatarios, en forma inmediata;

V. Seguridad de la información. Consiste en la preser-
vación, integridad y disponibilidad de la información
del prestatario, a través de sistemas de administración
de seguridad, de bases de datos, redes locales, corpora-
tivas y globales, sistemas de cómputo, transacciones
electrónicas, así como respaldo y recuperación de dicha
información, sea ésta documental, electrónica o multi-
media;



VI. Sistemas de prevención y responsabilidades. Se re-
fieren a la prestación de servicios para obtener informes
de antecedentes, solvencia, localización o actividades
de personas, y

VII. Actividad vinculada con servicios de seguridad pri-
vada. Se refiere a la actividad relacionada directa o in-
directamente con la instalación o comercialización de
sistemas de blindaje en todo tipo de vehículos automo-
tores, y de los equipos, dispositivos, aparatos, sistemas
o procedimientos técnicos especializados.

Artículo 25. Para obtener autorización para prestar servi-
cios de seguridad privada en dos o más entidades federati-
vas, los prestadores de servicios deberán presentar su soli-
citud ante la Dirección General, señalando la modalidad y
ámbito territorial en que pretendan prestar el servicio, ade-
más de reunir los siguientes requisitos:

I. a III. …

IV. …

a) y b) …

c) En su caso, poder notarial en el que se acredite la
personalidad del solicitante, y 

d) Copia de la cédula del registro federal de contri-
buyentes, expedida por la Secretaría de Hacienda y
Crédito Público;

V. Señalar el domicilio de la matriz y en su caso de las
sucursales, precisando el nombre y puesto del encarga-
do en cada una de ellas, además de adjuntar los com-
probantes de domicilio correspondientes, y acompañar-
se de fotografías a color de la fachada de los inmuebles
antes referidos las cuales deberán actualizarse cada
vez que sufra alguna modificación de cualquier ín-
dole;

VI a XXI. ...

Artículo 32. Son obligaciones de los prestadores de servi-
cios:

I. a XXIX. …

XXX. Tratándose de prestadores de servicios que ope-
ren en la modalidad prevista en la fracción IV del artí-

culo 15, deberán cumplir con lo previsto en el Título
Séptimo de la presente ley, y 

XXXI. Registrar ante la Dirección General los animales
con que operen y sujetar su utilización a las normas apli-
cables.

Título Séptimo

Capitulo Único
De los prestadores de servicio 

de alarma y monitoreo

Artículo 45. Los prestadores de servicios deberán colocar
en lugar visible y de acceso al público, en los inmuebles de
los prestatarios y en los propios, de manera clara y perma-
nente, la siguiente información: 

I. Logotipo;

II. Nombre o razón social;

III. Domicilio, teléfono, y

IV. Número o registro de autorización oficial otorgado
en favor de la empresa privada.

Artículo 46. La autorización otorgada por la Dirección Ge-
neral sólo es de operador del servicio de alarma y monito-
reo electrónico, el prestador de servicio no cumple funcio-
nes de empresa de seguros de bienes, en ninguno de sus
tipos.

Artículo 47. La central de monitoreo para la atención de
las señales, deberá cumplir con los siguientes lineamientos:

I. Establecer un inmueble dedicado exclusivamente a la
supervisión, control y administración de las señales, el
cual no será lugar de paso a sectores asignados a otras
actividades y contará como mínimo con dos puertas pre-
vias de acceso, antes de ingresar a dicho recinto;

II. Contará en todo momento con protección física, elec-
trónica y mecánica, evitando la observación directa des-
de el exterior;

III. Tener como mínimo un equipo de recepción de se-
ñales, las cuales son generadas por los sistemas instala-
dos en vehículos, casas, oficinas, empresas y en diver-
sos lugares; además de que este equipo podrá ser de
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naturaleza análoga o digital, garantizando una corres-
pondencia inequívoca entre las señales recibidas;

IV. Cumplir con los reglamentos y normas de seguridad
emitidas para la seguridad y sanidad;

V. Contar con equipos y programas informáticos de ges-
tión de supervisión de alarmas y eventos, que permitan
llevar un adecuado registro de dichas señales;

VI. Tener un generador de energía eléctrica de servicio
continuo y/o sistema alternativo que garantice un servi-
cio de energía ininterrumpido, así como sistemas de ilu-
minación de emergencia;

VII. Tener de manera obligatoria un mínimo dos opera-
dores por turno, destinados a las tareas específicas de
supervisión, administración y control de las señales;

VIII. Mantener el sistema de redundancia para asegurar
la continuidad de la prestación del servicio, y

IX. Contar por lo menos con 3 líneas activas de teléfo-
no, exclusivas cada una para las siguientes funciones:

a) La recepción de señales;

b) El reporte a las autoridades competentes y a los
usuarios de las señales recibidas, y

c) La atención de llamadas del público en general.

Artículo 48. Los prestadores de servicio a que se refiere el
presente capítulo exhibirán ante la Dirección General copia
certificada del modelo de contrato de servicios presentado
ante la Procuraduría Federal de Protección al Consumidor,
de igual forma, darán aviso cada vez que sea necesaria su
renovación, y exhibir el nuevo contrato autorizado.

Artículo 49. En caso de que un prestador de servicios sub-
contrate el servicio de monitoreo, la responsabilidad recae
sobre el prestador que contrató el prestatario.

El prestador de servicios subcontratado deberá cumplir con
lo establecido en la presente ley.

Artículo 50. El prestador de servicios deberá informar por
escrito en un plazo no mayor a cinco días hábiles, a la Di-
rección General, sobre cualquier suspensión temporal o de-
finitiva de labores, así como de la disolución o liquidación

del prestador de servicios y de cualquier procedimiento ju-
risdiccional que pueda tener como consecuencia la inte-
rrupción de sus actividades, en perjuicio de los prestatarios
de dicho servicio.

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor a los quince
días de su publicación en el Diario Oficial de la Federa-
ción.

La Comisión de Seguridad Pública, diputados: José Luis Ovando
Patrón (rúbrica), Sergio González Hernández (rúbrica), Bonifacio He-
rrera Rivera (rúbrica), Manuel Ignacio Acosta Gutiérrez (rúbrica), Ma-
nuel Esteban de Esesarte Pesqueira (rúbrica), Felipe Amadeo Flores
Espinoza (rúbrica), J. Eduardo Yáñez Montaño (rúbrica), Adriana Sa-
rur Torre (rúbrica), Teresa del Carmen Incháustegui Romero (rúbrica),
Teresa Rosaura Ochoa Mejía (rúbrica), Miguel Álvarez Santamaría
(rúbrica), Víctor Hugo Círigo Vásquez, Jaime Fernando Cárdenas Gra-
cia (rúbrica), Salvador Caro Cabrera (rúbrica), Ernesto de Lucas Hop-
kins (rúbrica), Omar Fayad Meneses, Jorge Fernando Franco Vargas,
Luis Alejandro Guevara Cobos (rúbrica), Aarón Irízar López, Felicia-
no Rosendo Marín Díaz, Manuel Guillermo Márquez Lizalde, Rosi
Orozco (rúbrica), Gustavo Antonio Miguel Ortega Joaquín, María An-
tonieta Pérez Reyes (rúbrica), Camilo Ramírez Puente (rúbrica), Liev
Vladimir Ramos Cárdenas (rúbrica), Francisco Lauro Rojas San Ro-
mán, Arturo Santana Alfaro (rúbrica), Ricardo Sánchez Gálvez, Arde-
lio Vargas Fosado (rúbrica).»

Es de primera lectura.

CAPITULO I - ARTICULOS 1o., 3o., 11, 15, 18, 29, 33,
89, 97, 102 Y 105 CONSTITUCIONALES

El Presidente diputado Amador Monroy Estrada: El si-
guiente punto del orden del día es la discusión del dictamen
con proyecto de decreto que modifica la denominación del
Capítulo I, del Título Primero y reforma diversos artículos
de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexica-
nos.

En virtud de que se encuentra publicado en la Gaceta Par-
lamentaria consulte la Secretaría a la asamblea, en votación
económica, si se le dispensa la lectura.

La Secretaria diputada María Dolores del Río Sánchez:
Por instrucciones de la Presidencia se consulta a la asam-
blea, en votación económica, si se le dispensa la lectura.



Las diputadas y los diputados que estén por la afirmativa
sírvanse  manifestarlo. Las diputadas y los diputados que
estén por la negativa sírvanse manifestarlo.

Señor presidente, mayoría por la afirmativa. Se le dispensa
la lectura.

«Dictamen de las Comisiones Unidas de Puntos Constitu-
cionales, y de Derechos Humanos, con proyecto de decre-
to que modifica la denominación del capítulo I del título
primero y reforma diversos artículos de la Constitución Po-
lítica de los Estados Unidos Mexicanos

Honorable Asamblea:

Las Comisiones Unidas de Puntos Constitucionales, y de
Derechos Humanos, con fundamento en los artículos 39, y
45 numeral 6, incisos e), f) y g), de la Ley Orgánica del
Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos, así
como de los artículos 55, 56, 60 y 88 del Reglamento para
el Gobierno Interior del Congreso General de los Estados
Unidos Mexicanos y los artículos 38, 39, 40 y 41 de las
Normas Relativas al Funcionamiento de las Comisiones y
Comités de la Cámara de Diputados, someten a la conside-
ración de esta Soberanía, el siguiente 

Dictamen

I. Antecedentes legislativos

1. Diputados de los diversos grupos parlamentarios de la
LX Legislatura presentaron ante la Asamblea de la Cáma-
ra de Diputados, 33 iniciativas con proyecto de decreto que
modifican la denominación del Capítulo I y reforman di-
versos artículos de la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos, en materia de derechos humanos, que
fueron turnadas a las Comisiones Unidas de Puntos Cons-
titucionales y de Derechos Humanos para su estudio, aná-
lisis y dictamen correspondiente.

2. El 23 de abril de 2009, las Comisiones Unidas de Pun-
tos Constitucionales y de Derechos Humanos de la Cáma-
ra de Diputados, después de analizar las distintas iniciati-
vas, aprobaron por unanimidad el dictamen con proyecto
de decreto que modifica la denominación del Capítulo I y
reforma diversos artículos de la Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos.

3. El 23 de abril de 2009, la Cámara de Diputados aprobó
el dictamen con proyecto de decreto que modifica la deno-

minación del Capítulo I y reforma los artículos 1, 11, 33,
89 y 102 de la Constitución Política de los Estados Unidos
Mexicanos, enviándolo al Senado para sus efectos consti-
tucionales.

4. El 28 de abril de 2009, la  Mesa Directiva de la Cámara
de Senadores turnó a las Comisiones Unidas de Puntos
Constitucionales y de Estudios Legislativos la minuta an-
tes mencionada, para su análisis, estudio y elaboración de
dictamen.

5. El 18 de marzo de 2010, la Mesa Directiva del Senado
de la República acordó ampliar el turno a la Comisión Es-
pecial de Reforma del Estado, a fin de que emitiera la opi-
nión correspondiente.

6. El 7 de abril de 2010, las Comisiones Unidas de Puntos
Constitucionales y de Estudios Legislativos con opinión de
la Comisión Especial de Reforma del Estado del Senado,
emitieron dictamen favorable con modificaciones a los ar-
tículos 1, 11, 33, 89 y 102; asimismo incorporaron refor-
mas a los artículos 3, 15, 18, 29, 97 y 105 de la Constitu-
ción Política de los Estados Unidos Mexicanos.

7. El 8 de abril de 2010, la Asamblea del Senado aprobó el
dictamen señalado en el párrafo anterior, enviándolo a la
Cámara de Diputados para los efectos constitucionales.

8. El 13 de abril de 2010, la Presidencia de la Mesa Direc-
tiva de la Cámara de Diputados turnó la minuta referida a
las Comisiones Unidas de Puntos Constitucionales y de
Derechos Humanos, para su dictamen.

9. El 21 de abril de 2010, la Mesa Directiva de la Comisión
de Derechos Humanos sostuvo una reunión con diversas
agrupaciones promotoras de los derechos humanos para re-
cibir sus opiniones sobre la minuta.

10. El 28 de abril de 2010, las Comisiones Unidas de Pun-
tos Constitucionales y de Derechos Humanos realizaron su
primera reunión para el análisis y discusión de la minuta
referida, misma que fue aprobada en lo general quedando
pendientes artículos reservados, por lo que se constituye-
ron en sesión permanente.

11. El 8 de junio de 2010, se convocó a una reunión de tra-
bajo de las Comisiones Unidas de Puntos Constitucionales
y de Derechos Humanos con la participación de diversos
especialistas quienes expusieron sus opiniones respecto a
las minutas en materia de derechos humanos y amparo.
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12. El 7 de septiembre de 2010, se continuó la sesión per-
manente de las Comisiones Unidas de Puntos Constitucio-
nales y de Derechos Humanos para el análisis de la minu-
ta referida sin haberse llegado a acuerdo alguno.

13. El 19 de octubre de 2010, en la sesión permanente de
las Comisiones Unidas de Puntos Constitucionales y de
Derechos Humanos, se acordó la integración de un grupo
plural de legisladores, uno por cada grupo parlamentario
representado en las comisiones y los presidentes de éstas.

En este grupo se acordó buscar un acercamiento con los se-
nadores de las comisiones dictaminadoras para conocer sus
opiniones acerca de las reservas manifestadas por distintos
integrantes de las comisiones unidas.

14. En cumplimiento al acuerdo del grupo plural mencio-
nado en el punto anterior, el 17 de noviembre y el 8 de di-
ciembre de 2010 se reunió con los senadores: Santiago
Creel Miranda, Alejandro Zapata Perogordo, Pedro Joa-
quín Coldwell y Pablo Gómez Álvarez, con la finalidad de
intercambiar opiniones. De esos intercambios resultó el do-
cumento de trabajo que se presentó como base para la dis-
cusión en comisiones unidas durante la sesión permanente
de fecha 13 de diciembre de 2010.

15. En la continuación de la sesión permanente del 13 de
diciembre de 2010, el Presidente de la Comisión de Dere-
chos Humanos señalo que se habían sostenido reuniones
con senadores para aclarar el sentido del artículo 72; los se-
nadores estuvieron de acuerdo en que se puede reenviar la
minuta para efecto de considerar las modificaciones a
aquellos artículos de la minuta que no hubieren sido discu-
tidos por ambas Cámaras.

16. En esta continuación de la sesión permanente por una-
nimidad fue aprobado el dictamen presentado por estas co-
misiones unidas  

II. Contenido de la minuta

El Senado propone modificar la denominación del Capítu-
lo I del Título Primero, así como el primer párrafo del artí-
culo 1; el segundo párrafo del artículo 3; el primer párrafo
del artículo 11; el artículo 15; el segundo párrafo del artí-
culo 18; el primer párrafo del artículo 29; el primer párra-
fo del artículo 33; la fracción X del artículo 89; el segundo
párrafo del artículo 97; el segundo y tercer párrafos del
apartado B del artículo 102, y el inciso g) de la fracción II

del artículo 105; adicionar dos nuevos párrafos segundo y
tercero al artículo 1, recorriéndose los actuales en su orden;
un nuevo párrafo segundo al artículo 11; los párrafos se-
gundo, tercero y cuarto del artículo 29; un nuevo párrafo
segundo al artículo 33, recorriéndose el actual en su orden;
y los nuevos párrafos quinto, octavo, décimo primero y dé-
cimo segundo al artículo 102, apartado B, recorriéndose los
actuales en su orden, todos ellos de la Constitución Políti-
ca de los Estados Unidos Mexicanos.

La materia del dictamen del Senado, fue la propuesta de la
Cámara de Diputados que modifica la denominación del
Capítulo I del Título Primero de la Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos, para quedar “De los Dere-
chos Humanos”; así como los artículos 1, 11, 33, 89 y 102
de la misma.

El Senado de la República propone cambiar la denomina-
ción del Capítulo I del Título Primero de la Constitución,
para quedar “De los Derechos Humanos y sus Garantías”,
para hacer concordante el título del capítulo con los artícu-
los que propone reformar.

El Senado coincide con esta colegisladora en reconocer los
derechos humanos establecidos en la Constitución y en los
tratados internacionales como se contempló en la minuta
de origen. Además de la modificación al primer párrafo del
artículo 1o., el Senado también propone modificar el se-
gundo y tercer párrafos para quedar como siguen:

En los Estados Unidos Mexicanos todas las personas
gozarán de los derechos humanos reconocidos en esta
Constitución y en los tratados internacionales sobre de-
rechos humanos de los que el Estado Mexicano sea par-
te, así como de las garantías para su protección cuyo
ejercicio no podrá restringirse ni suspenderse, salvo en
los casos y bajo las condiciones que esta Constitución
establece.

Las normas relativas a los derechos humanos se inter-
pretarán de conformidad con esta Constitución y con
los tratados internacionales sobre derechos humanos
antes señalados.

Todas las autoridades, en el ámbito de sus competen-
cias, tienen la obligación de promover, respetar, prote-
ger y garantizar los derechos humanos de conformidad
con los principios de universalidad, interdependencia,
indivisibilidad y progresividad. En consecuencia, el Es-



tado deberá prevenir, investigar, sancionar y reparar
las violaciones a los derechos humanos, en los términos
que establezca la ley.

El Senado adicionó al artículo 3 la obligación del Estado de
fomentar el respeto a los derechos humanos en la educa-
ción pública.

Por lo que toca a la propuesta contenida en la minuta de es-
ta Cámara de Diputados de reformar el artículo 11, el Se-
nado coincide con esta colegisladora en aprobar el cambio
de términos de “todo hombre” a “toda persona”. Por otro
lado, modifica el segundo párrafo para establecer que, en
caso de persecución, toda persona tiene derecho de solici-
tar y recibir asilo, cuya procedencia y excepciones serán
reguladas por la ley.

En materia de celebración de Tratados de Extradición el
Senado agrega, al texto vigente del artículo 15, que no po-
drán suscribirse tratados ni convenios en virtud de los cua-
les se alteren “los derechos humanos reconocidos por esta
Constitución y los tratados internacionales sobre derechos
humanos” de los que el Estado mexicano sea parte.

La colegisladora incorpora también el respeto a los dere-
chos humanos que se debe observar en el sistema peniten-
ciario, ello en el artículo 18.

El Senado también adiciona cuatro párrafos al texto vigen-
te del artículo 29 para garantizar que no podrán restringir-
se ni suspenderse los derechos humanos a la “no discrimi-
nación, al reconocimiento de la personalidad jurídica, a la
vida, a la integridad personal, a la protección de la familia,
al nombre, a la nacionalidad; los derechos de la niñez; los
derechos políticos; las libertades de pensamiento, concien-
cia y de religión; el principio de legalidad y retroactividad;
la prohibición de la pena de muerte; la prohibición de la es-
clavitud y la servidumbre; la prohibición de la desaparición
forzada y la tortura; ni las garantías judiciales indispensa-
bles para la protección de tales derechos”.

Establece que la restricción o suspensión de los derechos y
garantías, además de estar fundada y motivada, debe ser
proporcional al peligro a que se hace frente y que, cuando
se ponga fin a esa restricción o suspensión, las medidas
adoptadas durante su vigencia quedarán sin efecto. Asimis-
mo señala que los decretos expedidos por el Ejecutivo en
materia de restricción y suspensión serán revisados por la
Suprema Corte de la Nación.

En relación al artículo 33 constitucional, el Senado intro-
duce modificaciones de forma que no alteran el sentido
protector de los derechos humanos en beneficio de las per-
sonas extranjeras.

Por lo que respecta a la fracción X del artículo 89, se eli-
mina la expresión “así como”.

En relación al artículo 97, el Senado modifica el segundo
párrafo que actualmente establece la facultad de la Supre-
ma Corte de Justicia de la Nación, para averiguar algún he-
cho o hechos “que constituyan alguna grave violación de
alguna garantía individual”, para establecer la posibilidad
de la Suprema Corte de Justicia de la Nación de solicitar al
Consejo de la Judicatura Federal que averigüe la conducta
de un juez o magistrado federales.

La colegisladora propone adicionar el párrafo segundo del
artículo 102 apartado B para establecer la obligación de to-
do servidor público de responder a las recomendaciones
que emitan los organismos protectores de derechos huma-
nos y, en caso de no ser aceptadas o cumplidas, a funda-
mentar, motivar y hacer pública la negativa; establece tam-
bién la facultad de la Cámara de Senadores o de la
Comisión Permanente, en su caso, de hacer comparecer a
las autoridades o servidores públicos para que expliquen el
motivo de su negativa.

En el párrafo tercero incluye la competencia de los órganos
protectores de derechos humanos para conocer de materia
laboral.

En el párrafo quinto se establece la obligación por parte de
los estados y el Distrito Federal de garantizar en su ley má-
xima la autonomía de los organismos de protección de los
derechos humanos.

Por su parte, en el párrafo octavo se menciona el procedi-
miento de consulta pública transparente e informado me-
diante el cual se habrá de elegir al Presidente de la Comi-
sión Nacional de los Derechos Humanos y a los miembros
de su Consejo Consultivo.

En el párrafo décimo primero se faculta a la Comisión Na-
cional de los Derechos Humanos para investigar hechos
que constituyan violaciones graves de derechos humanos,
a petición del Ejecutivo Federal, alguna de las Cámaras del
Congreso de la Unión, el gobernador de un estado, el jefe
de gobierno del Distrito Federal o las legislaturas de los es-
tados. Para complementar lo anterior, el párrafo decimo se-
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gundo dispone que la Comisión tendrá facultades de auto-
ridad investigadora para estos efectos.

En el inciso g), de la fracción II del artículo 105, el Sena-
do incorporara dentro de los supuestos de procedencia de
la acción de inconstitucionalidad a los tratados internacio-
nales de los que México sea parte, cuando vulneren los de-
rechos humanos consagrados en la Constitución. Esta fa-
cultad se reitera a favor de la Comisión Nacional de los
Derechos Humanos.

III. Consideraciones

Uno de los rasgos fundamentales de las modernas socieda-
des democráticas es la continua lucha por plena vigencia de
los derechos humanos, que han evolucionado desde los de-
rechos civiles y políticos, hasta los sociales, económicos,
culturales y ambientales.

Los derechos humanos o garantías (en su génesis) no fue-
ron elaboraciones de juristas, politólogos o sociólogos, ni
nacieron como producto de una reflexión de gabinete. Son
auténticas vivencias de los pueblos o de grupos que consti-
tuyen a éstos, las cuales se arrancaron materialmente al So-
berano para lograr el pleno reconocimiento de libertades y
atributos que son inherentes por su simple calidad de per-
sona. 

Desde la antigüedad la inquietud por definir los derechos
humanos ha sido una constante en el pensamiento de filó-
sofos, estadistas, humanistas y de las sociedades en gene-
ral; los ius naturalistas (antiguos y modernos) los plantea-
ron; el tema es abordado por importantes teólogos, lo
mismo por Santo Tomás de Aquino, que por Francisco de
Vitoria. En este Continente  Fray Bartolomé de las Casas y
Fray Alonso de la Vera Cruz defendían los derechos de los
“naturales” a quienes consideraban sujetos de los mismos.

En términos generales los derechos humanos se definen co-
mo el conjunto de prerrogativas inherentes a la naturaleza
de la persona, cuya realización efectiva resulta indispensa-
ble para el desarrollo integral del individuo que vive en una
sociedad jurídicamente organizada. Establecidos en la
Constitución y en las leyes deben ser reconocidos y garan-
tizados por el Estado.

Por lo que respecta a las Garantías Individuales, nuestro
máximo tribunal ha establecido la definición del citado de-
recho, mediante la siguiente jurisprudencia:

Novena Época
Registro: 199492
Instancia: Pleno
Jurisprudencia
Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Ga-
ceta
V, Enero de 1997
Materia(s): Común
Tesis: P./J. 2/97          
Página:     5
Genealogía:
Novena Época, Tomo V, febrero 1, 1997, página 30.

AGRAVIOS INOPERANTES. LO SON LOS QUE
SOSTIENEN QUE LOS JUZGADORES DE AMPA-
RO VIOLAN GARANTIAS INDIVIDUALES, SOLA-
MENTE EN ESE ASPECTO.

Históricamente las garantías individuales se han repu-
tado como aquellos elementos jurídicos que se traducen
en medios de salvaguarda de las prerrogativas funda-
mentales que el ser humano debe tener para el cabal
desenvolvimiento de su personalidad frente al poder pú-
blico. Son derechos públicos subjetivos consignados
en favor de todo habitante de la República que dan a
sus titulares la potestad de exigirlos jurídicamente a
través de la verdadera garantía de los derechos públi-
cos fundamentales del hombre que la Constitución Po-
lítica de los Estados Unidos Mexicanos consigna, esto
es, la acción constitucional de amparo. 

De lo anterior, se deducen los siguientes elementos de las
garantías individuales:

1. Relación jurídica de supra a subordinación entre el
gobernado (sujeto activo) y el Estado (sujeto pasivo).

2. Derecho público subjetivo que emana de dicha rela-
ción a favor del gobernado (objeto).

3. Obligación correlativa a cargo del Estado, consisten-
te en respetar el consabido derecho y en observar o cum-
plir las condiciones de seguridad jurídica del mismo.

4. Previsión y regulación de la citada relación por la ley
fundamental.

En cambio, en los derechos humanos encontramos las si-
guientes características:



a) Son universales, porque son para todas las personas
sin importar su origen, edad, raza, sexo, color, opinión
política o religiosa.

b) Son permanentes, porque no pueden limitarse o su-
primirse, por el contrario evolucionan para ser más in-
cluyentes.

c) Son progresivos ya que satisfacen las necesidades
personales y colectivas en continua transformación, se
incrementan de la mano del desarrollo social, cultural,
económico y político de las sociedades.

d) Son preexistentes al Estado o la norma fundamental
y en consecuencia deben ser reconocidos por la Consti-
tución y en el caso de reforma no podrán ser afectados
en sus alcances.

Por lo tanto, se puede señalar que la diferencia estriba en
que las garantías individuales son los límites de la actua-
ción del poder público consagrados de manera precisa en
un texto constitucional y que los derechos humanos son an-
teriores y superan el poder público, por lo que aunque no
estén consagrados en una Constitución el Estado se cons-
triñe a reconocerlos, respetarlos y protegerlos.

La primera Constitución del México independiente de
1824 de limitada vigencia, se dedicó a la organización del
nuevo Estado nacional en forma de República Federal y no
estableció un catálogo de garantías individuales.

El 5 de febrero de 1857, se promulgó una nueva Constitu-
ción que dedicó en su título primero, un apartado a los de-
rechos del hombre, y cuyo fin de aspiración humanista se
ve reflejada en el dictamen del proyecto que, entre otros,
puntos menciona:

“…Las Declaraciones de Derechos, es verdad, han te-
nido necesidad de confirmarse unas á otras hasta per-
derse en el torbellino de las revoluciones; pero esto lo
único que prueba es, que el triunfo de la verdad no se
ha consumado, que la misión de la humanidad no está
cumplida, que la conciencia humana necesita ilustrar-
se. Cuando este ideal perfecto llegue á ser una realidad,
entonces será tiempo de confiar en que los derechos del
hombre tendrán su expresión y su fórmula en la con-
ciencia de todos y en la de cada uno. Mientras tanto es-
tudiemos y sigamos la ley invariable de progreso, y sin
dejar de lamentar los extravíos de la razón humana,

aprovechemos las lecciones de la experiencia, mejore-
mos nuestras instituciones y tengamos fé en el porve-
nir”.

Como se aprecia, el pensamiento jurídico y político de tal
Constitución tiene una fuerte carga de ius naturalismo, que
se vio reflejado en el documento constitucional.

En un sentido contrario, la Constitución de 1917, contiene
un sentido netamente ius positivista, sin dejar pasar que se
inspiro en la Constitución de 1857, lo anterior se despren-
de en la exposición de motivos, palabras del entonces Pre-
sidente Venustiano Carranza, en cuyo texto se aprecia:

“Más desgraciadamente los legisladores de 1857 se
conformaron con la proclamación de principios genera-
les que no procuraron llevar a la práctica, acomodán-
dolos a las necesidades del pueblo mexicano para dar-
les pronta y cumplida satisfacción; de manera que
nuestro código político tiene en general el aspecto de
fórmulas abstractas en que se han condensado conclu-
siones científicas de gran valor especulativo, pero de
las que no ha podido derivarse sino poco o ninguna uti-
lidad positiva.” 

En suma, y haciendo un análisis de los textos constitucio-
nales de 1857 y de 1917, se observa que los derechos hu-
manos son concepciones abstractas, con influencia ius na-
turalista, en tanto que las garantías son concepciones
concretas e individualizadas, con un esquema positivista.

Como es apreciarse, con la Carta Magna de 1917 y sus ga-
rantías individuales, México traduce la voluntad del pueblo
en un significativo cambio jurídico y político, parte de ello,
se consigna en las llamadas garantías sociales, con lo que
se inicia el llamado constitucionalismo social, al introducir
los derechos de corte social, es decir, hipótesis normativas
que otorgan derechos específicos a grupos de la sociedad
desprotegidos, pretendiendo con ello generar una igualdad
social, como se establece en los artículos 3, 27 y 123.

Ahora bien, los derechos humanos se orientan por una se-
rie de principios básicos, la libertad, la justicia y la paz en
el mundo tienen por base el reconocimiento de la dignidad
intrínseca y de los derechos iguales e inalienables de hom-
bres y mujeres. El Estado no puede restringir los derechos
humanos fundamentales. Pero si bien son derechos con-
substanciales al ser humano, lo cierto es que no siempre
han sido respetados y menos aún reconocidos.
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Los derechos a la vida, a la libertad, a la dignidad de las
personas fueron seriamente conculcados durante la Segun-
da Guerra Mundial, de ahí que la conciencia internacional,
expresada en la Organización de las Naciones Unidas, an-
te las atrocidades del holocausto y dispuesta a evitar la re-
edición del genocidio, definió en un documento básico
cuáles eran los derechos fundamentales del individuo, de-
jándolos plasmados en la Declaración de los Derechos del
Hombre de 1948, que constituye uno de los más importan-
tes antecedentes de los llamados derechos humanos.

En el proceso evolutivo de los derechos humanos, las na-
ciones han ido creando la normatividad que en el ámbito
internacional se requiere para fortalecerlos, como han sido:
la Declaración Universal de los Derechos Humanos, el
Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, el
Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y
Culturales, y la Convención Americana sobre Derechos
Humanos, entre otros.

Los anteriores instrumentos jurídicos son los más repre-
sentativos a escala internacional y han servido como base
para el reconocimiento y la protección de los derechos hu-
manos. Estos documentos han sido una de las vías para in-
sertar adecuaciones en el ámbito jurídico de los Estados.

Estas Comisiones Unidas de Puntos Constitucionales y de
Derechos Humanos coinciden en el propósito de la minuta
del Senado en cuanto a reconocer constitucionalmente los
derechos humanos de las personas y establecer las garantías
para lograr la efectividad de su protección. Reitera la nece-
sidad de adecuar la Constitución, a fin de incorporar dispo-
siciones en materia de derechos humanos que den cumpli-
miento a los compromisos internacionales asumidos por el
país.

En ese contexto, estas comisiones unidas concuerdan y
proponen la inserción del concepto derechos humanos den-
tro de la denominación del Capítulo I del Título Primero
así como, con la modificación del artículo 1 de la Consti-
tución, para que ahí se exprese la obligación del Estado de
proteger y garantizar los derechos humanos.

Asimismo, esta modificación al citado artículo 1 conlleva
a establecer que, al momento de interpretar las normas re-
lativas a los derechos humanos, no solamente será la Cons-
titución su único referente, sino que además, deberá acu-
dirse a lo establecido en los tratados internacionales.

Esta reforma tan trascendente para nuestro derecho consti-
tucional, no se consolidaría si no se implantaran las accio-
nes para materializarla; por ello,  se debe comprometer al
Estado para que realice las acciones necesarias enfocadas a
prevenir, investigar, sancionar y reparar las violaciones a
derechos humanos.

Para el caso de la reforma del artículo 3 constitucional
planteada por el Senado, estas comisiones consideran per-
tinente la inserción referente a los derechos humanos en la
educación. En el entendido de que la educación es un pro-
ceso formativo que permite la promoción de los valores y
que, dentro de estos, han de estar el reconocimiento y res-
peto a los derechos humanos.

La minuta adiciona al artículo 11 constitucional un segun-
do párrafo en el que protege el derecho humano de los ex-
tranjeros perseguidos a solicitar y recibir asilo en el país,
con lo que el Estado mexicano cumple con los compromi-
sos internacionales anteriormente enunciados. Esta pro-
puesta, establece que se deberá crear el marco normativo
que regulará la procedencia y excepciones del asilo.

La Cámara revisora consideró pertinente reformar el artí-
culo 15 con la finalidad de prohibir la ratificación de trata-
dos o convenios que vulneren los derechos humanos reco-
nocidos por nuestra Constitución y los tratados
internacionales en la materia.

Para fortalecer el sistema de protección a los derechos hu-
manos, se adiciona al artículo 18 constitucional, la obliga-
ción de organizar el sistema penitenciario del país sobre la
base del respeto a los derechos fundamentales.

Estas comisiones se suman al propósito de las adiciones
propuestas por el Senado al artículo 29 constitucional. La
restricción y suspensión de los derechos y sus garantías por
parte de las autoridades competentes encuentran límites
claros establecidos en este precepto. Se coincide también
en términos generales con los derechos que no pueden res-
tringirse ni suspenderse en las hipótesis planteadas en esta
disposición. 

En este sentido, al referirse al derecho a la vida debe con-
siderarse que su contenido y alcances permanecen tal como
se encuentran reconocidos en la Constitución Política y en
los tratados internacionales signados por México con las
reservas y declaraciones interpretativas, de ninguna mane-
ra puede entenderse que el legislador constitucional está
pretendiendo modificar en este precepto estos alcances, por



ejemplo, en materia del derecho a la vida desde la concep-
ción o en cualquier otro de los temas relacionados. La refe-
rencia de los derechos que no pueden restringirse ni suspen-
derse, que constituye el núcleo duro es solamente una
enumeración formal que no afecta el contenido de estos de-
rechos.

Para los efectos del establecimiento de los derechos que no
podrán ser  restringidos  ni suspendidos, es importante des-
tacar como lo establece Kofi Annan que: “A medida que la
sociedad pasa por constantes cambios culturales, políticos
y sociales, también las familias se vuelven más diversas.
La obligación de proteger a las familias, inscrita en la De-
claración Universal de Derechos Humanos, requiere que
las sociedades y los Estados reconozcan y respeten dicha
diversidad, y que ayuden a toda familia a garantizar el
bienestar y la dignidad de todos sus integrantes, indepen-
dientemente de las decisiones que tomen en la vida”.

En virtud de dicha realidad y dado que la diversidad susten-
ta el principio de igualdad y no discriminación, que es bási-
co para el derecho internacional de los derechos humanos, se
establece que el término familia, al que se refiere el artículo
29 de la presente reforma constitucional debe entenderse en
plural: “las Familias”, es decir que en dicho término se con-
sideran contenidos los distintos tipos de familias. 

Por último, este artículo dispone que la Suprema Corte de
Justicia de la Nación intervenga en la revisión de los de-
cretos expedidos por el Ejecutivo en relación con la res-
tricción o suspensión de derechos humanos y sus garantías,
con lo que también se coincide.

Por lo que respecta al artículo 33, estas comisiones unidas
comparten la propuesta del Senado en el sentido de que el
Estado, haciendo uso de su facultad, pueda expulsar del te-
rritorio nacional a las personas extranjeras, previa audien-
cia.

Por lo que corresponde a la reforma de la fracción X del ar-
tículo 89, se coincide con la propuesta de la colegisladora
en términos de establecer el respeto, la protección y pro-
moción de los derechos humanos como política exterior del
Estado mexicano.

Las modificaciones incorporadas por el Senado a los artí-
culos 97 y 102 están estrechamente vinculadas. Se coinci-
de con las reformas al artículo 97, no así con las contem-
pladas en el 102.

La Suprema Corte de Justicia de la Nación como titular del
Poder Judicial, actualmente tiene la facultad de investigar
las faltas graves contra las garantías individuales; en diver-
sas ocasiones ha ejercido dicha facultad, sin embargo, los
resultados de su investigación se presentan en un informe,
documento que carece de efectos vinculantes.

La propuesta del Senado al artículo 102, apartado B, párra-
fo décimo primero consiste en otorgar a la Comisión Na-
cional de los Derechos Humanos la facultad de investigar
hechos que constituyan violaciones graves de derechos hu-
manos, criterio que difiere de lo sustentado por estas comi-
siones, cuyas valoraciones serán expuestas posteriormente.

En el caso del párrafo segundo del artículo 102, se consi-
deran muy convenientes algunas de las adiciones y refor-
mas que propone la Cámara de Senadores a distintas nor-
mas, toda vez que adiciona a este párrafo lo siguiente:

Cuando las recomendaciones emitidas no sean acepta-
das o cumplidas por las autoridades o servidores públi-
cos, éstos deberán fundar, motivar y hacer pública su
negativa; además, la Cámara de Senadores o en sus re-
cesos la Comisión Permanente, o las legislaturas de las
entidades federativas, según corresponda, podrán lla-
mar, a solicitud de estos organismos, a las autoridades
o servidores públicos responsables para que comparez-
can ante dichos órganos legislativos, a efecto de que ex-
pliquen el motivo de su negativa.

Con ello, se confiere mayor fuerza a las instituciones pro-
tectoras de los derechos humanos al obligar a las autorida-
des a quienes se dirige una recomendación que, en caso de
no aceptarla, a fundar y motivar su negativa. Esto es im-
portante porque no se está dando el carácter obligatorio a
las recomendaciones, en virtud de que la naturaleza de las
mismas queda sin tocar, por lo que no se altera el sistema
de control no jurisdiccional y la fuerza moral de estos or-
ganismos protectores, fuerza apoyada en el conocimiento
de la sociedad respecto a la recomendación emitida y al re-
proche que los grupos organizados pueden manifestar
cuando las recomendaciones no sean aceptadas sin la co-
rrespondiente motivación o justificación de la negativa.

Se fortalece a las instituciones protectoras de derechos hu-
manos porque ya no solo serán públicas las recomendacio-
nes, sino también la manifestación de no aceptación a las
mismas, así como su incumplimiento.
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Esta publicidad permite que la sociedad conozca y esté
pendiente de la aceptación o no de las mismas, así como
del cumplimiento por parte de la autoridad a la que van di-
rigidas. En caso de que la autoridad no las acepte deberá
sustentar también de manera pública, los argumentos por
los cuales considere que no debe acatar la recomendación
y el fundamento en que se basa para tomar esa decisión,
con lo que puede ejercerse un control más eficaz de las re-
comendaciones.

Con esta reforma se da paso en el país a un importante con-
trol que si bien existe no tiene un sólido sustento: el con-
trol social. La fuerza de la sociedad al lado del liderazgo de
la defensa de los derechos humanos ejercido por las ins-
tancias protectoras, habrá de verse reflejada en el perfec-
cionamiento de la defensa de los derechos humanos.

Con la adición planteada, el Poder Legislativo se suma a
los actores que defienden y protegen a los derechos huma-
nos, al establecer la facultad de la Cámara de Senadores o
en sus recesos, de la Comisión Permanente y de las legis-
laturas de las entidades federativas, para hacer comparecer
a solicitud de las instituciones protectoras a las autoridades
o a los servidores públicos que no acepten las recomenda-
ciones emitidas para que ante esos órganos expliquen las
razones de su rechazo.

El sistema no jurisdiccional de protección a derechos fun-
damentales queda con ello más robusto y sólido, por estas
razones estas comisiones unidas manifiestan su acuerdo en
apoyar la adición propuesta por la colegisladora.

Con relación a la modificación del párrafo tercero, las co-
misiones unidas coinciden en la idea de la revisora de in-
corporar a la esfera de facultades jurídicas de la Comisión
Nacional de los Derechos Humanos, el conocimiento de las
violaciones a los derechos laborales de los trabajadores.

La minuta del Senado ha eliminado la materia laboral de
las excepciones competenciales de la Comisión Nacional
de los Derechos Humanos, con ello, los derechos laborales
han quedado reconocidos como derechos humanos en
nuestro país.

De gran trascendencia resulta el adicionado párrafo quinto
que señala la obligación de las entidades federativas, así
como del Distrito Federal de garantizar en sus constitucio-
nes o Estatuto de Gobierno, en el caso de la ciudad capital,
la autonomía de las instancias responsables de proteger los
derechos fundamentales; con ello se otorgan mayores se-

guridades de protección y defensa a las personas, ya que se
evita que las instituciones protectoras dependan orgánica-
mente de las autoridades administrativas.

Las Comisiones Unidas coinciden con el contenido del pá-
rrafo octavo en el que el Senado ha introducido nuevas ba-
ses para la elección de los titulares de los organismos de
protección de los derechos humanos, consistentes en abrir
un procedimiento de consulta pública, transparente e infor-
mado.

Estas Comisiones Unidas estiman necesario señalar que la
Comisión Nacional de los Derechos Humanos podrá in-
vestigar violaciones graves de derechos humanos, tal como
se establece en el párrafo decimoprimero; sin embargo, no
existe acuerdo en que para ejercerla, se le confieran facul-
tades de autoridad investigadora, ya que las facultades de
investigación son propias del Ministerio Público y las po-
licías que actúan bajo su autoridad y mando.

No hay que olvidar que la Comisión Nacional de los Dere-
chos Humanos fue creada desde sus orígenes como un or-
ganismo protector de derechos fundamentales, encargado
de ejercer un control no jurisdiccional de los actos de las
autoridades, cuya fuerza reside en su autoridad moral. Es
un organismo constitucional autónomo, que tiene persona-
lidad jurídica propia y distinta de la personalidad jurídica
de la Federación. Por lo que no comparte los atributos de la
personalidad de la Federación, es decir, no es un órgano del
poder público, no ejerce la fuerza pública, no es una auto-
ridad. Conferirle facultades de autoridad para investigar
violaciones graves a derechos humanos es tanto como ubi-
carla en el plano del Ministerio Público y por ende, suje-
tarla a los mismos controles en caso de un eventual exce-
so, o simplemente, juzgar su actuación por vía de amparo
cuando un particular considere que el organismo protector
de derechos humanos al ejercer su facultad investigadora le
viola un derecho fundamental. Lejos de fortalecerla se le
debilita.

Habrá quienes aún a sabiendas de que actúa conforme a la
ley se ampare contra la Comisión Nacional de los Derechos
Humanos aduciendo violaciones; los efectos que en la so-
ciedad puede producir el simple hecho de que se le señale
como probable violador de los derechos humanos que pro-
tege, la debilita, menoscaba su autoridad moral y su inter-
locución con la sociedad y los organismos internacionales
de derechos humanos. Por estas razones no se está de
acuerdo con esta propuesta del Senado.



Por último, estas Comisiones concuerdan con la reforma al
artículo 105 constitucional, fracción II, inciso g) mediante
la cual se amplía la facultad de la Comisión Nacional de los
Derechos Humanos para interponer una acción de incons-
titucionalidad en casos en los que se vulneren los derechos
humanos consagrados en tratados internacionales.

Por las consideraciones anteriores, las Comisiones Unidas
de Puntos Constitucionales y de Derechos Humanos tuvie-
ron a bien modificar la minuta del Senado de la manera que
a continuación se explica.

IV. Modificaciones

Artículo 1. En los Estados Unidos Mexicanos todas las
personas gozarán de los derechos humanos reconocidos en
esta Constitución y en los tratados internacionales sobre
derechos humanos de los que el Estado mexicano sea par-
te, así como de las garantías para su protección, cuyo ejer-
cicio no podrá restringirse ni suspenderse, salvo en los ca-
sos y bajo las condiciones que esta Constitución establece.

Las normas relativas a los derechos humanos se interpre-
tarán de conformidad con esta Constitución y con los tra-
tados internacionales de la materia favoreciendo en todo
tiempo a las personas la protección más amplia.

Todas las autoridades, en el ámbito de sus competencias,
tienen la obligación de promover, respetar, proteger y ga-
rantizar los derechos humanos de conformidad con los
principios de universalidad, interdependencia, indivisibili-
dad y progresividad. En consecuencia, el Estado deberá
prevenir, investigar, sancionar y reparar las violaciones a
los derechos humanos, en los términos que establezca la
ley.

Queda prohibida toda discriminación motivada por origen
étnico o nacional, el género, la edad, las discapacidades,
la condición social, las condiciones de salud, la religión,
las opiniones, las preferencias sexuales, el estado civil o
cualquier otra que atente contra la dignidad humana y ten-
ga por objeto anular o menoscabar los derechos y liberta-
des de las personas.

La modificación que se propone al artículo 1º obedece a la
intención de ampliar la protección de los derechos huma-
nos que puedan derivar de cualquier tratado internacional
del que México sea parte, sin que tenga necesariamente por
objeto la protección de los derechos humanos. Por lo tanto,
mantener la redacción que propone el Senado en torno al

goce de aquellos que solamente sean en materia de dere-
chos humanos limitaría el reconocimiento histórico de los
derechos previstos en otros instrumentos en los que se con-
templa la dignidad humana. Esto no implica que se deban
abarcar otros instrumentos que nuestro país haya suscrito
en materia comercial o de índole similar.

La intención de la propuesta contenida en el primer párra-
fo del artículo 1º tiene su reflejo en la redacción sugerida
en el segundo párrafo de este mismo numeral, toda vez que
adicionar la protección que beneficie de manera amplia a
las personas, representa el fortalecimiento de las prerroga-
tivas que las dignifiquen.

Por ende, estas Comisiones Unidas en un ejercicio de pre-
ponderancia de derechos, consideran que en nuestra Cons-
titución General deben prevalecer aquellas disposiciones
que protegen los derechos humanos de las personas en
nuestro país, por lo que incorporar en el presente ordena-
miento la aplicación de instrumentos internacionales que
otorguen mayor y mejor protección a los derechos huma-
nos nunca serán excesivos.

Por lo que se refiere al último párrafo de este artículo, las
Comisiones Unidas han considerado necesario explicitar la
prohibición de toda discriminación por motivo de las pre-
ferencias sexuales de las personas. Esta modificación obe-
dece a la realidad a la que se enfrentan por estos motivos
muchos hombres y mujeres que llegan a ser discriminadas
en los ámbitos familiar, escolar, laboral y social, que ha
producido agresiones físicas, verbales, psicológicas, tortu-
ra e incluso la muerte.

Al respecto, la Secretaría de Gobernación, en su acuerdo
adoptado en la Décima Segunda Sesión Ordinaria del Ple-
no de la Comisión de Política Gubernamental en Materia
de Derechos Humanos de la Secretaría de Gobernación, el
10 de diciembre de 2009, admiten que la discriminación es:

La negación, exclusión, distinción, menoscabo, impedi-
mento o restricción de alguno o algunos de los derechos
fundamentales de las personas, minorías, grupos, colecti-
vos u otros análogos, por la comisión de hechos jurídicos
ilícitos realizados por personas físicas o morales particula-
res, autoridades, personas servidoras públicas, dependen-
cias o cualquier entidad de los poderes públicos federales,
del Distrito Federal, estatales o municipales, con intención
o sin ella, por acción u omisión, sin motivo o causa que sea
racionalmente justificable, por motivo de su origen étnico,
nacional, lengua, sexo, género, identidad indígena, identi-
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dad de género, expresión de rol de género, edad, discapa-
cidades, condición jurídica, social o económica, apariencia
física, condiciones de salud, características genéticas, em-
barazo, religión, opiniones políticas, académicas o filosófi-
cas, identidad o filiación política, preferencias sexuales, es-
tado civil, semitismo, arabismo, islamismo o cualquiera
otra análoga prevista en las leyes.

Por lo tanto, no considerar a las preferencias sexuales den-
tro de las formas de la discriminación, negaría los derechos
inalienables que tenemos todos los seres humanos. Por eso
es necesario avanzar en esta lucha contra la discriminación
no solo de quienes están segregados o excluidos, sino tam-
bién en favor del fortalecimiento de la igualdad y dignidad
humana.

Por lo que toca al siguiente artículo de la minuta se propo-
ne el siguiente texto:

Artículo 11. Toda persona tiene derecho para entrar en
la República, salir de ella, viajar por su territorio y mu-
dar de residencia, sin necesidad de carta de seguridad,
pasaporte, salvoconducto u otros requisitos semejantes.
El ejercicio de este derecho estará subordinado a las fa-
cultades de la autoridad judicial, en los casos de res-
ponsabilidad criminal o civil, y a las de la autoridad ad-
ministrativa, por lo que toca a las limitaciones que
impongan las leyes sobre emigración, inmigración y sa-
lubridad general de la República, o sobre extranjeros
perniciosos residentes en el país.

En caso de persecución por motivos de orden político, to-
da persona tiene derecho de solicitar y recibir asilo; por
causas de carácter humanitario se recibirá refugio. La ley
regulará su procedencia y excepciones.

De la modificación realizada en el segundo párrafo del pre-
sente artículo, resulta relevante puntualizar los supuestos
de protección que se brindará a las personas.

La Comisión Interamericana de Derechos Humanos, en su
análisis del asilo y su relación con los crímenes internacio-
nales refiere que:

“el asilo es una institución en virtud de la cual se pro-
tege a individuos cuya vida o libertad se encuentran
amenazadas o en peligro, por actos de persecución o
violencia derivados de acciones u omisiones de un Es-
tado”.1

La Comisión Interamericana de Derechos Humanos en su
estudio acerca de los Campos en los cuales han de tomar-
se medidas para dar mayor vigencia a los Derechos Hu-
manos, de conformidad con la Declaración Americana de
los Derechos y Deberes del Hombre y la Convención Ame-
ricana sobre Derechos Humanos,2 manifiesta una grave
preocupación por los desplazamientos humanos. Particu-
larmente en situaciones de violencia generalizada, intimi-
dación y persecución directa que se ha presentado de ma-
nera sistemática en contra de grupos de personas, quienes
basados en temores fundados de que sus vidas o libertades
se encuentran en peligro, se trasladan a países vecinos en
busca de refugio.

En tal virtud las comisiones dictaminadoras consideran que
el asilo debe brindarse a personas que son perseguidas en
lo individual por motivos políticos, en tanto que el refugio
se manifiesta como una acción de carácter humanitario que
puede beneficiar a grupos.

De acuerdo a lo establecido en la Convención sobre el Es-
tatuto de los Refugiados de 1951 y su Protocolo de 1967,
un refugiado es:

“aquella persona que tenga un fundado temor de per-
secución, por motivos de raza, religión, nacionalidad,
pertenencia a un determinado grupo social, u opiniones
políticas y que se encuentre fuera de su país y no pueda
o no quiera a causa de dichos temores acogerse a la
protección del mismo…”.

En los instrumentos internacionales como la Declaración
Americana de los Derechos y Deberes del Hombre, se dis-
pone en el artículo XXVII que:

“Toda persona tiene el derecho de buscar y recibir asi-
lo en territorio extranjero, en caso de persecución que
no sea motivada por delitos de derecho común y de
acuerdo con la legislación de cada país y con los con-
venios internacionales”.

En la Convención Americana sobre Derechos Humanos,
Pacto de San José, en el numeral 7 del artículo 22 se ex-
presa:

“toda persona tiene el derecho de buscar y recibir asi-
lo en territorio extranjero en caso de persecución por
delitos políticos o comunes conexos con los políticos y
de acuerdo con la legislación de cada Estado y los con-
venios internacionales”.



Por lo que corresponde a nuestro derecho interno, en la Ley
General de Población, artículo 42 fracción V y VI se des-
criben las figuras jurídicas que nos ocupan:

V. ASILADO POLITICO. Para proteger su libertad o su
vida de persecuciones políticas en su país de origen, au-
torizado por el tiempo que la Secretaría de Goberna-
ción juzgue conveniente, atendiendo a las circunstan-
cias que en cada caso concurran. Si el asilado político
viola las leyes nacionales, sin perjuicio de las sanciones
que por ello le sean aplicables, perderá su característi-
ca migratoria, y la misma Secretaría le podrá otorgar la
calidad que juzgue conveniente para continuar su legal
estancia en el país. Asimismo, si el asilado político se
ausenta del país, perderá todo derecho a regresar en es-
ta calidad migratoria, salvo que haya salido con permi-
so de la propia Dependencia.

REFUGIADO. Para proteger su vida, seguridad o li-
bertad, cuando hayan sido amenazadas por violencia
generalizada, agresión extranjera, conflictos internos,
violación masiva de derechos humanos u otras circuns-
tancias que hayan perturbado gravemente el orden pú-
blico en su país de origen, que lo hayan obligado a huir
a otro país. No quedan comprendidos en la presente ca-
racterística migratoria aquellas personas que son obje-
to de persecución política prevista en la fracción ante-
rior. La Secretaría de Gobernación renovará su permiso
de estancia en el país, cuantas veces lo estime necesa-
rio. Si el refugiado viola las leyes nacionales, sin per-
juicio de las sanciones que por ello le sean aplicables,
perderá su característica migratoria y la misma Secre-
taría le podrá otorgar la calidad que juzgue procedente
para continuar su legal estancia en el país. Asimismo, si
el refugiado se ausenta del país, perderá todo derecho a
regresar en esta calidad migratoria, salvo que haya sa-
lido con permiso de la propia Secretaría. El refugiado
no podrá ser devuelto a su país de origen, ni enviado a
cualquier otro, en donde su vida, libertad o seguridad
se vean amenazadas.

La Secretaría de Gobernación podrá dispensar la san-
ción a que se hubiere hecho acreedor por su internación
ilegal al país, al extranjero a quien se otorgue esta ca-
racterística migratoria, atendiendo al sentido humani-
tario y de protección que orienta la institución del refu-
giado.

De conformidad con el criterio establecido en el marco in-
ternacional anteriormente citado, así como en la regulación

de nuestro país, estas Comisiones Unidas consideran viable
realizar la modificación propuesta.

Ahora corresponde plantear la propuesta de texto al artícu-
lo:

Artículo 15. No se autoriza la celebración de tratados
para la extradición de reos políticos, ni para la de aque-
llos delincuentes del orden común que hayan tenido en
el país donde cometieron el delito, la condición de es-
clavos; ni de convenios o tratados en virtud de los que
se alteren los derechos humanos reconocidos por esta
Constitución y en los tratados internacionales de los
que el Estado mexicano sea parte.

Por los mismos argumentos mencionados en la modifica-
ción propuesta para el artículo 1º de la Constitución Gene-
ral, resulta pertinente que en este artículo se suprima la ex-
presión “sobre derechos humanos”. Esto permitirá ampliar
la protección que establece nuestra Carta Magna.

Artículo 29. En los casos de invasión, perturbación gra-
ve de la paz pública, o de cualquier otro que ponga a la
sociedad en grave peligro o conflicto, solamente el Pre-
sidente de los Estados Unidos Mexicanos, de acuerdo
con los titulares de las Secretarías de Estado y la Pro-
curaduría General de la República y con la aprobación
del Congreso de la Unión o de la Comisión Permanen-
te cuando aquél no estuviere reunido, podrá restringir o
suspender en todo el país o en lugar determinado el
ejercicio de los derechos y las garantías que fuesen obs-
táculo para hacer frente, rápida y fácilmente a la situa-
ción; pero deberá hacerlo por un tiempo limitado, por
medio de prevenciones generales y sin que la restricción
o suspensión se contraiga a determinada persona. Si la
restricción o suspensión tuviese lugar hallándose el
Congreso reunido, éste concederá las autorizaciones
que estime necesarias para que el Ejecutivo haga fren-
te a la situación; pero si se verificase en tiempo de re-
ceso, se convocará de inmediato al Congreso para que
las acuerde.

En los decretos que se expidan, no podrá restringirse ni
suspenderse el ejercicio de los derechos a la no discri-
minación, al reconocimiento de la personalidad jurídi-
ca, a la vida, a la integridad personal, a la protección a
la familia, al nombre, a la nacionalidad; los derechos
de la niñez; los derechos políticos; las libertades de
pensamiento, conciencia y de profesar creencia religio-
sa alguna; el principio de legalidad y retroactividad; la
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prohibición de la pena de muerte; la prohibición de la
esclavitud y la servidumbre; la prohibición de la desa-
parición forzada y la tortura; ni las garantías judiciales
indispensables para la protección de tales derechos.

La restricción o suspensión del ejercicio de los derechos
y garantías debe estar fundada y motivada en los térmi-
nos establecidos por esta Constitución y ser proporcio-
nal al peligro a que se hace frente, observando en todo
momento los principios de legalidad, racionalidad, pro-
clamación, publicidad y no discriminación.

Cuando se ponga fin a la restricción o suspensión del
ejercicio de los derechos y garantías, bien sea por cum-
plirse el plazo o porque así lo decrete el Congreso, to-
das las medidas legales y administrativas adoptadas
durante su vigencia quedarán sin efecto de forma inme-
diata. El Ejecutivo no podrá hacer observaciones al de-
creto mediante el cual el Congreso revoque la restric-
ción o suspensión.

Los decretos expedidos por el Ejecutivo durante la res-
tricción o suspensión, serán revisados de oficio e inme-
diatamente por la Suprema Corte de Justicia de la Na-
ción, la que deberá pronunciarse con la mayor
prontitud sobre su constitucionalidad y validez.

En cuanto a las modificaciones propuestas al presente artí-
culo, se considera pertinente mantener la facultad de la Co-
misión Permanente de aprobar la restricción o suspensión
del ejercicio de los derechos y las garantías que fuesen obs-
táculo para hacer frente, rápida y fácilmente a la situación
de invasión, perturbación grave de la paz pública, o de
cualquier otro que ponga a la sociedad en grave peligro o
conflicto, cuando el Congreso de la Unión no se encuentre
en período de sesiones. Lo anterior, tomando en considera-
ción que la Comisión Permanente es un órgano representa-
tivo del Congreso de la Unión y que tiene, entre otras fa-
cultades relevantes, la de acordar por sí o a propuesta del
Ejecutivo, la convocatoria del Congreso o de una sola Cá-
mara a sesiones extraordinarias.

De igual manera se estima procedente modificar la parte
final del primer párrafo del artículo 29 constitucional que a
la letra dice: “se convocará sin demora al Congreso para
que las acuerde” por la de “se convocará de inmediato al
Congreso para que las acuerde”, toda vez que se le da un
sentido positivo a la acción de convocar al Congreso en lu-
gar del sentido negativo que tiene el texto de la minuta. La

expresión de inmediato da mayor certeza sobre la expedi-
tes con la que habrá de ser convocado el Congreso.

En el segundo párrafo del artículo 29 constitucional se es-
tablecen aquellos derechos humanos cuyo ejercicio no po-
drá restringirse ni suspenderse. Estas Comisiones Unidas
consideran necesario agregar la libertad de profesar creen-
cia religiosa alguna que viene a modificar el texto de la
minuta que señalaba de manera general a la libertad de re-
ligión. Esta precisión, respecto de la minuta del Senado, es
importante porque el alcance de este derecho fundamental
(libertad de religión) es tan amplio que refiere a una elec-
ción libre de las personas para profesar una religión y po-
der manifestarla públicamente; por no creer o practicar nin-
guna religión o inclusive por negar la existencia de un
Dios.

La acotación legal que se hace en la nueva redacción se
considera relevante porque, tratándose de creencias reli-
giosas, el Estado se ve imposibilitado de impedir que cual-
quier persona en su fuero interno, en un libre ejercicio de
autodeterminación intelectual, opte por adherirse o no a al-
guna religión. El mismo texto constitucional ya reconoce y
tutela este derecho en los artículos 24 y 130.

Con base en lo anterior, se estima que sólo la exteriorización
de las creencias religiosas puede ser objeto de regulación ju-
rídica, y más específicamente para efectos de restricción o
suspensión de derechos y garantías constitucionales, y es en
ese tenor que el texto propuesto adopta esta dimensión obje-
tiva, ya que el Estado únicamente podría decretar medidas
restrictivas a los actos religiosos de culto público.

La nueva redacción es congruente también con los princi-
pios que orientan esta reforma constitucional ya que adop-
ta postulados reconocidos en instrumentos internacionales,
como es el caso del artículo 12 numeral 3 del Pacto de San
José, que señala que:

La libertad de manifestar la propia religión y las pro-
pias creencias está sujeta únicamente a las limitaciones
prescritas por la ley y que sean necesarias para prote-
ger la seguridad, el orden, la salud o la moral públicos
o los derechos o libertades de los demás.

En los supuestos que expresamente contempla el artículo
29, a contrario sensu solamente los actos religiosos de cul-
to público pueden ser restringidos o suspendidos, sin que
ello implique la violación de un derecho fundamental reco-



nocido en nuestra Carta Magna como lo es el de la libertad
religiosa.

Artículo 102.

A. (…)

B. (…)

Los organismos a que se refiere el párrafo anterior, formu-
larán recomendaciones públicas, no vinculatorias, denun-
cias y quejas ante las autoridades respectivas. Todo servi-
dor público está obligado a responder las recomendaciones
que les presenten estos organismos. Cuando las recomen-
daciones emitidas no sean aceptadas o cumplidas por las
autoridades o servidores públicos, estos deberán fundar,
motivar y hacer pública su negativa; además, la Cámara de
Senadores o en sus recesos la Comisión Permanente, o las
legislaturas de las entidades federativas, según correspon-
da, podrán llamar, a solicitud de estos organismos, a las au-
toridades o servidores públicos responsables para que com-
parezcan ante dichos órganos legislativos, a efecto de que
expliquen el motivo de su negativa.

Estos organismos no serán competentes tratándose de
asuntos electorales y jurisdiccionales.

(…)

Las Constituciones de los Estados y el Estatuto de Gobier-
no del Distrito Federal establecerán y garantizarán la auto-
nomía de los organismos de protección de los derechos hu-
manos.

(…)

(…)

La elección del titular de la presidencia de la Comisión Na-
cional de los Derechos Humanos, así como de integrantes
del Consejo Consultivo, y de titulares de los organismos de
protección de los derechos humanos de las entidades fede-
rativas, se ajustarán a un procedimiento de consulta públi-
ca, que deberá ser transparente, en los términos y condi-
ciones que determine la ley.

(…)

(…)

La Comisión Nacional de los Derechos Humanos podrá in-
vestigar hechos que constituyan violaciones graves de de-
rechos humanos cuando así lo juzgue conveniente o lo pi-
diere el Ejecutivo Federal, alguna de las Cámaras del
Congreso de la Unión, el gobernador de un Estado, el Jefe
de Gobierno del Distrito Federal o las legislaturas de las
entidades federativas.

El desarrollo y desahogo del procedimiento corresponderá
al Consejo Consultivo, cuya decisión se adoptará por el vo-
to de las dos terceras partes de sus integrantes. Ninguna au-
toridad podrá negar la información que se le requiera. La
Comisión mantendrá la reserva de la información que se le
proporcione con ese carácter. Cuando así proceda, presen-
tará las denuncias ante la autoridad competente.

En el párrafo octavo del artículo 102 se han incorporado al-
gunas modificaciones de forma, que no alteran el sentido
de la minuta del Senado. Se introduce el cambio de la ex-
presión “Presidente de la Comisión” por “titular de la Pre-
sidencia” con el propósito de evitar, en la medida de lo po-
sible, emplear términos en masculino; asimismo se elimina
la expresión “e informado” porque se considera que el tér-
mino “transparente” permite la obtención de información
suficiente sobre los candidatos a la designación y el proce-
dimiento de consulta pública.

Se propone que sea el Consejo Consultivo el que desarro-
lle y desahogue el procedimiento de investigación para lo
cual deberá someterse a aprobación y contar cuando menos
con el voto de las dos terceras partes de sus miembros. El
otorgar la facultad al órgano colegiado favorece el inter-
cambio de opiniones para tomar decisiones con mayores
elementos de juicio.

Resulta de gran importancia la disposición que establece
que ninguna autoridad podrá negarle información a la Co-
misión en estos casos.

Estas Comisiones Unidas, consideran fundamental recono-
cer explícitamente en la Constitución los derechos huma-
nos de las personas que se encuentran en territorio nacional
y mejorar los mecanismos para su protección.

Por los argumentos expuestos en el cuerpo de este dicta-
men, las Comisiones Unidas de Puntos Constitucionales y
de Derechos Humanos expresan las siguientes:
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Conclusiones

Primera. La Cámara de Diputados, como representante
popular ha sido sensible a la necesidad de reconocer a ni-
vel constitucional, los derechos humanos y las garantías
para su debida protección.

La aprobación de estas reformas implica la ampliación de
las garantías y libertades de las personas, en el fortaleci-
miento de los organismos e instituciones responsables de la
protección de esos derechos, y en la consolidación del sis-
tema no jurisdiccional de protección a los mismos.

La Cámara de Senadores al enriquecer la iniciativa de re-
formas ha participado decididamente en la construcción de
un marco jurídico nacional que responde no solo a la evo-
lución histórica de los derechos humanos de nuestro país,
sino también al desarrollo de estos en el ámbito internacio-
nal.

De esta manera el Poder Legislativo, sienta las bases para
el desarrollo de una sociedad más igualitaria, equitativa,
justa, tolerante, solidaria, democrática y más consciente de
la necesidad de respetar los derechos como premisa para
lograr una vida armónica.

Segunda. La reforma ubica a la persona como titular de los
derechos humanos, incluidos aquellos establecidos en los
tratados internacionales celebrados por nuestro país, que
agreguen alguna garantía a la Constitución, formen parte
integrante de la misma.

La protección de los derechos humanos es uno de postula-
dos del Estado mexicano. Ningún acto de autoridad puede
estar por encima de la ley, nadie en su actuar debe apartar-
se de la ley sin recibir sanción.

El fortalecimiento de los derechos humanos requiere la ar-
monización del texto constitucional con las normas inter-
nacionales.

Tercera. En el presente dictamen se plantearon los si-
guientes objetivos fundamentales:

1. Introducir plenamente el concepto de derechos humanos
a la Constitución Mexicana.

2. Garantizar la más alta jerarquía y eficacia normativa de
los instrumentos internacionales de derechos humanos
dentro del orden jurídico mexicano.

3. Introducir expresamente los derechos humanos que no
se encontraban reconocidos en la Constitución.

4. Incorporar el principio de interpretación de los derechos
humanos de conformidad con la Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos y los tratados internaciona-
les.

5. Fortalecer la protección de los derechos humanos reco-
nocidos por la Constitución a la luz del derecho internacio-
nal.

6. Reforzar las garantías y los mecanismos de protección
de los derechos humanos.

7. Establecer una clara definición de cómo y en qué cir-
cunstancias se puede declarar la restricción o suspensión de
derechos humanos y cuáles deben permanecer sin tocar.

8. Incorporar la enseñanza de los derechos humanos en la
educación, su respeto en el sistema penitenciario y su
orientación en la política exterior.

9. Fortalecer a la Comisión Nacional de los Derechos Hu-
manos en sus facultades de investigación de violaciones
graves.

10. Obligar a los servidores públicos a que justifiquen su
negativa a aceptar las recomendaciones de la Comisión Na-
cional de los Derechos Humanos o el incumplimiento de
las mismas.

11. Brindar garantías a los extranjeros contra su expulsión
arbitraria.

Cuarta. Las propuestas de reformas incorporadas en el
presente dictamen parten de las formuladas por las y los le-
gisladores de diversos partidos políticos, de las aportacio-
nes presentadas por diversos grupos de la sociedad civil,
los trabajos de la Comisión Ejecutiva de Negociación y
Construcción de Acuerdos del Congreso de la Unión en el
grupo de Garantías Sociales y el trabajo coordinado por la
Oficina en México de la Alta Comisionada de las Naciones
Unidas para los Derechos Humanos con integrantes de la
academia y organizaciones no gubernamentales, así como
por las aportaciones que hizo llegar la Comisión de Dere-
chos Humanos del Distrito Federal.

Por los argumentos antes señalados las Comisiones Unidas
de Puntos Constitucionales y de Derechos Humanos, so-



meten a la consideración de la Honorable Asamblea de la
Cámara de Diputados el siguiente:

Dictamen con proyecto de decreto que modifica la de-
nominación del Capítulo I del Título Primero y reforma
diversos artículos de la Constitución Política de los Es-
tados Unidos Mexicanos

Artículo único. Se reforma la denominación del Capítulo
I del Título Primero; el primero y quinto párrafos del artí-
culo 1; el segundo párrafo del artículo 3°; el primer párra-
fo del artículo 11; el artículo 15; el segundo párrafo del ar-
tículo 18, el primer párrafo del artículo 29; el primer
párrafo del artículo 33, la fracción X del artículo 89; el se-
gundo párrafo del artículo 97; el segundo y tercer párrafos
del apartado B del artículo 102, y el inciso g) de la fracción
II del artículo 105; se adicionan dos nuevos párrafos se-
gundo y tercero, al artículo 1º, recorriéndose los actuales
en su orden; un nuevo párrafo segundo al artículo 11; los
párrafos segundo, tercero, cuarto y quinto al artículo 29; un
nuevo párrafo segundo al artículo 33, recorriéndose el ac-
tual en su orden; y los nuevos párrafos quinto, octavo, dé-
cimo primero y décimo segundo al artículo 102, apartado
B, recorriéndose los actuales en su orden, todos ellos de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos,
para quedar como sigue:

Título Primero

Capítulo I
De los Derechos Humanos y sus garantías

Artículo 1. En los Estados Unidos Mexicanos todas las
personas gozarán de los derechos humanos reconocidos en
esta Constitución y en los tratados internacionales de los
que el Estado Mexicano sea parte, así como de las garantí-
as para su protección, cuyo ejercicio no podrá restringirse
ni suspenderse, salvo en los casos y bajo las condiciones
que esta Constitución establece.

Las normas relativas a los derechos humanos se interpreta-
rán de conformidad con esta Constitución y con los trata-
dos internacionales de la materia favoreciendo en todo
tiempo a las personas la protección más amplia.

Todas las autoridades, en el ámbito de sus competencias,
tienen la obligación de promover, respetar, proteger y ga-
rantizar los derechos humanos de conformidad con los
principios de universalidad, interdependencia, indivisibili-
dad y progresividad. En consecuencia, el Estado deberá

prevenir, investigar, sancionar y reparar las violaciones a
los derechos humanos, en los términos que establezca la
ley.

(…)

Queda prohibida toda discriminación motivada por origen
étnico o nacional, el género, la edad, las discapacidades, la
condición social, las condiciones de salud, la religión, las
opiniones, las preferencias sexuales, el estado civil o cual-
quier otra que atente contra la dignidad humana y tenga por
objeto anular o menoscabar los derechos y libertades de las
personas.

Artículo 3. (…)

La educación que imparta el Estado tenderá a desarrollar
armónicamente, todas las facultades del ser humano y fo-
mentará en él, a la vez, el amor a la Patria, el respeto a los
derechos humanos y la conciencia de la solidaridad inter-
nacional, en la independencia y en la justicia.

I a VIII. (…)

Artículo 11. Toda persona tiene derecho para entrar en la
República, salir de ella, viajar por su territorio y mudar de
residencia, sin necesidad de carta de seguridad, pasaporte,
salvoconducto u otros requisitos semejantes. El ejercicio
de este derecho estará subordinado a las facultades de la
autoridad judicial, en los casos de responsabilidad criminal
o civil, y a las de la autoridad administrativa, por lo que to-
ca a las limitaciones que impongan las leyes sobre emigra-
ción, inmigración y salubridad general de la República, o
sobre extranjeros perniciosos residentes en el país.

En caso de persecución, por motivos de orden político, to-
da persona tiene derecho de solicitar asilo; por causas de
carácter humanitario se recibirá refugio. La ley regulará
sus procedencias y excepciones.

Artículo 15. No se autoriza la celebración de tratados para
la extradición de reos políticos, ni para la de aquellos de-
lincuentes del orden común que hayan tenido en el país
donde cometieron el delito, la condición de esclavos; ni de
convenios o tratados en virtud de los que se alteren los de-
rechos humanos reconocidos por esta Constitución y en los
tratados internacionales de los que el Estado Mexicano sea
parte.

Artículo 18. (…)
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El sistema penitenciario se organizará sobre la base del res-
peto a los derechos humanos, del trabajo, la capacitación
para el mismo, la educación, la salud y el deporte como
medios para lograr la reinserción del sentenciado a la so-
ciedad y procurar que no vuelva a delinquir, observando
los beneficios que para él prevé la ley. Las mujeres com-
purgarán sus penas en lugares separados de los destinados
a los hombres para tal efecto.

(…)

(…)

(…)

(…)

(…)

(…)

(…)

Artículo 29. En los casos de invasión, perturbación grave
de la paz pública, o de cualquier otro que ponga a la socie-
dad en grave peligro o conflicto, solamente el Presidente
de los Estados Unidos Mexicanos, de acuerdo con los titu-
lares de las Secretarías de Estado y la Procuraduría Gene-
ral de la República y con la aprobación del Congreso de la
Unión o de la Comisión Permanente cuando aquel no estu-
viere reunido, podrá restringir o suspender en todo el país
o en lugar determinado el ejercicio de los derechos y las
garantías que fuesen obstáculo para hacer frente, rápida y
fácilmente a la situación; pero deberá hacerlo por un tiem-
po limitado, por medio de prevenciones generales y sin que
la restricción o suspensión se contraiga a determinada per-
sona. Si la restricción o suspensión tuviese lugar hallándo-
se el Congreso reunido, éste concederá las autorizaciones
que estime necesarias para que el Ejecutivo haga frente a la
situación; pero si se verificase en tiempo de receso, se con-
vocará de inmediato al Congreso para que las acuerde. 

En los decretos que se expidan, no podrá restringirse ni
suspenderse el ejercicio de los derechos a la no discrimina-
ción, al reconocimiento de la personalidad jurídica, a la vi-
da, a la integridad personal, a la protección a la familia, al
nombre, a la nacionalidad; los derechos de la niñez; los de-
rechos políticos; las libertades de pensamiento, conciencia
y de profesar creencia religiosa alguna; el principio de le-
galidad y retroactividad; la prohibición de la pena de muer-

te; la prohibición de la esclavitud y la servidumbre; la pro-
hibición de la desaparición forzada y la tortura; ni las ga-
rantías judiciales indispensables para la protección de tales
derechos.

La restricción o suspensión del ejercicio de los derechos y
garantías debe estar fundada y motivada en los términos es-
tablecidos por esta Constitución y ser proporcional al peli-
gro a que se hace frente, observando en todo momento los
principios de legalidad, racionalidad, proclamación, publi-
cidad y no discriminación.

Cuando se ponga fin a la restricción o suspensión del ejer-
cicio de los derechos y garantías, bien sea por cumplirse el
plazo o porque así lo decrete el Congreso, todas las medi-
das legales y administrativas adoptadas durante su vigencia
quedarán sin efecto de forma inmediata. El Ejecutivo no
podrá hacer observaciones al decreto mediante el cual el
Congreso revoque la restricción o suspensión.

Los decretos expedidos por el Ejecutivo durante la restric-
ción o suspensión, serán revisados de oficio e inmediata-
mente por la Suprema Corte de Justicia de la Nación, la que
deberá pronunciarse con la mayor prontitud sobre su cons-
titucionalidad y validez.

Artículo 33. Son personas extranjeras las que no posean
las calidades determinadas en el artículo 30 constitucional
y gozarán de los derechos humanos y garantías que reco-
noce esta Constitución.

El Ejecutivo de la Unión, previa audiencia, podrá expulsar
del territorio nacional a personas extranjeras con funda-
mento en la ley, la cual regulará el procedimiento adminis-
trativo, así como el lugar y tiempo que dure la detención.

(…)

Artículo 89. (…)

I. a IX. (…)

X. Dirigir la política exterior y celebrar tratados inter-
nacionales, así como terminar, denunciar, suspender,
modificar, enmendar, retirar reservas y formular decla-
raciones interpretativas sobre los mismos, sometiéndo-
los a la aprobación del Senado. En la conducción de tal
política, el titular del Poder Ejecutivo observará los si-
guientes principios normativos: la autodeterminación de
los pueblos; la no intervención; la solución pacífica de



controversias; la proscripción de la amenaza o el uso de
la fuerza en las relaciones internacionales; la igualdad
jurídica de los Estados; la cooperación internacional pa-
ra el desarrollo; el respeto, la protección y promoción de
los derechos humanos y la lucha por la paz y la seguri-
dad internacionales;

XI a XX. (…)

Artículo 97. (…)

La Suprema Corte de Justicia de la Nación podrá solicitar
al Consejo de la Judicatura Federal que averigüe la con-
ducta de algún juez o magistrado federal.

(…)

(…)

(…)

(…)

(…)

(…)

(…)

Artículo 102.

A. (…)

B. (…)

Los organismos a que se refiere el párrafo anterior, formu-
larán recomendaciones públicas, no vinculatorias, denun-
cias y quejas ante las autoridades respectivas. Todo servi-
dor público está obligado a responder las recomendaciones
que les presenten estos organismos. Cuando las recomen-
daciones emitidas no sean aceptadas o cumplidas por las
autoridades o servidores públicos, éstos deberán fundar,
motivar y hacer pública su negativa; además, la Cámara de
Senadores o en sus recesos la Comisión Permanente, o las
legislaturas de las entidades federativas, según correspon-
da, podrán llamar, a solicitud de estos organismos, a las au-
toridades o servidores públicos responsables para que com-
parezcan ante dichos órganos legislativos, a efecto de que
expliquen el motivo de su negativa.

Estos organismos no serán competentes tratándose de
asuntos electorales, y jurisdiccionales.

(…)

Las Constituciones de los Estados y el Estatuto de Gobier-
no del Distrito Federal establecerán y garantizarán la auto-
nomía de los organismos de protección de los derechos hu-
manos.

(…)

(…)

La elección del titular de la presidencia de la Comisión Na-
cional de los Derechos Humanos, así como de los inte-
grantes del Consejo Consultivo, y de titulares de los orga-
nismos de protección de los derechos humanos de las
entidades federativas, se ajustarán a un procedimiento de
consulta pública, que deberá ser transparente, en los térmi-
nos y condiciones que determine la ley.

(…)

(…)

La Comisión Nacional de los Derechos Humanos podrá in-
vestigar hechos que constituyan violaciones graves de de-
rechos humanos cuando así lo juzgue conveniente o lo pi-
diere el Ejecutivo Federal, alguna de las Cámaras del
Congreso de la Unión, el gobernador de un Estado, el Jefe
de Gobierno del Distrito Federal o las legislaturas de las
entidades federativas.

El desarrollo y desahogo del procedimiento corresponderá
al Consejo Consultivo, cuya decisión se adoptará por el vo-
to de las dos terceras partes de sus integrantes. Ninguna au-
toridad podrá negar la información que se le requiera.  La
Comisión mantendrá la reserva de la información que se le
proporcione con ese carácter. Cuando así proceda, presen-
tará las denuncias ante la autoridad competente.

Artículo 105. La Suprema Corte de Justicia de la Nación
conocerá, en los términos que señale la ley reglamentaria,
de los asuntos siguientes:

I. De las controversias constitucionales que, con excep-
ción de las que se refieran a la materia electoral y a lo
establecido en el artículo 46 de esta Constitución, se
susciten entre:
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a - k) (…)

(…)

(…)

II. De las acciones de inconstitucionalidad que tengan
por objeto plantear la posible contradicción entre una
norma de carácter general y esta Constitución.

Las acciones de inconstitucionalidad podrán ejercitarse,
dentro de los treinta días naturales siguientes a la fecha
de publicación de la norma, por:

a - f) (…)

g) La Comisión Nacional de los Derechos Humanos,
en contra de leyes de carácter federal, estatal y del
Distrito Federal, así como de tratados internaciona-
les celebrados por el Ejecutivo Federal y aprobados
por el Senado de la República, que vulneren los de-
rechos humanos consagrados en esta Constitución y
en los tratados internacionales de los que México sea
parte. Asimismo, los organismos de protección de
los derechos humanos equivalentes en los estados de
la República, en contra de leyes expedidas por las
legislaturas locales y la Comisión de Derechos Hu-
manos del Distrito Federal, en contra de leyes emiti-
das por la Asamblea Legislativa del Distrito Federal.

(…)

(…)

(…)

III. (…)

(…)

(…)

Transitorios

Primero. El presente decreto entrará en vigor al día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la Fe-
deración.

Segundo. La ley a que se refiere el tercer párrafo del artí-
culo 1 constitucional sobre reparación deberá ser expedida

en un plazo máximo de un año contado a partir de la entra-
da en vigor del presente decreto.

Tercero. La ley a que se refiere el artículo 11 constitucio-
nal sobre el asilo, deberá ser expedida en un plazo máximo
de un año, contado a partir del inicio de la vigencia de es-
te decreto.

Cuarto. El Congreso de la Unión expedirá la Ley Regla-
mentaria del Artículo 29 Constitucional en materia de sus-
pensión del ejercicio de los derechos y las garantías, en un
plazo máximo de un año, contado a partir del inicio de la
vigencia de este decreto.

Quinto. El Congreso de la Unión expedirá la Ley Regla-
mentaria del artículo 33 constitucional, en materia de ex-
pulsión de extranjeros en un plazo máximo de un año con-
tado a partir del inicio de la vigencia de este decreto. En
tanto se expida la ley referida, este artículo se seguirá apli-
cando en los términos del texto vigente.

Sexto. Los casos previstos en el segundo párrafo del artí-
culo 97 constitucional, que estén pendientes de resolución
al momento de entrar en vigor la reforma, los continuará
desahogando la Suprema Corte de Justicia de la Nación
hasta su conclusión.

Séptimo. En lo que se refiere al Apartado B del artículo
102 constitucional y a la autonomía de los organismos lo-
cales de derechos humanos, las legislaturas locales deberán
realizar las adecuaciones que correspondan en un plazo
máximo de un año contados a partir del inicio de la vigen-
cia de este Decreto.

Octavo. El Congreso de la Unión adecuará la Ley de la Co-
misión Nacional de los Derechos Humanos en un plazo
máximo de un año, contado a partir del inicio de la vigen-
cia de este decreto.

Noveno. Se derogan todas las disposiciones que contra-
vengan el presente decreto.

Notas:

1 http://www.cidh.org/asilo.htm

2 http://www.cidh.org/annualrep/84.85sp/cap.5.htm

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, el 13 de diciembre de
2010.



La Comisión de Puntos Constitucionales, diputados: Juventino
Castro y Castro (rúbrica), presidente; Nazario Norberto Sánchez (rú-
brica), Feliciano Rosendo Marín Díaz (rúbrica), Reginaldo Rivera de
la Torre (rúbrica), Francisco Saracho Navarro (rúbrica), Héctor Gue-
vara Ramírez (rúbrica), Gustavo González Hernández (rúbrica), Carlos
Alberto Pérez Cuevas (rúbrica), Guillermo Cueva Sada (rúbrica), Jai-
me Fernando Cárdenas Gracia (rúbrica en lo general), secretarios; Jo-
sé Luis Jaime Correa, Ma. Dina Herrera Soto (rúbrica), Rafael Rodrí-
guez González, José Ricardo López Pescador (rúbrica), Felipe Solís
Acero (rúbrica), Guadalupe Pérez Domínguez (rúbrica), Rolando Ro-
drigo Zapata Bello, Justino Eugenio Arraiga Rojas, Morelos Jaime
Carlos Canseco Gómez, Fermín Gerardo Alvarado Arroyo (rúbrica),
Víctor Humberto Benítez Treviño (rúbrica), Emilio Chuayffet Chemor
(rúbrica), Fernando Ferreyra Olivares (rúbrica), Diva Hadamira Gasté-
lum Bajo, Víctor Alejandro Balderas Vaquera, Mario Alberto Becerra
Pocoroba, Óscar Martín Arce Paniagua (rúbrica), Sonia Mendoza Díaz
(rúbrica), Camilo Ramírez Puente (rúbrica).

La Comisión de Derechos Humanos, diputados: Jesús Alfonso Na-
varrete Prida (rúbrica), presidente; Sabino Bautista Concepción, Jaime
Flores Castañeda, Diva Hadamira Gastélum Bajo, Clara Gómez Caro,
Rosa Adriana Díaz Lizama (rúbrica), Rosi Orozco (rúbrica), Enoé
Margarita Uranga Muñoz (rúbrica), secretarios; Velia Idalia Aguilar
Armendáriz, María del Rosario Brindis Álvarez, Yulenny Guylaine
Cortés León (rúbrica), Sami David David, Margarita Gallegos Soto,
Martín García Avilés (rúbrica), Lizbeth García Coronado (rúbrica),
Juan Pablo Jiménez Concha, Noé Fernando Garza Flores, Héctor Her-
nández Silva, Yolanda del Carmen Montalvo López (rúbrica), Salvador
Caro Cabrera (rúbrica), Silvia Esther Pérez Ceballos (rúbrica), Teresa
Guadalupe Reyes Sahagún, Aránzazu Quintana Padilla (rúbrica), Glo-
ria Romero León (rúbrica), Florentina Rosario Morales (rúbrica), Jai-
me Sánchez Vélez, María Sandra Ugalde Basaldúa (rúbrica), Guadalu-
pe Valenzuela Cabrales (rúbrica), J. Eduardo Yáñez Montaño
(rúbrica).»

El Presidente diputado Amador Monroy Estrada: Tiene
la palabra el diputado Jesús Alfonso Navarrete Prida, de la
comisión, para fundamentar el dictamen de conformidad
con el artículo 108 del Reglamento para el Gobierno Inte-
rior del Congreso General de los Estados Unidos Mexica-
nos, hasta por 10 minutos.

El diputado Jesús Alfonso Navarrete Prida: Con su per-
miso, señor presidente. Compañeros diputados y diputadas
federales, el 23 de abril de 2009 fue enviada por la Cáma-
ra de Diputados una iniciativa con proyecto de decreto que
adicionaba y reformaba diversos artículos de la Constitu-
ción Política en materia de derechos humanos.

La Cámara de Senadores revisó dicho dictamen, introdujo
nuevos cambios y lo turnó a esta Cámara de origen el 8 de
abril de este año. El 28 del mismo mes, las Comisiones
Unidas de Puntos Constitucionales y de Derechos Huma-
nos realizaron su primera reunión para el análisis y discu-
sión de la minuta, misma que fue aprobada en lo general,
quedando pendientes algunos artículos reservados, por lo
que nos constituimos en sesión permanente para continuar
el análisis y discusión del documento.

Después de varias reuniones de trabajo se acordó la con-
formación de un grupo plural de diputados, que se reunie-
ron con senadores, para definir la correcta interpretación
del artículo 72, inciso e) de la Constitución Política, a efec-
to de evitar que el proyecto se aprobara o rechazara en su
totalidad.

La sensibilidad de la colegisladora dio la apertura para una
nueva y trascendental interpretación que permita introducir
nuevas modificaciones a las hechas por la Cámara reviso-
ra.

En estas reuniones se consensaron cambios en los que am-
bas Cámaras coincidieron, esto ya resulta muy importante.
Cuando a una Cámara de origen le reenviaba una iniciati-
va, siempre se nos había dicho que la interpretación era que
se aceptaba o se rechazaba en su totalidad la minuta. Con
esta nueva interpretación solamente no se pueden tocar
aquellos artículos que ya fueron revisados por ambas Cá-
maras, pero sí se pueden introducir cambios en aquellos ar-
tículos, que es la primera ocasión en que una Cámara revi-
sa. Con ello se privilegian los acuerdos parlamentarios y no
los disensos parlamentarios.

La reforma en derechos humanos constituye un histórico
cambio en la evolución de los derechos fundamentales en
nuestro país y atañe a 10 artículos, el 1o., 3o., 11, 15, 18,
29, 33, 89, 102 y 105 de la Constitución. Con estas refor-
mas y adiciones México se inscribe en la ruta de los países
que reconocen explícitamente en sus normas internas la
aplicación de las disposiciones del derecho internacional
en materia de derechos fundamentales.

La reforma se ubica en los más altos intereses de la nación
y de la mano de la aprobada en materia de amparo en días
recientes. Permite, por tanto, el fortalecimiento de un am-
plio y vigoroso sistema de protección a los derechos hu-
manos en nuestro país. Sus bondades están a la vista.
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De aprobarse por esta asamblea, el capítulo primero se de-
nominará, de los derechos humanos y sus garantías. Y ya
no más, de las garantías individuales.

En el artículo 1o., entre otras reformas, se establecen los
principios de universalidad, interdependencia, indivisibili-
dad y progresividad de los derechos humanos y se deter-
mina que el Estado debe prevenir, investigar, sancionar y
reparar las violaciones a éstos.

Se define que los derechos humanos son los reconocidos
por la Constitución y los tratados internacionales suscritos
por el país y además se añade el principio internacional de
que la interpretación de la Constitución y sus leyes, siem-
pre debe ser en las mejores condiciones y a favor de los
ciudadanos, de los humanos.

El artículo 3o. determina que la educación deberá fomentar
el respeto a los derechos humanos. El 11 consagra el reco-
nocimiento al derecho de asilo y refugio. El 15 prohíbe la
suscripción de tratados que menoscaben los derechos hu-
manos. El 18 obliga al sistema penitenciario a organizarse
sobre la base de respeto a los mismos.

Como fue aprobado por las Comisiones Unidas de Puntos
Constitucionales y de Derechos Humanos, el artículo 29
introduce importantes disposiciones al definir a los dere-
chos que no pueden suspenderse ni restringirse aún en una
situación de excepción, como son la no discriminación, el
reconocimiento a la personalidad jurídica, a la vida, a la in-
tegridad personal, a la protección de la familia, al nombre,
a la nacionalidad, a los derechos de la niñez, a los derechos
políticos, las libertades de pensamiento, de conciencia y de
profesar creencia religiosa, el principio de legalidad y re-
troactividad, la prohibición de la pena de muerte, la prohi-
bición de la esclavitud y la servidumbre, la prohibición de
la desaparición forzada y la tortura, ni las garantías judi-
ciales indispensables para la protección de tales derechos.

El artículo 33 limita la facultad del Ejecutivo para hacer sa-
lir del país a extranjeros previa audiencia y a través de un
procedimiento que establece la ley. Como principio de po-
lítica exterior se agrega en el artículo 89 el respeto a la pro-
tección y promoción de los derechos humanos.

Del artículo 97 se elimina la facultad de la Suprema Corte
de Justicia de la Nación para investigar casos graves de
violación a los derechos humanos, para otorgársela a la Co-
misión Nacional de los Derechos Humanos. En el ejercicio
de esta facultad, autoridad alguna puede negar la informa-

ción a la comisión. El desarrollo y desahogo del procedi-
miento le corresponde, como está redactada la minuta, al
Consejo Consultivo.

En el artículo 102 se fortalece la protección no jurisdiccio-
nal de los derechos humanos al establecer que las autorida-
des tienen obligación de dar respuesta a las recomendacio-
nes de la CNDH, quien no las acepte deberá manifestarlo
públicamente.

El Senado puede hacer comparecer a quienes no hayan
aceptado alguna recomendación o no la cumplan, para que
explique públicamente sus razones.

Se amplía la competencia de la comisión para conocer tam-
bién de violaciones a los derechos laborales, como parte de
los derechos humanos, y se determina que las legislaturas
de los estados y la Asamblea Legislativa del Distrito Fede-
ral deberán garantizar en la ley autónoma de los órganos
protectores los derechos fundamentales.

Asimismo, se establece la elección del titular de la Comi-
sión Nacional de los Derechos Humanos y los integrantes
del Consejo Consultivo a través de un procedimiento de
consulta pública transparente.

Finalmente, el artículo 105 amplía las facultades de la co-
misión para interponer controversia constitucional contra
tratados internacionales que limiten derechos humanos.

La reforma tiene un espíritu protector, es bondadosa, mar-
cha en la misma vía que las normas de carácter internacio-
nal y es fruto de la participación de organismos internacio-
nales y nacionales no gubernamentales.

Debemos felicitarnos por este paso trascendente en la de-
fensa y protección de los derechos humanos de los mexi-
canos. Es de agradecer el enorme esfuerzo y dedicación
que todos los diputados integrantes de las comisiones de
Puntos Constitucionales y Derechos Humanos, sin excep-
ción, realizaron durante estos arduos meses de reflexión y
discusión sobre esta minuta. En particular es de agradecer
a los diputados Juventino V. Castro y a nuestro compañero
Rubén Moreira el esfuerzo y el talento para la conclusión
de estos trabajos.

Seguramente el tiempo dirá si algunos cambios que hemos
introducido a nuestra Constitución cumplen con el propó-
sito que esta soberanía determinó o si merecen a la breve-
dad ajustarse con la única finalidad de proteger los dere-



chos fundamentales de todos los que conformamos nuestro
México, que es a fin de cuentas nuestro único e ineludible
compromiso. Muchas gracias.

El Presidente diputado Amador Monroy Estrada: En
consecuencia, está a discusión en lo general. Para esos
efectos tiene la palabra el diputado Jaime Cárdenas Gracia,
del Partido del Trabajo, para fijar posición.

El diputado Jaime Fernando Cárdenas Gracia: Gracias,
presidente. Desde luego que se trata de una reforma en tér-
minos generales positiva, y por eso en lo general la votare-
mos a favor.

Pero en lo particular es una reforma que puede contener
elementos retardatarios. Voy a tratar de señalar de manera
sucinta ventajas y desventajas de esta reforma constitucio-
nal en materia de derechos humanos.

Ventajas. Una de sus más importantes ventajas es la jerar-
quía constitucional que se les da a los tratados internacio-
nales que contemplan y garantizan derechos humanos. A
partir de la entrada en vigor de esta reforma a la Constitu-
ción, los tratados sobre derechos humanos o los tratados
que contengan normas sobre derechos humanos tendrán je-
rarquía similar a las normas constitucionales.

Segunda ventaja. El artículo 1 que se propone reformar a la
Constitución establece el principio pro hómine, es decir,
que la interpretación de derechos humanos se tratará de
maximizar, en la mayor medida posible, la protección del
derecho humano de las personas.

También como ventaja se establece un mecanismo de sus-
pensión de garantías más sofisticado. En caso de suspen-
sión de garantías, en donde por cierto, ciertos derechos hu-
manos jamás podrían suspenderse, se establece un
mecanismo de revisión de oficio para que la Suprema Cor-
te de Justicia de la Nación de manera oficiosa revise si los
decretos del Ejecutivo que se emiten en suspensión de ga-
rantías son constitucionales o no.

Éstas son algunas de las ventajas de esta reforma. Es una
reforma, sin embargo, que tiene, desde mi punto de vista,
desventajas muy importantes. La más importante es la eli-
minación, la derogación de la facultad de la Suprema Cor-
te de Justicia de la Nación actualmente prevista en el artí-
culo 97, párrafo segundo, para investigar hechos que
constituyan graves violaciones a las garantías individuales.

Esa facultad se elimina de la Suprema Corte y se pasa a un
Consejo Consultivo de la Comisión Nacional de Derechos
Humanos. Hay que decir que ese Consejo Consultivo está
integrado por miembros honorarios que van a realizar fa-
cultades de investigación y tener atribuciones ejecutivas.
Eso desde luego me parece indebido e inapropiado porque
el Consejo Consultivo es eso, un Consejo Consultivo, y no
es un órgano pleno de autoridad.

Por otro lado, también me parece terrible que las recomen-
daciones no atendidas de la Comisión Nacional de los De-
rechos Humanos van a estar sujetas a un control político,
ya sea de la Comisión Permanente o del Senado de la Re-
pública.

Cuando una recomendación de la Comisión Nacional de
los Derechos Humanos no sea atendida no debiera existir
un control político, desde mi punto de vista, sino un con-
trol jurídico. Someter a procedimiento de responsabilidad
administrativa o responsabilidad penal a aquellos servido-
res públicos que no atiendan una recomendación de la Co-
misión Nacional de los Derechos Humanos.

También me parece una terrible desventaja que no se esta-
blezca ningún mecanismo de legitimación procesal a los
ciudadanos para solicitar a la Comisión Nacional de los
Derechos Humanos cuando existen violaciones graves a
los derechos humanos. Solamente a autoridades o a juicio
de la propia Comisión Nacional de los Derechos Humanos
se puede iniciar el procedimiento de investigación por vio-
laciones graves a los derechos humanos.

Desde mi punto de vista también los ciudadanos debieran
promover e iniciar un procedimiento de esta naturaleza y
no solamente las autoridades.

Considero también muy grave que la conclusión de estas
investigaciones por violaciones graves a los derechos hu-
manos, solamente impliquen la presentación de denuncias
y no la destitución del servidor público y no la determina-
ción de indemnización para las víctimas.

Como pueden ver, compañeros diputados, compañeras di-
putadas, es una reforma que tiene luces y sombras, en al-
gunos puntos se avanza pero en otros puntos se retrocede.
Por lo anterior concluyo diciendo que votaré en lo general
a favor de la reforma, por las luces que tiene, por las ven-
tajas que tiene, pero haré las correspondientes reservas so-
bre todo aquello que me parece un retroceso. Por su aten-
ción, compañeros, muchas gracias.
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El Presidente diputado Amador Monroy Estrada: Tiene
el uso de la palabra el diputado Guillermo Cueva Sada, del
Partido Verde Ecologista de México.

El diputado Guillermo Cueva Sada: Con su permiso, di-
putado presidente. Muy buenos días a todos.

Hace una semana, en reuniones de Comisión de Puntos
Constitucionales, cuando analizábamos el dictamen de pre-
pa obligatoria, le comentaba a mis compañeros que, para
fortalecer, que crezca un país con plenitud, tenemos que
fortalecer tres pilares principalmente: el pilar de salud, de
seguridad y de educación.

Les comentaba que mi partido, el Partido el Verde Ecolo-
gista de México, estamos dispuestos a votar a favor de to-
do dictamen que ayude a fortalecer estos tres pilares. Con
este dictamen de derechos humanos no sólo fortalecemos
uno de estos pilares, fortalecemos los tres. Es un gran logro
que se vaya a votar a favor este dictamen.

A este respecto, las comisiones que presentan este dicta-
men han tenido la sensibilidad de reconocer lo necesario
que es subir a nivel de norma constitucional este derecho,
considerando que la libertad, la justicia y la paz en el mun-
do tienen por base el reconocimiento de la dignidad del ser
humano, la igualdad de todos los miembros de la familia
humana.

Con esta reforma se establece la protección, como postula-
do del Estado mexicano, fortalecer el principio de que nin-
gún acto de autoridad puede estar por encima de la ley y su
actuar no se debe apartar de ella sin recibir sanción. Para
esta reforma se consideró brindar la más alta jerarquía y
eficacia normativa de los instrumentos internacionales de
derechos humanos, dentro del orden jurídico mexicano, re-
forzando los mecanismos de protección como es el caso de
la Comisión de Derechos Humanos.

La trascendencia de esta reforma representa un paso fun-
damental que garantiza mayor protección de los derechos
humanos en México y establece una base legal sólida para
los compromisos asumidos por el Estado a través de trata-
dos internacionales.

El Partido Verde Ecologista de México en el Congreso es-
tá trabajando por los ciudadanos que representa, y le preo-
cupa elaborar y apoyar proyectos legislativos que promue-
van las libertades, facultades o instituciones que
promuevan los derechos civiles, culturales, económicos,

políticos y sociales de manera universal de la persona por
el simple hecho de su condición humana sin importar esta-
tus, sexo, orientación sexual, etnia, religión o nacionalidad.

Todo este interés en el tema de derechos humanos se enfo-
ca en la búsqueda de garantizar una vida digna y un futuro
más cierto y justo para los mexicanos.

Compañeros legisladores, exhorto su apoyo a esta reforma
ya que contribuye al mejoramiento del marco constitucio-
nal en materia de derechos humanos, sentando las bases
para una correcta incorporación de los principios en la
práctica legislativa de las políticas públicas y la actividad
judicial.

Recordemos que los derechos humanos son sus derechos,
tómenlos, defiéndanlos, entiéndalos, e insistan en ellos, nú-
tranlos y enriquézcanlos, son lo mejor de nosotros, denles
vida.

Por último, quiero hacer un reconocimiento al ex diputado
y compañero Rubén Moreira por el trabajo que desempeñó
para que este proyecto se haga realidad. Por su atención,
muchas gracias.

El Presidente diputado Amador Monroy Estrada: Gra-
cias a usted, diputado. Tiene el uso de la palabra la diputa-
da Elsa María Martínez Peña, del Grupo Parlamentario de
Nueva Alianza.

La diputada Elsa María Martínez Peña: Con el permiso
de la Presidencia. Compañeras diputadas y compañeros di-
putados, hoy esta Cámara de Diputados da cumplimiento a
una de las demandas más sensibles de la sociedad, y en es-
te marco, quienes integramos el Grupo Parlamentario Nue-
va Alianza coincidimos con la colegisladora en el sentido
de que la presente forma parte de la reforma política y es,
por tanto, el inicio del proceso de renovación del Estado
mexicano al ampliar las garantías constitucionales y dere-
chos humanos de la sociedad.

La aprobación del reconocimiento constitucional de la de-
fensa, protección y promoción de los derechos humanos
constituye un parteaguas en la historia constitucional pro-
cesal de este país y un avance como sociedad democrática
moderna, que es la continua lucha por su vigencia plena.

Con la aprobación de la presente iniciativa también se ini-
cia una etapa garantista en materia de derechos humanos.
Se avanza de forma contundente en su respeto, pero sobre



todo, se confirma la voluntad del Constituyente Permanen-
te en el sentido de ampliar su necesaria protección.

A partir de la publicación de la presente reforma, la Comi-
sión Nacional de los Derechos Humanos podrá investigar
presuntas violaciones a los derechos cometidas por gober-
nadores, alcaldes, legisladores o funcionarios del Ejecutivo
federal y presentar las denuncias penales o civiles que con-
sidere procedentes.

Además, se establece que cuando una autoridad no respete
o no acepte las resoluciones de la Comisión Nacional de
Derechos Humanos tendrá que fundamentar y motivar su
negativa, así como explicarla en audiencia pública.

Con esa reforma las ciudadanas y los ciudadanos tendrán el
derecho de acudir a los tribunales y exigir no sólo el casti-
go sino la reparación del daño en caso de que la autoridad
correspondiente compruebe que se han violentado sus de-
rechos humanos.

En el Grupo Parlamentario de Nueva Alianza coincidimos
en el propósito de la minuta del Senado en cuanto a reco-
nocer constitucionalmente los derechos humanos de las
personas y establecer las garantías para lograr la efectivi-
dad de su protección.

Concordamos también en la necesidad de adecuar la Cons-
titución para incorporar el principio de interpretación de
los derechos humanos, de conformidad con la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos y los tratados in-
ternacionales. Establecer una clara definición de cómo y en
qué circunstancia se puede declarar la restricción o suspen-
sión de derechos humanos y cuáles deben permanecer sin
tocar.

Fortalecer a la Comisión Nacional de los Derechos Huma-
nos en sus facultades de investigación de violaciones gra-
ves y obligar a los servidores públicos a que justifiquen su
negativa a aceptar las recomendaciones de la Comisión Na-
cional de los Derechos Humanos o el incumplimiento de
las mismas, y brindar garantías a los extranjeros contra su
expulsión arbitraria son avances indiscutibles.

Estamos convencidos de que esta reforma tan trascendente
sólo se consolidaría si no se implementaran acciones para
materializarla, como la adición de los derechos humanos
en la educación, en el entendido de que la educación es un
proceso formativo que permite la promoción de los valores

y en ellos no debe hacer falta el reconocimiento y el respe-
to a los derechos humanos.

Por ello, quienes conformamos el Grupo Parlamentario de
Nueva Alianza aprobamos el presente dictamen de las Co-
misiones Unidas de Puntos Constitucionales y de Derechos
Humanos, con proyecto de decreto que modifica la deno-
minación del capítulo I del Título Primero y reforma di-
versos artículos de la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos.

Celebramos aún más el inicio de una etapa en que los de-
rechos humanos y la educación formarán un binomio indi-
soluble para el buen desarrollo de nuestra niñez en el pre-
sente y el respeto mutuo de las personas adultas del futuro.
La educación es la solución.

Reconocemos el trabajo realizado por el presidente de la
Comisión de Derechos Humanos, nuestro paisano, el li-
cenciado Rubén Moreira. Felicidades. Es cuanto, señor
presidente.

El Presidente diputado Amador Monroy Estrada: Gra-
cias, diputada. Tiene el uso de la palabra la diputada Enoé
Margarita Uranga Muñoz, del Partido de la Revolución
Democrática.

La diputada Enoé Margarita Uranga Muñoz: Gracias,
presidente. Para la libertad, la inclusión, la seguridad, para
la paz. Es decir, para la democracia a la que aspiramos
quienes soñamos con un México incluyente, hoy es día de
echar cimientos, de poner semilla.

Sobre México pesan graves sentencias en materia de dere-
chos humanos, cerca de mil recomendaciones de diversos
mecanismos de la ONU y regionales. La vergüenza mun-
dial de contar con uno de los peores sistemas de acceso a
la justicia, al trabajo, a la salud, a la educación de calidad.

Más de la mitad de la población sumida en pobreza extre-
ma. Periodistas y defensores de derechos humanos desapa-
recidos, amenazados, muertos. Mujeres presas por atreverse
a decidir sobre su vida. Crímenes de odio cometidos al am-
paro de la impunidad. Redes de tratantes, de personas liga-
dos a gobernantes corruptos. Una infancia que es víctima de
la educación en los tiempos de Gordillo. De conflictos ar-
mados o abusos sexuales. Una juventud desesperanzada y
criminalizada. Reclusorios sobrecargados de migración y
pobreza. Disputas ecológicas, conflictos interreligiosos y
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un largo etcétera, tan doloroso, que ya es imposible volte-
arle el rostro.

La reforma constitucional en materia de derechos humanos
que hoy se vota es un cambio que va contracorriente de esa
realidad totalmente adversa, que cotidianamente vive ese
pueblo al que decimos representar.

La propuesta que hoy presentamos surge de las organiza-
ciones sociales, pero también es producto de la voluntad
política y del buen oficio parlamentario de legisladores, de
la mayoría de los grupos parlamentarios.

Gracias a ese equipo de legisladoras y legisladores por ello.
Gracias Rubén Moreira, por ser un aliado incondicional de
este dictamen. Gracias a los presidentes de ambas comisio-
nes, al diputado Navarrete y al diputado Juventino Castro,
a Alejandro Encinas y a los compañeros del Grupo Parla-
mentario del PRD, por su confianza y apoyo.

Prioritaria es la distinción que se hace en esta reforma en-
tre los fines y los medios, es decir, entre la noción de dere-
chos humanos y los procedimientos institucionales e ins-
trumentos para hacerlos garantizables y justificables. Ese
innegable avance permitirá trastocar usos y costumbres del
ámbito del derecho mexicano, y sobre todo en las prácticas
diarias e interactivas entre gobernantes y gobernados.

Sin duda, entre los muchos aportes que da a esta soberanía
la reforma, destaca la certeza de que la norma que estará
por encima de cualquier otra será aquella que favorezca
en todo tiempo la protección más amplia de una persona,
de nuestros derechos humanos. Ése es el concepto pro
persona.

Ya hemos dicho que no se trata de una reforma a la altura
de los países más desarrollados socialmente, pero sí saca a
México de dos décadas de atraso en el tema respecto de la
experiencia  mundial.

Cuando esta modificación sea por fin una realidad, los me-
xicanos dejaremos de habitar en un mundo distinto al de
los países con palabra internacional. Éste es el principio
fundacional para romper con la costumbre de ser una na-
ción donde lo que se suscribe afuera se desmiente en la re-
alidad interna.

Esta reforma corrige el enfoque de un Estado que perdió de
vista que la igualdad ante la ley es condición indispensable
para ejercer la ciudadanía, y que si se le niegan a una par-

te de la población sus derechos, aunque sea un cachito de
éstos, de los que goza el resto de la sociedad, se le está ne-
gando de hecho su condición ciudadana. Y eso es lo que
pasa en las sociedades cuando el significado de gente bien
no se mide por qué tan lejos del crimen o la corrupción se
está, sino por cuántos anglicismos se usen al hablar o cuán-
to dinero se tiene o poder se tiene. Cuando mujer es sinó-
nimo de heterosexualidad o maternidad. Cuando hombre es
sinónimo de humanidad como todavía le pasa a unos artí-
culos de nuestra Constitución.

Con esta reforma iniciamos camino a otro futuro que pasa
por entender que la defensa de la democracia, aún inci-
piente y tan cara, implica tener reglas laicas de conviven-
cia para establecer la normatividad y la política de Estado.

Implica la construcción colectiva de un desarrollo social,
de un Estado fuera de los condicionamientos y moldes de-
terminados. De una estructura social con reglas en las que
todos reconozcamos y nos reconozcamos en nuestras dife-
rencias sin excluir a ninguno.

Esta reforma sienta bases para crear cultura, cultura de los
derechos humanos donde se entienda que ser iguales en
nuestras diferencias nos hace responsables de mundo, que
conceptos como caridad, dádiva, compasión, limosna son
basura porque entre humanos nadie puede sentirse más hu-
mano que otro, por encima de otro.

Concluyo. Este enfoque de nuestra Constitución debe ser el
de la reciprocidad y por ello esta reforma constitucional en
la que creemos y apoyamos no habla de tolerancia. Deci-
mos que igualdad no es amable concesión. Se trata de po-
ner por delante el respecto y admitir que somos delantes,
iguales de aceptar. Que para que se me reconozca se debe
reconocer al otro. De entender lo humano desde la recipro-
cidad como un convenio de convivencia en un nuevo Esta-
do de derecho. Nada menos eso estamos haciendo hoy.

Señor presidente, le pido que se incorpore el texto íntegro
en el Diario de los Debates. Muchas gracias.

«Intervención de la diputada Enoé Uranga Muñoz, secreta-
ria de la Comisión de Derechos Humanos, con relación al
dictamen de las Comisiones Unidas de Puntos Constitucio-
nales y de Derechos Humanos, con proyecto de decreto
que modifica la denominación del Capítulo I del Título Pri-
mero y reforma diversos artículos de la Constitución Polí-
tica de los Estados Unidos Mexicanos, relativo a los Dere-
chos Humanos.



Para la libertad, la inclusión, la igualdad, para la seguridad,
para la paz, es decir para la democracia a la que aspiramos
quienes soñamos con un México incluyente, hoy es día de
echar cimientos, de poner semillas.

Con esta reforma estrechamos los enormes espacios por los
que se cuela la impunidad cotidiana en el país y comenza-
mos a hacer expansiva la cultura de los derechos humanos. 

Sobre México pesan graves sentencias en materia de dere-
chos humanos, cerca de mil recomendaciones de diversos
mecanismos de la ONU y regionales, la vergüenza mundial
de contar con uno de los peores sistemas de acceso a la jus-
ticia, al trabajo, a la salud y a una educación de calidad,
más de la mitad de la población sumida en la pobreza ex-
trema, periodistas y defensores de derechos humanos de-
saparecidos, amenazados o muertos, mujeres presas por
atreverse a decidir sobre sus vidas, mujeres violentadas o
muertas por el delito de ser mujeres, crímenes de odio co-
metidos al amparo de la impunidad, redes de tratantes de
personas ligados a gobernantes corruptos, una infancia que
es víctima de las televisoras, de la educación en los tiem-
pos de Gordillo, de conflictos armados o abusos sexuales,
una juventud desesperanzada y criminalizada, ancianos y
ancianas en el completo olvido, reclusorios sobrecargados
de marginación y pobreza, disputas ecológicas, conflictos
interreligiosos y un largo etcétera tan doloroso que ya no es
posible volverle el rostro.

La reforma constitucional en materia de derechos humanos
que hoy se votará, es un cambio que va a contracorriente de
esta realidad totalmente adversa que cotidianamente vive
nuestro pueblo, el pueblo al que decimos representar y ser-
vir.

Bajo esta lucha se acaricia un largo sueño que se forjó ha-
ce 200 años y que ha sido una impronta en todas las cons-
tituciones que han forjado el orden social que nos rige. Co-
mo ninguna otra idea de las que diariamente se traen a esta
tribuna, ésta es la más básica y la más urgente de todas,
porque es la que coloca con toda profundidad en el centro
de todo a la dignidad de las personas.

Entre lo primero que hay que decir de la reforma en mate-
ria de derechos humanos es que no tuvo su origen en nin-
guna bancada partidista, ni en el escritorio de algún fun-
cionario, ni fue resultado de la deliberación de la clase
política o imposición de los poderes fácticos. No. La pro-
puesta surge de la iniciativa profesional y comprometida de
organizaciones de la sociedad civil y de académicas y aca-

démicos; tantos que no les menciono porque no alcanzaría
el tiempo de la intervención. 

Pero esta dictaminación también es producto de la volun-
tad política y del buen oficio de parlamentar de legislado-
ras (es) de la mayoría de los grupos parlamentarios. Fácil
no estuvo, pero lograr devolverle al Senado una propuesta
mas sólida (no tengo duda de ello) y construida en confe-
rencia, no es un dato menor. Gracias a quienes lo hicieron
posible. Gracias a todo ese equipo de Legisladoras (es) y
además a Rubén Moreira, aliado incondicional del dicta-
men. A Alejandro Encinas y a los compañeros del GGPRD
por su confianza y apoyo, pues con la reforma que hoy vo-
taremos afirmativamente damos además un impulso a la ta-
rea de armonización legislativa no solo a nivel federal, si-
no de manera análoga en las entidades en que se finca
nuestro federalismo. Los plazos son muy concretos y ello
implicará fortalecer los vínculos entre congresos para una
homologación más ordenada y coordinada.

Respecto al contenido concreto del dictamen, prioritaria es
la distinción clara entre los fines y los medios, es decir, en-
tre la noción de derechos humanos y los procedimientos,
instituciones e instrumentos para hacerlos garantizables y
justiciables, ese innegable avance permitirá trastocar usos
y costumbres del ámbito del derecho mexicano y sobre to-
do, en las prácticas diarias e interactivas entre gobernantes
y gobernados. 

Sin duda el mejor aporte que da esta soberanía con la re-
forma, es la certeza de que la norma que estará por encima
de cualquier otra será aquella que favorezca en todo tiem-
po la protección más amplia de una persona, de nuestros
Derechos Humanos; ese es el concepto de Pro-persona.

Como hemos señalado en el Dictamen votado por unani-
midad en las Comisiones Unidas: Negar el derecho a la No
Discriminación por preferencia sexual es desconocer los
derechos inalienables que tenemos todos los seres huma-
nos, por ello la inclusión clara en el artículo primero del
concepto de “Preferencia Sexual” es avance obligado para
el fortalecimiento de la igualdad y la dignidad humana.

En materia de políticas públicas, destaca la incorporación
en el plan educativo que imparte el Estado de los derechos
humanos y que siembra un futuro esperanzador.

Hay cosas que efectivamente tendremos que mejorar en
otra oportunidad en materia de asilo y sobre todo, ahora
que somos objeto directo de la discriminación racial del ve-
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cino que nos tocó, no queda más que predicar con el ejem-
plo y vernos abiertamente como parte de esa ciudadanía
mundial a la que pertenecemos y debemos reflejarnos de
manera responsable con quienes tocan la puerta buscando
refugio y asilo. Es importante señalar la contradicción del
artículo 33 para anteponer la detención inquisitoria al dere-
cho de previa audiencia, ya que no honra a fondo el com-
promiso de no devolución, que muchas veces va marcado
de discriminación xenofóbica. Pero afirmo que con todo y
la crítica, esta reforma a los artículos 11 y 33 es mejor que
la Ley que tenemos hoy.

La enumeración del núcleo duro de derechos humanos que
por ningún motivo podrán ser suspendidos en estado de ex-
cepción, inscribe un manto de protección aún bajo las con-
diciones más extremas en que se altere el orden de manera
sensible. Es relevante señalar que en los considerandos del
dictamen se definen los alcances interpretativos de los tér-
minos: persona, la libertad de pensamiento, de conciencia
y de profesar creencia religiosa alguna, de familia -recono-
ciendo la pluralidad de familias-, sin los cuales la modifi-
cación al artículo 29 no sería aceptable ni entendible.

Asimismo, el dictamen retoma y hace suya la aclaración
del Senado de la República respecto de la intención que se
imprime bajo el derecho a la vida, al constreñirlo única-
mente a hechos de ejecuciones extrajudiciales, de manera
que queda fuera cualquier resquicio para suponer que el le-
gislador habla de un falso e insostenible derecho desde la
concepción.

Destacable también la aplicación de facultades de la
CNDH, las correcciones al método de elección de su titu-
lar y la obligatoriedad de atender a sus recomendaciones.

No podemos omitir la impronta institucional que tendrá es-
te dictamen al conferir la facultad de investigación de la
Comisión Nacional de los Derechos Humanos y toda la po-
lémica que gira en torno a ello. Por eso, se afirma que este
es solo un primer paso.

Ya hemos dicho que no se trata de una reforma a la altura
de los países con más desarrollo social, pero saca a Méxi-
co de dos décadas de atraso en el tema respecto de la ex-
periencia mundial. Con ella no se ubicará al país en la van-
guardia que marcan los estándares internacionales de
derechos humanos, pero permitiremos revertir las faltas
constitucionales respecto de los mínimos conceptuales y
operativos para ir rompiendo espirales e inercias de inmo-
vilismo institucional.

El Derecho Internacional de los Derechos Humanos dejará
de circunscribirse y de apelar a mundos raros, como se mi-
ran los mecanismos producidos con el resto de la comuni-
dad mundial y comenzaremos a creérnoslo y a cumplir con
ellos, como parte sistemática y real de nuestro orden jurí-
dico.

Cuando estas modificaciones sean por fin norma constitu-
cional, cuando sean una realidad, los mexicanos dejaremos
de habitar en un mundo distinto al de los países con pala-
bra internacional. Este es un principio fundacional para
romper con la costumbre de ser una nación donde lo que se
suscribe afuera, se desmiente por la realidad interna. De ahí
el insistir en el reconocimiento a la sociedad civil, pues es-
ta visión responde ante todo a su anhelo y es el logro in-
discutible de su empeño.

Ojalá podamos seguir por esta ruta que distinguirá a la LXI
Legislatura, pues las definiciones que estamos haciendo de
conceptos como Laicidad, Derechos Humanos, Familias
construyen las bases de una nueva política social. Mostra-
mos que desde las leyes podemos cimentar un desarrollo
que atienda esa diversidad, que busque potenciar a la di-
versidad como un valor social.

México es un país en el que se discrimina de todas las for-
mas posibles y en todos los rincones de nuestro territorio,
pero en el que también hay expectativas para vivir mejor y
en paz, para avanzar, crecer; hay aspiraciones de sacudir-
nos injusticias y atrasos, de fortalecer nuestro conocimien-
to y restaurar nuestro entorno.

Esta reforma es parte de las respuestas que el país necesi-
ta. Con el reconocimiento de los derechos humanos a nivel
constitucional afectamos positivamente nuestra propia vida
en el aquí y ahora, pero también definimos una certeza de
la sociedad a la que aspiramos ser, la que miramos hacia el
mediano y largo plazo, con desarrollo social, con igualdad
de oportunidades y probamos que los grandes cambios son
posibles, que podemos caminar a un futuro con inteligen-
cia.

Esta reforma corrige el enfoque de un Estado que perdió de
vista que la igualdad ante la ley es condición indispensable
para ejercer la ciudadanía y que si se le niega a una parte
de la población el acceso a los derechos, aunque sea un
“cachito”, de los que goza el resto de la sociedad, se le es-
tá negando de hecho su condición de ciudadanos. Es eso lo
que pasa en las sociedades cuando el significado de “gente
bien” no se mide por qué tan lejos del crimen y la corrup-
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ción estás, sino por cuántos anglicismos usas al hablar y
cuánto dinero y poder tienes, cuando mujeres es sinónimo
de heterosexualidad o maternidad, cuando hombre es sinó-
nimo de humanidad (—como en algunos artículos de nues-
tra Carta Magna—).

Con esta reforma iniciamos camino a otro futuro que pasa
por entender que la defensa de la democracia, aún inci-
piente y tan cara, implica tener reglas laicas de conviven-
cia para establecer la normatividad y las políticas de Esta-
do. Implica la construcción colectiva de un desarrollo
social, un Estado fuera de los condicionamientos o moldes
determinados, en una estructura social con reglas en las
que nos reconozcamos todos en nuestras diferencias, sin
excluir a ninguno.

Esta reforma sienta bases para crear cultura, cultura de de-
rechos humanos donde se entienda que ser iguales en nues-
tras diferencias nos hace responsables del mundo. Que
conceptos como caridad, como dádiva, como compasión y
limosna son basura porque entre humanos nadie puede sen-
tirse más humano que otro, por encima de otro.

El enfoque de nuestra Constitución debe ser el de la reci-
procidad. Por ello, con esta reforma constitucional no cre-
amos derechos especiales y menos hablamos de tolerancia.
Decimos que la igualdad no es “amable concesión”, que se
trata de poner por delante el respeto, de admitir que somos
iguales, de aceptar que: “para que se me reconozca se debe
-y debo- reconocer al otro”. Entender lo humano desde esa
reciprocidad como un convenio de convivencia en un nue-
vo Estado de Derecho.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 15 de diciembre de 2010.— Di-
putada Enoé Uranga Muñoz.»

El Presidente diputado Amador Monroy Estrada: Gra-
cias a usted, diputada. Tal como lo solicita la diputada
Enoé Margarita Uranga, que el texto íntegro de su inter-
vención se consigne en el Diario de los Debates. Tiene el
uso de la palabra el diputado Óscar Martín Arce Paniagua,
del Partido Acción Nacional, en el mismo sentido.

El diputado Óscar Martín Arce Paniagua: Con su venia,
presidente. La garantía de derechos humanos de los mexi-
canos es un compromiso ineludible del Partido Acción Na-
cional. Por ello estamos de acuerdo y apoyamos estas re-
formas que han comentado los compañeros.

Parafraseando a don Carlos Castillo Peraza, decía que el
respeto de los derechos de la persona no merma la autori-
dad de quien gobierna; antes bien, la amplía.

Hoy que estamos discutiendo, aprobando y daremos un
gran paso no solamente con la reforma que tenemos aquí a
la vista, de derechos humanos, sino también con el Regla-
mento de Cámara, podemos decir que estamos contribu-
yendo a la imagen, mejoramiento y lograr un mejor Méxi-
co a través de estas reformas.

No podemos atribuir paternidades a una reforma tan tras-
cendente, porque como bien lo decían algunos compañe-
ros, la sociedad civil intervino, los diputados intervenimos,
pero también el Senado tuvo una gran parte de que esto se
diera, en particular el senador Santiago Creel, el senador
Zapata, el senador González, el senador Gómez, el senado
Murillo, varios senadores que hay que reconocerles el es-
fuerzo porque lográramos y llegáramos a este consenso, al
igual, como se ha mencionado, algunos compañeros dipu-
tados.

Lo que no podemos nosotros dejar de mencionar es que no
concordamos en que las reformas quiten a la Suprema Cor-
te una facultad que considerábamos, de ante mano, no la
debería haber tenido antes. Tenemos ahora un aparato que
se va a llevar a cabo a través de una comisión que es inde-
pendiente, que no puede vulnerar otro poder que no sea el
poder que tiene de investigar violaciones a derechos huma-
nos, no delitos —que hay que aclararlo—, esa facultad que
le estamos dando a la comisión nos va a poner en otro pla-
no, en el plano en donde en México jamás se dejen de in-
vestigar violaciones que vengan principalmente de los go-
biernos.

También hay que destacar que esta reforma pone en el pla-
no internacional a México como un país progresista, un
país que contribuye al mejoramiento, y debemos pedirle a
los países de América Latina que también esta supremacía
que tenemos ahora en tratados de derechos humanos se ins-
criba en las constituciones de todos los países. ¿Por qué?
Porque la primacía del ser humano no se debe dejar de la-
do en ninguna constitución. Hoy México está dando un
gran paso en este sentido.

Por tanto, los detalles que podamos revisar en leyes secun-
darias o las mínimas cuestiones que podamos no coincidir
en cuanto a redacciones son mínimas comparadas con el
beneficio que tendremos y que daremos no solamente a
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nosotros, a los mexicanos, a las futuras generaciones como
un país garantista que quiere, que aprecia la vida, la digni-
dad y al ser humano como ente primario de lo que nosotros
formamos que es este planeta y lo que somos y que sere-
mos por el resto de la eternidad.

Quiero, por último, convocar a que estos esfuerzos que ha-
cemos el día de hoy sean esfuerzos que no paren nada más
en esta reforma de derechos humanos. Hay muchas otras
leyes que deben ser prioridad de esta honorable Cámara y
que constriñen al reconocimiento de los niños, de las mu-
jeres, de los adultos.

Felicidades a todos por esta gran reforma y por supuesto
Acción Nacional irá a favor. Muchas gracias.

El Presidente diputado Amador Monroy Estrada: Gra-
cias a usted, diputado. Por el Grupo Parlamentario del Par-
tido Revolucionario Institucional, interviene en el mismo
sentido la diputada Beatriz Paredes Rangel.

La diputada Beatriz Elena Paredes Rangel: Con su per-
miso, señor presidente. Compañeras legisladoras y compa-
ñeros legisladores, nada más grato para nuestra corriente
política que en el marco del centenario del inicio de la Re-
volución Mexicana podamos, en este esfuerzo de continui-
dad histórica en defensa de las garantías individuales y de
la justicia social, aprobar un conjunto de reformas que en-
riquecen el marco que rige el respeto a los derechos huma-
nos en nuestro país.

Además de ello, se privilegia la fortaleza del régimen parla-
mentario mexicano, en donde la Cámara de Senadores y la
Cámara de Diputados, en un binomio constructivo, pueden
enriquecer las iniciativas para así dar certidumbre a la socie-
dad de que los productos del Congreso de la Unión favore-
cen e integran la visión del conjunto de los legisladores.

La reforma que estamos sometiendo a su consideración
constituye un histórico cambio en la evolución de los dere-
chos humanos en nuestra patria y atañe a 10 artículos: 1o.,
3o., undécimo, décimo quinto, 18, 29, 33, 89, 102 y 105.

Con estas reformas y adiciones México se inscribe en la ru-
ta de los países que reconocen explícitamente en sus nor-
mas internas la aplicación de las disposiciones de derecho
internacional en materia de derechos fundamentales.

Si algo caracteriza la evolución de la civilización humana,
es trascender el que las relaciones entre la sociedad estén

regidas solamente por la voluntad del individuo, sin que la
colectividad se responsabilice de que estas relaciones se
den en un marco de respeto a la dignidad humana.

Por eso, desde mediados del siglo XX y en el siglo XXI, el
paradigma que preeminencia nuestra especie es el del res-
peto a los derechos humanos y son los Estados democráti-
cos los que se obligan, a través de sus instituciones, a cui-
dar de la prevalencia de los derechos humanos.

Como fue aprobado por las Comisiones Unidas de Puntos
Constitucionales y de Derechos Humanos, el artículo 29, y
lo quiero subrayar, de manera precisa introduce importan-
tes disposiciones al definir a los derechos que no pueden
suspenderse ni restringirse aún en una situación de excep-
ción, como son la no discriminación, el reconocimiento a
la personalidad jurídica, a la vida, a la integridad personal,
a la protección de la familia, al nombre, a la nacionalidad.
Los derechos de la niñez, los derechos políticos, las liber-
tades de pensamiento, conciencia y de profesar creencia re-
ligiosa. El principio de legalidad y retroactividad, la prohi-
bición de la pena de muerte, la prohibición de la esclavitud
y la servidumbre, la prohibición de la desaparición forzada
y la tortura. Ni las garantías judiciales indispensables para
la protección de tales derechos.

En el artículo 3o. se determina que la educación deberá fo-
mentar el respeto a los derechos humanos. El undécimo
consagra el reconocimiento al derecho de asilo y refugio.
El 15 prohíbe la suscripción de tratados que menoscaben
los derechos humanos. El 18 obliga al sistema penitencia-
rio a organizarse sobre la base de respeto a los mismos.

El artículo 33 limita la facultad del Ejecutivo para hacer sa-
lir del país a extranjeros y exige, previa audiencia y a tra-
vés de un procedimiento que establecerá la ley, como prin-
cipio de política exterior, se agregue en el artículo 89 el
respeto, la protección y promoción de los derechos huma-
nos.

En el artículo 97 se elimina la facultad de la Suprema Cor-
te de Justicia de la Nación para investigar casos graves de
violación a los derechos humanos, subsanando con esto un
vacío que había en reformas realizadas con anterioridad so-
bre este tema.

En el artículo 102 se fortalece la protección no jurisdiccio-
nal de los derechos humanos al establecer que las autorida-
des tienen obligación de dar respuesta a las recomendacio-
nes de la CNDH.
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Compañeras legisladoras y compañeros legisladores, si al-
go caracteriza el ejercicio superior de la política es su com-
promiso con el desarrollo de la persona, de los individuos
y de las colectividades. Sólo en las sociedades que respe-
tan a plenitud los derechos humanos, que fomentan una
cultura de respeto a los derechos humanos y que exaltan el
que la convivencia ciudadana se dé en un marco de recono-
cimiento de la dignidad de la persona, es como podemos lla-
marnos plenamente una sociedad democrática y civilizada.

Que sea para bien a las Comisiones Unidas de Puntos
Constitucionales y de Derechos Humanos, reconociendo a
todos sus integrantes. Por eso nuestra fracción parlamenta-
ria del Partido Revolucionario Institucional votará a favor
de estas reformas. Muchas gracias.

El Presidente diputado Amador Monroy Estrada: Gra-
cias a usted, diputada. Consulte la Secretaría a la asamblea
si se encuentra suficientemente discutido en lo general.

La Secretaria diputada María Dolores del Río Sánchez:
Por instrucciones de la Presidencia, en votación económi-
ca se consulta a la asamblea si se encuentra suficientemen-
te discutido en lo general. Las diputadas y los diputados
que estén por la afirmativa sírvanse manifestarlo. Las di-
putadas y los diputados que estén por la negativa sírvanse
manifestarlo.

Mayoría por la afirmativa, diputado presidente.

Presidencia del diputado 
José de Jesús Zambrano Grijalva

El Presidente diputado José de Jesús Zambrano Grijal-
va: Gracias, suficientemente discutido. Para los efectos del
artículo 134 del Reglamento para el Gobierno Interior del
Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos, se
pregunta a la asamblea si se va a reservar algún artículo pa-
ra discutirlo en lo particular.

Esta Presidencia informa que se han reservado para la dis-
cusión en lo particular los siguientes artículos del proyecto
de decreto: artículo 1o., adición de un párrafo, 11, segundo
párrafo, 29, 33, 97 y 102, todos ellos por el diputado Jaime
Cárdenas Gracia, así como el artículo 97 por el diputado
Nazario Norberto Sánchez.

Se pide a la Secretaría abra el sistema electrónico por 5 mi-
nutos para proceder a la votación en lo general y en lo par-
ticular de los artículos no impugnados.

La Secretaria diputada María Dolores del Río Sánchez:
Háganse los avisos a que se refiere el artículo 16 del Re-
glamento para el Gobierno Interior. Ábrase el sistema elec-
trónico hasta por 5 minutos para proceder a la votación, en
lo general y en lo particular, de los artículos no impugna-
dos del proyecto de decreto.

(Votación)

¿Falta algún diputado o diputada por emitir su voto? Sigue
abierto el sistema electrónico.

Ciérrese el sistema electrónico de votación.

El diputado Israel Madrigal Ceja (desde la curul): A fa-
vor.

La Secretaria diputada María Dolores del Río Sánchez:
Muy bien. Se emitieron 357 votos... Hay votaciones de vi-
va voz.

La diputada Cecilia Soledad Arévalo Sosa (desde la cu-
rul): A favor.

El diputado Samuel Herrera Chávez (desde la curul): A
favor.

El diputado Francisco Ramos Montaño (desde la curul):
A favor.

El diputado Jesús Gerardo Cortez Mendoza (desde la
curul): A favor.

El diputado Víctor Manuel Galicia Ávila (desde la cu-
rul): A favor.

Presidencia del diputado 
Jorge Carlos Ramírez Marín

El Presidente diputado Jorge Carlos Ramírez Marín:
Adelante.

La Secretaria diputada María Dolores del Río Sánchez:
Se emitieron 361 votos en pro, 0 en contra y 0 abstencio-
nes.

El Presidente diputado Jorge Carlos Ramírez Marín:
Aprobado en lo general por 361 votos por unanimidad.
Felicidades señores diputados. Aprobado en lo general, y
en lo particular los artículos no impugnados.
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Los impugnados son el 1o., adición de un párrafo, el 11, se-
gundo párrafo, 29, 33, 97, 102 por el diputado Jaime Cár-
denas y el 97 por el diputado Nazario Norberto Sánchez.

Tiene la palabra el diputado Jaime Cárdenas Gracia, hasta
por 10 minutos.

El diputado Jaime Fernando Cárdenas Gracia: Gracias,
presidente. Compañeras diputadas, compañeros diputa-
dos… Son 10 minutos, presidente y están ahí 5, que no co-
rra el tiempo. Fueron 10 minutos.

El Presidente diputado Jorge Carlos Ramírez Marín:
Corríjase el reloj, por favor. Son 10 minutos al diputado
Jaime Cárdenas.

El diputado Jaime Fernando Cárdenas Gracia: Gracias,
presidente. Muy amable.

La primera reserva a esta reforma constitucional tiene que
ver con una propuesta que estamos haciendo para incluir
un párrafo final al artículo 1o. de la Constitución.

Ese párrafo final diría lo siguiente: Los tratados internacio-
nales a los que alude este artículo se aprobarán por las dos
terceras partes de los miembros de ambas Cámaras y por la
mayoría de las legislaturas locales 

¿Cuál es la finalidad de esta reserva, de esta adición? Es
darle plena legitimidad, plena representatividad a los trata-
dos internacionales sobre derechos humanos. Si estos tra-
tados van a tener la misma jerarquía que la Constitución,
deben ser, en consecuencia, aprobados de la misma mane-
ra en que la que se aprueban las modificaciones constitu-
cionales. Ésa es la primera reserva.

La segunda reserva, me parece a mí muy importante, y nos
han insistido en ella funcionarios de Naciones Unidas; por-
que el artículo 11, párrafo segundo se refiere a las figuras
de asilo y al refugiado o a los refugiados. La figura de asi-
lo, como sabemos, solamente se otorga o se concede por
razones políticas, en cambio la figura de refugiado puede,
de acuerdo a la Convención sobre el Estatuto de Refugia-
dos de 1951 y de acuerdo a la Declaración de Cartagena so-
bre los Refugiados de 1984, concederse no solamente por
razones humanitarias, como consta en el párrafo segundo
del artículo 11, sino también por otros motivos, motivos
que tienen que ver con la nacionalidad, la religión, el gru-
po social, opiniones políticas, etcétera. Es decir, debemos
hacer consecuente el párrafo segundo del artículo 11 a los

tratados internacionales, principalmente a la Convención
sobre el Estatuto de Refugiados de 1951, de la que México
es parte.

La tercer reserva, presidente, tiene que ver con el primer
párrafo del artículo 29 constitucional. Ése párrafo si lo le-
emos es contradictorio. En la primera parte permite la in-
tervención de la Comisión Permanente para aprobar sus-
pensión de garantías, y en la parte final de ese párrafo se
determina que en caso suspensión de garantías debe con-
vocarse urgentemente al Congreso de la Unión.

Creo que la Comisión Permanente no debe tener ninguna
intervención en la aprobación de suspensión de garantías
por la importancia de la medida. La Comisión Permanente,
como todos sabemos, es un cuerpo de élite del Congreso,
pero no representa, bueno, formalmente representa al Con-
greso, pero ante la trascendencia de la decisión debe ser el
Congreso el único que apruebe suspensión de garantías.

La reserva del segundo párrafo del artículo 33 de la Cons-
titución, presidente, es para derogar la atribución del Eje-
cutivo para expulsar a extranjeros. Es cierto que la reforma
establece o permite la expulsión previa garantía de audien-
cia. Sin embargo, como ocurre en el derecho comparado,
son los jueces los que determinan la expulsión de extranje-
ros.

Aquí estoy proponiendo que no sea el Ejecutivo, sino ex-
clusivamente los jueces federales los que determinen la ex-
pulsión de un extranjero tal como ocurre en el derecho ex-
tranjero.

Por lo que ve a la reserva del segundo párrafo del artículo
97 de la Constitución, propongo que este párrafo quede en
los términos vigentes, es decir, que la Suprema Corte siga
conociendo de las violaciones graves a los derechos huma-
nos y a las garantías individuales, que esta facultad no se
traslade a la Comisión Nacional de Derechos Humanos.

Si trasladamos esta facultad a la Comisión Nacional de De-
rechos Humanos, las investigaciones por violaciones gra-
ves a las garantías individuales en manos de la Comisión
Nacional de Derechos Humanos constituirán un mero trá-
mite sin importancia alguna.

Esta importancia que tienen las investigaciones en manos
de la Corte es fundamental, y aunque hay ministros de la
Suprema Corte medrosos que quieren trasladar esta facul-
tad a la Comisión Nacional de Derechos Humanos. No de-
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bemos permitir esta solicitud de algunos ministros. Esta
medida, esta facultad debe quedar en manos de la Corte,
por la importancia que tienen las investigaciones por viola-
ciones graves a las garantías individuales.

Finalmente, presidente, propongo dos reservas más al artí-
culo 102. En primer lugar, para eliminar las atribuciones
del Senado y de la Comisión Permanente cuando las reco-
mendaciones de la Comisión Nacional de Derechos Huma-
nos no sean atendidas.

Esta intervención del Senado y de la Comisión Permanen-
te es una intervención de carácter político. Creo que cuan-
do una autoridad no acata una recomendación de la Comi-
sión Nacional de Derechos Humanos, la consecuencia
jurídica debiera ser la destitución de esa autoridad, o al me-
nos el inicio de procedimientos de responsabilidad admi-
nistrativa.

No es conveniente un control político a cargo del Senado o
de la Comisión Permanente para llamar a cuentas a servi-
dores públicos que no atienden recomendaciones de la Co-
misión Nacional de Derechos Humanos.

Las últimas reservas que estoy haciendo, presidente, a los
2 últimos párrafos del artículo 102 de la Constitución son
para que los ciudadanos sean sujetos legitimados para ins-
tar, para iniciar el procedimiento de investigación por vio-
laciones graves a los derechos humanos y a las garantías
individuales.

Es el colmo que los ciudadanos no puedan instar a la Co-
misión Nacional de Derechos Humanos -si es que la atri-
bución de investigar violaciones graves a garantías indivi-
duales queda en ellos- para que los ciudadanos no puedan
instar a la comisión a investigar violaciones graves a ga-
rantías y a derechos humanos. Es el colmo que solamente
las autoridades puedan iniciar un procedimiento de esta na-
turaleza y no los ciudadanos.

También me parece gravísimo que la reforma constitucio-
nal no prevea que las sesiones del Consejo Consultivo,
cuando se investigan violaciones graves a derechos huma-
nos, no sean sesiones de carácter público.

También me parece grave que no se establezcan medidas
de defensa a los servidores públicos -garantía de audiencia-
que están siendo imputados por violaciones graves a los
derechos humanos y a las garantías individuales.

Finalmente, presidente, me parece también que es muy gra-
ve que solamente pueda ser la Comisión Nacional de De-
rechos Humanos en este tipo de procedimientos, cuando se
investigan violaciones graves a los derechos humanos y a
las garantías individuales, la que haga la presentación de
denuncias ante las autoridades competentes.

Cuando la Comisión Nacional de Derechos Humanos con-
cluya, en el sentido de que hay violaciones a los derechos
humanos y a las garantías individuales, la consecuencia ju-
rídica de una determinación de esta naturaleza debe ser la
sanción al servidor público responsable para ser separado
de su cargo y desde luego, también para que la Comisión
Nacional de Derechos Humanos determine la reparación
del daño, determine la indemnización correspondiente a las
víctimas.

Éstas son las reservas que estoy haciendo, compañeros di-
putados, compañeras diputadas, que sostengo. Robustece-
rían, mejorarían la reforma constitucional que estamos
aprobando. Por su atención, muchas gracias.

Presidencia del diputado 
José de Jesús Zambrano Grijalva

El Presidente diputado José de Jesús Zambrano Grijal-
va: Gracias. Consulte la Secretaría a la asamblea si se ad-
miten a discusión las modificaciones propuestas por el di-
putado Jaime Cárdenas Gracia.

La Secretaria diputada María Dolores del Río Sánchez:
Por instrucciones de la Presidencia, en votación económi-
ca se consulta a la asamblea si se admiten a discusión las
propuestas de modificación presentadas por el diputado
Cárdenas Gracia. Las diputadas y los diputados que estén
por la afirmativa sírvanse manifestarlo. Las diputadas y los
diputados que estén por la negativa sírvanse manifestarlo.

Señor presidente, mayoría por la negativa.

El Presidente diputado José de Jesús Zambrano Grijal-
va: No se admiten a discusión. Tiene ahora el uso de la pa-
labra el diputado Nazario Norberto Sánchez, del Grupo
Parlamentario del PRD, hasta por 5 minutos, para exponer
su reserva respecto del artículo 97.

El diputado Nazario Norberto Sánchez: Muchas gracias,
diputado presidente, con su permiso.
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En relación con la propuesta de reforma al párrafo segun-
do del artículo 97 constitucional, que consiste esencial-
mente en la supresión de la facultad que actualmente tiene
conferida la Suprema Corte de Justicia de la Nación para
realizar la investigación de violaciones graves a las garan-
tías individuales, debo mencionar que he observado que se
han expresado diversidad de comentarios y opiniones, pe-
ro también advierto que pocos de ellos tienen una base ju-
rídica que nos dé la información precisa para conocer el
contenido y alcance de tal función, que tiene encomendada
el máximo tribunal del país.

Debemos destacar en principio que es la propia Suprema
Corte a quien la Constitución le otorga la facultad de inter-
pretar sus normas, y por ese motivo es correcto que sea ella
quien fije o interprete los alcances de dicha facultad inves-
tigadora.

Se ha emitido jurisprudencia, en el sentido de que la Su-
prema Corte de Justicia, como tribunal constitucional tiene
a su cargo la interpretación de la Carta Magna, y conse-
cuentemente es el único organismo facultado para declarar
la inconstitucionalidad de actos de autoridad y de las leyes.

En tal virtud, debo manifestar mi disenso con el sentido de
la reforma que tiende a suprimir la facultad de investiga-
ción de violaciones graves a las garantías individuales que
actualmente se encuentran conferidas a la Suprema Corte,
para trasladar esa atribución a un organismo autónomo co-
mo lo es la Comisión Nacional de los Derechos Humanos,
institución, ésta última, que no tiene otorgada una función
semejante, es decir, la de interpretar las normas de la carta
fundamental.

No me opongo a la búsqueda de nuevas soluciones que re-
percutan en una mejor y más adecuada aplicación de la
Constitución a la vida cotidiana en el país, pero sí propug-
no porque las atribuciones que nuestra Constitución entre-
ga bajo un sistema competencial a los poderes e institucio-
nes de la república guarden congruencia con el desempeño
de cada uno de ellos.

Esto no significa de ninguna manera que se menoscabe o
demerite la función que desempeña la Comisión Nacional
de los Derechos Humanos, estamos hablando simplemente
de que en el actual sistema constitucional ha sido la Supre-
ma Corte la depositaria de la función de la interpretación
constitucional, y la atribución investigadora diseñada en el
párrafo segundo del artículo 97 fue depositada en la Supre-
ma Corte desde el Constituyente de 1917. De este modo,

no debe perderse de vista que la violación grave implica
necesariamente un ejercicio de interpretación, situación
que no se encuentra salvada en la reforma propuesta.

Me explico. Sólo la Corte tiene facultades para interpretar
la Constitución, y en ello no cambia con la reforma que se
analiza, y aún cuando la facultad de que se habla no es de
naturaleza jurisdiccional, en tanto que la Suprema Corte es
un tribunal eminentemente jurisdiccional, todavía no se en-
cuentra una razón debidamente fundada para entregar a una
institución diversa esta función, porque sobre todo ello te-
nemos el inminente peligro de interpretación que lleve a re-
sultados diferentes en hipótesis similares, en evidente me-
noscabo de la certeza jurídica que debe buscarse para los
cogobernados.

Más allá de la discusión jurídica, en mi opinión resulta in-
dispensable que la ciudadanía sea informada con claridad y
amplitud, porque el ciudadano común no tiene la prepara-
ción jurídica para comprender a cabalidad el empleo de los
sistemas de interpretación jurídica, y en concreto los de in-
terpretación constitucional, pero ello no quiere decir que
los funcionarios gubernamentales de cualquier institución
estén relevados de la obligación de informar con sencillez
del desempeño de sus funciones y de los motivos que los
llevan a tomar ciertas determinaciones.

Para finalizar, pongo como ejemplo el caso de Aguas Blan-
cas. Se llevó a cabo una investigación por parte de la Co-
misión de los Derechos Humanos, quien emitió recomen-
daciones que en principio fueron recabadas por las
autoridades, con base en ello se inició una averiguación
previa por la Procuraduría General del estado de Guerrero.
Se negó una queja a la Comisión Nacional y ésta emitió
una opinión. Se designó por parte del Ejecutivo estatal una
fiscalía especial cuyo titular ejerció acción penal por los
delitos de homicidio, lesiones, abuso de autoridad, ejerci-
cio indebido y abandono de la función pública, y recorda-
mos que no obstante todo ello, el Ejecutivo federal pidió la
intervención de la Corte porque no se habían alcanzado los
fines pretendidos.

Éstos son los motivos, compañeras diputadas y compañeros
diputados. Ésos son los motivos que en mi concepto susten-
tan mi oposición a que se suprima del marco de atribuciones
a la Suprema Corte de Justicia de la Nación la facultad a que
se ha hecho alusión. Es cuanto, diputado presidente.

El Presidente diputado José de Jesús Zambrano Grijal-
va: Gracias, diputado. Consulte la Secretaría a la asamblea
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si se admite a discusión la modificación propuesta por el
diputado Nazario Norberto Sánchez al artículo 97.

La Secretaria diputada María Dolores del Río Sánchez:
Por instrucciones de la Presidencia, en votación económi-
ca se consulta a la asamblea si se admite a discusión la pro-
puesta de modificación presentada por el diputado Nazario
Norberto Sánchez. Las diputadas y los diputados que estén
por la afirmativa sírvanse manifestarlo. Las diputadas y los
diputados que estén por la negativa sírvanse manifestarlo.

Señor presidente, mayoría por la negativa.

El Presidente diputado José de Jesús Zambrano Grijal-
va: Se desecha.

El diputado Jaime Fernando Cárdenas Gracia (desde la
curul): Presidente.

El Presidente diputado José de Jesús Zambrano Grijal-
va: Sí, diputado Cárdenas Gracia. Sonido en la curul del
diputado Cárdenas.

El diputado Jaime Fernando Cárdenas Gracia (desde la
curul): Presidente, una solicitud muy atenta que está en mi
escrito de reservas y que no la formulé en la tribuna. Para
que se incluyan íntegramente mis reservas en el Diario de
los Debates, presidente.

«Diputado Carlos Ramírez Marín, Presidente de la Mesa
Directiva de la Cámara de Diputados.— Presente.

Con fundamento en los artículos 133 y 148 del Reglamen-
to para el Gobierno Interior del Congreso General de los
Estados Unidos Mexicanos, solicito reserve para su discu-
sión en lo particular los artículos que a continuación preci-
saré y que corresponden al dictamen de las Comisiones
Unidas de Puntos Constitucionales y de Derechos Huma-
nos sobre la minuta del Senado con proyecto de decreto
que modifica la denominación del Capítulo I del título pri-
mero y reforma diversos artículos de la Constitución Polí-
tica de los Estados Unidos Mexicanos en materia de dere-
chos humanos.

Respecto al artículo primero constitucional.

Propongo la adición de un último párrafo que deberá decir:

“Los tratados internacionales a los que alude este artí-
culo se aprobarán por las dos terceras partes de los

miembros de ambas Cámaras y por la mayoría de las le-
gislaturas locales.”

La razón de la reserva radica en la jerarquía constitucional
que tendrán los tratados referidos por el artículo primero.
No puede haber normas de rango constitucional que no se-
an al menos aprobadas bajo el mismo procedimiento que se
exige para las reformas constitucionales para que tengan la
legitimidad democrática debida.

Respecto al segundo párrafo del artículo undécimo.

Propongo la sustitución de la redacción que propone el
dictamen al párrafo segundo del artículo 11, por otra que
diga:

“En caso de persecución toda persona tiene derecho de
solicitar y recibir asilo. Se brindará protección a las per-
sonas consideradas como refugiadas. La ley regulará sus
procedencias y excepciones.”

La razón de la reserva obedece a que la condición de refu-
giado se hace no sólo por motivos humanitarios sino por
los que señala la Convención de 1951 sobre el Estatuto de
los Refugiados, así como por los que establece la Declara-
ción de Cartagena sobre los refugiados de 1984.

Respecto al artículo 29 constitucional.

Propongo que la Comisión Permanente no tenga facultades
para aprobar la suspensión de derechos y garantías.

Razón: una decisión de tal envergadura debe de ser com-
petencia del Congreso y no de una élite de legisladores.

Respecto al segundo párrafo del artículo 33 de la Constitu-
ción.

Propongo la sustitución del párrafo segundo que consta en
el dictamen para que en su lugar quede la siguiente redac-
ción:

“Los jueces federales, previa audiencia, podrán expulsar
del territorio nacional a personas extranjeras con funda-
mento en la ley, la cual regulará el procedimiento.”

La razón de la reserva es porque la afectación grave a los
derechos de extranjeros que impliquen detenciones Y ex-
pulsiones debe ser una atribución del poder judicial como
ocurre en el derecho comparado. Mantener la atribución en
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el ejecutivo constituye un resabio del viejo y autoritario
presidencialismo mexicano.

Respecto al artículo 97 constitucional.

Propongo se mantenga íntegramente el vigente párrafo se-
gundo del artículo 97 de la Carta Magna.

La razón de la reserva es porque ninguna autoridad en 131
Estado mexicano -la CNDH por ejemplo- tiene la respeta-
bilidad de la Suprema Corte. Las investigaciones de la
CNDH, de aprobarse el dictamen en sus términos, consti-
tuirán un mero trámite sin importancia alguna. Se está pri-
vando al poder judicial de una atribución histórica y fun-
damental, que al menos provoca en la sociedad civil
discusión pública y amplia sobre las violaciones a los de-
rechos humanos.

Respecto al primer párrafo del artículo 102 constitucio-
nal.

Propongo que las recomendaciones de la CNDH no atendi-
das en tiempo por los servidores públicos entrañen la des-
titución del servidor público.

Razón: El control político del senado implicará un manejo
político de las recomendaciones de la CNDH y de las res-
ponsabilidades de los servidores públicos. Control político
y no jurídico.

Respecto a los dos últimos párrafos del artículo 102 cons-
titucional.

Propongo la sustitución de los dos últimos párrafos del dic-
tamen por otros que digan:

“La Comisión Nacional de los Derechos Humanos po-
drá investigar hechos que constituyan violaciones gra-
ves a los derechos humanos cuando así lo juzgue con-
veniente, lo pidan los ciudadanos, lo solicite el ejecutivo
federal, alguna de las Cámaras del Congreso de la
Unión, el gobernador de un Estado, el Jefe de Gobierno
del Distrito Federal, las legislaturas de los Estados o la
Asamblea Legislativa del Distrito Federal.”

“El desarrollo y desahogo del procedimiento correspon-
derá al Consejo Consultivo, cuya decisión se adoptará
por el voto de las dos terceras partes de sus integrantes.
Ninguna autoridad podrá negar la información que se le

requiera. La comisión en todas las etapas del procedi-
miento sesionará en público. Los servidores públicos de
los que se presuma responsabilidad gozarán de la ga-
rantía de audiencia y del derecho a su defensa. Finaliza-
do el procedimiento y en caso de que se encuentren ser-
vidores públicos responsables, la comisión determinará,
independientemente de las denuncias que procedan ante
la autoridad competente, la separación del servidor pú-
blico en el encargo y la indemnización a las víctimas.”

Las razones de la reserva derivan de la necesidad de que:
1) Los ciudadanos sean sujetos legitimados para iniciar el
procedimiento de investigación por violaciones graves a
los derechos humanos y no sólo las autoridades; 2) Que el
Consejo Consultivo sesione públicamente para evitar com-
ponendas y acuerdos con los presuntos responsables; 3)
Que los servidores públicos imputados gocen de garantía
de audiencia y derecho de defensa; y, 4) Que la CNDH
pueda sancionar con la separación en el encargo a los ser-
vidores públicos responsables y determinar la reparación
del daño a las víctimas.

Por lo anteriormente expuesto y fundado, solicito:

Primero. Reservar para su discusión en lo particular los
preceptos mencionados en este escrito.

Segundo. Concederme treinta minutos en tribuna para ex-
poner los argumentos del caso sobre los preceptos reserva-
dos.

Tercero. Se incorporen íntegramente estas reservas en el
Diario de los Debates.

Atentamente

Palacio Legislativo de San Lázaro a 15 de diciembre de 2010.— Di-
putado Jaime Fernando Cárdenas Gracia (rúbrica).»

El Presidente diputado José de Jesús Zambrano Grijal-
va: Tal como lo pide el diputado Cárdenas Gracia, insérte-
se el texto de reservas íntegro en el Diario de los Debates.

Se pide a la Secretaría abra el sistema electrónico por 5 mi-
nutos, para proceder a la votación de los artículos reserva-
dos en los términos del dictamen, que son los artículos 1o.,
adición de un párrafo; 11, 29, 33, 97 y 102. Es 1o., adición
de un párrafo; 11, 29, 33, 97 y 102.
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El diputado Miguel Ángel García Granados (desde la
curul): Señor presidente.

El Presidente diputado José de Jesús Zambrano Grijal-
va: Sonido a la curul del diputado García Granados.

El diputado Miguel Ángel García Granados (desde la
curul): Para solicitarle respetuosamente, señor presidente,
explique el sentido de la votación. Qué es lo que vamos a
votar. Si quedan en el sentido del dictamen presentado por
la comisión o si votamos por el sentido literal de las reser-
vas presentadas.

El Presidente diputado José de Jesús Zambrano Grijal-
va: Tal como lo habíamos enunciado, y subrayamos el sen-
tido de lo que nos plantea el diputado García Granados, es
en los términos en los que fue presentado por las Comisio-
nes Unidas de Puntos Constitucionales y de Derechos Hu-
manos. Las adiciones o reformas propuestas no se admitie-
ron, entonces votar a favor significará votar a favor del
dictamen en sus términos. Votar en contra, es no aceptar las
modificaciones propuestas en la votación.

La Secretaria diputada María Dolores del Río Sánchez:
Háganse los avisos a que se refiere el artículo 161 del Re-
glamento para el Gobierno Interior. Ábrase el sistema elec-
trónico por 5 minutos, para proceder a la votación nominal
de los artículos 1o., 11, 29, 33, 97 y 102 en términos del
dictamen.

(Votación)

¿Falta algún diputado o diputada por emitir su voto? Sigue
abierto el sistema electrónico.

Ciérrese el sistema de votación electrónico. De viva voz:

El diputado Amador Monroy Estrada (desde la curul): A
favor.

El diputado Israel Madrigal Ceja (desde la curul): A fa-
vor.

La diputada Laura Margarita Suárez González (desde
la curul): A favor.

La diputada Nelly del Carmen Márquez Zapata (desde
la curul): Rectificación para que sea a favor.

El diputado Tereso Medina Ramírez (desde la curul): A
favor.

La Secretaria diputada María Dolores del Río Sánchez:
Se emitieron 325 votos en pro, 11 en contra y 1 abstención.

El Presidente diputado José de Jesús Zambrano Grijal-
va: Gracias. Aprobados los artículos 1, 11, 29, 33, 97 y
102, por 325 votos. Aprobado en lo general y en lo par-
ticular el proyecto de decreto que modifica la denomi-
nación del Capítulo I del Título Primero y reforma di-
versos artículos de la Constitución Política de los
Estados Unidos Mexicanos. Se devuelve al Senado para
los efectos de la fracción E, del artículo 72 constitucio-
nal.

LEY GENERAL DE SALUD

El Presidente diputado José de Jesús Zambrano Grijal-
va: El siguiente punto del orden del día es la discusión del
dictamen con proyecto de decreto que adiciona un párrafo
al artículo 376 de la Ley General de Salud y reforma los ar-
tículos primero y tercero transitorios y se adicionan los ar-
tículos 4o. y 5o. al decreto que reforma el artículo 376 de
la Ley General de Salud, publicado en el Diario Oficial de
la Federación el 24 de febrero de 2005.

En virtud de que se encuentra publicado en la Gaceta Par-
lamentaria consulte la Secretaría a la asamblea, en votación
económica, si se le dispensa la lectura.

El Secretario diputado Herón Agustín Escobar García:
Por instrucciones de la Presidencia se consulta a la asam-
blea, en votación económica, si se le dispensa la lectura.
Las diputadas y los diputados que estén por la afirmativa
sírvanse manifestarlo. Las diputadas y los diputados que
estén por la negativa sírvanse manifestarlo.

Señor presidente, mayoría por la afirmativa. Se dispensa la
lectura. 

«Dictamen de la Comisión de Salud, con proyecto de de-
creto por el que se adiciona un párrafo al artículo 376 de la
Ley General de Salud, se reforman los artículos primero y
tercero transitorios y se adicionan el cuarto y quinto al de-
creto que reforma el artículo 376 de la Ley General de Sa-
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lud publicado en el Diario Oficial de la Federación el 24 de
febrero de 2005

Honorable Asamblea:

A la Comisión de Salud le fue turnada por el pleno de la
honorable Cámara de Diputados para su análisis y dicta-
men, la iniciativa con proyecto de decreto por el que se re-
forman los artículos transitorios primero, tercero, cuarto y
quinto del decreto por el que se reforma el artículo 376 de
la Ley General de Salud, publicado en el Diario Oficial de
la Federación el 24 de febrero de 2005, presentada por los
diputados Lorena Martínez Rodríguez, del Grupo Parla-
mentario del Partido Revolucionario Institucional y Fer-
nando Enrique Mayans Canabal, del Grupo Parlamentario
del Partido de la Revolución Democrática.

Con fundamento en lo dispuesto en los artículos 73, frac-
ción XXX, de la Constitución Política de los Estados Uni-
dos Mexicanos; 45, numeral 6, fracción f), de la Ley Orgá-
nica del Congreso General de los Estados Unidos
Mexicanos; 57, 63, 64, 87 y 88 del Reglamento para el Go-
bierno Interior del Congreso General de los Estados Uni-
dos Mexicanos, esta comisión somete a consideración del
pleno de esta soberanía, el presente dictamen con proyecto
de decreto con base en los siguientes

Antecedentes

I. Con fecha 12 de febrero de 2009, fue presentada la ini-
ciativa que reforma los artículos primero, y tercero a quin-
to transitorios del decreto de reforma del artículo 376 de la
Ley General de Salud, publicado en el Diario Oficial de la
Federación el 24 de febrero de 2005; a cargo de los diputa-
dos Lorena Martínez Rodríguez, del Grupo Parlamentario
del Partido Revolucionario Institucional y Fernando Enri-
que Mayans Canabal, del Grupo Parlamentario del Partido
de la Revolución Democrática.

II. Con esta misma fecha la iniciativa fue turnada para aná-
lisis y dictamen a la Comisión de Salud.

III. Con fecha 30 de abril del año en curso, los integran-
tes de la Comisión de Salud de la LX Legislatura, emitie-
ron el dictamen correspondiente, publicado en la Gaceta
Parlamentaria, quedando de primera lectura en la Mesa
Directiva.

IV. Los integrantes de la Comisión de Salud de la LXI Le-
gislatura realizaron un nuevo estudio del dictamen antes

mencionado y  realizaron modificaciones, quedando apro-
bado por el pleno de la comisión con fecha 28 de abril de
2010.

Consideraciones

1. La Iniciativa objeto del presente dictamen, propone re-
formar los artículos primero, tercero, cuarto y quinto tran-
sitorios del decreto de reformas al artículo 376 de La Ley
General de Salud, publicado en el Diario Oficial de la Fe-
deración el 24 de febrero de 2005.

2. En su exposición de motivos, los promoventes manifies-
tan que con fecha 24 de febrero del 2005 fue publicado el
decreto que reforma el artículo 376 de la Ley General de
Salud, estableciendo que los registros sanitarios tendrían
una vigencia de cinco años renovables a juicio de la Secre-
taría de Salud.

3. En enero de 2008, fueron publicados parcialmente en el
Diario Oficial de la Federación, los reglamentos a través de
la modificación de tres artículos del Reglamento de Insu-
mos para Salud, quedando pendiente de publicarse los li-
neamientos, pruebas y formatos para la renovación de los
registros sanitarios. Aunado a lo anterior, no se establecen
plazos ni programaciones para la renovación de dichos re-
gistros.

4. Los promoventes también establecen en su iniciativa,
que la Comisión Federal para la Protección Contra Riesgos
Sanitarios (Cofepris), agregó el requisito de visita in situ,
que por su impacto regulatorio y de costos económicos de
cumplimiento, la Comisión Federal de Mejora Regulatoria
(Cofemer) no ha aprobado hasta el día de hoy. No obstan-
te lo anterior, actualmente se encuentra en trámite en la Co-
misión de Salud de esta Cámara, una minuta de iniciativa
de visitas in situ.

5. Actualmente existen 10 mil registros sanitarios –sin con-
siderar más de 35 mil de otros Insumos para la Salud con
lo cual el universo de registros podría ser de 45 mil– de los
cuales mil 500 son considerados como innovadores y 8 mil
500 genéricos; que para su renovación necesitan los estu-
dios de bioequivalencia e intercambiabilidad, que deberían
llevarse a cabo en 5 años y que sin la reforma a los transi-
torios que esta iniciativa propone, quedarían constreñidos a
realizarse en un año.

6. Con el fin de que sea posible alcanzar la cobertura de los
estudios para 10 mil registros y dotar a la industria farma-
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céutica de certidumbre jurídica, evitar un impacto econó-
mico negativo que se reflejaría en un encarecimiento de los
medicamentos y toda vez que la regulación específica para
la renovación de los registros sanitarios no ha sido publi-
cada, esta comisión coincide con los promoventes en la
idea de ampliar el plazo establecido en los artículos transi-
torios que se citaron con antelación.

Por lo anterior, la Comisión de Salud considera pertinente
aprobar la iniciativa propuesta por los promoventes, en vir-
tud de dotar al decreto vigente de legalidad y de seguridad
jurídica para con los particulares obligados por la reforma
del artículo 376, otorgando certidumbre jurídica y subsa-
nando la laguna legislativa que ha originado el retraso del
reglamento.

En orden de las consideraciones expuestas, esta comisión
dictaminadora ha considerado que la iniciativa objeto del
presente dictamen es socialmente necesaria, viable jurídi-
camente y administrativamente instrumentable.

Sin embargo, en ánimo de dotar de mayores elementos de
certidumbre a la población usuaria de medicamentos y de-
más insumos para la salud, esta Comisión consideró perti-
nente, realizar las siguientes:

Modificaciones de la comisión dictaminadora

En virtud de la preocupación de la población de contar con
medicamentos e insumos de salud que respondan a los más
altos criterios de calidad y al mismo tiempo tener la certe-
za de que el consumo de los mismos cumple con las nor-
mas de seguridad aprobadas por la Organización Mundial
de la Salud, se consideró pertinente que el artículo cuarto
transitorio, propuesto en la iniciativa original, debía ser
materia de la ley, por lo que se adicionó con modificacio-
nes, como un  nuevo párrafo tercero al artículo 376 de la
Ley General de Salud, pasando el texto vigente del actual,
a ser el párrafo cuarto del mismo artículo. Quedando de la
siguiente manera:

Artículo 376. …

…

La renovación del registro se otorgará únicamente
cuando la secretaría haya constatado la calidad, se-
guridad y eficacia terapéutica de los medicamentos y
demás insumos para la salud, en caso contrario los
registros otorgados se entenderán como revocados

para todos los efectos legales y administrativos a que
haya lugar.

Por lo expuesto y fundado, esta comisión somete a la con-
sideración del pleno de esta honorable Cámara de Diputa-
dos, el siguiente proyecto de

Decreto por el que se adiciona un párrafo tercero, pa-
sando el actual a ser cuarto al artículo 376 de la Ley Ge-
neral de Salud, y se reforman los artículos transitorios
primero y tercero y se adicionan los artículos cuarto y
quinto del “Decreto por el que se reforma el artículo
376 de la Ley General de Salud, publicado en el Diario
Oficial de la Federación el 24 de febrero de 2005

Artículo Único. Se adiciona un párrafo tercero, pasando el
actual a ser cuarto al artículo 376 de la Ley General de Sa-
lud, y se reforman los artículos Transitorios Primero y Ter-
cero y se adicionan los artículos Cuarto y Quinto del “De-
creto por el que se reforma el artículo 376 de la Ley
General de Salud, publicado en el Diario Oficial de la Fe-
deración el 24 de febrero de 2005”, para quedar como si-
gue:

Artículo 376. …

...
La renovación del registro se otorgará únicamente
cuando la Secretaría haya constatado la calidad, segu-
ridad y eficacia terapéutica de los medicamentos y de-
más insumos para la salud, en caso contrario los regis-
tros otorgados se entenderán como revocados para
todos los efectos legales y administrativos a que haya lu-
gar.

…
Transitorios

Primero. El presente decreto entrará en vigor al día si-
guiente de su publicación en el Diario Oficial de la Fede-
ración, y su aplicación se proveerá en la vía administra-
tiva mediante la emisión de las disposiciones
reglamentarias y administrativas para la renovación
del registro sanitario de medicamentos y demás insu-
mos para la salud que deberán publicarse en el Diario
Oficial de la Federación de acuerdo a lo dispuesto en la
Ley Federal de Procedimiento Administrativo.

Segundo. …
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Tercero. Los titulares de los registros sanitarios de me-
dicamentos y demás Insumos para la Salud otorgados
por tiempo indeterminado deberán someterlos a revi-
sión para obtener la renovación del registro a partir de
la publicación del presente decreto y hasta el 24 de fe-
brero del 2011, debiendo la autoridad cumplir con la
publicación en el Diario Oficial de la Federación de las
disposiciones reglamentarias, circulares, formatos, cri-
terios, metodologías, instructivos, directivas, reglas,
manuales, y demás disposiciones para la renovación de
los Registros Sanitarios.

Cuarto. Los titulares de los registros sanitarios tendrán
la obligación de presentar en un plazo de 12 meses a
partir de la publicación de las disposiciones reglamen-
tarias y administrativas, a las que se refieren los artícu-
los primero y tercero transitorios, para la renovación
del registro sanitario de medicamentos y demás insu-
mos para la salud en el Diario Oficial de la Federación,
un programa que detalle la secuencia y calendarización
en que realizarán la actualización de los registros.

Quinto. El Ejecutivo federal deberá expedir el regla-
mento para la renovación de los registros sanitarios en
un plazo no mayor a 90 días naturales a partir de la en-
trada en vigor del presente decreto.

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día siguiente
al de su publicación en el Diario Oficial de la Federación.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 28 de abril de 2010.

La Comisión de Salud, diputados: Miguel Antonio Osuna Millán,
presidente; Antonio Benítez Lucho (rúbrica), María Cristina Díaz Sa-
lazar (rúbrica), Marco Antonio García Ayala (rúbrica), Rosalina Maza-
ri Espín (rúbrica), Rodrigo Reina Liceaga (rúbrica), José Antonio
Yglesias Arreola (rúbrica), Gloria Trinidad Luna Ruiz, Silvia Esther
Pérez Ceballos (rúbrica), Heladio Gerardo Verver y Vargas (rúbrica),
Carlos Alberto Ezeta Salcedo (rúbrica), María del Pilar Torre Canales
(rúbrica), secretarios; Felipe Borja Texocotitla (rúbrica), Yolanda de la
Torre Valdez (rúbrica), Olga Luz Espinoza Morales (rúbrica), José En-
carnación Uribe Pozos, Delia Guerrero Coronado (rúbrica), Clara Gó-
mez Caro (rúbrica), José Manuel Hinojosa Pérez, José Luis Marcos Le-
ón Perea (rúbrica), Oralia López Hernández, Fernando Morales
Martínez (rúbrica), Ana Elia Paredes Arciga, Laura Piña Olmedo (rú-
brica), Leticia Quezada Contreras (rúbrica), Guadalupe Eduardo Ro-
bles Medina, Alfonso Primitivo Ríos Vázquez, Sergio Tolento Hernán-
dez, Alicia Elizabeth Zamora Villalva (rúbrica).»

El Presidente diputado José de Jesús Zambrano Grijal-
va: No hay oradores inscritos y por tanto, está a discusión
en lo general.

Se han anotado para hablar en contra en lo general, el di-
putado Leandro Rafael García Bringas, del Grupo Parla-
mentario del PAN y el diputado José Manuel Hinojosa Pé-
rez, del mismo Grupo Parlamentario del PAN. Tiene, por
tanto, en el uso de la palabra, el diputado Leandro Rafael
García Bringas, hasta por 5 minutos para hablar en contra.

El diputado Leandro Rafael García Bringas: Con su
permiso, señor presidente. Queridos compañeros diputados
y compañeras diputadas, México está cansado de que no se
respeten los plazos.

El sector empresarial está cansado de no tener certeza en el
marco jurídico. Hoy estamos ante la posibilidad de brindar
certidumbre y de respetar los plazos que se fijaron o volver
a ceder ante los incumplidos.

Lo que yo les pregunto es ¿queremos dar certidumbre, que-
remos que se respete la normatividad o nuevamente quere-
mos generar incertidumbre, ampliar plazos culminados y
no respetarnos a nosotros mismos?

El plazo estuvo abierto hace 5 años. En este tema los labo-
ratorios de este periodo y aquéllos que tuvieron la disposi-
ción ingresaron más de ocho mil solicitudes, que siguen
siendo analizadas por la autoridad competente. Y sí, cierta-
mente algunos laboratorios no cumplieron y es normal que
ahora estén buscando exenciones y plazos extras para po-
derlo hacer.

El hecho de que haya tantas solicitudes que ingresaron en
tiempo y forma habla de que las condiciones estuvieron da-
das en su momento. La misma autoridad generó opciones
para que los laboratorios que pensaron no poder terminar
con sus registros pidieran una prórroga dentro del periodo
establecido. A pesar de contar con esta opción, volvieron a
no cumplir.

Pero vamos a hablar del dictamen. Como primer punto yo
les pregunto a todos ustedes: ¿se puede prorrogar algo que
ya terminó? En caso dado, compañeros y compañeras di-
putadas, lo que se debe solicitar sería la apertura de un nue-
vo plazo, pero no la prórroga.

Pero supongamos que estamos en la figura correcta de una
nueva apertura de un plazo. Haría suponer que los que no

Año II, Primer Periodo, 15 de diciembre de 2010 Diario de los Debates de la Cámara de Diputados182



se registraron ya no cuentan con la licencia, por lo que es-
tarían revocados para todos los efectos legales, a partir de
la fecha de vencimiento original.

De ser aprobada esta iniciativa, los registros que no cum-
plieron y que por tanto, estarían revocados no podrían re-
novar el registro, ya que no contarían con él.

Además de todo lo mencionado anteriormente, este dicta-
men es fruto de un albazo legislativo; fue aprobado en una
reunión que no fue convocada por el presidente de la co-
misión. Una falta de respeto, y en su hoja de firmas no di-
ce qué están firmando los diputados, además de que en es-
ta misma no cuentan con el sentido del voto en la hoja
están los nombres de los diputados y las firmas.

Esto a todas luces habla de que se brincaron las buenas
prácticas legislativas. Cualquiera de ustedes podría decir
que se trata de una lista de asistencia que se adjuntó al dic-
tamen y que podría tener razón.

Compañeras diputadas y compañeros diputados: estamos
hablando de que lo más preciado que tenemos los mexica-
nos es nuestra salud. Sin salud, ni trabajo ni seguridad. Yo
les pregunto a cada uno de ustedes: ¿qué pasa cuando se
enferma cada uno de sus hijos? ¿Acaso no dejan de ir a tra-
bajar para cuidarlos? ¿No gastan el patrimonio que pudie-
ran haber ahorrado para intentar regresarles la salud? ¿Es
justo que exista incertidumbre? ¿Es justo privilegiar a los
que no cumplieron en tiempo y forma?

Es por ello, compañeros, que mi voto en esta iniciativa se-
rá en contra. Yo los invito a que ustedes reflexionen qué
van a privilegiar: ¿el interés de los incumplidos o la salud
de los mexicanos? Es cuanto, señor presidente.

El Presidente diputado José de Jesús Zambrano Grijal-
va: Gracias, diputado García Bringas. Tiene ahora la pala-
bra para hablar en pro del dictamen el diputado Antonio
Benítez Lucho, del Grupo Parlamentario del PRI.

El diputado Antonio Benítez Lucho: Con su permiso, se-
ñor presidente. Distinguidos diputados y distinguidas dipu-
tadas. Mi querido diputado García Bringas, nada de lo que
dijiste en la tribuna tiene que ver con la esencia de lo que
hoy estamos sometiendo a consideración del pleno. Lo pri-
mero que debo decir es que este dictamen sí pasó por la
Comisión de Salud, aunque debo decirles, respetuosamen-
te, que fue cuando quisieron hacer el vacío legislativo, jus-
tamente cuando la diputada Cristina Díaz solicitó la desti-

tución del presidente de la Comisión de Salud porque esta-
ba el asunto relacionado con la propuesta de la senadora
María de los Ángeles, que tenía que ver con la ayuda ali-
mentaria. Trataron de hacer el vacío legislativo, por eso es
que no se enteraron.

Pero en esencia, mi querido diputado García Bringas, para
que no pueda usted sembrar en el colectivo de los diputa-
dos, tiene que ver con otro tema que lamentablemente us-
ted no conoce. Esta soberanía requiere enmendar un vacío
jurídico que no se previó en la reforma del 2005 y que ha
colocado en la indefensión jurídica y la incertidumbre ad-
ministrativa a los fabricantes de medicamentos, sobre todo
los nacionales, que son los principales productores de los
llamados genéricos intercambiables.

Como ustedes saben, el 24 de febrero de 2005 fue publica-
da en el Diario Oficial de la Federación la reforma al artí-
culo 376 de la Ley General de Salud, estableciendo que los
registros sanitarios por tiempo indeterminado ahora tendrí-
an una vigencia de cinco años renovables a juicio de la Se-
cretaría de Salud.

Sin embargo, en su nueva estructura esa reforma careció de
los artículos transitorios que fijaran un plazo para regla-
mentar y dieran orden y certidumbre al cumplimiento de
las nuevas disposiciones.

Tres años después, en esa reforma con fecha 2 de enero de
2008 fueron publicadas parcialmente las reformas y adi-
ciones al Reglamento de insumos para la salud, quedando
inexplicablemente rezagados de ser publicados en el Diario
Oficial de la Federación, los lineamientos para la renova-
ción de los registros sanitarios.

Ante esa situación irregular, el 12 de febrero de 2009, los
diputados Lorena Martínez Rodríguez, del Grupo Parla-
mentario del Partido Revolucionario Institucional y Fer-
nando Enrique Mayans Canabal, del Grupo Parlamentario
del Partido de la Revolución Democrática presentaron una
iniciativa que reforma los artículos primero y tercero, a
quinto transitorios, del decreto que reforma el 376 de la
Ley General de Salud, mismo que fue publicado en la Ga-
ceta Parlamentaria el 30 de abril, quedando de primera lec-
tura en la Mesa Directiva de la LX Legislatura.

El 8 de diciembre de 2009 fue publicada en la Gaceta Par-
lamentaria la excitativa a la Comisión de Salud a desaho-
gar el trámite de ese dictamen legislativo que indebida-
mente permanecía estancado a solicitud de los diputados
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Rodrigo Reina, José Antonio Yglesias y el que suscribe,
Antonio Benítez Lucho.

El 15 de diciembre de 2009 aparecen publicados en el Dia-
rio Oficial de la Federación los lineamientos para la reno-
vación de los registros sanitarios, faltando dos meses para
que concluyera el plazo para tramitar la renovación de los
registros sanitarios para fabricar medicamentos y demás
insumos para la salud.

Hoy, con cifras de la propia autoridad sanitaria publicada
en su portal de Internet. Es decir, ocho meses después de
modificada la ley, de 10 mil registros a renovarse, sólo se
han presentado 8 mil 461 y de ellos solamente se han auto-
rizado a la renovación de 2 mil 442 y están en proceso 6
mil. Si este error de técnica legislativa genera graves con-
secuencias legales en ambas reformas, la Ley General de
Salud y la del Reglamento de Insumos para la Salud obe-
dece a que no se establecieron ni plazos ni programaciones
para la renovación de registros sanitarios.

Más aún, la Cofepris agregó con posterioridad, el requisito
de inspección  farmacéutica denominada visita in situ; requi-
sito, que s es indispensable para obtener el registro del certi-
ficado de buenas prácticas de fabricación, sin el cual no se
pueden renovar los registros y que a la fecha --entró en vigor
el 24 de octubre de 2010-- tampoco cuenta con el Regla-
mento  y los lineamientos respectivos para llevarlos a cabo.

Éste es el propósito de esta iniciativa con proyecto de de-
creto, que la mayoría legislativa de la Comisión de Salud
apruebe, y que ahora sometemos a la consideración de es-
ta asamblea para su discusión y votación, advirtiendo que
las leyes que discutimos, aprobamos, deben fijar invaria-
blemente un plazo exacto obligatorio para que el Ejecutivo
expida los Reglamentos, los lineamientos y las mejoras re-
gulatorias que permitan el fiel cumplimiento.

Señor diputado, aquí no se trata de darle plazo a ningún re-
gistro sanitario, más bien, quitarle la facultad discrecional
al comisionado de Cofepris para que diga quién vive y
quién muere en los procesos licitatorios, porque el verda-
dero capo de los medicamentos es precisamente el comi-
sionado de Cofepris, Miguel Ángel Toscano Velasco. Es
cuanto.

El Presidente diputado José de Jesús Zambrano Grijal-
va: Gracias, diputado Benítez. Tiene ahora la palabra para
hablar en contra, el diputado José Manuel Hinojosa Pérez,
del Grupo Parlamentario del PAN.

El diputado José Manuel Hinojosa Pérez: Con su venia,
diputado presidente. Compañeras diputadas y compañeros
diputados. El contenido de la iniciativa que ilegítimamen-
te se presenta a la discusión y efectos legislativos, consti-
tuye un atentado en contra del trabajo legislativo. El dere-
cho constitucional de la protección de la salud que toda
persona posee.

La actualización de los insumos para la salud mediante la
revisión periódica de los criterios que originaron su regis-
tro, en el transcurso de un año ha demostrado ser un ele-
mento necesario para el control de la calidad de los mismos
y un mecanismo efectivo de control del mercado a fin de
retirar de la circulación los insumos que no ofrecen com-
pleta seguridad y efectividad para los consumidores.

La iniciativa que se pretende sea aprobada por este pleno,
tiene el objetivo de dejar sin efectos una reforma al artícu-
lo 376 de la Ley General de Salud, publicada en el Diario
Oficial de la Federación el 24 de febrero de 2005, después
de completar su curso legislativo, hace sólo 5 años y 10
meses.

En dicha reforma se dispuso la renovación quinquenal de
los registros sanitarios de los insumos para la salud. Es ne-
cesario mencionar que desde el 24 de febrero del presente
año, 2010, se cumplió el plazo estipulado por la reforma.
Esto es, hace casi 10 meses.

Es necesario mencionar que la Cámara Nacional de la In-
dustria Farmacéutica que además tiene el carácter de órga-
no de consulta y de colaboración del Estado mexicano pa-
ra el diseño, divulgación y ejecución de las políticas
programadas e instrumentos en aquellos asuntos vincula-
dos con las actividades de ese sector productivo, que ade-
más abastece el 92 por ciento del mercado, ha manifestado
su rechazo a la iniciativa que hoy se discute, desde el mis-
mo día en el que se publicó en la Gaceta Parlamentaria, en
virtud de que sus miembros han realizado un esfuerzo sos-
tenido por cumplir con el mandato de ley en un largo pro-
ceso de cinco años.

Compañeras legisladoras y compañeros legisladores, el
contenido de esta iniciativa vulnera el derecho a la protec-
ción de la salud consagrado en nuestra Carta Magna, al ex-
poner a los mexicanos al consumo de insumos para la sa-
lud que no cumplen con las características de seguridad,
eficacia y calidad exigidas.

Año II, Primer Periodo, 15 de diciembre de 2010 Diario de los Debates de la Cámara de Diputados184



La pretendida reforma vulnera años de trabajo legislativo
para garantizar la protección contra el riesgo sanitario que
representa la  circulación en el mercado de insumos para la
salud de dudosa procedencia y de dudoso efecto terapéuti-
co, además de pretender revivir un asunto que ha quedado
más que consumado, ya que estamos hablando de una re-
forma que tiene más de cinco años, que ya tuvo su curso le-
gal al interior de las Cámaras, en el ámbito administrativo
e incluso en los tribunales, los cuales han ratificado la
constitucionalidad del artículo 376 actual.

En nuestra responsabilidad de emitir instrumentos legisla-
tivos que fortalezcan las condiciones para el ejercicio de
los derechos de los ciudadanos de este país no hablemos,
en contrario, validando el despropósito de tal iniciativa. Es
por eso que el voto de los integrantes del Grupo Parlamen-
tario del PAN irá en contra. Es cuanto, señor presidente.

El Presidente diputado José de Jesús Zambrano Grijal-
va: Gracias, diputado Hinojosa Pérez. Sí, diputada, ¿para
hablar en contra del dictamen? Tiene ahora la palabra para
hablar en contra del dictamen la diputada Laura Itzel Cas-
tillo Juárez, hasta por 5 minutos. Terminada su interven-
ción preguntaremos a la asamblea si se encuentra suficien-
temente discutido en lo general.

La diputada Laura Itzel Castillo Juárez: Diputado pre-
sidente, diputados y diputadas, efectivamente hay una serie
de inconsistencias en lo que se está planteando de esta re-
forma al artículo 376 de la Ley General de Salud, que qui-
siéramos decir que los riesgos que existen es que, como
bien se señalaba aquí, no van a poder hacer en 2 meses lo
que en 6 no se ha realizado.

El problema es que cuando se hizo la reforma a este artí-
culo se estableció un plazo de 5 años para someter a revi-
sión el registro sanitario de medicamentos y de otros insu-
mos. El dictamen que hoy se va a votar señala un plazo de
2 meses, porque están hablando de que para febrero de
2011 tendrían que contar ya con un Reglamento, se tendrí-
an que publicar las disposiciones, circular formatos y de-
más cuestiones que no hicieron durante ya casi 6 años.

Por tal razón, el hecho de que se esté en estos momentos
planteando que en el dictamen se señale que esto tendrá
que estar en febrero de 2011, significará que no va a haber
tales disposiciones ni tales Reglamentos y que, por tanto,
las mismas empresas que son las que tendrán que acudir al
registro se van a amparar contra el tercero transitorio.

Esto finalmente no está resolviendo el problema de fondo.
Lo que se tendría que estar planteando, si efectivamente se
quiere llegar a una solución frente a la problemática que
existe, es tomar en consideración un plazo viable, un plazo
lógico, no un plazo de dos meses para que la Secretaría de
Salud esté realizando todas las acciones que no se hicieron,
y en este caso lo que es importante decir es que tendríamos
que estar proponiendo, o bien un plazo de un año o inclu-
so estar proponiendo una Ley del Registro Sanitario que
provea lo necesario para que efectivamente se pueda lograr
lo que pretende, ahora sí que en el espíritu de este dicta-
men. Gracias.

El Presidente diputado José de Jesús Zambrano Grijal-
va: Gracias, diputada Castillo. Consulte la Secretaría a la
asamblea si se encuentra suficientemente discutido el dic-
tamen en lo general.

El Secretario diputado Herón Agustín Escobar García:
Por instrucciones de la Presidencia, en votación económi-
ca se consulta a la asamblea si se encuentra suficientemen-
te discutido en lo general. Las diputadas y los diputados
que estén por la afirmativa sírvanse manifestarl. Las dipu-
tadas y los diputados que estén por la negativa sírvanse
manifestarlo.

Señor presidente, mayoría por la afirmativa.

El Presidente diputado José de Jesús Zambrano Grijal-
va: Gracias. Suficientemente discutido. Para los efectos
del artículo 134 del Reglamento para el Gobierno Interior
del Congreso General, se pregunta a la asamblea si se va a
reservar algún artículo para discutirlo en lo general.

Se informa que ha sido reservado el tercero transitorio por
el diputado Rodrigo Reina Liceaga, del PRI.

Se pide a la Secretaría abra el sistema electrónico por 5 mi-
nutos para proceder a la votación en lo general y en lo par-
ticular de los artículos no impugnados.

El Secretario diputado Herón Agustín Escobar García:
Háganse los avisos a los que se refiere el artículo 161 del
Reglamento para el Gobierno Interior. Ábrase el sistema
electrónico por 5 minutos para proceder a la votación en lo
general y en lo particular de los artículos no impugnados
del proyecto de decreto.

(Votación)

Diario de los Debates de la Cámara de Diputados Año II, Primer Periodo, 15 de diciembre de 2010185



¿Falta algún diputado por emitir su voto?  El sistema elec-
trónico sigue abierto. Ciérrese el sistema electrónico. De
viva voz:

El diputado Israel Madrigal Ceja (desde la curul): A fa-
vor.

La diputada Norma Leticia Orozco Torres (desde la cu-
rul): A favor.

La diputada María Felicitas Parra Becerra (desde la cu-
rul): En contra.

El diputado Ramón Jiménez Fuentes (desde la curul): A
favor.

El diputado Enrique Salomón Rosas Ramírez (desde la
curul): A favor.

La diputada Lucila del Carmen Gallegos Camarena
(desde la curul): En contra.

La diputada Adriana Fuentes Cortés (desde la curul): En
contra.

La diputada Laura Viviana Agúndiz Pérez (desde la cu-
rul): En contra.

La diputada Laura Felicitas García Dávila (desde la cu-
rul): A favor.

El diputado César Mancillas Amador (desde la curul):
Modificación de voto. En contra.

La diputada Adriana Terrazas Porras (desde la curul): A
favor.

El diputado José Antonio Arámbula López (desde la cu-
rul): En contra.

El diputado José Ignacio Pichardo Lechuga (desde la
curul): A favor.

El Secretario diputado Herón Agustín Escobar García:
Señor presidente, se emitieron 212 votos a favor, 111 en
contra y 8 abstenciones.

El Presidente diputado José de Jesús Zambrano Grijal-
va: Aprobados en lo general los artículos no impugna-
dos, por 212 votos.

Como se ha informado, ha habido la reserva del artículo
tercero transitorio por parte del diputado Rodrigo Reina
Liceaga. Por tanto, tiene el uso de la palabra para funda-
mentar su reserva, hasta por 5 minutos.

El diputado Rodrigo Reina Liceaga: Con su permiso, se-
ñor presidente. Compañeros diputados, el objetivo de esta
reserva que está ya en un consenso con varios de los
miembros de la Comisión de Salud y con los grupos parla-
mentarios, es darle certidumbre a todo lo que es la empre-
sa farmacéutica. Que los problemas administrativos o las
irregularidades que se pudieran haber dado fueron por fal-
ta de procedimientos claros, y el objetivo precisamente es
lograr que esto se lleve a cabo y tenga toda la industria, to-
das las empresas farmacéuticas la misma oportunidad y el
equilibrio para que esto se pueda llevar a cabo.

Si me permiten, voy a leer el texto al pie, para que en un
momento determinado tengamos claro cuál es la reserva
que proponemos.

Tercero. Los titulares de los registros sanitarios de medica-
mentos y demás insumos para la salud otorgados por tiem-
po indeterminado deberán someterlos a revisión para obte-
ner la renovación del registro dentro del plazo de un año a
partir de la publicación del presente decreto, debiendo la
autoridad cumplir con la publicación en el Diario Oficial
de la Federación en un plazo de 180 días naturales, de las
disposiciones reglamentarias, normas oficiales, circulares,
formatos, criterios de prevención y rechazo, Metodologías,
instructivos, directivas, reglas, manuales y demás disposi-
ciones para la renovación de los registros sanitarios y
concluir con los trámites de renovación de los registros ya
presentados, en un plazo que no exceda de un año a la pu-
blicación del presente decreto. Lo anterior sin prejuicio de
las responsabilidades penales, civiles y/o administrativas
en que incurran los servidores públicos omisos por el in-
cumplimiento del término de la resolución del registro. 

Y para el caso de los nuevos registros sujetos a renovación,
la autoridad tendrá un plazo de 90 días naturales para reci-
bir las solicitudes a partir de la publicación del presente de-
creto, así como también otorgar las resoluciones corres-
pondientes por la autoridad en un plazo que no exceda los
150 días naturales.

Con esto quedan claros los términos, los tiempos y los mo-
mentos en los que tendrá toda la industria la misma opor-
tunidad. Yo les pido consideren esta reserva y podamos
darle a toda la industria farmacéutica no sólo las mismas
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oportunidades sino certidumbre en tiempos y momentos
jurídicos. Muchas gracias. Por mi cuenta es todo, gracias.
Gracias, señor presidente.

Presidencia del diputado 
Jorge Carlos Ramírez Marín

El Presidente diputado Jorge Carlos Ramírez Marín:
Gracias, señor diputado. Consulte la Secretaría si se admi-
te a discusión la modificación propuesta por el diputado
Rodrigo Reina.

El Secretario diputado Herón Agustín Escobar García:
Por instrucciones de la Presidencia, en votación económi-
ca se consulta a la asamblea si se admite a discusión la pro-
puesta de modificación presentada por el diputado Rodrigo
Reina. Las diputadas y los diputados que estén por la afir-
mativa sírvanse manifestarlo. Los diputados y las diputa-
das que estén por la negativa sírvanse manifestarl.

Mayoría por la afirmativa, señor presidente.

El Presidente diputado Jorge Carlos Ramírez Marín:
Queda admitida a discusión. Pregunte el sentido del voto a
la asamblea, si se acepta.

El Secretario diputado Herón Agustín Escobar García:
Por instrucciones de la Presidencia, en votación económi-
ca se consulta a la asamblea si se acepta la propuesta pre-
sentada por el diputado Rodrigo Reina. Las diputadas y los
diputados que estén por la afirmativa sírvanse manifestar-
lo. Las diputadas y los diputados que estén por la negativa
sírvanse manifestarlo. 

Mayoría por la afirmativa, señor presidente.

El Presidente diputado Jorge Carlos Ramírez Marín:
Se acepta la propuesta del diputado Reina. Ábrase el siste-
ma electrónico de votación por 5 minutos para recoger la
votación sobre el artículo tercero transitorio reservado, con
la modificación aceptada.

El Secretario diputado Herón Agustín Escobar García:
Háganse los avisos a que se refiere el artículo 161 del Re-
glamento para el Gobierno Interior. Ábrase el sistema elec-
trónico por 5 minutos para proceder a la votación del artí-
culo reservado, con las modificaciones aceptadas.

(Votación)

¿Falta algún diputado o diputada por emitir su voto? Toda-
vía está abierto el sistema. ¿Falta algún diputado o diputa-
da por emitir su voto? Ciérrese el sistema de votación. De
viva voz:

El diputado Ricardo Armando Rebollo Mendoza (desde
la curul): A favor.

El diputado Israel Madrigal Ceja (desde la curul): A fa-
vor.

La diputada Teresa del Carmen Incháustegui Romero
(desde la curul): A favor.

El diputado José Ramón Martel López (desde la curul):
A favor.

El diputado Arturo Zamora Jiménez (desde la curul): A
favor.

El diputado José Gerardo de los Cobos Silva (desde la
curul): En contra.

El diputado Miguel Ángel Luna Munguía (desde la cu-
rul): A favor.

El diputado David Penchyna Grub (desde la curul): A fa-
vor.

El diputado Fermín Montes Cavazos (desde la curul):
Abstención.

El Secretario diputado Herón Agustín Escobar García:
Señor presidente, se emitieron 200 votos a favor, 87 en
contra y 1 abstención.

El Presidente diputado Jorge Carlos Ramírez Marín:
Aprobado por 200 votos el artículo tercero transitorio.
Aprobado en lo general y en lo particular el proyecto de
decreto que adiciona un párrafo al artículo 376 de la
Ley General de Salud y reforma los artículos primero y
tercero transitorios, y se adicionan los artículos 4 y 5 del
decreto que reforma el artículo 376 de la ley General de
Salud, publicado en el Diario Oficial de la Federación el
24 de febrero de 2005. Pasa al Senado para sus efectos
constitucionales.
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ADOLFO LOPEZ MATEOS

El Presidente diputado Jorge Carlos Ramírez Marín:
Tiene la palabra, desde su lugar, me la está solicitando, don
Pedro Ávila.

El diputado Pedro Ávila Nevárez (desde la curul): Señor
presidente, hace algún tiempo presenté al Congreso de la
Unión un punto de acuerdo para que el nombre del gran
presidente Adolfo López Mateos figurara con letras de oro
en el Muro de Honor de este Palacio Legislativo de San
Lázaro, por cumplir él en este año 100 años de su naci-
miento.

Este hombre, que nacionalizó la industria eléctrica, que nos
dio los libros de texto gratuitos, que abrió las puertas de la
democracia en México con los diputados de partido en-
trando a la cámara él por la derecha y el maestro Vicente
Lombardo Toledano, por la izquierda, que llenó de carrete-
ras el país, que llenó de escuelas, que llenó de presas, que
la política internacional de México brilló en todas partes
del mundo.

Yo quisiera pedirle que, en su calidad de presidente, antes
de que termine este periodo de sesiones, por no haber lo-
grado que se pusiera el nombre con letras de oro de este
gran mexiquense y mexicano, que fue también diputado y
senador de la República, guardemos un minuto de silencio
en su honor y que usted le haga una excitativa a la Comi-
sión de Prácticas Parlamentarias para, en el otro periodo de
sesiones, poner el nombre de este gran mexicano en los
muros de honor de este Palacio Legislativo de San Lázaro,
porque López Mateos se lo merece, porque López Mateos
fue un patriota.

Quisiera que nos pidiera a todos que nos pusiéramos de pie
para guardar un minuto de silencio antes de que termine es-
te periodo de sesiones en memoria del presidente López
Mateos.

El Presidente diputado Jorge Carlos Ramírez Marín:
Como lo ha solicitado el diputado Pedro Ávila, esta presi-
dencia exhorta a la Comisión de Régimen, Reglamentos y
Prácticas Parlamentarias a resolver este tema y los que ten-
ga pendientes en relación con el ordenamiento y disposi-
ción de los nombres que adornan el muro de honor de esta
Cámara.

En obsequio a su solicitud, pido a los señores legisladores
guardar un minuto de silencio en memoria del presidente

Adolfo López Mateos, cumpliéndose 100 años de su nata-
licio. Muchas gracias.

El diputado José Gerardo Rodolfo Fernández Noroña
(desde la curul): Presidente.

El Presidente diputado Jorge Carlos Ramírez Marín:
El diputado Fernández Noroña.

El diputado José Gerardo Rodolfo Fernández Noroña
(desde la curul): Diputado presidente, no quiero bajo nin-
guna circunstancia polemizar con mi compañero diputado,
a quien yo le tengo consideración. Pero tampoco puedo de-
jar de comentar, después del minuto de silencio, que du-
rante el régimen del presidente López Mateos hubo una re-
presión feroz.

El luchador social, muy importante, Valentín Campa, estu-
vo más de 11 años en la cárcel por encabezar la lucha por
la democracia, en el sindicato ferrocarrilero. Fueron repri-
midos los médicos, fueron reprimidos diversos movimien-
tos. Fue asesinado Rubén Jaramillo.

Entonces, no puede dejar de comentarse esto. La verdad es
que no tengo interés en hacer un debate, pero no podría,
después de haber guardado el minuto de silencio, dejar de
comentar estos hechos de represión gravísimos que hubo
durante ese gobierno.

El Presidente diputado Jorge Carlos Ramírez Marín:
Le agradezco el respeto al minuto de silencio guardado. Se
registra su intervención, junto con la concesión que le hici-
mos al diputado Pedro Ávila.

CODIGO PENAL FEDERAL

El Presidente diputado Jorge Carlos Ramírez Marín:
El siguiente punto del orden del día es la discusión del dic-
tamen con proyecto de decreto que reforma el artículo 139
del Código Penal Federal.

Se encuentra publicado en la Gaceta Parlamentaria, por lo
que solicito a la secretaria que consulte si se dispensa la
lectura.

La Secretaria diputada María Guadalupe García Al-
manza: Por instrucciones de la Presidencia se consulta a la
asamblea, en votación económica, si se le dispensa la lec-
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tura. Las diputadas y los diputados que estén por la afir-
mativa sírvanse manifestarlo. Las diputadas y los diputa-
dos que estén por la negativa sírvanse manifestarlo.

Señor presidente, mayoría por la afirmativa. Se dispensa la
lectura.

«Dictamen de la Comisión de Justicia, con proyecto de de-
creto que reforma el artículo 139 del Código Penal Federal

Honorable Asamblea:

A la Comisión de Justicia de la LXI Legislatura fue turna-
da para su estudio, análisis y dictamen correspondiente,
iniciativa con proyecto de decreto por el que se reforma el
artículo 139 del Código Penal Federal.

Esta Comisión de Justicia, de conformidad con lo dispues-
to en los artículos 70, 71, 72 y 73 de la Constitución Polí-
tica de los Estados Unidos Mexicanos; 39, 45 numeral 6 in-
cisos f) y g), de la Ley Orgánica del Congreso General de
los Estados Unidos Mexicanos; y 55, 56, 60 y 88 del Re-
glamento para el Gobierno Interior del Congreso General
de los Estados Unidos Mexicanos, somete a consideración
de los integrantes de esta honorable asamblea el presente
dictamen, basándose en los siguientes

Antecedentes

Primero. Con fecha de 19 de octubre de 2010, el diputado
Arturo Zamora Jiménez, de la LXI Legislatura, integrante
del Grupo Parlamentario del Partido Revolucionario Insti-
tucional, con fundamento en lo dispuesto en los artículos
71, fracción II, de la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos, 55, fracción II, y 56 del Reglamento
para el Gobierno Interior del Congreso General, somete a
consideración del pleno de la honorable Cámara de Dipu-
tados la iniciativa con proyecto de decreto por el que se re-
forma el artículo 139 del Código Penal Federal.

Segundo. La Mesa Directiva, en esa misma fecha, acordó
se turnara a la Comisión de Justicia.

Contenido de la iniciativa

Señala el autor de la iniciativa que la palabra terrorismo ha-
ce referencia a una serie de consideraciones de índole polí-
tico, lo que complica la construcción de una definición pre-
cisa y adecuada a contextos sociales e históricos distintos y
que la Real Academia Española de la Lengua define terro-

rismo como “dominación por el terror” o “sucesión de ac-
tos de violencia ejecutados para infundir terror”.

Aduce que en términos generales la palabra terrorismo se
ha utilizado para referirse al uso sistemático del terror con
la finalidad de coaccionar a organizaciones o gobiernos en
la obtención de fines de índole político o ideológico. No
obstante, existen acepciones más amplias que emplean el
término para aquellos casos en que la finalidad misma es la
alteración de la paz social, la intimidación o la propagan-
da.

Manifiesta el iniciante que, en nuestro país el tipo penal de
terrorismo no existía en la versión original del Código Pe-
nal de 1931, sino que fue incorporada por la reforma de ju-
lio de 1970, cuando se llevó a cabo una amplia modifica-
ción de varios preceptos, que trajo entre otros cambios la
supresión de la figura de disolución social y la incorpora-
ción de los tipos de terrorismo, sabotaje, pandillerismo,
asociación delictuosa, entre otros y destaca que las inicia-
tivas que dieron origen a dicha modificación, se hace refe-
rencia a la aparición de nuevas formas de delincuencia en
nuestro país tendientes a mantener a la sociedad en cons-
tante sobresalto.

Apunta que en la exposición de motivos de las iniciativas
en cita se menciona que “los últimos atentados cometidos
en diversos lugares de la Ciudad de México y al parecer en
algunas regiones de la república han merecido unánime
condenación social en virtud de que sus autores que actúan
en la sombra aprovechan las altas horas de la noche o la
falta de vigilancia para cometer esta clase de actos ocasio-
nando daños en el patrimonio de las personas y en su inte-
gridad física”.

De lo anterior, señala el autor, se advierte como anteceden-
te inmediato la realización de atentados llevados a cabo por
grupos subversivos. Es decir, el contexto en que se descri-
bió el tipo se refería principalmente a la motivación políti-
ca de los grupos terroristas que se manifestaron hace más
de 40 años. En 2007, en función de las nuevas modalidades
de actos terroristas que se presentaron en el contexto inter-
nacional, se presentó una reforma al tipo penal de terroris-
mo, mediante la cual se tipificaron aquellos actos terroris-
tas preparados o cometidos en nuestro país y cuyo
propósito no es afectar la seguridad de nuestra nación, sino
la internacional, y de manera enunciativa se señalaron los
medios violentos por los que pueden ejecutarse los actos
terroristas.
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No obstante, aclara el iniciante que, nuevamente se presen-
ta la necesidad de revisar el tipo penal de terrorismo ante el
advenimiento de nuevas circunstancias, fines y modalida-
des para su realización. La característica que diferencia el
delito de terrorismo respecto de los delitos en particular por
medio de los cuáles se realiza, o que son producto de éste,
es precisamente la finalidad que motiva a sus ejecutores.
En diversas definiciones tanto dogmáticas como legislati-
vas de otros países y convenios internacionales, se consi-
dera que la intimidación en sí misma, o bien la propaganda
son fines que mueven al terrorista, y no únicamente la co-
acción a un gobierno u organización para tomar una deter-
minación.

Manifiesta el autor que en años recientes en nuestro país se
han presentado actos de violencia indiscriminada en contra
de la población en general llevados a cabo por organiza-
ciones criminales que solamente pueden ser calificados co-
mo actos terroristas, tanto por los medios para su ejecución
como por la finalidad de intimidación con que fueron eje-
cutados, sin embargo, debido a lo cerrado de la definición
legal del delito de terrorismo, se ha cuestionado la posibi-
lidad de que dichos actos puedan ser tipificados como ta-
les.

Explica el iniciante que al introducir el tipo penal en 1970,
ni en la reforma de 2007, se consideró la posibilidad de que
el acto terrorista fuera ejecutado por grupos criminales co-
mo mecanismo de propaganda para intimidar a la pobla-
ción. No obstante, resulta evidente que la motivación del
acto terrorista va mas allá de la simple coacción a gobier-
nos u organizaciones, al intentar influenciar a un público
determinado. De esta manera, el terrorista busca reivindi-
car sus posturas ideológicas, cuando se trata de grupos po-
líticos o religiosos, o bien, en el caso de la delincuencia or-
ganizada, sembrar el temor en la población para evitar
cualquier intento de resistencia a sus actividades delictivas.

Por ello, considera necesario señalar que la intimidación es
uno de los posibles objetivos del terrorista, a fin de que
pueda sancionarse conforme a ese delito no sólo a los gru-
pos subversivos, sino a las organizaciones criminales de
narcotraficantes y extorsionadores que se valen del temor
de la población para llevar a cabo sus actividades delictivas
impunemente. Por lo que al incluir la finalidad de intimi-
dación el concepto se amplía lo suficiente para encuadrar
actos tales como el atentado con granadas en la ciudad de
Morelia, la explosión de carros bomba en Ciudad Juárez y,
más recientemente, la serie de actos violentos acaecidos en
Nuevo León, tales como los ataques contra instalaciones de

medios de comunicación, la sede del Poder Judicial estatal
y el centro penitenciario de Topo Chico, y finalmente el
ataque con granadas contra la población en general realiza-
do en la Plaza Municipal de Guadalupe, actos cuya única
finalidad es sembrar alarma en la población para de esta
manera intimidarla y hacerle perder la confianza en las ins-
tituciones.

Señala el autor que, se considera asimismo conveniente co-
mo delictivo cuando los autores de estos hechos difundan
sus actividades o posturas ideológicas como finalidad del
acto terrorista, ya que la propaganda de sus actividades de-
lictivas, constituyen finalidades que mueven al terrorista a
la realización de los hechos violentos que siembran el te-
rror en la población, además de afectar la integridad física
y las posesiones de las víctimas.

Finalmente apunta que, estamos ante la necesidad de pro-
teger los bienes jurídicos que son el orden social, el normal
desarrollo del régimen político democrático definido por la
Constitución, que es uno de los valores elementales de la
vida en comunidad, así como el derecho que tiene la socie-
dad a una vida en plena libertad, paz y tranquilidad. En
atención a lo valioso de los bienes jurídicos tutelados por
el delito de terrorismo, así como la función preventiva y re-
presiva que debe caracterizar a las sanciones penales, se
hace necesario proteger de manera más intensa dichos
bienes, por lo que considera necesario elevar el rango de la
pena de 10 a 50 años de prisión y hasta dos mil días multa.
De esta manera estaremos sancionando de manera más in-
tensa la comisión del delito de terrorismo, independiente-
mente de las sanciones que correspondan a otros delitos co-
metidos como medio o efecto del mismo, en beneficio de
la sociedad que demanda acciones firmes para garantizar
su tranquilidad.

Propuesta legislativa

Texto vigente

Artículo 139. Se impondrá pena de prisión de seis a
cuarenta años y hasta mil doscientos días multa, sin per-
juicio de las penas que correspondan por los delitos que
resulten, al que utilizando sustancias tóxicas, armas quí-
micas, biológicas o similares, material radioactivo o ins-
trumentos que emitan radiaciones, explosivos o armas
de fuego, o por incendio, inundación o por cualquier
otro medio violento, realice actos en contra de las per-
sonas, las cosas o servicios públicos, que produzcan
alarma, temor o terror en la población o en un grupo o
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sector de ella, para atentar contra la seguridad nacional
o presionar a la autoridad para que tome una determina-
ción.

La misma sanción se impondrá al que directa o indirec-
tamente financie, aporte o recaude fondos económicos o
recursos de cualquier naturaleza, con conocimiento de
que serán utilizados, en todo o en parte, en apoyo de
personas u organizaciones que operen o cometan actos
terroristas en el territorio nacional.

Propuesta

Artículo 139. Se impondrá pena de prisión de diez a
cincuenta años y hasta dos mil días multa, sin perjui-
cio de las penas que correspondan por los delitos que re-
sulten, al que utilizando sustancias tóxicas, armas quí-
micas, biológicas o similares, material radioactivo o
instrumentos que emitan radiaciones, explosivos o ar-
mas de fuego, o por incendio, inundación o por cual-
quier otro medio violento, realice actos en contra de las
personas, las cosas o servicios públicos, que produzcan
alarma, temor o terror en la población o en un grupo o
sector de ella, para atentar contra la seguridad nacional,
intimidar a la sociedad, así como difundir sus activi-
dades o posturas ideológicas, o presionar a la autori-
dad para que tome una determinación.

Consideraciones

Después de haber analizado los argumentos vertidos en la
iniciativa que nos ocupa, esta comisión considera proce-
dente la reforma planteada por las siguientes consideracio-
nes:

Primera. Esta comisión considera procedente el presente
proyecto que reforma el artículo 139 del Código Penal Fe-
deral para perfeccionar el tipo penal de terrorismo y de esa
forma lograr que nuestra legislación penal federal este
acorde a lo dispuesto por la Constitución y a los tratados
internacionales suscritos y ratificados por el Estado mexi-
cano.

México, como país integrante de la Organización de las
Naciones Unidas, ha suscrito y ratificado los siguientes
instrumentos internacionales en materia de terrorismo:

1. Convenio sobre las infracciones y ciertos actos co-
metidos a bordo de aeronaves, celebrado en Tokio, Ja-
pón en 1963.

2. Convención para la represión del apoderamiento ilí-
cito de aeronaves, celebrado en La Haya, Reino de los
Países Bajos en 1970.

3. Convenio para la represión de actos ilícitos contra la
seguridad de la aviación civil, celebrado en Montreal,
Canadá en 1971.

4. Convención sobre la prevención y castigo de delitos
de personas internacionalmente protegidas, inclusive
los agentes diplomáticos, celebrada en Nueva York, Es-
tados Unidos de América en 1973.

5. Convención contra la toma de rehenes, celebrada en
Nueva York, Estados Unidos de América en 1979.

6. Convención sobre la protección física de los materia-
les nucleares, celebrada en Nueva York, Estados Unidos
de América y en Viena, Austria en 1980.

7. Protocolo para la represión de actos ilícitos de vio-
lencia en los aeropuertos que presten servicio a la avia-
ción civil internacional, complementario del convenio
para la represión de actos ilícitos contra la seguridad de
la aviación civil internacional, firmado en Montreal, Ca-
nadá, en 1988.

8. Convenio para la represión de actos ilícitos contra la
seguridad de la navegación marítima, firmado en Roma,
Italia, en 1988.

9. Protocolo para la represión de actos ilícitos contra la
seguridad de las plataformas fijas emplazadas en la pla-
taforma continental, firmado en Roma, Italia, en 1988.

10. Convenio sobre la marcación de explosivos plásti-
cos para los fines de detección, firmado en Montreal,
Canadá, en 1991.

11. Convenio internacional para la represión de los aten-
tados terroristas cometidos con bombas, aprobado en
Nueva York, Estados Unidos de América, en 1997. Al
cual México se adhirió el 20 de enero de 2003, que fue
publicado en el Diario Oficial de la Federación el 28 de
febrero de ese año.

12. Convenio internacional para la represión de la fi-
nanciación del terrorismo, celebrado en Nueva York,
Estados Unidos de América, en 1999. Celebrado el 9 de
diciembre de 1999, firmado por México el 7 de sep-
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tiembre de 2000, ratificado el 20 de enero del año 2003,
y publicado en el Diario Oficial de la Federación el 28
de febrero de ese año.

13. Convenio internacional para la represión de los ac-
tos de terrorismo nuclear, 2005.

Como se advierte, nuestro país se ha obligado internacio-
nalmente a combatir el terrorismo, en ese sentido, y como
principio de derecho internacional, debemos homologar
nuestro derecho interno con las reglas internacionales y de
esa manera cumplir con las obligaciones asumidas por
nuestra nación.

Ahora bien, en los últimos años la Asamblea General de las
Naciones Unidas aprobó en su resolución 60/288 de fecha
8 de septiembre de 2006, la Estrategia global de las Nacio-
nes Unidas contra el terrorismo, en la que por primera vez
los 192 Estados miembros respaldaron al unísono un mar-
co estratégico común. Los Estados miembros convinieron
en adoptar un conjunto de medidas concretas para hacer
frente al terrorismo en todos sus aspectos. Con esta inicia-
tiva, todos los Gobiernos enviaron el mismo mensaje: el te-
rrorismo nunca es justificable ya sea por motivos políticos,
filosóficos, ideológicos, raciales, étnicos, religiosos o de
cualquier índole, señalando que el terrorismo es una agre-
sión contra la humanidad y una táctica abyecta a la que só-
lo recurren los cobardes.

Dicha estrategia se ha estructurado sobre la base de cuatro
pilares que definen las líneas de acción, a saber:

a) Medidas para hacer frente a las condiciones que pro-
pician la propagación del terrorismo;

b) Medidas para prevenir y combatir el terrorismo;

c) Medidas destinadas a aumentar la capacidad de los
Estados para prevenir el terrorismo y luchar contra él, y
a fortalecer el papel del sistema de las Naciones Unidas
a ese respecto;

d) Medidas para asegurar el respeto de los derechos hu-
manos para todos y el estado de derecho como base fun-
damental de la lucha contra el terrorismo.

La Estrategia contiene más de 50 recomendaciones y dis-
posiciones prácticas en torno a las cuales se esboza un am-
bicioso programa para el próximo decenio.

Las medidas adoptadas son las siguientes:

I. Medidas para hacer frente a las condiciones que
propician la propagación del terrorismo

Resolvemos adoptar las medidas siguientes para hacer
frente a las condiciones que propician la propagación
del terrorismo, que incluyen, aunque no exclusivamen-
te, los conflictos prolongados sin resolver, la deshuma-
nización de las víctimas del terrorismo en todas sus for-
mas y manifestaciones, la ausencia del imperio de la ley,
las infracciones de los derechos humanos, la discrimi-
nación por motivos étnicos, nacionales y religiosos, la
exclusión política, la marginación socioeconómica y la
falta de buena gobernanza, reconociendo al mismo
tiempo que ninguna de esas condiciones puede excusar
ni justificar los actos de terrorismo:

1. Seguir fortaleciendo y aprovechando al máximo la
capacidad de las Naciones Unidas en ámbitos como la
prevención de conflictos, la negociación, la mediación,
la conciliación, el arreglo judicial, el imperio de la ley y
el mantenimiento y la consolidación de la paz, para con-
tribuir a la prevención efectiva y la solución por medios
pacíficos de conflictos prolongados sin resolver. Reco-
nocemos que la solución pacífica de esos conflictos
contribuiría a fortalecer la lucha global contra el terro-
rismo; 

2. Seguir organizando iniciativas y programas auspicia-
dos por las Naciones Unidas para promover el diálogo,
la tolerancia y el entendimiento entre civilizaciones,
culturas, pueblos y religiones, y promover el respeto
mutuo de las religiones, los valores religiosos, las cre-
encias y las culturas, y prevenir su difamación. A este
respecto, celebramos que el secretario general haya
puesto en marcha la iniciativa de la Alianza de Civiliza-
ciones. También celebramos las iniciativas similares
que se han emprendido en otras partes del mundo; 

3. Promover una cultura de paz, justicia y desarrollo hu-
mano, tolerancia étnica, nacional y religiosa, y respeto
de todas las religiones, los valores religiosos, las creen-
cias o las culturas estableciendo y promoviendo, según
proceda, programas de enseñanza y de sensibilización
pública que incluyan a todos los sectores de la sociedad.
A este respecto, instamos a la Organización de las Na-
ciones Unidas para la Educación, la Ciencia y la Cultu-
ra a que desempeñe una función esencial, incluso me-
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diante el diálogo interconfesional e intraconfesional y el
diálogo entre civilizaciones; 

4. Seguir trabajando para adoptar las medidas que sean
necesarias y adecuadas y conformes con nuestras obli-
gaciones respectivas dimanadas del derecho internacio-
nal a fin de prohibir por ley la incitación a cometer ac-
tos terroristas y prevenir las conductas de esa índole; 

5. Reiterar nuestra determinación de asegurar el logro
puntual e íntegro de los objetivos y metas de desarrollo
convenidos en las grandes conferencias y cumbres de
las Naciones Unidas, incluidos los Objetivos de Desa-
rrollo del Milenio. Reafirmamos nuestro compromiso
de erradicar la pobreza y promover el crecimiento eco-
nómico sostenido, el desarrollo sostenible y la prosperi-
dad global para todos; 

6. Aplicar y reforzar los programas de trabajo en mate-
ria de desarrollo e inclusión social en todos los niveles
como fines en sí mismos, reconociendo que el éxito en
este ámbito, especialmente en lo relativo al desempleo
de los jóvenes, podría reducir la marginación y el consi-
guiente sentimiento de victimización que impulsa el ex-
tremismo y el reclutamiento de terroristas; 

7. Alentar al sistema de las Naciones Unidas en su con-
junto a que intensifique la cooperación y la asistencia que
ya está prestando en los ámbitos del imperio de la ley, los
derechos humanos y la buena gobernanza con el fin de
apoyar el desarrollo económico y social sostenido; 

8. Estudiar la posibilidad de establecer, a título volunta-
rio, sistemas nacionales de asistencia que atiendan a las
necesidades de las víctimas del terrorismo y sus familias
y faciliten la normalización de su vida. A este respecto,
alentamos a los Estados a que pidan a las entidades com-
petentes de las Naciones Unidas que los ayuden a esta-
blecer tales sistemas nacionales. También nos esforzare-
mos por promover la solidaridad internacional en apoyo
de las víctimas y fomentar la participación de la sociedad
civil en una campaña mundial contra el terrorismo y para
su condena. Esto podría incluir el examen por la Asam-
blea General de la posibilidad de elaborar mecanismos
prácticos para prestar asistencia a las víctimas. 

II. Medidas para prevenir y combatir el terrorismo

Resolvemos adoptar las medidas siguientes para preve-
nir y combatir el terrorismo, en particular negando a los

terroristas el acceso a los medios para llevar a cabo sus
atentados, a sus objetivos y a los efectos que persiguen
con sus atentados:

1. Abstenernos de organizar, instigar, facilitar, financiar,
alentar o tolerar actividades terroristas o participar en
ellas, y adoptar las medidas prácticas adecuadas para
asegurar que nuestros territorios respectivos no se utili-
cen para ubicar instalaciones o campamentos de adies-
tramiento, ni para preparar u organizar actos terroristas
contra otros Estados o sus ciudadanos; 

2. Cooperar plenamente en la lucha contra el terrorismo
de conformidad con las obligaciones que nos incumben
en virtud del derecho internacional con el fin de locali-
zar, negar refugio y someter a la acción de la justicia, se-
gún el principio de extradición o enjuiciamiento, a toda
persona que apoye, facilite, participe o trate de partici-
par en la financiación, planificación, preparación o co-
misión de actos terroristas, o proporcione refugio; 

3. Asegurar que los autores de actos terroristas sean de-
tenidos y enjuiciados o extraditados, de conformidad
con las disposiciones pertinentes del derecho nacional e
internacional, en particular las normas de derechos hu-
manos, el derecho relativo a los refugiados y el derecho
internacional humanitario. A tal efecto, procuraremos
concertar y aplicar acuerdos de asistencia judicial mutua
y extradición y fortalecer la cooperación entre los orga-
nismos encargados de hacer cumplir la ley; 

4. Intensificar la cooperación, según proceda, para in-
tercambiar información oportuna y fidedigna respecto
de la prevención del terrorismo y la lucha contra él; 

5. Intensificar la coordinación y la cooperación entre los
Estados en la lucha contra los delitos que puedan guar-
dar relación con el terrorismo, incluido el narcotráfico
en todos sus aspectos, el comercio ilícito de armas, en
particular de armas pequeñas y armas ligeras, incluidos
los sistemas portátiles de defensa antiaérea, el blanqueo
de capitales y el contrabando de material nuclear, quí-
mico, biológico, radiológico y otros materiales poten-
cialmente letales; 

6. Considerar la posibilidad para ser partes sin demora
en la Convención de las Naciones Unidas contra la De-
lincuencia Organizada Transnacional y en los tres pro-
tocolos que la complementan, y de aplicarlos; 
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7. Adoptar las medidas apropiadas, antes de conceder
asilo, para verificar que el solicitante no haya participa-
do en actividades terroristas y, tras la concesión del asi-
lo, para asegurar que la condición de refugiado no se
utilice de manera contraria a lo dispuesto en el párrafo 1
de la sección II supra; 

8. Alentar a las organizaciones regionales y subregiona-
les competentes a establecer o reforzar mecanismos o
centros de lucha contra el terrorismo. En caso de que
necesiten cooperación y asistencia a esos efectos, alen-
tamos al Comité contra el Terrorismo y a su Dirección
Ejecutiva y, cuando sea compatible con los mandatos
existentes, a la Oficina de las Naciones Unidas contra la
Droga y el Delito y a la Organización Internacional de
Policía Criminal, a facilitar dicha cooperación y la pres-
tación de dicha asistencia; 

9. Reconocer que podría estudiarse la cuestión de esta-
blecer un centro internacional de lucha contra el terro-
rismo, como parte de los esfuerzos internacionales para
intensificar la lucha contra el terrorismo; 

10. Alentar a los Estados a aplicar las normas interna-
cionales generales enunciadas en las cuarenta recomen-
daciones sobre el blanqueo de capitales y las nueve re-
comendaciones especiales sobre la financiación del
terrorismo del equipo de acción financiera, reconocien-
do que los Estados tal vez necesiten asistencia para apli-
carlas; 

11. Invitar al sistema de las Naciones Unidas a que, jun-
to con los Estados miembros, elabore una base de datos
única y omnicomprensiva sobre incidentes biológicos,
asegurándose de que complemente la base de datos so-
bre delitos biológicos prevista por la Organización In-
ternacional de Policía Criminal. Alentamos también al
secretario general a actualizar la lista de expertos y la-
boratorios, así como las directrices y los procedimientos
técnicos, que tiene a su disposición para la investigación
pronta y eficiente del presunto uso. Señalamos además
la importancia de la propuesta del secretario general de
congregar, en el marco de las Naciones Unidas, a los
principales interesados en el ámbito de la biotecnología,
incluidas las empresas, la comunidad científica, la so-
ciedad civil y los gobiernos, en un programa común cu-
yo fin sea asegurar que los avances de la biotecnología
no se utilicen para el terrorismo ni otros fines delictivos,
sino para el bien público, con el debido respeto de las

normas internacionales fundamentales sobre los dere-
chos de propiedad intelectual; 

12. Cooperar con las Naciones Unidas, teniendo debi-
damente en cuenta la confidencialidad, respetando los
derechos humanos y de conformidad con otras obliga-
ciones dimanadas del derecho internacional, a fin de es-
tudiar las formas de:

a. Coordinar esfuerzos, a nivel regional e interna-
cional, para luchar contra el terrorismo en todas sus
formas y manifestaciones en Internet; 

b. Utilizar Internet como instrumento para luchar
contra la propagación del terrorismo, reconociendo
al mismo tiempo que los Estados pueden necesitar
asistencia a este respecto; 

c. Intensificar los esfuerzos a nivel nacional y la co-
operación bilateral, subregional, regional e interna-
cional, según proceda, para mejorar los controles
fronterizos y aduaneros a fin de prevenir y detectar
el desplazamiento de terroristas y prevenir y detec-
tar el tráfico ilícito de, entre otras cosas, armas pe-
queñas y armas ligeras, municiones y explosivos
convencionales, y armas y materiales nucleares, quí-
micos, biológicos o radiológicos, reconociendo al
mismo tiempo que los Estados tal vez necesiten asis-
tencia a esos efectos; 

d. Alentar al Comité contra el Terrorismo y a su Di-
rección Ejecutiva a seguir colaborando con los Esta-
dos, a petición de éstos, para facilitar la adopción de
leyes y medidas administrativas a fin de cumplir las
obligaciones relativas al desplazamiento de terroris-
tas, y determinar las mejores prácticas en esa mate-
ria, aprovechando, siempre que sea posible, las
adoptadas por organizaciones técnicas internaciona-
les, como la Organización de Aviación Civil Interna-
cional, la Organización Mundial de Aduanas y la
Organización Internacional de Policía Criminal; 

e. Alentar al Comité del Consejo de Seguridad esta-
blecido en virtud de la resolución 1267 (1999) a se-
guir trabajando para aumentar la eficacia de la pro-
hibición de los viajes con arreglo al régimen de
sanciones de las Naciones Unidas contra Al-Qaeda y
los talibanes y personas y entidades asociadas y pa-
ra asegurar, como cuestión prioritaria, que existan
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procedimientos imparciales y transparentes para in-
cluir a personas y entidades en sus listas, para reti-
rarlas de ellas y para conceder exenciones por razo-
nes humanitarias. A ese respecto, alentamos a los
Estados a divulgar información, incluso mediante
una distribución amplia de las notificaciones espe-
ciales de la Organización Internacional de Policía
Criminal y las Naciones Unidas sobre las personas
que sean objeto de ese régimen de sanciones; 

f. Intensificar las actividades y la cooperación a to-
dos los niveles, según proceda, para mejorar la se-
guridad de la fabricación y expedición de documen-
tos de identidad y de viaje, y prevenir y detectar su
alteración o uso fraudulento, reconociendo al mismo
tiempo que los Estados tal vez necesiten asistencia
para ello. A este respecto, invitamos a la Organiza-
ción Internacional de Policía Criminal a mejorar su
base de datos sobre documentos de viaje robados o
extraviados y trataremos de usar plenamente ese ins-
trumento, cuando proceda, en particular mediante el
intercambio de la información pertinente; 

g. Invitar a las Naciones Unidas a mejorar la coordi-
nación de la planificación de la respuesta a los aten-
tados terroristas con armas o materiales nucleares,
químicos, biológicos o radiológicos, en particular
mediante el examen y el aumento de la eficacia de
los mecanismos existentes de coordinación entre or-
ganismos para la prestación de asistencia, operacio-
nes de socorro y apoyo a las víctimas, a fin de que
todos los Estados puedan recibir una asistencia ade-
cuada. A este respecto, invitamos a la Asamblea Ge-
neral y al Consejo de Seguridad a elaborar directri-
ces sobre la cooperación y la asistencia necesarias
en caso de que se cometa un atentado terrorista con
armas de destrucción en masa; 

h. Intensificar todas las actividades tendientes a me-
jorar la seguridad y la protección de objetivos parti-
cularmente vulnerables, como infraestructura y lu-
gares públicos, así como la respuesta a atentados
terroristas y otros desastres, en particular en la esfe-
ra de la protección civil, reconociendo al mismo
tiempo que los Estados tal vez necesiten asistencia a
esos efectos. 

III. Medidas destinadas a aumentar la capacidad de
los Estados para prevenir el terrorismo y luchar con-

tra él, y a fortalecer el papel del sistema de las Na-
ciones Unidas a ese respecto

Reconocemos que el fortalecimiento de la capacidad de
todos los Estados es un elemento básico de las activida-
des de lucha contra el terrorismo a nivel global y resol-
vemos adoptar las medidas siguientes a fin de desarro-
llar la capacidad de los Estados para prevenir el
terrorismo y luchar contra él y de aumentar la coordina-
ción y la coherencia dentro del sistema de las Naciones
Unidas para la promoción de la cooperación internacio-
nal en la lucha contra el terrorismo:

1. Alentar a los Estados miembros a considerar la posi-
bilidad de hacer contribuciones voluntarias a proyectos
de las Naciones Unidas de cooperación y asistencia téc-
nica para la lucha contra el terrorismo y a estudiar fuen-
tes adicionales de financiación a ese respecto. Alenta-
mos también a las Naciones Unidas a considerar la
posibilidad de recurrir al sector privado para conseguir
contribuciones para programas de fomento de la capaci-
dad, en particular en las esferas de la seguridad portua-
ria, marítima y de la aviación civil; 

2. Aprovechar el marco que ofrecen las organizaciones
internacionales, regionales y subregionales pertinentes
para dar a conocer las mejores prácticas en materia de
fortalecimiento de la capacidad de lucha contra el terro-
rismo, y facilitar sus contribuciones a los esfuerzos de la
comunidad internacional en ese ámbito; 

3. Considerar la posibilidad de establecer mecanismos
apropiados para racionalizar las obligaciones de presen-
tación de informes en materia de lucha contra el terro-
rismo a que están sujetos los Estados y eliminar la du-
plicación de solicitudes de informes, teniendo en cuenta
y respetando los diferentes mandatos de la Asamblea
General, el Consejo de Seguridad y los órganos subsi-
diarios de éste que se ocupan de la lucha contra el terro-
rismo; 

4. Promover medidas, incluida la celebración de reunio-
nes oficiosas periódicas, para reforzar, según proceda,
intercambios más frecuentes de información sobre coo-
peración y asistencia técnica entre los Estados Miem-
bros, los órganos de las Naciones Unidas que se ocupan
de la lucha contra el terrorismo, los organismos espe-
cializados competentes, las organizaciones internacio-
nales, regionales y subregionales competentes y la co-
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munidad de donantes, con el fin de fortalecer la capaci-
dad de los Estados para aplicar las resoluciones perti-
nentes de las Naciones Unidas; 

5. Acoger con beneplácito la intención del secretario ge-
neral de institucionalizar en la secretaría, dentro de los
recursos disponibles, el equipo especial para la lucha
contra el terrorismo, a fin de asegurar la coordinación y
la coherencia generales de las actividades del sistema de
las Naciones Unidas de lucha contra el terrorismo; 

6. Alentar al Comité contra el Terrorismo y a su Direc-
ción Ejecutiva a continuar mejorando la coherencia y la
eficiencia de la prestación de asistencia técnica para la
lucha contra el terrorismo, en particular intensificando
su diálogo con los Estados y las organizaciones interna-
cionales, regionales y subregionales competentes y tra-
bajando estrechamente, incluso intercambiando infor-
mación, con todas las entidades que prestan asistencia
técnica bilateral y multilateral; 

7. Alentar a la Oficina de las Naciones Unidas contra la
Droga y el Delito, incluida su Subdivisión de Preven-
ción del Terrorismo, a incrementar, en estrecha consulta
con el Comité contra el Terrorismo y su Dirección Eje-
cutiva, la prestación de asistencia técnica a los Estados
que la soliciten para facilitar la aplicación de los conve-
nios y protocolos internacionales relacionados con la
prevención y represión del terrorismo y las resoluciones
pertinentes de las Naciones Unidas; 

8. Alentar al Fondo Monetario Internacional, el Banco
Mundial, la Oficina de las Naciones Unidas contra la
Droga y el Delito y la Organización Internacional de Po-
licía Criminal a aumentar la colaboración con los Esta-
dos para ayudarlos a dar pleno cumplimiento a las nor-
mas y las obligaciones internacionales relativas a la
lucha contra el blanqueo de capitales y la financiación
del terrorismo; 

9. Alentar al Organismo Internacional de Energía Ató-
mica y la Organización para la Prohibición de las Armas
Químicas a proseguir, en el marco de sus mandatos res-
pectivos, sus esfuerzos por ayudar a los Estados a au-
mentar su capacidad de impedir que los terroristas tengan
acceso a materiales nucleares, químicos o radiológicos,
velar por la seguridad de las instalaciones conexas y res-
ponder eficazmente en caso de que se cometa un atenta-
do con esos materiales; 

10. Alentar a la Organización Mundial de la Salud a au-
mentar su asistencia técnica para ayudar a los Estados a
mejorar sus sistemas de salud pública a fin de prevenir
los atentados terroristas con armas biológicas y prepa-
rarse para ellos; 

11. Seguir trabajando en el sistema de las Naciones Uni-
das para apoyar la reforma y la modernización de los
sistemas, instalaciones e instituciones de control de
fronteras a escala nacional, regional e internacional; 

12. Alentar a la Organización Marítima Internacional, la
Organización Mundial de Aduanas y la Organización de
Aviación Civil Internacional a reforzar la cooperación
entre ellas, colaborar con los Estados para detectar cua-
lesquiera deficiencias nacionales en el ámbito de la se-
guridad del transporte y prestar asistencia, cuando se so-
licite, para subsanarlas; 

13. Alentar a las Naciones Unidas a colaborar con los
Estados miembros y las organizaciones internacionales,
regionales y subregionales competentes para determinar
y dar a conocer las mejores prácticas de prevención de
los atentados terroristas contra objetivos especialmente
vulnerables. Invitamos a la Organización Internacional
de Policía Criminal a colaborar con el secretario general
para que pueda presentar propuestas a ese respecto. Re-
conocemos también la importancia de que se empren-
dan iniciativas de colaboración entre los sectores públi-
co y privado en ese ámbito. 

IV. Medidas para asegurar el respeto de los derechos
humanos para todos y el imperio de la ley como ba-
se fundamental de la lucha contra el terrorismo

Resolvemos adoptar las medidas siguientes, reafirman-
do que la promoción y la protección de los derechos hu-
manos para todos y el imperio de la ley son elementos
esenciales de todos los componentes de la Estrategia,
reconociendo que las medidas eficaces contra el terro-
rismo y la protección de los derechos humanos no son
objetivos contrapuestos, sino que se complementan y re-
fuerzan mutuamente, y destacando la necesidad de pro-
mover y proteger los derechos de las víctimas del terro-
rismo:

1. Reafirmar que la resolución 60/158 de la Asamblea
General, del 16 de diciembre de 2005, constituye el
marco básico de la “protección de los derechos huma-
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nos y las libertades fundamentales en la lucha contra el
terrorismo”; 

2. Reafirmar que los Estados deben asegurar que todas
las medidas que se adopten para combatir el terrorismo
sean compatibles con las obligaciones dimanadas del
derecho internacional, en particular las normas de dere-
chos humanos, el derecho relativo a los refugiados y el
derecho internacional humanitario; 

3. Considerar la posibilidad de pasar a ser partes sin de-
mora en los instrumentos internacionales básicos sobre
las normas de derechos humanos, el derecho relativo a
los refugiados y el derecho internacional humanitario y
de aplicarlos, así como de aceptar la competencia de los
órganos internacionales y los órganos regionales perti-
nentes de vigilancia de los derechos humanos; 

4. Hacer todo lo posible por establecer y mantener un
sistema nacional de justicia penal eficaz y basado en el
imperio de la ley que asegure, de conformidad con las
obligaciones dimanadas del derecho internacional, que
se enjuicie a toda persona que participe en la financia-
ción, planificación, preparación o comisión de actos te-
rroristas o apoye tales actos, según el principio de ex-
tradición o enjuiciamiento, con el debido respeto de los
derechos humanos y las libertades fundamentales, y que
se tipifiquen esos actos terroristas como delitos graves
en las legislación y los reglamentos nacionales. Reco-
nocemos que los Estados pueden necesitar asistencia
para establecer y mantener ese sistema de justicia penal
eficaz y basado en el imperio de la ley, y los alentamos
a recurrir a la asistencia técnica que prestan entidades
como la Oficina de las Naciones Unidas contra la Dro-
ga y el Delito; 

5. Reafirmar el importante papel que cabe al sistema de
las Naciones Unidas en el fortalecimiento del régimen
jurídico internacional mediante la promoción del impe-
rio de la ley, el respeto de los derechos humanos y sis-
temas eficaces de justicia penal, que constituyen la base
fundamental de nuestra lucha común contra el terroris-
mo; 

6. Apoyar al Consejo de Derechos Humanos y contri-
buir, a medida que se vaya plasmando, a su labor sobre
la promoción y la protección de los derechos humanos
para todos en la lucha contra el terrorismo; 

7. Apoyar el fortalecimiento de la capacidad operacio-
nal de la Oficina del Alto Comisionado de las Naciones
Unidas para los Derechos Humanos, con especial hinca-
pié en el aumento de las operaciones y la presencia so-
bre el terreno. La oficina debería seguir desempeñando
una función rectora en el examen de la cuestión de la
protección de los derechos humanos en la lucha contra
el terrorismo formulando recomendaciones generales
sobre las obligaciones de los Estados en materia de de-
rechos humanos y proporcionándoles asistencia y ase-
soramiento, en particular en cuanto a la difusión de las
normas internacionales de derechos humanos entre los
organismos nacionales de aplicación de la ley, cuando
los Estados lo soliciten; 

8. Apoyar la función del relator especial sobre la pro-
moción y la protección de los derechos humanos y las
libertades fundamentales en la lucha contra el terroris-
mo. El relator especial debe seguir apoyando la labor de
los Estados y proporcionando asesoramiento concreto
mediante el intercambio de correspondencia con los go-
biernos, la realización de visitas a los países, el mante-
nimiento del enlace con las Naciones Unidas y las orga-
nizaciones regionales, y la presentación de informes
sobre esas cuestiones.1

De las anteriores medidas se advierte que el la Asamblea
General de las Naciones Unidas a través de su Consejo de
Seguridad, recomienda a todos los Estados miembros que
tipifiquen en sus ordenamientos jurídicos internos diversas
conductas delictivas relacionadas con el terrorismo, en el
sentido de hacer todo lo posible por establecer y mantener
un sistema nacional de justicia penal eficaz y basado en el
imperio de la ley que asegure, de conformidad con las obli-
gaciones dimanadas del derecho internacional, que se en-
juicie a toda persona que participe en la financiación, pla-
nificación, preparación o comisión de actos terroristas o
apoye tales actos, según el principio de extradición o en-
juiciamiento, con el debido respeto de los derechos huma-
nos y las libertades fundamentales, y que se tipifiquen esos
actos terroristas como delitos graves en las legislación y los
reglamentos nacionales.

Por todo lo anterior, la presente iniciativa cobra relevancia
en atención a la siguiente consideración de hecho y dere-
cho.

Segunda. El terrorismo, según el Diccionario Jurídico Me-
xicano del Instituto de Investigaciones Jurídicas de la Uni-
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versidad Nacional Autónoma de México, es “terrorismo”
(del latín “terror”, que deriva a su vez del verbo terreo, que
significa “yo amedrento”, “yo aterrorizo”.) La palabra te-
rrorismo, deriva de terror, comenzó a difundirse como con-
secuencia de los métodos usados durante la llamada época
del “terror” en la Revolución Francesa. Se define como la
“dominación por el terror”, o la “sucesión de actos de vio-
lencia ejecutados para infundir terror”. El terrorismo es una
acción humana intencional, destinada a producir temor o
terror en una persona o grupo de ellas, usando medios ile-
gítimos, casi siempre violentos y con fines políticos”.2

Como se advierte el terrorismo es un delito doloso que pre-
tende causar temor o terror en una persona o grupo de ellas,
usando medios ilegítimos, casi siempre violentos y con fi-
nes políticos, no obstante ello, la legislación mexicana es-
tablece en el artículo 139, que el terrorismo pretende reali-
zar actos en contra de las personas, las cosas o servicios
públicos, que produzcan alarma, temor o terror en la po-
blación o en un grupo o sector de ella, para atentar contra
la seguridad nacional, o presionar a la autoridad para que
tome una determinación a través de la utilización de sus-
tancias tóxicas, armas químicas, biológicas o similares,
material radioactivo o instrumentos que emitan radiacio-
nes, explosivos o armas de fuego, o por incendio, inunda-
ción o por cualquier otro medio violento, de la cual se in-
fiere que uno de los fines es atentar contra la seguridad de
la nación o presionar a la autoridad con fines políticos.

La iniciativa, propone perfeccionar el tipo penal de terro-
rismo establecido en el artículo 139 del Código Penal Fe-
deral para establecer en éste que la intimidación es uno de
los posibles objetivos del terrorista, a fin de que pueda san-
cionarse conforme a ese delito no sólo a los grupos sub-
versivos, sino a las organizaciones criminales de narcotra-
ficantes y extorsionadores que se valen del temor de la
población para llevar a cabo sus actividades delictivas im-
punemente. 

Señalando que al incluir la finalidad de intimidación el
concepto se amplía lo suficiente para encuadrar actos tales
como el atentado con granadas en la ciudad de Morelia, la
explosión de carros bomba en Ciudad Juárez, la serie de
actos violentos acaecidos en Nuevo León, tales como los
ataques contra instalaciones de medios de comunicación, la
sede del Poder Judicial estatal y el centro penitenciario de
Topo Chico, y finalmente el ataque con granadas contra la
población en general realizado en la plaza municipal de
Guadalupe.

Asimismo pretende que se considere como parte integran-
te de dicho tipo penal, que cuando los autores de estos he-
chos difundan sus actividades o posturas ideológicas como
finalidad del acto terrorista, sean sancionados, ya que la
propaganda de sus actividades delictivas, constituyen fina-
lidades que mueven al terrorista a la realización de los he-
chos violentos que siembran el terror en la población, ade-
más de afectar la integridad física y las posesiones de las
víctimas.

Ahora bien, la propuesta es adicionar dos finalidades más
de los actos terroristas que el propio tipo penal establece
como actos que producen alarma, temor o terror en la po-
blación o en un grupo o sector de ella, para atentar contra
la seguridad nacional, o presionar a la autoridad para que
tome una determinación, dichas finalidades propuestas son
intimidar a la sociedad  y difundir sus actividades o postu-
ras ideológicas, de las cuales se advierte que las mismas no
están contempladas en el actual tipo penal, por lo que con
su adición se puliría el tipo a efecto de que todos los actos
que el terrorismo pretende causar estén contemplados en la
legislación penal federal mexicana.

Con dichos supuestos, se protegería aún más, el bien jurí-
dico que salvaguarda este tipo penal, como lo es la seguri-
dad de la nación, y como consecuencia de ello, el orden so-
cial, el normal desarrollo del régimen político democrático
definido por la Constitución, la vida en comunidad, el de-
recho que tiene la sociedad a una vida en plena libertad,
paz y tranquilidad, se harían posible.

No obstante lo anterior, y en relación al término “posturas
ideológicas”,  esta comisión dictaminadora advierte que,
de establecerse el mismo en el tipo penal que nos ocupa,
causaría confusión con otros grupos, como por ejemplo, los
luchadores sociales que también realizan actos para esta-
blecer sus ideologías políticas, culturales, etcétera. Por lo
que el establecimiento de la finalidad de difundir sus acti-
vidades delictivas, se constituiría el objeto que insta al te-
rrorista a la realización de los hechos violentos que siem-
bran el terror en la población.

Tercera. En cuanto al aumento de la penalidad para san-
cionar de una manera más fuerte el delito de terrorismo, la
propuesta establece que, en atención a lo valioso de los
bienes jurídicos tutelados por el delito de terrorismo, así
como la función preventiva y represiva que debe caracteri-
zar a las sanciones penales, se hace necesario proteger de
manera más intensa dichos bienes, por lo que considera ne-
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cesario elevar el rango de la pena de 10 a 50 años de pri-
sión y hasta dos mil días multa. 

Esta comisión dictaminadora señala que es procedente el
incremento de la penalidad, toda vez que, se homologaría
con algunas legislaciones internacionales dicha penalidad,
como por ejemplo la española que considera hasta cuaren-
ta años de prisión para los terroristas.

Con lo anterior, se cumple con el principio de proporcio-
nalidad de las penas que establece el artículo 22 constitu-
cional, que señala que la sanción deberá ser proporcional al
delito sancionado y al bien jurídico que protege la norma.

De esta manera estaremos sancionando de manera más in-
tensa la comisión del delito de terrorismo, independiente-
mente de las sanciones que correspondan a otros delitos co-
metidos como medio o efecto del mismo, en beneficio de
la sociedad que demanda acciones firmes para garantizar
su tranquilidad.

Cuarta. Por último y por técnica legislativa se advierte que
la propuesta del diputado autor omitió en su iniciativa in-
corporar al proyecto de decreto los puntos suspensivos que
advierten que una parte del artículo a reformar no se modi-
fica, a saber el segundo párrafo del artículo 139 del Códi-
go Penal Federal, lo anterior toda vez que, en la exposición
de motivos de la iniciativa en estudio no se hace ninguna
referencia a dicho segundo párrafo que pretenda su desa-
parición. 

Por tanto esta Comisión advierte que se trata de una simple
omisión y para efectos del decreto de ley, se contempla di-
cho párrafo segundo del citado precepto legal.  

Por lo expuesto, la Comisión de Justicia somete a conside-
ración de esta asamblea el siguiente proyecto de

Decreto por el que se reforma el artículo 139 del Códi-
go Penal Federal 

Único. Se reforma el artículo 139 del Código Penal Fede-
ral para quedar como sigue: 

Artículo 139. Se impondrá pena de prisión de diez a cin-
cuenta años y hasta dos mil días multa, sin perjuicio de
las penas que correspondan por los delitos que resulten,  al
que utilizando sustancias tóxicas, armas químicas, biológi-
cas o similares, material radioactivo o instrumentos que

emitan radiaciones, explosivos o armas de fuego, o por in-
cendio, inundación o por cualquier otro medio violento, re-
alice actos en contra de las personas, las cosas o servicios
públicos, que produzcan alarma, temor o terror en la po-
blación o en un grupo o sector de ella, para atentar contra
la seguridad nacional, intimidar a la sociedad, así como
difundir sus actividades, o presionar a la autoridad para
que tome una determinación.

…

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día siguien-
te al de su publicación en el Diario Oficial de la Federa-
ción. 

Notas:

1 Resolución aprobada por la Asamblea General de la Organización de
las Naciones Unidas. Estrategia global de las Naciones Unidas contra
el terrorismo [A/RES/60/288]. 99ª Sesión Plenaria, 8 de septiembre de
2006.

2 Diccionario Jurídico Mexicano del Instituto de Investigaciones Jurí-
dicas de la Universidad Nacional Autónoma de México, Tomo IV. Po-
rrúa, SA, UNAM, México, 1993. Página 3081.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 30 de noviembre de 2010.

La Comisión de Justicia, diputados: Víctor Humberto Benítez Tre-
viño (rúbrica), presidente; José Tomás Carrillo Sánchez (rúbrica), Ser-
gio Lobato García (rúbrica), Óscar Martín Arce Paniagua, Camilo Ra-
mírez Puente (rúbrica), Ezequiel Rétiz Gutiérrez, Dolores de los
Ángeles Nazares Jerónimo (rúbrica), Eduardo Ledesma Romo (rúbri-
ca), secretarios; Luis Carlos Campos Villegas (rúbrica), Juanita Arce-
lia Cruz Cruz, Felipe Amadeo Flores Espinosa (rúbrica), Julio César
Godoy Toscano (rúbrica, con la eliminación de la referencia de activi-
dades ideológicas), Nancy González Ulloa (rúbrica), Leonardo Arturo
Guillén Medina (rúbrica, con la adición de la propuesta hecha por la di-
putada Salazar Vázquez, que se indicó a favor por el presidente de la
comisión al someterse a votación), Mercedes del Carmen Guillén Vi-
cente (rúbrica), Cuauhtémoc Gutiérrez de la Torre (rúbrica), Gregorio
Hurtado Leija, Sonia Mendoza Díaz, Jesús Alfonso Navarrete Prida
(rúbrica), Carlos Alberto Pérez Cuevas, Rodrigo Pérez-Alonso Gonzá-
lez (rúbrica), Norma Leticia Salazar Vázquez (rúbrica en abstención,
por considerar que debe aglutinarse a la enviada al Senado por el Eje-
cutivo federal), Cuauhtémoc Salgado Romero (rúbrica), J. Eduardo
Yáñez Montaño (rúbrica), Enoé Margarita Uranga Muñoz, Josué Ciri-

Diario de los Debates de la Cámara de Diputados Año II, Primer Periodo, 15 de diciembre de 2010199



no Valdés Huezo (rúbrica), Ardelio Vargas Fosado, Alma Carolina
Viggiano Austria (rúbrica), Pedro Vázquez González (rúbrica), Arturo
Zamora Jiménez (rúbrica).»

El Presidente diputado Jorge Carlos Ramírez Marín:
Muchas gracias, señora diputada. Está a discusión en lo
general y en lo particular.

No se registró ningún orador, en ninguno de estos casos, así
como tampoco se registraron reservas, por lo que solicito a
la Secretaría que pregunte si el asunto está suficientemen-
te discutido.

La Secretaria diputada María Guadalupe García Al-
manza: Por instrucciones de la Presidencia, en votación
económica se consulta a la asamblea si se encuentra sufi-
cientemente discutido en lo general y en lo particular. Las
diputadas y los diputados que estén por la afirmativa sír-
vanse manifestarlo. Las diputadas y los diputados que es-
tén por la negativa sírvanse manifestarlo.

Señor presidente, mayoría por la afirmativa.

El Presidente diputado Jorge Carlos Ramírez Marín:
Por consiguiente, ábrase por 5 minutos el sistema electró-
nico de votación para recoger la votación en lo general y en
lo particular del proyecto de decreto.

La Secretaria diputada María Guadalupe García Al-
manza: Háganse los avisos a que se refiere el artículo 161
del Reglamento para el Gobierno Interior. Ábrase el siste-
ma electrónico por 5 minutos para proceder a la votación
en lo general y en lo particular del proyecto de decreto.

(Votación)

¿Falta algún diputado o diputada de emitir su voto? Está
abierto el sistema de votación electrónico.

El Presidente diputado Jorge Carlos Ramírez Marín:
Ciérrelo y denos el cómputo.

La Secretaria diputada María Guadalupe García Al-
manza: Ciérrese el sistema de votación electrónico. De vi-
va voz:

El diputado Israel Madrigal Ceja (desde la curul): A fa-
vor.

El diputado Enrique Torres Delgado (desde la curul): A
favor.

El diputado Benjamín Clariond Reyes Retana (desde la
curul): A favor.

El diputado Rogelio Manuel Díaz Brown Ramsburgh
(desde la curul): A favor.

El diputado Víctor Manuel Báez Ceja (desde la curul): A
favor.

El diputado Omar Rodríguez Cisneros (desde la curul):
A favor.

La diputada María Araceli Vázquez Camacho (desde la
curul): A favor.

El diputado Leonardo Arturo Guillén Medina (desde la
curul): A favor.

El diputado Manuel Esteban de Esesarte Pesqueira
(desde la curul): A favor.

El diputado Sergio Lorenzo Quiroz Cruz (desde la cu-
rul): A favor.

El diputado Alejandro Bahena Flores (desde la curul): A
favor.

El diputado Eviel Pérez Magaña (desde la curul): A fa-
vor.

La diputada María Marcela Torres Peimbert (desde la
curul): A favor.

El diputado Roberto Gil Zuarth (desde la curul): A favor.

El diputado Carlos Alberto Pérez Cuevas (desde la cu-
rul): A favor.

El diputado José Ramón Martel López (desde la curul):
A favor.

La diputada Paz Gutiérrez Cortina (desde la curul): A
favor.

El diputado José Alberto González Morales (desde la
curul): A favor.
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El Presidente diputado Jorge Carlos Ramírez Marín:
Muchas gracias, ahora sí diputada.

La Secretaria diputada María Guadalupe García Al-
manza: Señor presidente se emitieron… Diputado Óscar
Aguilar

El diputado José Óscar Aguilar González (desde la cu-
rul): A favor.

El diputado Baltazar Manuel Hinojosa Ochoa (desde la
curul): A favor.

La Secretaria diputada María Guadalupe García Al-
manza: ¿Falta algún diputado o diputada por emitir su vo-
to?

Señor presidente se emitieron 299 votos en pro, 2 en con-
tra y 0 abstenciones.

El Presidente diputado Jorge Carlos Ramírez Marín:
Muchas gracias. Aprobado en lo general y en lo particu-
lar por 299 votos, el proyecto de decreto que reforma el
artículo 139 del Código Penal Federal y pasa al Senado
para sus efectos constitucionales.

CODIGO PENAL FEDERAL

El Presidente diputado Jorge Carlos Ramírez Marín:
El siguiente punto del orden del día es la discusión del dic-
tamen con proyecto de decreto que reforma los artículos
406, 407 y 412 del Código Penal Federal. Está publicado
en la Gaceta y por tanto, pregunte la Secretaría si se dis-
pensa la lectura.

El Secretario diputado Balfre Vargas Cortez: Por ins-
trucciones de la Presidencia se consulta a la asamblea, en
votación económica, si se le dispensa la lectura. Las dipu-
tadas y diputados que estén por la afirmativa sírvanse ma-
nifestarlo. Las diputadas y diputados que estén por la ne-
gativa.

Mayoría por la afirmativa, diputado presidente. Queda dis-
pensada la lectura. 

«Dictamen de la Comisión de Justicia, con proyecto de de-
creto que reforma los artículos 406, 407 y 412 del Código
Penal Federal

Honorable Asamblea:

A la Comisión de Justicia de la LXI Legislatura fue turna-
da para estudio, análisis y dictamen correspondiente la ini-
ciativa con proyecto de decreto por el que se reforman y
adicionan los artículos 406, 407 y 412 del Código Penal
Federal, en materia de delitos electorales.

La Comisión de Justicia, de conformidad con lo dispuesto
en los artículos 70, 71, 72 y 73 de la Constitución Política
de los Estados Unidos Mexicanos; 39, 45, numeral 6, inci-
sos f) y g), de la Ley Orgánica del Congreso General de los
Estados Unidos Mexicanos; y 55, 56, 60 y 88 del Regla-
mento para el Gobierno Interior del Congreso General de
los Estados Unidos Mexicanos, somete a la consideración
de los integrantes de esta honorable asamblea el presente
dictamen, basándose en los siguientes

Antecedentes

Primero. En sesión celebrada por la Comisión Permanen-
te del Congreso de la Unión el 13 de enero de 2010, el di-
putado Arturo Zamora Jiménez, del Grupo Parlamentario
del Partido Revolucionario Institucional, presentó la inicia-
tiva con proyecto de decreto por el que se reforma y adi-
ciona los artículos 406, 407 y 412 del Código Penal Fede-
ral, en materia de delitos electorales.

Segundo. La Presidencia de la Mesa Directiva de la Cá-
mara de Diputados en esa fecha turnó la iniciativa en co-
mento a la Comisión de Justicia para estudio y dictamen
correspondiente.

Contenido de la iniciativa

Expone el autor que el derecho electoral establece reglas
sobre la organización de elecciones y constantemente sufre
modificaciones sobre diferentes temas. Sin embargo, la
evolución sobre lo que podemos llamar la parte sustantiva
y adjetiva del derecho electoral ha dejado rezagada la co-
rrespondiente de carácter penal entorno a posibles conduc-
tas delictivas cometidas no sólo por candidatos sino, tam-
bién, por precandidatos.

El texto vigente del artículo 406, fracción VII, del Código
Penal Federal señala que se impondrán de cien a doscien-
tos días multa y prisión de uno a seis años, al funcionario
partidista o al candidato que obtenga y utilice a sabiendas
y en su calidad de candidato, fondos provenientes de acti-
vidades ilícitas para su campaña electoral.
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Esta soberanía debe considerar la urgente necesidad de
blindar los procesos electorales en México, debido a la cre-
ciente necesidad de los grupos delictivos de intervenir e in-
fluir en las instituciones democráticas del país por medio
del financiamiento de campañas electorales, es indispensa-
ble vacunar a la democracia mexicana de este tipo de ten-
taciones, evitando la influencia que, a través de la aporta-
ción de fondos económicos ilícitos, puedan llevar a cabo en
futuros representantes populares, personas que se dediquen
a cometer delitos y que con el producto de estos soporten o
financien gastos de campaña.

Conforme a la redacción actual para que la sanción previs-
ta en este delito se aplique, se hace necesario no solamen-
te el obtener, sino además utilizar recursos de procedencia
ilícita en campaña electoral. Sin embargo, puede darse el
supuesto en que se lleve a cabo el acto exclusivo de obten-
ción en tiempos electorales por parte de un candidato de
fondos provenientes de delito sin que estos se utilicen, por
lo que nos encontramos ante un vacío de ley que induda-
blemente se presta para que haya el riesgo de que existan
formas específicas de blanqueo de recursos provenientes
de delito.

Al exigir el legislador en el tipo penal actual conductas que
materialmente se desarrollan en dos tiempos o momentos
diferentes que son, por un lado, la obtención y por otro la
utilización de dichos fondos, por lo que esta conducta úni-
ca debe disgregarse para convertirla en un comportamien-
to delictivo bifronte, esto es, que tenga dos formas de rea-
lización en cuyo caso no esté dependiendo una de la otra
habida cuenta que desde el momento en que se acepta la re-
cepción de bienes, de numerario o incluso de servicios pro-
venientes de conductas delictivas se están lesionando bie-
nes jurídicos necesitados de tutela.

El comportamiento descrito líneas anteriores sólo tutela
como delictiva la acción del candidato, al adecuarse a la
conducta prevista por el legislador; esto es, solamente pue-
de llevarlo a cabo quien en su momento tenga el carácter
de candidato, razón por la cual ante las modificaciones le-
gislativas que reconocen la figura de precandidato, a este
se le debe incluir como autor de la conducta delictiva.

Continúa el autor que se debe considerar la participación
de terceras personas ajenas a dicha clasificación en el ám-
bito del derecho electoral. Al tratarse de un modelo delicti-
vo en el que la ley exige una cualidad específica al autor
(ser candidato o precandidato) resulta necesario aclarar a
nivel del tipo penal la participación en el comportamiento

previsto en el artículo 406, fracción VII, de terceras perso-
nas que no tengan las características señaladas. En este or-
den de ideas se propone ampliar el círculo de autor de este
tipo penal en los términos mencionados.

Señala asimismo que es necesario valorar la necesidad de
ampliar el margen de aplicación en este delito que actual-
mente se reduce a la realización de comportamientos que
se encuentran restringidos por efectos temporales ya que si
bien es cierto los bienes que jurídicamente se tutelan en el
ámbito del derecho penal, tradicionalmente sólo pueden ser
lesionados en tiempos electorales, no es menos cierto afir-
mar que ante el reconocimiento de la figura de precandida-
to se debe incorporar para los efectos de este delito, la rea-
lización del hecho en tiempos preelectorales, esto es,
durante la realización de precampañas, momento en que
también se ven amenazados y dañados los principios, bie-
nes y valores que están necesitados de tutela en el ámbito
penal durante dichos momentos que no son estrictamente
electorales.

Por tanto, al no estar tutelado como delito cuando la perso-
na adquiere el carácter de precandidato existe un vacío de
ley, y al no preverse que pueden utilizarse recursos prove-
nientes tanto de la delincuencia común como del crimen
organizado para soportar gastos de precampaña es por lo
que en este sentido se propone ampliar la calidad de autor
que actualmente se limita a la de candidato para incorporar
la de precandidato y como consecuencia resulta obvio que
con ello se amplía el margen de la posible realización de
este comportamiento delictivo que ya no sólo se limitaría a
los tiempos del desarrollo de una campaña sino también se
ampliaría a los tiempos de precampañas establecidos por
los partidos políticos en la normatividad correspondiente.

Por otra parte, señala el autor que la figura delictiva se li-
mita exclusivamente a la recepción de fondos provenientes
de actividades ilícitas, no obstante que en la realidad se
puede generar el daño a los bienes tutelados por la norma a
través de diferentes vías, esto es, de la recepción no sólo de
numerario, sino de bienes o servicios producto de las acti-
vidades ilícitas de los diversos grupos delictivos que ope-
ran en el país.

En cuanto al artículo 407 del Código Penal Federal se con-
sideran diferentes figuras hipotéticas a través de las cuales
se pretende evitar que quienes tienen el carácter de servi-
dores públicos se prevalezcan de su condición jerárquica
frente a quienes dependen de ellos o bien condicionen un
servicio u obra pública a la emisión de un sufragio en un
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determinado sentido o la destinación de fondos, bienes o ser-
vicios, por sí o a través de subordinados utilizando su tiem-
po para favorecer a un partido político o a un candidato.

Al no estar tutelado como delito cuando la persona adquie-
re el carácter de precandidato y por su comportamiento se
encuadra en lo establecido en la norma en la actualidad
existe un vacío de ley por no prever como delito la utiliza-
ción de recursos provenientes de funcionarios públicos pa-
ra las precampañas electorales.

Finalmente, respecto al artículo 412 del Código Penal Fe-
deral, en lo relativo a los delitos cometidos por funciona-
rios de partido se establece la necesidad de hacer adecua-
ciones en los mismos términos que motivan la reforma y
adición del artículo 407, hace falta considerar en este artí-
culo la inclusión de las precampañas electorales cuando ilí-
citamente en ellas se reciben o se aprovechan fondos o
bienes para favorecer a precandidatos.

Análisis comparativo de la propuesta de reforma

Texto vigente

Artículo 406. Se impondrán de cien a doscientos días
multa y prisión de uno a seis años, al funcionario parti-
dista o al candidato que

I. Ejerza presión sobre los electores y los induzca a la
abstención o a votar por un candidato o partido deter-
minado en el interior de la casilla o en el lugar donde los
propios electores se encuentren formados;

II. Realice propaganda electoral mientras cumple sus
funciones durante la jornada electoral;

III. Sustraiga, destruya, altere o haga uso indebido de
documentos o materiales electorales;

IV. Obstaculice el desarrollo normal de la votación o de
los actos posteriores a la misma sin mediar causa justi-
ficada, o con ese fin amenace o ejerza violencia física
sobre los funcionarios electorales;

V. Propale, de manera pública y dolosa, noticias falsas
en torno al desarrollo de la jornada electoral o respecto
de sus resultados;

VI. Impida con violencia la instalación, apertura o cie-
rre de una casilla; o

VII. Obtenga y utilice a sabiendas y en su calidad de
candidato, fondos provenientes de actividades ilícitas
para su campaña electoral.

Artículo 407. Se impondrán de doscientos a cuatrocien-
tos días multa y prisión de uno a nueve años, al servidor
público que

I. Obligue a sus subordinados, de manera expresa y ha-
ciendo uso de su autoridad o jerarquía, a emitir sus vo-
tos en favor de un partido político o candidato;

II. Condicione la prestación de un servicio público, el
cumplimiento de programas o la realización de obras
públicas, en el ámbito de su competencia, a la emisión
del sufragio en favor de un partido político o candidato;

III. Destine, de manera ilegal, fondos, bienes o servi-
cios que tenga a su disposición en virtud de su cargo ta-
les como vehículos, inmuebles y equipos, al apoyo de
un partido político o de un candidato, sin perjuicio de
las penas que pueda corresponder por el delito de pecu-
lado; o

IV. Proporcione apoyo o preste algún servicio a los par-
tidos políticos o a sus candidatos, a través de sus subor-
dinados, usando del tiempo correspondiente a sus labo-
res, de manera ilegal.

Artículo 412. Se impondrá prisión de dos a nueve años,
al funcionario partidista o a los organizadores de actos
de campaña que, a sabiendas aproveche ilícitamente
fondos, bienes o servicios en los términos de la fracción
III del artículo 407 de este Código. En la comisión de
este delito no habrá el beneficio de la libertad provisio-
nal.

Propuesta

Artículo 406. Se impondrán de cien a doscientos días
multa y prisión de uno a seis años, al funcionario parti-
dista o al candidato que

I. a VI. …

VII. Obtenga o utilice a sabiendas y en su calidad de
candidato o precandidato, por sí o por interpósita
persona fondos, bienes o servicios provenientes de ac-
tividades ilícitas para su campaña o precampaña elec-
toral.
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Artículo 407. Se impondrán de doscientos a cuatrocien-
tos días multa y prisión de uno a nueve años, al servidor
público que

I. Obligue a sus subordinados, de manera expresa y ha-
ciendo uso de su autoridad o jerarquía, a emitir sus vo-
tos en favor de un partido político, candidato o precan-
didato;

II. Condicione la prestación de un servicio público, el
cumplimiento de programas o la realización de obras
públicas, en el ámbito de su competencia, a la emisión
del sufragio en favor de un partido político, candidato o
precandidato;

III. Destine, de manera ilegal, fondos, bienes o servicios
que tenga a su disposición en virtud de su cargo tales co-
mo vehículos, aeronaves, inmuebles y equipos, al apo-
yo de un partido político, de un candidato o precandi-
dato, sin perjuicio de las penas que pueda corresponder
por el delito de peculado; o

IV. Proporcione apoyo o preste algún servicio a los par-
tidos políticos, a sus candidatos o precandidatos, a tra-
vés de sus subordinados, usando del tiempo correspon-
diente a sus labores, de manera ilegal.

Artículo 412. Se impondrá prisión de dos a nueve años,
al funcionario partidista o a los organizadores de actos
de campaña o precampaña que, a sabiendas aproveche
ilícitamente fondos, bienes o servicios en los términos
de la fracción III del artículo 407 de este Código. En la
comisión de este delito no habrá el beneficio de la li-
bertad provisional.

Establecidos los antecedentes y el contenido de la iniciati-
va, los miembros de la Comisión de Justicia exponemos las
siguientes

Consideraciones

Después de haber analizado los argumentos vertidos en la
iniciativa que nos ocupa, esta comisión considera proce-
dente la reforma planteada por las siguientes consideracio-
nes:

Primera. La reforma constitucional electoral de 2007 tuvo
como ejes principales disminuir el gasto de campañas elec-
torales; fortalecer las atribuciones y facultades de las auto-
ridades electorales federales; y diseñar un nuevo modelo de

comunicación entre la sociedad y partidos. De estos ejes se
derivaron una serie de propuestas, entre las que destaca la
regulación de las precampañas electorales que forman par-
te de los procesos internos de selección de candidatos.

A efecto de implantar dicha reforma en la legislación se-
cundaria, se realizaron diversas modificaciones al Código
Federal de Instituciones y Procedimientos Electorales, Ley
General del Sistema de Medios de Impugnación en Mate-
ria Electoral, Ley Orgánica del Poder Judicial de la Fede-
ración, entre otras.

No obstante, el proceso de adecuación de las normas se-
cundarias fue omisa en cuanto a lo que se refiere a la ac-
tualización del catálogo de delitos electorales comprendi-
dos en los artículos 401 a 411 del Código Penal Federal, los
cuales fueron actualizados por última ocasión por decreto
Publicado en el Diario Oficial de la Federación el 22 de no-
viembre de 1996.

Como consecuencia, se advierte la necesidad de actualizar
las disposiciones que tipifican los delitos en materia elec-
toral, a fin de hacerlas concordar con la norma constitucio-
nal y leyes secundarias que rigen la materia, aprovechando
la experiencia adquirida durante el pasado proceso electo-
ral federal de 2009.

Segunda. El pasado proceso electoral federal se vio mar-
cado por el constante riesgo de que éste se viera contami-
nado con la utilización de recursos de procedencia ilícita,
no solamente durante las campañas electorales, sino desde
los procesos internos de selección de candidatos, por lo que
se coincide con el proponente en la necesidad de tomar me-
didas que inhiban y sancionen dichas conductas.

La fracción VII del artículo 406 del Código Penal Federal
señala actualmente:

Artículo 406. Se impondrán de cien a doscientos días
multa y prisión de uno a seis años, al funcionario parti-
dista o al candidato que

I. a VI. …

VII. Obtenga y utilice a sabiendas y en su calidad de
candidato, fondos provenientes de actividades ilícitas
para su campaña electoral.

De la lectura de dicho dispositivo se advierte que el círcu-
lo de autor de la conducta descrita se limita a quien tenga
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el carácter de candidato, condición que se adquiere única-
mente durante el periodo que comprende las campañas
electorales. No obstante, la norma constitucional y la legis-
lación secundaria que rige la materia han reconocido la
trascendencia de los procesos internos de selección de can-
didatos, regulando las precampañas y otorgando el carácter
de precandidato de los que participan de esos procesos in-
ternos.

Esta comisión coincide con el proponente en que conforme
al espíritu de la norma constitucional, debe sancionarse la
actualización de la conducta prevista en los artículos 406,
fracción VII, 407 y 412 desde la etapa de precampaña, to-
da vez que el riesgo de vulnerar bienes jurídicos tutelados
por los delitos electorales, como son la libertad del sufra-
gio y la equidad de las contiendas, se presenta desde esta
etapa del proceso electoral, de la que se desprenden conse-
cuencias que trascienden al resultado de la elección.

Sirva para ilustrar este criterio, la siguiente tesis de juris-
prudencia:

Novena Época
Instancia: Pleno
Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta
XIX, febrero de 2004
Página: 632
Tesis: P./J. 1/2004
Jurisprudencia

Precampaña electoral. Forma parte del sistema
constitucional electoral. Los artículos 41 y 116, frac-
ción IV, de la Constitución federal forman parte de un
sistema electoral que rige, entre otros aspectos, la parti-
cipación del pueblo en la vida democrática del país y el
acceso de los ciudadanos al ejercicio del poder público
mediante el sufragio universal, libre, secreto y directo;
dentro de ese sistema, la precampaña electoral no se
concibe como una actividad aislada ni autónoma a los
procesos electorales, sino íntimamente relacionada con
las campañas propiamente dichas, puesto que su función
específica es la de promover públicamente a las perso-
nas que se están postulando, aún no de manera oficial,
dentro de un partido político para llegar a obtener una
posible candidatura, de tal suerte que el éxito de una
precampaña electoral puede trascender, incluso, al re-
sultado de la elección de un cargo público.

Acción de inconstitucionalidad 26/2003. Partido del
Trabajo; 10 de febrero de 2004. Mayoría de ocho votos.

Disidentes: Genaro David Góngora Pimentel y José de
Jesús Gudiño Pelayo. Ponente: Humberto Román Pala-
cios. Secretarios: Pedro Alberto Nava Malagón y Víctor
Miguel Bravo Melgoza.

El tribunal pleno, en sesión privada celebrada hoy dieci-
séis de febrero en curso, aprobó, con el número 1/2004,
la tesis jurisprudencial que antecede. México, Distrito Fe-
deral, a dieciséis de febrero de dos mil cuatro.

Tercera. El tipo penal descrito en la fracción VII del artí-
culo 406 del Código Penal Federal exige a fin de que sea
punible la obtención de recursos de procedencia ilícita, que
éstos además sean utilizados. No obstante, esta comisión
coincide con el promovente en que se trata de dos momen-
tos distintos, y la obtención de recursos de procedencia ilí-
cita por sí mismo debe constituir un acto punible sin re-
querir el resultado externo producto de su utilización.

La obtención de recursos de procedencia ilícita con objeto
de utilizarlos durante una campaña o precampaña electoral,
daña desde ese momento los bienes jurídicos tutelados por
los delitos electorales, sin necesidad de que éstos se lesio-
nen de manera tangible, debiendo adelantar la intervención
penal a momentos previos a la lesión material del bien ju-
rídico.

Desde el momento en que se obtienen los recursos de pro-
cedencia ilícita, se altera la equidad que debe de privar en
los procesos electorales, al tiempo que sugiere que su ob-
tención se traducirá en compromisos por el candidato o
precandidato que tengan por objeto fines distintos de los de
la democracia.

No obstante lo anterior, actualmente la fracción VII del ar-
tículo 406 señala “obtenga y utilice…”, por lo que exige la
utilización de los recursos de procedencia ilícita por los au-
tores en los procesos electorales a fin de que la conducta
sea punible.

Por tal motivo se considera conveniente la modificación
del dispositivo señalado a fin de que mediante la sustitu-
ción de la conjunción copulativa “y” por la disyuntiva “o”,
la simple obtención de los recursos de procedencia ilícita
para campañas o precampañas electorales pueda ser san-
cionada, independientemente de su efectiva utilización.

Cuarta. Si bien el delito descrito en la fracción VII del ar-
tículo 406 requiere que su autor tenga la calidad de funcio-
nario partidista o candidato, debe considerarse asimismo
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que los medios comisivos de los delitos electorales impli-
can la posibilidad de que el sujeto activo cometa la con-
ducta considerada delictiva apoyándose para su ejecución
en la intervención de terceros.

El artículo 13 del Código Penal Federal respecto de los au-
tores y partícipes del delito señala:

Artículo 13. Son autores o partícipes del delito

I. Los que acuerden o preparen su realización.

II. Los que los realicen por sí;

III. Los que lo realicen conjuntamente;

IV. Los que lo lleven a cabo sirviéndose de otro;

V. Los que determinen dolosamente a otro a cometerlo;

VI. Los que dolosamente presten ayuda o auxilien a otro
para su comisión;

VII. Los que con posterioridad a su ejecución auxilien
al delincuente, en cumplimiento de una promesa ante-
rior al delito; y

VIII. los que sin acuerdo previo, intervengan con otros
en su comisión, cuando no se pueda precisar el resulta-
do que cada quien produjo.

Por tal motivo consideramos conveniente realizar la ade-
cuación respectiva a en la fracción VII del artículo 406 a
fin de establecer que el autor de dicha conducta podrá rea-
lizarla por sí o por conducto de un tercero.

Quinta. Debe considerarse que las aportaciones de recur-
sos a una campaña o precampaña electoral, conforme a las
normas de financiamiento, pueden realizarse en numerario
o especie, esto es, mediante la aportación de bienes o ser-
vicios. Al respecto, el Código Federal de Instituciones y
Procedimientos Electorales establece:

Artículo 78

4. El financiamiento que no provenga del erario público
tendrá las siguientes modalidades:

c) El financiamiento de simpatizantes estará conforma-
do por las aportaciones o donativos, en dinero o en es-

pecie, hechas a los partidos políticos en forma libre y
voluntaria por las personas físicas o morales mexicanas
con residencia en el país, que no estén comprendidas en
el párrafo 2 del artículo 77.

Por tal motivo se coincide con el proponente en que las
conductas típicas descritas en los artículos 406 y 412, al re-
ferirse a la obtención o utilización de recursos de proce-
dencia ilícita debe referirse también a la posibilidad de que
dichos recursos sean canalizados en especie a través de la
aportación de bienes o servicios.

Sexta. Por lo que se refiere a la tipificación de los delitos
cometidos por servidores públicos indicados en el artículo
407 del Código Penal Federal, de conformidad con los ar-
gumentos vertidos en la consideración segunda, se estima
debe adecuarse a fin de señalar que las conductas descritas
en las cuatro fracciones que integran dicho dispositivo po-
drán actualizarse durante la etapa de precampaña, toda vez
que la coacción de la libertad del sufragio por parte de los
funcionarios, así como el desvío de fondos públicos, tam-
bién se actualiza durante esta etapa del proceso electoral.

Asimismo, se considera necesario incluir entre los bienes o
servicios que el servidor público puede indebidamente po-
ner a disposición del candidato o precandidato la utiliza-
ción de aeronaves que tenga a su cargo.

Séptima. De conformidad con los argumentos vertidos en
las consideraciones segunda y quinta, es de aprobarse la
modificación propuesta respecto al artículo 412 a fin de in-
cluir la etapa de precampaña como espacio temporal en que
puede actualizarse dicha conducta, e incluir el aprovecha-
miento ilícito de bienes o servicios a su cargo o disposición
como punibles.

Por lo expuesto, la Comisión de Justicia somete a conside-
ración de esta asamblea el siguiente proyecto de

Decreto por el que se reforman los artículos 406, 407 y
412 del Código Penal Federal

Artículo Único. Se reforman los artículos 406, fracción
VII, 407 y 412 del Código Penal Federal, para quedar co-
mo sigue:

Artículo 406. Se impondrán de cien a doscientos días mul-
ta y prisión de uno a seis años, al funcionario partidista o al
candidato que:
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I. a VI. …

VII. Obtenga o utilice a sabiendas y en su calidad de
candidato o precandidato, por si o por interpósita
persona fondos, bienes o servicios provenientes de ac-
tividades ilícitas para su campaña o precampaña elec-
toral.

Artículo 407. Se impondrán de doscientos a cuatrocientos
días multa y prisión de uno a nueve años, al servidor pú-
blico que

I. Obligue a sus subordinados, de manera expresa y ha-
ciendo uso de su autoridad o jerarquía, a emitir sus vo-
tos en favor de un partido político, candidato o precan-
didato;

II. Condicione la prestación de un servicio público, el
cumplimiento de programas o la realización de obras
públicas, en el ámbito de su competencia, a la emisión
del sufragio en favor de un partido político, candidato o
precandidato;

III. Destine, de manera ilegal, fondos, bienes o servi-
cios que tenga a su disposición en virtud de su cargo ta-
les como vehículos, aeronaves, inmuebles y equipos, al
apoyo de un partido político, de un candidato o precan-
didato, sin perjuicio de las penas que pueda correspon-
der por el delito de peculado; o

IV. Proporcione apoyo o preste algún servicio a los par-
tidos políticos, a sus candidatos o precandidatos, a tra-
vés de sus subordinados, usando del tiempo correspon-
diente a sus labores, de manera ilegal.

Artículo 412. Se impondrá prisión de dos a nueve años, al
funcionario partidista o a los organizadores de actos de
campaña o precampaña que, a sabiendas aproveche ilíci-
tamente fondos, bienes o servicios en los términos de la
fracción III del artículo 407 de este código. En la comisión
de este delito no habrá el beneficio de la libertad provisio-
nal.

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día siguien-
te al de su publicación en el Diario Oficial de la Federa-
ción.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 30 de noviembre de 2010.

La Comisión de Justicia, diputados: Víctor Humberto Benítez Tre-
viño (rúbrica), presidente; José Tomás Carrillo Sánchez (rúbrica), Ser-
gio Lobato García (rúbrica), Óscar Martín Arce Paniagua, Camilo Ra-
mírez Puente (rúbrica), Ezequiel Rétiz Gutiérrez, Dolores de los
Ángeles Nazares Jerónimo (rúbrica), Eduardo Ledesma Romo (rúbri-
ca), Luis Carlos Campos Villegas (rúbrica), Juanita Arcelia Cruz Cruz,
Felipe Amadeo Flores Espinosa (rúbrica), Julio César Godoy Toscano
(rúbrica), Nancy González Ulloa (rúbrica), Leonardo Arturo Guillén
Medina (rúbrica), Mercedes del Carmen Guillén Vicente (rúbrica),
Cuauhtémoc Gutiérrez de la Torre (rúbrica), Gregorio Hurtado Leija,
Sonia Mendoza Díaz, Jesús Alfonso Navarrete Prida (rúbrica), Carlos
Alberto Pérez Cuevas, Rodrigo Pérez-Alonso González, Norma Leti-
cia Salazar Vázquez (rúbrica), Cuauhtémoc Salgado Romero (rúbrica),
J. Eduardo Yáñez Montaño (rúbrica), Enoé Margarita Uranga Muñoz,
Josué Cirino Valdez Huezo (rúbrica), Ardelio Vargas Fosado, Alma Ca-
rolina Viggiano Austria (rúbrica), Pedro Vázquez González (rúbrica),
Arturo Zamora Jiménez (rúbrica).»

El Presidente diputado Jorge Carlos Ramírez Marín:
Por tanto, está a discusión en lo general y en lo particular.
Consulte la Secretaría si se encuentra suficientemente dis-
cutido toda vez que no se han registrado oradores.

El Secretario diputado Balfre Vargas Cortez: En vota-
ción económica se consulta a la asamblea si se encuentra
suficientemente discutido. Las diputadas y diputados que
estén por la afirmativa. Diputadas y diputados por la nega-
tiva.

Mayoría por la afirmativa, diputado presidente.

El Presidente diputado Jorge Carlos Ramírez Marín:
Queda suficientemente discutido, y dado que no se han
efectuado reservas para los efectos del artículo 134, de
acuerdo al artículo 134 se pide a la Secretaría abra por 5
minutos el sistema electrónico de votación para proceder
en lo general y en lo particular a votar este proyecto de dic-
tamen.

El Secretario diputado Balfre Vargas Cortez: Háganse
los avisos a que se refiere el artículo 161 del Reglamento
para el Gobierno Interior. Ábrase el sistema electrónico por
5 minutos para proceder a la votación en lo general y en lo
particular en un solo acto.

(Votación)

Diario de los Debates de la Cámara de Diputados Año II, Primer Periodo, 15 de diciembre de 2010207



El Secretario diputado Balfre Vargas Cortez: ¿Falta al-
gún diputado o diputada de emitir su voto? Está abierto el
sistema. Ciérrese el sistema de votación electrónico. De vi-
va voz.

El diputado Israel Madrigal Ceja (desde la curul): A fa-
vor.

El diputado Amador Monroy Estrada (desde la curul): A
favor.

La diputada Florentina Rosario Morales (desde la cu-
rul): A favor.

La diputada María Elena Pérez de Tejada Romero
(desde la curul): A favor.

La diputada Ana Luz Lobato Ramírez (desde la curul):
A favor.

El diputado Juan Carlos Lastiri Quirós (desde la curul):
A favor.

El diputado Juan Pablo Jiménez Concha (desde la cu-
rul): A favor.

El Secretario diputado Balfre Vargas Cortez: Diputado
presidente, el resultado de la votación es el siguiente: 283
en pro, 0 en contra, 2 abstenciones.

El Presidente diputado Jorge Carlos Ramírez Marín:
Aprobado por 283 votos en lo general y en lo particular
el decreto que reforma los artículos 406, 407 y 412 del
Código Penal Federal. Pasa al Senado para sus efectos
constitucionales.

LEY GENERAL PARA LA INCLUSION 
DE PERSONAS CON DISCAPACIDAD

El Presidente diputado Jorge Carlos Ramírez Marín:
El siguiente punto del orden del día es la discusión del dic-
tamen con proyecto de decreto que expide la Ley General
para la Inclusión de las Personas con Discapacidad. Se en-
cuentra publicado en la Gaceta, consulte la Secretaría si se
dispensa la lectura.

La Secretaria diputada Cora Cecilia Pinedo Alonso: Por
instrucciones de la Presidencia, se consulta a la asamblea

en votación económica si se le dispensa la lectura. Las di-
putadas y los diputados que estén por la afirmativa favor de
manifestarlo. Las diputadas y los diputados que estén por
la negativa favor de manifestarlo.

Señor presidente, mayoría por la afirmativa. Se dispensa la
lectura.

«Dictamen de la Comisión de Atención a Grupos Vulnera-
bles, con proyecto de decreto que expide la Ley General
para la Inclusión de las Personas con Discapacidad

Honorable Asamblea:

La Comisión de Atención a Grupos Vulnerables, con fun-
damento en lo dispuesto en los artículos 39, 40 y 45 nume-
ral 6, incisos e) y f), de la Ley Orgánica del Congreso Ge-
neral de los Estados Unidos Mexicanos; 56, 60 y 88 del
Reglamento para el Gobierno Interior del Congreso Gene-
ral de los Estados Unidos Mexicanos; 38 y 40 del Acuerdo
de la Conferencia para la Dirección y Programación de los
Trabajos Legislativos, por el que se Establecen las Normas
Relativas al Funcionamiento de las Comisiones y Comités
de la Cámara de Diputados, somete a consideración de es-
ta soberanía el siguiente dictamen, de acuerdo con los si-
guientes:

I. Antecedentes

Primero. El presente dictamen comprendió el análisis, es-
tudio y dictamen de las Iniciativas de Reformas a la Ley
General de las Personas con Discapacidad, presentadas por
Legisladoras y Legisladores de diversos grupos parlamen-
tarios durante las LX y LXI Legislaturas de la Cámara de
Diputados, mismas que a continuación se enlistan.

a) La siputada Rubí Laura López Silva, del Grupo Par-
lamentario del Partido Acción Nacional, presentó el
martes 19 de diciembre de 2006, iniciativa con proyec-
to de decreto que reforma la fracción III del artículo 10
y adiciona el artículo 37 de la Ley General de las Perso-
nas con Discapacidad, la cual fue turnada a la Comisión
de Atención a Grupos Vulnerables, para su estudio y
elaboración del dictamen correspondiente.

b) La diputada Silvia Emilia Degante Romero, del Gru-
po Parlamentario del Partido Acción Nacional, presentó
el jueves 25 de octubre de 2007 iniciativa con proyecto
de decreto que reforma los artículos 31 y 32 de la Ley
General de las Personas con Discapacidad, la cual fue
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turnada a la Comisión de Atención a Grupos Vulnera-
bles, para su estudio y elaboración del dictamen corres-
pondiente.

c) La diputada María Esperanza Morelos Borja, del
Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional, pre-
sentó el martes 31 de octubre de 2007 iniciativa con pro-
yecto de decreto que reforma el artículo 8 de la Ley Ge-
neral de las Personas con Discapacidad, la cual fue
turnada a la Comisión de Atención a Grupos Vulnera-
bles, para su estudio y elaboración del dictamen corres-
pondiente.

d) El diputado Jorge Quintero Bello, del Grupo Parla-
mentario del Partido Acción Nacional, presentó el lunes
12 de noviembre de 2007 iniciativa con proyecto de de-
creto que reforma la fracción XIV del artículo 10, y adi-
ciona las fracciones IV del artículo 15 y VI del artículo
17 de la Ley General de las Personas con Discapacidad,
la cual fue turnada a la Comisión de Atención a Grupos
Vulnerables, para su estudio y elaboración del dictamen
correspondiente.

e) La diputada María Esperanza Morelos Borja, del
Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional, pre-
sentó el martes 20 de noviembre de 2007 iniciativa con
proyecto de decreto que reforma el segundo párrafo del
artículo 1, la fracción V del artículo 9, la fracción VIII
del artículo 10, la fracción VIII del articulo 30; y se adi-
ciona el inciso i) del artículo 5, y la fracción XI del ar-
tículo 7 de la Ley General de las Personas con Discapa-
cidad, la cual fue turnada a la Comisión de Atención a
Grupos Vulnerables, para su estudio y elaboración del
dictamen correspondiente.

f) La diputada Silvia Emilia Degante Romero y el Di-
putado Francisco Antonio Fraile García, del Grupo Par-
lamentario del Partido Acción Nacional, presentaron el
martes 20 de noviembre de 2007 iniciativa con proyec-
to de decreto que reforma y adiciona los artículos 1o.,
las fracciones IV, V, XI, XII, XIII, del artículo 2o., 3, 4,
5, 6, 6 Bis, 7, 7 Bis, 8, fracción VII del artículo 9, 9 Bis,
10, 10 Bis, 13, 13 Bis, 13 Ter, 14, 15, 15 Bis, 16, frac-
ciones VI y VII del artículo 17, 17 Bis, 18, 18 Bis, 19,
21, 21 Bis, 22,23,24 Bis, 24 Ter, 24 Quáter, 28, 29, frac-
ciones XIX a XXIII del artículo 29 y 31 de la Ley Ge-
neral de las Personas con Discapacidad, la cual fue tur-
nada a la Comisión de Atención a Grupos Vulnerables,
para su estudio y elaboración del dictamen correspon-
diente.

g) El diputado Arnulfo Elías Cordero Alfonzo, del Gru-
po Parlamentario del Partido Revolucionario Institucio-
nal, presentó el jueves 3 de abril de 2008 iniciativa con
proyecto de decreto que reforma los artículos 2o., pá-
rrafo XI, el 6o. párrafo I, II y III, y el 7o., párrafo II, III
y IX de la Ley General de las Personas con Discapaci-
dad, la cual fue turnada a la Comisión de Atención a
Grupos Vulnerables, para su estudio y elaboración del
dictamen correspondiente.

h) El diputado Jorge Godoy Cárdenas, del Grupo Parla-
mentario del Partido Convergencia, presentó el jueves
17 de abril de 2008 iniciativa con proyecto de decreto
que adiciona un inciso XI Bis al artículo 2 del Titulo Pri-
mero Capítulo Único y se modifican los artículos 13, 15
fracción III y el artículo 16 del Capítulo IV Titulo Se-
gundo de la Ley General de las Personas con Discapa-
cidad, la cual fue turnada a la Comisión de Atención a
Grupos Vulnerables, para su estudio y elaboración del
dictamen correspondiente.

i) El diputado Miguel Ángel Peña Sánchez, del Grupo
Parlamentario del Partido de la Revolución Democráti-
ca, presentó el miércoles 30 de abril de 2008 iniciativa
con proyecto de decreto que reforma y adiciona los ar-
tículo 7, 17, 18, 19, 21 y 22 la Ley General de las Per-
sonas con Discapacidad, la cual fue turnada a la Comi-
sión de Atención a Grupos Vulnerables, para su estudio
y elaboración del dictamen correspondiente.

j) El diputado Eduardo Elías Espinosa Abuxapqui, del
Grupo Parlamentario del Partido Revolucionario Insti-
tucional, presentó el martes 7 de octubre de 2008 inicia-
tiva con proyecto de decreto que reforma el artículo 1o.,
las fracciones IX y XI del artículo 2o., los artículos 3o.
y 4o., los incisos c), d), y g) del artículo 5o., el artículo
6o., las fracciones I, II, III, y IV del artículo 6o., el artí-
culo 7o., las fracciones I, II, IV, VI y XI del artículo 7o.,
los artículos 8o., y 9o., las fracciones I, II, IV, V, y VI
del artículo 9o., el artículo 10, las fracciones I, II, III, IV,
VI, VII, VIII, IX, X, XI, y XIII del artículo 10, el artí-
culo 12, el artículo 13, el artículo 14, el artículo 15, las
fracciones I y II del artículo 15, el artículo 17, las frac-
ciones I, II y IV del artículo 17, el artículo 18, la deno-
minación del capítulo VI, el artículo 19, las fracciones I,
III, V, VI, VIII y IX del artículo 19, el artículo 20, la de-
nominación del Capítulo VII, el artículo 21, el artículo
22, las fracciones I y II del artículo 22, y el artículo 23;
y adiciona las fracciones XV, XVI, XVII, XVIII, XIX, y
XX al artículo 2o., los incisos i), j), k), l), m), y n) al ar-
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tículo 5o., las fracciones VI, VII, VIII, IX, X, XI, XII,
XIII, XIV, XV, y XVI al artículo 6o., las fracciones XII
y XIII al artículo 7o., la fracción VII al artículo 9, la
fracción XV al artículo 10, las fracciones I, II y III al ar-
tículo 13, el artículo 19 Bis, la fracción IV del artículo
23, el artículo 23 Bis, el título tercero, los artículos 29,
30, 31, 32, 33, 34, 35, 36, 37, 38, 39, 40, 41, 42, 43, 44,
45, 46, 47, 48, 49, 50, 51, 52, 53, 54, 55, el título cuar-
to, y el artículo 56; y se derogan la fracción VI del artí-
culo 2o., la fracción II del artículo 19, el título tercero y
el título cuarto de la Ley General de las Personas con
Discapacidad, la cual fue turnada a la Comisión de
Atención a Grupos Vulnerables, para su estudio y ela-
boración del dictamen correspondiente.

k) Los integrantes de la Quincuagésima Quinta Legisla-
tura del Congreso del Estado Libre y Soberano de Coli-
ma, presentaron el jueves 12 de marzo de 2009 iniciati-
va con proyecto de decreto que reforma la fracción XI,
del artículo 2o. de la Ley General para las Personas con
Discapacidad, la cual fue turnada a la Comisión de
Atención a Grupos Vulnerables, para su estudio y ela-
boración del dictamen correspondiente.

l) La diputada María Victoria Gutiérrez Lagunes, del
Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional, pre-
sentó el miércoles 18 de marzo de 2009 iniciativa con
proyecto de decreto que reforma el artículo 29 y adicio-
na la fracción XIX al artículo 30 de la Ley General pa-
ra las Personas con Discapacidad, la cual fue turnada a
la Comisión de Atención a Grupos Vulnerables, para su
estudio y elaboración del dictamen correspondiente.

m) La diputada Beatriz Collado Lara, del Grupo Parla-
mentario del Partido Acción Nacional, presentó el jue-
ves 30 de abril de 2009 iniciativa con proyecto de de-
creto que adiciona el inciso j) al artículo 5 y reforma la
fracción IV del artículo 6 y la fracción VIII del artículo
30 de la Ley General para las Personas con Discapaci-
dad, la cual fue turnada a la Comisión de Atención a
Grupos Vulnerables, para su estudio y elaboración del
dictamen correspondiente.

n) La diputada María Joann Novoa Mossberger, del
Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional, pre-
sentó el jueves 15 de octubre de 2009 iniciativa con pro-
yecto de decreto que reforma los artículos: 1, primer y
segundo párrafo; 2, fracción XI; 4; 7, fracciones V, VI,
y X; 10, primer párrafo, y fracciones III, IV, V, VII y
XIV; 11, primer párrafo; 18 y 19 fracciones, I y II; y adi-

ciona un último párrafo al artículo 18 de la Ley General
de las Personas con Discapacidad, la cual fue turnada a
la Comisión de Atención a Grupos Vulnerables, para su
estudio y elaboración del dictamen correspondiente.

o) Los diputados federales por Coahuila Rubén Moreira
Valdez, Francisco Saracho Navarro, Hugo Héctor Mar-
tínez González, Miguel Ángel Riquelme Solís, Héctor
Fernández Aguirre, Héctor Franco López, Tereso Medi-
na Ramírez, Melchor Sánchez de la Fuente, en voz de la
Diputada Hilda Esthela Flores Escalera, del Grupo Par-
lamentario del Partido Revolucionario Institucional,
presentaron el jueves 10 de diciembre de 2009 iniciati-
va con proyecto de decreto que adiciona una fracción VI
al artículo 6 y una fracción XIX al artículo 30 de la Ley
General de las Personas con discapacidad, la cual fue
turnada a la Comisión de Atención a Grupos Vulnera-
bles, para su estudio y elaboración del dictamen corres-
pondiente.

p) Las diputadas Tomasa Vives Preciado y Sonia Men-
doza Díaz, del Grupo Parlamentario del Partido Acción
Nacional, presentaron el jueves 4 de febrero de 2010
iniciativa con proyecto de decreto que reforma los artí-
culos 29; 30, fracciones I, II, IV, VI, VIII y X; 31; 32; y
35; y adiciona las fracciones XIX, XX, XXI, XXII y un
último párrafo al artículo 30 de la Ley General de las
Personas con Discapacidad, la cual fue turnada a la Co-
misión de Atención a Grupos Vulnerables, para su estu-
dio y elaboración del dictamen correspondiente.

q) La diputada Claudia Edith Anaya Mota, del Grupo
Parlamentario del Partido de la Revolución Democráti-
ca, presentó el martes 23 de febrero de 2010 iniciativa
con proyecto de decreto por el que se abroga la Ley Ge-
neral de las Personas con Discapacidad y se crea la Ley
General para la Integración Social de las Personas con
Discapacidad, la cual fue turnada a la Comisión de
Atención a Grupos Vulnerables, para su estudio y ela-
boración del dictamen correspondiente.

r) Las diputadas Yolanda de la Torre Valdez, Daniela
Nadal Riquelme y Nely Miranda Herrera, del Grupo
Parlamentario del Partido Revolucionario Institucional,
presentaron el miércoles 28 de abril de 2010 iniciativa
con proyecto de decreto que reforma el artículo 1o. pá-
rrafo segundo, artículo 2o. y las fracciones IV, VII, VIII,
IX, XI, XIII, artículo 3o., artículo 4o., artículo 5o. inci-
sos d), artículo 6o. y las fracciones I, II, III, IV, V, artí-
culo 7o. y las fracciones I, II, II, IV, V, VI, VII, VIII, X,
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XI, artículo 8o., la denominación del capítulo II; el artí-
culo 9o. y las fracciones I, II, V, y VI, artículo 10 y las
fracciones I, II, III, IV, VI, VII, VIII, X, XI, XIII, artí-
culo 11 párrafo cuarto, artículo 12, artículo 13, artículo
14, la denominación del capítulo IV; el artículo 15 y las
fracciones I, II, artículo 16, artículo 17 y las fracciones
I, II, y III, artículo 18, la denominación del capítulo VI;
el artículo 19 y las fracciones I, III, V, VIII, artículo 20,
la denominación del capítulo VII; el artículo 21, artícu-
lo 22 y las fracciones II, III, artículo 23 y la fracción III,
artículo 24, artículo 25, artículo 28, la denominación del
Título Tercero, artículo 29, artículo 30 y las fracciones
I, II, III, IV, V, VI, VII, VIII, IX, X, XI, XII, XIII, XIV,
XV, XVI, XVII y XVIII, artículo 31 y las fracciones I,
II, III, IV, V, VI, y VII, los párrafos 1o. y 2o. del artícu-
lo 31, artículo 32, artículo 33, artículo 34, la denomina-
ción del capítulo II del Título Tercero; el artículo 35, ar-
tículo 36; y adiciona las fracciones I-Bis, III-Bis, y
III-Ter al artículo 2o., los incisos j), k), l), m) al artícu-
lo 5o., las fracciones VI, VII, y VIII al artículo 6o., las
fracciones XI y XII al artículo 7o., el artículo 7o.-Bis,
las fracciones VII, VIII y IX al artículo 9o., las fraccio-
nes XV, XVI y XVII al artículo 10, las fracciones I, y II
al artículo 13, la fracción IV al artículo 15, la fracción
VI al artículo 17, el artículo 19-Bis, el artículo 19-Ter,
la fracción IV al artículo 22, las fracciones IV, V y VI al
artículo 23, el artículo 23-Bis, el artículo 28-Bis, el artí-
culo 29-A, el artículo 29-B, el artículo 29-C, las frac-
ciones XIX, XX, XXI, XXII, XXIII, XIV, XV al artícu-
lo 30, el artículo 30-A, las fracciones IX, X, XI y XII al
artículo 31, el párrafo tercero. al artículo 31, el artículo
31-A, el artículo 34-A, el artículo 34-B, los artículos 35-
A, 35-B, 35-C, 35-D, 35-E, 35-F, 35-G, 35-H, 35-I, 35-
J, 35-K; el artículo 35-L, y el capítulo III al Título Ter-
cero; y deroga la fracción IX del artículo 7o. y la
fracción II del artículo 19 de la Ley General de las Per-
sonas con Discapacidad, la cual fue turnada a la Comi-
sión de Atención a Grupos Vulnerables, para su estudio
y elaboración del dictamen correspondiente.

s) Los legisladores Guillermo Tamborrel Suárez, María
Joann Novoa Mossberger, Yolanda del Carmen Montal-
vo López, Velia Idalia Aguilar Armendáriz, Ana Elia Pa-
redes Arciga, Laura Margarita Suárez González, María
Sandra Ugalde Basaldúa, Guadalupe Valenzuela Cabra-
les, Emma Lucía Larios Gaxiola y Alfredo Rodríguez y
Pacheco, del Grupo Parlamentario del Partido Acción
Nacional e integrantes de la Comisión de Atención a
Grupos Vulnerables de ambas Cámaras, presentaron el
Jueves 6 de Mayo de 2010 iniciativa con proyecto de

decreto que reforma los artículos 1, 2 fracciones I, IV, V,
IX, XI, XIII, 3, 4, 5 en todos sus incisos, 6 y todas sus
fracciones, 7 y todas sus fracciones, 8, 9 y sus fraccio-
nes I, II, y V, 10 y sus fracciones I, II, III, IV, V, VI, VII,
VIII, XI y XIV, 13, 14, 15 en su fracción II, 16, 17 y to-
das fracciones, 18, 19 en sus fracciones I, II, IV, V, VI,
VIII incisos b) y c), 20, 21, 22 fracciones II y III, 23
fracción III, 24, 28, 29, 30 en sus fracciones II, III, IV,
VI, VII, XII, XV y XVII, 31, 35 en su primer párrafo;
adiciona las fracciones XV a la XXVI al artículo 2, los
incisos j) y k) al artículo 5, las fracciones VI y VII al ar-
tículo 6, un segundo párrafo al artículo 8, las fracciones
VII y VIII al artículo 9, los párrafos cuarto y quinto al
artículo 13, la fracción VI al artículo 17, un segundo pá-
rrafo al artículo 21 recorriéndose el subsecuente para
pasar a ser tercer párrafo, la fracción IV al artículo 22,
las fracciones IV, V y VI al artículo 23, un segundo pá-
rrafo a la fracción V y las fracciones XIX a XXIII del
artículo 30, un último párrafo al artículo 31, los párrafos
tercero y cuarto al artículo 35, un artículo 36 Bis; y de-
roga la fracción IX del artículo 7 de la Ley General de
las Personas con Discapacidad, la cual fue turnada a la
Comisión de Atención a Grupos Vulnerables, para su es-
tudio y elaboración del dictamen correspondiente.

t) El diputado Jorge Kahwagi Macari, del Grupo Parla-
mentario Nueva Alianza, presentó el miércoles 25 de
agosto de 2010 iniciativa con proyecto de decreto que
reforma el artículo 11 y adiciona un Capítulo IV al Tí-
tulo Segundo de la Ley General de las Personas con
Discapacidad, la cual fue turnada a la Comisión de
Atención a Grupos Vulnerables, para su estudio y ela-
boración del dictamen correspondiente.

u) La diputada María Cristina Díaz Salazar, del Grupo
Parlamentario del Partido Revolucionario Institucional,
presentó el martes 7 de septiembre de 2010 iniciativa
con proyecto de decreto que reforma el artículo 3 y el tí-
tulo tercero, recorriéndose el demás articulado, de la
Ley General de las Personas con Discapacidad para cre-
ar el Instituto Nacional de las Personas con Discapaci-
dad , la cual fue turnada a la Comisión de Atención a
Grupos Vulnerables, para su estudio y elaboración del
dictamen correspondiente.

II. Metodología de análisis, estudio y dictamen

a) Los integrantes de la Comisión de Atención a Grupos
Vulnerables de la LXI Legislatura de la Cámara de Diputa-
dos, aprobaron en sesión ordinaria del miércoles 22 de sep-

Diario de los Debates de la Cámara de Diputados Año II, Primer Periodo, 15 de diciembre de 2010211



tiembre de 2010, que cada grupo parlamentario indicaría
mediante oficio dirigido a la Presidencia de la Comisión,
las iniciativas que en su caso, debían considerarse como
materia para la elaboración del presente dictamen. Al res-
pecto:

1) El Grupo Parlamentario del Partido de la Revolución
Democrática, indico que debía considerarse la iniciativa
de la diputada Claudia Edith Anaya Mota, presentada el
martes 23 de febrero de 2010.

2) El Grupo Parlamentario del Partido Revolucionario
Institucional, indico que debía considerarse la iniciativa
de las diputadas Yolanda de la Torre Valdez, Daniela
Nadal Riquelme y Nely Miranda Herrera, presentada el
miércoles 28 de abril de 2010.

3) El Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional,
indico que debía considerarse la iniciativa de los legis-
ladores Guillermo Tamborrel Suárez, María Joann No-
voa Mossberger, Yolanda del Carmen Montalvo López,
Velia Idalia Aguilar Armendáriz, Ana Elia Paredes Arci-
ga, Laura Margarita Suárez González, María Sandra
Ugalde Basaldúa, Guadalupe Valenzuela Cabrales, Em-
ma Lucía Larios Gaxiola y Alfredo Rodríguez y Pache-
co, presentada el Jueves 6 de Mayo de 2010, 

b) Así mismo, aprobaron considerar los preceptos de las
demás iniciativas indicadas en el apartado “I. Antece-
dentes”, a fin de enriquecer el presente dictamen.

c) A fin de facilitar el análisis, estudio y discusión de las
iniciativas presentadas, los integrantes de la Comisión
aprobaron la elaboración de un cuadro comparativo in-
tegrado por la siguiente información:

1) La Convención sobre los Derechos de las Perso-
nas con Discapacidad

2) La Ley General de las Personas con Discapacidad
vigente.

3) La iniciativa presentada por el Grupo Parlamenta-
rio del Partido de la Revolución Democrática, del
martes 16 de febrero de 2010.

4) La iniciativa del Grupo Parlamentario del Partido
Revolucionario Institucional, del miércoles 28 de
abril de 2010.

5) La iniciativa del Grupo Parlamentario del Partido
Acción Nacional, del jueves 6 de mayo de 2010.

6) La iniciativa del Grupo Parlamentario de Nueva
Alianza, del 27 de agosto de 2010.

d) Los integrantes de la Comisión aprobaron la consti-
tución de una Comisión de Trabajo para el análisis, es-
tudio y elaboración del dictamen correspondiente, inte-
grada por:

1) La Presidenta de la Comisión

2) Diputado representante del PRD

3) Diputado representante del PAN

4) Diputado representante del PRI

5) Diputado representante del PVEM

6) Secretario Técnico de la Comisión

7) Las diputadas o diputados integrantes de la Co-
misión interesados en los trabajos.

8) Asesores de los diputados

III. Foro Nacional de Consulta

a) Con el propósito de cumplir con lo establecido por la
Convención sobre los Derechos de las Personas con Dis-
capacidad en su artículo 4º, relativa a la participación y
consulta a las personas con discapacidad en las decisiones
administrativas o legislativas que se desarrollen institucio-
nalmente, los días 23 y 24 de noviembre de 2010, la Comi-
sión de Atención a Grupos Vulnerables llevó a cabo el Foro
Nacional de Consulta “Los Derechos del siglo XXI para las
Personas con Discapacidad”, en el cual participaron perso-
nas con discapacidad y representantes de organismos pú-
blicos, privados y sociales.

b) Las propuestas presentadas durante el foro, han sido
consideradas para el análisis y en su caso, incorporadas al
presente dictamen.

IV. Contenido de las Iniciativas

Primera. La diputada Claudia Edith Anaya Mota, del Gru-
po Parlamentario del Partido de la Revolución Democráti-
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ca, presentó el martes 23 de febrero de 2010 iniciativa con
proyecto de decreto por el que se abroga la Ley General de
las Personas con Discapacidad y se crea la Ley General pa-
ra la Integración Social de las Personas con Discapacidad
y de su exposición de motivos se destacan las siguientes
consideraciones y propuestas.

1) Considera que la prohibición de la no discriminación
posee, por lo menos, dos ámbitos de aplicación suma-
mente importantes: por un lado, el de la restricción diri-
gida a las autoridades gubernamentales, consistente en
que éstas no podrán privilegiar a determinados grupos
por considerarlos superior, o bien, no podrán limitar los
derechos de otros, por considerarlos en una situación de
inferioridad; y por otro, se desprende una regulación de
las relaciones entre particulares, quienes deberán tener
un trato igualitario entre ellos.

2) Considera además, que el derecho a la igualdad y a la
no discriminación, reconoce que las personas con disca-
pacidad deben tener la posibilidad de ejercer sus dere-
chos ciudadanos, económicos, culturales, sociales, etc.,
y pese a que existen numerosas declaraciones interna-
cionales y nacionales formuladas con el fin de garanti-
zar que las personas con discapacidad disfruten de los
mismos derechos que el resto de la ciudadanía, el acce-
so de éstas a bienes y servicios, que deben estar al al-
cance de cualquier persona, se efectúa con mayor difi-
cultad.

3) Así mismo, considera apremiante la necesidad de es-
tablecer expresamente determinados derechos que les
permitan salir de su situación de desventaja social y así,
lograr su inclusión en la sociedad y su desarrollo perso-
nal pleno y para el cumplimiento del principio de no dis-
criminación, el Estado debe realizar políticas públicas
que promuevan las condiciones necesarias para que la
igualdad de los individuos y los grupos en que estos se
integran sean reales y efectivas.

4) Propone la creación de una ley en la que se reconoz-
can no sólo los derechos que las personas con discapa-
cidad tienen frente a las autoridades Estatales; sino tam-
bién, los efectos horizontales que estos derechos
fundamentales producen frente a los particulares, ya que
considera, debemos reconocer que la discriminación y
la exclusión de la que han sido objeto, se origina no só-
lo en el seno de la legislación, sino que, tiene su raíz en
la sociedad, por lo cual, es necesario crear un cambio de
visión al respecto.

5) Considera la necesidad de armonizar la legislación
federal y estatal con las disposiciones contenidas en los
instrumentos internacionales, como la Convención so-
bre los Derechos de las Personas con Discapacidad y la
propia Constitución Política que nos rige.

6) La iniciativa reconoce, como lo establece la Conven-
ción sobre los derechos de las personas con discapacidad,
que este grupo social tiene el derecho de vivir dentro de
una comunidad, gozando de las mismas oportunidades
que el resto de hombres y mujeres; que haga énfasis en
la necesidad de desarrollar medidas que les permitan vi-
vir de manera independiente, a través de la identifica-
ción y eliminación de obstáculos y barreras que impidan
la concreción efectiva de dichas garantías.

7) Considera lo previsto en la Convención Interameri-
cana para la Eliminación de todas las formas de discri-
minación contra las Personas con Discapacidad, que es-
tipula en su artículo III, numeral 1, que los Estados se
comprometen a “adoptar las medidas de carácter legis-
lativo, social, educativo, laboral o de cualquier otra ín-
dole, necesarias para eliminar la discriminación contra
las personas con discapacidad y propiciar su plena inte-
gración en la sociedad, incluidas medidas para eliminar
progresivamente la discriminación y promover la inte-
gración por parte de las autoridades gubernamentales
y/o entidades privadas en la prestación o suministro de
bienes, servicios, instalaciones, programas y activida-
des, tales como el empleo, el transporte, las comunica-
ciones, la vivienda, la recreación.. etc.”

8) Señala que en el mundo existen alrededor de 650 mi-
llones de personas que viven con algún tipo de discapa-
cidad, lo que equivale al 10% de la población mundial,
y para el caso de México, considera necesario que el
Instituto Nacional de Geografía y Estadística construya
indicadores precisos que nos permitan conocer el núme-
ro de personas con discapacidad que habitan en el país
y las distintas tipologías de la misma, para estar en po-
sibilidades de implementar políticas públicas dirigidas a
las necesidades específicas de este sector de la pobla-
ción.

9) Destaca que en el ámbito del derecho al acceso labo-
ral, organismos internacionales han hecho claros pro-
nunciamientos respecto a la exclusión que las personas
con discapacidad, como la Organización Internacional
del Trabajo (OTI), que en su informe para el Día Inter-
nacional de las Personas con Discapacidad del año

Diario de los Debates de la Cámara de Diputados Año II, Primer Periodo, 15 de diciembre de 2010213



2008, señaló que del total de personas con discapacidad
que existen en el mundo, 470 millones están en edad de
trabajar, pero deben enfrentar empleos de bajo nivel y
bajo ingreso, dificultades de acceso al lugar de trabajo y
estar expuestos a los prejuicios de sus colegas, emplea-
dores y la sociedad en general.

10) Sustenta la necesidad de una nueva Ley, conside-
rando el diagnóstico del Programa Nacional para el
Desarrollo de las Personas con Discapacidad, que seña-
la entre otras condiciones, las siguientes:

- Entre las personas más pobres del mundo, una de
cada cinco es una persona con discapacidad.

- Más de la mitad de las personas con discapacidad
no reciben ingresos y casi el 20%, percibe menos de
un salario mínimo.

- Las personas con discapacidad ocupan el tercer lu-
gar como grupo social que se siente más desprotegi-
do y el segundo lugar como grupo social más discri-
minado.

- La discapacidad motriz es la más frecuente en la
población mexicana, ya que está presente en el
45.3% de las personas con discapacidad. En segun-
do lugar se encuentra la discapacidad de tipo visual
(26%), que incluye a las personas ciegas y a quienes
tienen debilidad visual. En tercer lugar figura la dis-
capacidad mental (16.1%), en cuarto la auditiva
(15.7%) y en quinto, la discapacidad del lenguaje
(4.9%).

- La principal causa de la discapacidad es la enfer-
medad (31.6%); en segundo lugar se encuentra la
edad avanzada (22.7%); la tercera causa de la disca-
pacidad está representada por el conjunto de anoma-
lías que se producen durante el embarazo, o por
aquellas que se presentan al momento del nacimien-
to; casi 18% a como causa un accidente o una agre-
sión violenta.

- Sólo cuatro de cada 10 personas con discapacidad
eran derechohabientes en ese momento de alguna
institución de seguridad social. El 33.4 está afiliado
al IMSS, el 5.8 al ISSSTE, a PEMEX, SEDENA O
SEMAR el 1.2, Secretaría de Salud 21.9, IMSS
Oportunidades 3.7, e Instituciones privadas 31.9% 

- El 62.6% de los niños con discapacidad entre 6 a
14 años asistía a la escuela; 35.5% de las personas
con discapacidad manifestó no tener escolaridad al-
guna y el 27.8%, que tenía primaria incompleta; pro-
medio de escolaridad en la población con discapaci-
dad es de 3.8 años. El 33% de la población con
discapacidad es analfabeta.

- De acuerdo con la Organización Internacional del
Trabajo (OIT) cerca del 60% del total de las perso-
nas con discapacidad en edad de trabajar están de-
sempleadas; la tasa de participación económica en la
población con discapacidad es sólo de 25%; el gru-
po de edad con mayor participación económica es el
de 40 a 44 años, en el cual el 45.3% es población
económicamente activa; el 43.9% son empleados u
obreros, el 9.9 jornaleros o peones, el 2.5 patrones,
33,3 trabaja por su cuenta, y el 6.4 trabaja sin pago;
13.9%. de los que trabajan no percibían ningún in-
greso, 22.9% de la población con discapacidad reci-
bía menos de un salario mínimo; del total de la po-
blación con discapacidad ocupada, cerca de la mitad
no tenía ningún nivel de instrucción o no había ter-
minado la primaria, menos del 8% tenía un nivel de
instrucción superior o de postgrado.

11) La iniciativa propone abrogar la actual Ley General
de las Personas con Discapacidad, en virtud de conside-
rar que sus disposiciones no han sido aplicadas por las
instancias responsables de ejecutarlas, y a casi 5 años de
vigencia, ésta no cuenta con un reglamento que detalle
la manera en la que se ejecutará su contenido.

12) Propone la expedición de la Ley General para la In-
tegración Social de las Personas con Discapacidad, que
conste de cuatro títulos: disposiciones generales, dere-
chos fundamentales de las personas con discapacidad, el
sistema nacional para integración social de las personas
con discapacidad y la distribución de competencias.

13) El título primero define la filosofía de la Ley, al se-
ñalar que es objeto de ésta: “garantizar el desarrollo in-
tegral de las personas con discapacidad, de manera ple-
na y autónoma, de acuerdo con sus capacidades”,
proponiendo así, una visión alejada del modelo médico-
asistencialista. Propone además que este objeto se al-
cance mediante políticas públicas que observen los si-
guientes principios: igualdad, no discriminación,
respeto, libertad y autonomía, accesibilidad universal,
igualdad de oportunidades, normalización, participa-
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ción, transversalidad y responsabilidad pública. En este
mismo título, propone las modalidades de la discapaci-
dad y un esquema para definir la misma. Un principio
que se desarrolla en todo el cuerpo de la Ley, es la trans-
versalidad. Así mismo, define la prevención, atención y
rehabilitación las discapacidades, a fin de que sean to-
mados como ejes de acción prioritaria los ámbitos de sa-
lud, educación, trabajo, cultura y medios de comunica-
ción.

14) Partiendo de la base de dotar de capacidad jurídica
a las personas con discapacidad y de establecer meca-
nismos de exigibilidad de sus derechos, la iniciativa
propone la expedición de una serie de derechos relacio-
nados con la igualdad de oportunidades, salud, trabajo,
vivienda, accesibilidad, transporte, justicia, cultura, re-
creación, deporte, acceso a la información, derechos po-
líticos y exenciones fiscales.

15) Además del reconocimiento de las personas con dis-
capacidad como sujetos de derecho, considera que debe
existir dentro de la Ley, un capítulo que se encargue de
la tutela judicial de los derechos de las personas con dis-
capacidad.

16) Propone también la creación del Sistema Nacional
para la Integración Social de las Personas con Discapa-
cidad, que articule de manera transversal las políticas
públicas que se generen en la Administración Pública, a
fin de satisfacer las necesidades de las personas con dis-
capacidad, y que este integrado por 12 dependencias de
la Administración Pública Federal, representantes de los
tres Poderes de la Unión y representantes de las entida-
des federativas.

17) Propone que el Sistema sea presidido por el Secre-
tario de Gobernación, con fundamento en la fracción
XIII Artículo 27de la Ley Orgánica de la Administra-
ción Pública Federal misma que señala que a la Secre-
taría le corresponde el despacho de los siguientes asun-
tos: “Vigilar el cumplimiento de los preceptos
constitucionales por parte de las autoridades del país,
especialmente en lo que se refiere a las garantías indivi-
duales y dictar las medidas administrativas necesarias
para tal efecto”. En adición, propone al CONAPRED
como secretario técnico del Sistema, con fundamento en
lo establecido en el artículo 20, fracción I de la Ley Fe-
deral para Prevenir y Eliminar la Discriminación, que
señala “… el Consejo tendrá las atribuciones siguientes:

I. Diseñar estrategias e instrumentos, así como promo-
ver programas, proyectos y acciones para prevenir y eli-
minar la discriminación”.

18) Señala que el Sistema no tendrá un impacto en las
finanzas públicas del país, ya que, las acciones deriva-
das de sus atribuciones, se realizarán con los recursos
humanos, materiales y financieros de las dependencias
y de los Poderes que la integran.

19) Propone el Programa Nacional para la Integración
Social de las Personas con Discapacidad, como el ins-
trumento rector de las políticas y estrategias de la Ad-
ministración Pública, que buscan la inclusión social y la
igualdad de oportunidades de las personas con discapa-
cidad, en el que se establecerán acciones de mediano y
corto plazo, que involucren a los tres órdenes de gobier-
no, a fin de posicionar a la inclusión de las personas con
discapacidad como una política de Estado, así como el
papel protagónico de las personas con discapacidad y de
sus organizaciones al participar en la elaboración del
Programa Nacional.

20) Propone la creación del Registro Nacional de las
Personas con Discapacidad, que este vinculado con las
modalidades y clasificación de las discapacidades, con
el objeto de contribuir a construir una radiografía fide-
digna de la realidad de las personas con discapacidad en
México.

21) Por último establece una serie de obligaciones para
los integrantes del Sistema.

Segunda. Las diputadas Yolanda de la Torre Valdez, Da-
niela Nadal Riquelme y Nely Miranda Herrera, del Grupo
Parlamentario del Partido Revolucionario Institucional,
presentaron el miércoles 28 de abril de 2010 iniciativa con
proyecto de decreto que reforma y adiciona diversas dispo-
siciones de la Ley General de las Personas con Discapaci-
dad y de su exposición de motivos se destacan las siguien-
tes consideraciones y propuestas.

1) La iniciativa tiene por objeto hacer realidad una re-
forma urgente y necesaria para un amplio sector social
integrado aproximadamente por 10 millones de perso-
nas con discapacidad que enfrenta el más alto nivel de
discriminación en México registrado en 94.4% por el
Consejo Nacional para Prevenir la Discriminación. Es
decir, 9 de cada 10 personas son afectadas.
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2) Considera que por años las personas con discapaci-
dad han permanecido relegadas y marginadas del desa-
rrollo y que en los años recientes su situación se ha vis-
to agravada por los rezagos institucionales, la pobreza,
la falta de oportunidades o mejor atención y que dichos
factores van en aumento, porque no se observa en el Go-
bierno de la República la determinación y voluntad po-
lítica que se requieren para transformar los programas y
servicios de las instituciones, para invertir los recursos
que sean necesarios y para crear las alternativas que les
permitan atender sus discapacidades en el marco de la
salud, rehabilitación y habilitación, así como acceder a
la educación, el trabajo, el deporte, la vivienda o el
transporte.

3) Considera además, que la inclusión social de las per-
sonas con discapacidad está bloqueada por múltiples ba-
rreras físicas que limitan su derecho a desplazarse libre-
mente o está bloqueada por el flagelo social de la
discriminación, que invisible los margina y los orilla a
llevar una vida de limitaciones y frustraciones.

4) Destaca que la iniciativa representa el interés supe-
rior de brindar a millones de personas con discapacidad
y sus familias, la certeza de que es posible ofrecerles
mayores oportunidades y lograr una mejor calidad de
vida.

5) Señala que para lograr la reforma de la Ley, es nece-
sario el acuerdo y consenso con todos los grupos parla-
mentarios y que se debe buscar un marco legal que per-
mita al gobierno desarrollar más y mejores programas
sociales reconociendo los plenos derechos y combatan
con mayor efectividad los efectos de la discriminación.
Convoca a lograr que la Ley no sea letra muerta y gene-
re los beneficios, apoyos, oportunidades y servicios que
exige la población, y así mismo,

6) Considera que el Ejecutivo Federal debe adoptar con
mayor voluntad política, los compromisos contraídos
con la Convención sobre los Derechos de las Personas
con Discapacidad, aprobada por la Organización de las
Naciones Unidas.

7) La iniciativa sostiene que toda vez que el Estado Me-
xicano firmo y ratifico la Convención en 2007 y está vi-
gente desde hace dos años, es tiempo que defina un plan
de acción para su implementación y armonización, el
cual contribuya a lograr sus objetivos y a revisar lo que

se está haciendo bien y lo que resta por construirse para
impulsar el desarrollo y la inclusión de las personas con
discapacidad, en una sociedad que les discrimina y les
impide superarse como seres humanos. Considera rele-
vante, reconocer la necesidad de revisar y fortalecer el
trabajo de las instituciones públicas y de los organismos
sociales de y para personas con discapacidad, señalando
que se requieren entre otras cuestiones, mejorar, ampliar
y fortalecer todos los aspectos técnicos, humanos y pre-
supuestales de los programas existentes, incluyendo la
creación de nuevas políticas y programas en el marco de
la Convención, que respondan a las necesidades de la
población en las Entidades Federativas y los Munici-
pios, porque es ahí precisamente donde persisten los
problemas, rezagos y falta de servicios o apoyos.

8) La iniciativa propone que las reformas legales y la
aplicación de la Convención, deben orientar una políti-
ca de Estado para que las instituciones atiendan mejor,
con dignidad y calidad a las personas con discapacidad,
sin perder de vista que urgente fortalecer programas de
prevención que reduzcan la aparición de nuevas disca-
pacidades y nuevos casos de discapacidad.

9) Destaca, como lo señala la Convención en su artícu-
lo 4º párrafo tercero, que en el diseño de la política de
Estado y de las políticas públicas será de suma impor-
tancia la participación de los organismos sociales de y
para personas con discapacidad de todo el país, de insti-
tuciones académicas o de investigación públicas, priva-
das o sociales e incluso de personas físicas o morales,
que por su experiencia son un baluarte que el gobierno
no puede excluir o minimizar en las decisiones que pro-
picien el desarrollo e integración de las personas con
discapacidad en México.

10) Señala que la Convención representa una nueva
oportunidad para el Estado Mexicano para construir po-
líticas reales de igualdad y equidad para la atención de
la discapacidad.

11) Considera que en los últimos 30 años los mexicanos
han observado paulatinamente un proceso de reconoci-
miento y apoyo hacia la persona con discapacidad en
distintos momentos de la gestión gubernamental y de-
batir o discutir los avances institucionales es un tema
que nos debe ser útil para identificar cuáles son los
avances positivos y cuáles son las áreas donde las refor-
mas legales deben incidir para impulsar un crecimiento.
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12) También, considera urgente un diagnóstico real so-
bre la población con discapacidad a través del Censo
Nacional de Población y Vivienda que realiza el INEGI,
en el que se incluyan preguntas para identificar algunos
indicadores sobre cuántos son, donde viven y que disca-
pacidades enfrentan.

13) Considera preocupantes los datos presentados en el
Programa Nacional de Salud 2001-2006, donde la Se-
cretaria de Salud estima que cada año se producen
265,000 nuevos casos de discapacidad, por lo que la Ley
debe proporcionar los elementos suficientes para forta-
lecer o construir políticas de prevención, asistencia, de-
sarrollo e inclusión.

14) Cuestiona el funcionamiento del actual Consejo Na-
cional para las Personas con Discapacidad (CONADIS),
el incumplimiento del Ejecutivo Federal que no publi-
cado el Reglamento de la Ley y el retraso de nueve años
para la publicación del Programa Nacional para el De-
sarrollo de las Personas con Discapacidad, por lo que
considera necesario reestructurar a dicho organismo e
incorporar mecanismos de transparencia.

15) Considera que el presupuesto de los programas vi-
gentes de DIF Nacional, del Instituto Nacional de Reha-
bilitación y de la Secretaria de Educación Pública, han
tenido reducciones inexplicables y así mismo identifica
cambios en las reglas de operación que limitan el presu-
puesto a las Entidades Federativas lo que repercute en la
atención a la población con discapacidad.

16) La iniciativa se fundamenta en la interpretación de
las disposiciones de la Convención.

17) Adecua el objeto de la Ley al propósito y espíritu de
la Convención, reconociendo los derechos y la instru-
mentación de acciones para garantizar su pleno ejerci-
cio;

18) Incorpora las definiciones de persona con discapa-
cidad, ajustes razonables, discriminación por motivo de
discapacidad, comunicaciones y diseño universal pre-
vistas por la Convención y adecuamos las definiciones
de Lengua de Señas Mexicana, Educación Inclusiva o
Especial.

19) Armoniza de acuerdo a la Convención los derechos
correspondientes a Salud, Educación, Trabajo y Em-
pleo, Facilidades Arquitectónicas, de Desarrollo Urbano

y de Vivienda, Transporte Público y las Comunicacio-
nes, Desarrollo, Asistencia Social y Estadística, Depor-
te, Cultura, y Turismo y Seguridad Jurídica.

20) Armoniza de acuerdo a la Convención los principios
que deben observar las políticas públicas, incluyendo la
transparencia, continuidad y transversalidad.

21) Define en el artículo 6º la obligatoriedad que tendrá
el Titular del Poder Ejecutivo Federal para aplicar ésta
Ley y la Convención y se propone que el 60% del mon-
to total del presupuesto para los programas de discapa-
cidad se distribuya a las Entidades Federativas y así
mismo se acuerde con los Gobiernos Estatales.

22) Propone la creación de un Sistema Nacional de In-
formación; y la incorporación de criterios de investiga-
ción en el Sistema Nacional de Ciencia y Tecnología.

23) Incorpora la disposición prevista en el artículo 4º de
la Convención, para que el Estado Mexicano en la ela-
boración de legislación y políticas, consulte y permita la
participación activa de las personas con discapacidad,
incluidos los niños y las niñas.

24) Define responsabilidades para la Secretaria de Sa-
lud, Secretaria de Educación, Secretaria de Trabajo y
Previsión Social, Secretaria de Comunicaciones y
Transportes, Secretaria de Desarrollo Social, Instituto
Nacional de Estadística, Geografía e Informática, Con-
sejo Nacional para la Cultura y las Artes, Comisión Na-
cional de Cultura Física y Deporte y la Secretaria de Tu-
rismo.

25) Propone la constitución de un organismo público,
descentralizado, con personalidad jurídica y patrimonio
propio que sea presidido por el Titular del Poder Ejecu-
tivo Federal.

26) Propone que el nuevo organismo se denomine Con-
sejo Nacional para el Desarrollo e Inclusión de las Per-
sonas con Discapacidad y que su objeto será la Coordi-
nación Institucional e Interinstitucional

27) Define que participarán en el Consejo: las Secreta-
rías de Salud, Educación, Desarrollo Social, Trabajo y
Previsión Social, Economía, Hacienda y Crédito Públi-
co, Agricultura, Ganadería y Pesca y Turismo. Así mis-
mo se invitará al Consejo Ciudadano Consultivo del
DIF, a la CNDH, al INEGI, a representantes de cada uno
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de los Gobiernos de las Entidades Federativas y del Dis-
trito Federal, a 6 representantes de las personas con dis-
capacidad electos de la Asamblea Consultiva, a repre-
sentantes expertos, académicos o investigadores que
serán propuestos por el Titular del Ejecutivo Federal, a
representantes de los Presidentes Municipales y a los
Presidentes de las Comisiones de Atención a Grupos
Vulnerables de ambas Cámaras del Congreso de la
Unión.

28) Propone que el Consejo contará con un Secretario
Ejecutivo que será el Titular de la Secretaria de Salud
quien fungirá como Presidente de la Junta de Gobierno.

29) Propone que para el cumplimiento de las atribucio-
nes del Consejo, el Titular del Sistema Nacional para el
Desarrollo Integral de la Familia DIF fungirá como titu-
lar de la Secretaría Técnica del Consejo.

30) Propone que los órganos de administración del Con-
sejo se integren por una Junta de Gobierno y una Secre-
taría Técnica.

31) Propone que el Consejo cuente con una Asamblea
Consultiva integrada por representantes de personas con
discapacidad de cada una de las Entidades Federativas
electos de acuerdo con la convocatoria pública que emi-
ta el Consejo, por 5 representantes de organizaciones
nacionales que serán electos por un Comité integrado
por el Secretario de Salud, los Presidentes de las Comi-
siones de Atención a Grupos Vulnerables del Congreso
de la Unión, el Presidente de la Comisión Nacional de
Derechos Humanos y la Secretaría Técnica, así como
por 5 representantes entre expertos, académicos o in-
vestigadores que serán propuestos por el Titular del Po-
der Ejecutivo Federal.

32) La iniciativa propone que la Comisión Nacional de
Derechos Humanos sea el Mecanismo Nacional Inde-
pendiente para promover, proteger y supervisar la apli-
cación de la Convención.

33) Propone lineamientos generales para la elaboración
del Programa Nacional para el Desarrollo de las Perso-
nas con Discapacidad y que el mismo cuente con el con-
senso y aprobación de los Gobiernos de las Entidades
Federativas y del Distrito Federal y que sea publicado
en el Diario Oficial de la Federación en el primer tri-
mestre de cada año para su revisión, modificación o ra-
tificación.

34) Define que toda persona, grupo social, organizacio-
nes no gubernamentales, asociaciones o sociedades, po-
drán denunciar ante la Comisión Nacional de los Dere-
chos Humanos o las Comisiones Estatales de Derechos
Humanos, todo hecho, acto u omisión que produzca o
pueda producir discriminación, daño o afectación a los
derechos y garantías.

35) Propone que las personas con discapacidad tengan
acceso en igualdad de circunstancias y condiciones a los
servicios que ofrecen las instituciones bancarias.

36) Define la prohibición de cualquier tipo de discrimi-
nación contra las personas con discapacidad en el otor-
gamiento de seguros de salud o de vida.

37) Propone que el Titular del Ejecutivo Federal garan-
tice la consulta y participación de las personas con dis-
capacidad y las Organizaciones, en la elaboración y
aplicación de legislación, políticas y programas, así co-
mo en la elaboración de los informes que México deben
presentar a Naciones Unidas.

38) Se define la prohibición de cualquier discriminación
en planteles, centros educativos, guarderías o del perso-
nal docente o administrativo del Sistema Educativo Na-
cional.

39) Define la prohibición de cualquier tipo de discrimi-
nación por motivo de discapacidad en la selección, con-
tratación, remuneración, tipo de empleo, reinserción,
continuidad, capacitación, liquidación, promoción pro-
fesional y condiciones de trabajo accesibles, seguras y
saludables.

40) Propone incorporar de forma gratuita al Seguro Po-
pular a la población con discapacidad.

41) Propone que las niñas y los niños con discapacidad
gozarán del derecho a la admisión gratuita y obligatoria
y recibirán atención especializada en los centros de de-
sarrollo infantil y las guarderías públicas y mediante
convenios de servicios, en guarderías privadas y que no
podrán ser condicionados en su integración a la educa-
ción inicial o preescolar.

42) Propone que los estudiantes puedan cumplir con el
requisito del servicio social, prestando apoyo a estu-
diantes o personas con discapacidad que así lo requie-
ran;
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43) Propone que en las licitaciones de concesión del ser-
vicio de transporte público aéreo, terrestre o marítimo,
las unidades e instalaciones garanticen a las personas
con discapacidad la accesibilidad para el desplazamien-
to y los servicios incluyendo especificaciones técnicas y
antropométricas, apoyos técnicos, humanos y personal
capacitado.

44) Define que los medios de comunicación implemen-
tarán obligatoriamente el uso de tecnología y, en su ca-
so, de intérpretes de la Lengua de Señas Mexicana, que
permitan a la comunidad de sordos las facilidades de co-
municación y el acceso al contenido de su programa-
ción;

45) Propone el diseño de programas para la prestación
de servicios de asistencia social, aplicándolos para per-
sonas con discapacidad en situación de pobreza, aban-
dono o marginación, incluidos servicios de capacita-
ción, asistencia financiera y servicios de cuidados
temporales, los cuales se extenderán a las regiones rura-
les y comunidades indígenas;

46) Define que la CONADE sea responsable del otorga-
miento de apoyos administrativos, técnicos, humanos y
financieros, requeridos para la práctica de actividades
físicas y deportivas a la población con discapacidad, en
sus niveles de desarrollo popular, nuevos valores, pros-
pectos, alto rendimiento de primera fuerza y juveniles,
máster y paralímpico;

47) Propone que CONACULTA apoye el derecho de las
personas con discapacidad al desarrollo de sus capaci-
dades artísticas y culturales y la protección de sus dere-
chos de propiedad intelectual;

48) Define que la Secretaria de Turismo promueva el
derecho de las personas con discapacidad para acceder
y disfrutar de los programas y servicios turísticos, re-
creativos y de esparcimiento, adaptación y accesibilidad
de las instalaciones de servicios que comprenden la in-
fraestructura para el turismo nacional;

49) Propone que las personas con discapacidad reciban
un trato digno y apropiado en los procedimientos admi-
nistrativos y judiciales en que sean parte y de forma gra-
tuita; así mismo que los órganos de derechos humanos y
de administración y procuración de justicia, brinden
asesoría, representación jurídica cuando así lo requieran
las personas con discapacidad y que cuenten con los ele-

mentos técnicos, humanos o materiales y condiciones de
accesibilidad.

50) También propone que se formulen programas de ca-
pacitación al personal adscrito y conformar un cuerpo
de especialistas, traductores, peritos o defensores de ofi-
cio, que asistan, orienten y defiendan a las personas con
discapacidad, a fin de garantizar la promoción y defen-
sa de sus derechos.

Tercera. Los legisladores Guillermo Tamborrel Suárez,
María Joann Novoa Mossberger, Yolanda del Carmen
Montalvo López, Velia Idalia Aguilar Armendáriz, Ana
Elia Paredes Arciga, Laura Margarita Suárez González,
María Sandra Ugalde Basaldúa, Guadalupe Valenzuela Ca-
brales, Emma Lucía Larios Gaxiola y Alfredo Rodríguez y
Pacheco, del Grupo Parlamentario del Partido Acción Na-
cional presentaron el Jueves 6 de Mayo de 2010 iniciativa
con proyecto de decreto que reforma y adiciona diversas
disposiciones de la Ley General de las Personas con Dis-
capacidad y de su exposición de motivos se destacan las si-
guientes consideraciones y propuestas.

1) La iniciativa considera que la discapacidad debe ser
vista como parte de la naturaleza humana y no como una
condición ajena a ella y de acuerdo a cálculos de la Or-
ganización de Mundial de la Salud, cerca del diez por
ciento de la población en el mundo vive con alguna con-
dición de discapacidad, es decir más de 650 millones de
personas.

2) Considera que a nivel nacional se estima que la po-
blación de personas con discapacidad asciende aproxi-
madamente a poco más de 9 millones de personas y en
el ámbito laboral apenas el 25 por ciento del total de las
personas con discapacidad en edad para laborar se en-
cuentran económicamente activas u ocupadas en alguna
actividad. Así mismo señala que las niñas y niños con
discapacidad están impedidos para acceder a una educa-
ción integral pues se menciona que el 90 por ciento de
ellos no asiste a la escuela.

3) Considera que las anteriores situaciones, implican la
necesidad de llevar a cabo acciones contundentes que
propicien mejores condiciones para el cumplimiento de
los derechos de las personas con discapacidad y que ha
sido en la última década donde se han empezado a ma-
terializar esfuerzos en beneficio de ese sector de pobla-
ción con un rigor mayor que en los anteriores años.
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4) Considera que a partir del año 2000 se reconoce la
ausencia de condiciones a favor de las personas con dis-
capacidad, que derivaron en la creación de estructuras
gubernamentales y programas de mediano y largo al-
cance.

5) Considera que en los últimos diez años las personas
con discapacidad pasaron de ser sujetos de caridad a ser
verdaderos sujetos de derechos, tal que ahora se en-
cuentran dentro de la agenda política del gobierno y los
partidos políticos y reconoce que aun existen muchas
cosas por hacer y materializar en la protección integral
a los derechos de de las personas con discapacidad.

6) La iniciativa tiene como motivación principal la Con-
vención sobre los Derechos de las Personas con Disca-
pacidad y su Protocolo Facultativo, instrumento interna-
cional que tienen entre una de sus características, el
hecho de imponer al Estado Parte la obligación para re-
alizar ciertas acciones en materia de política pública, re-
formas legislativas o su propia aplicación como derecho
sustantivo, a favor de los derechos de las personas con
discapacidad.

7) Destaca que la Convención es un instrumento que en-
cierra una serie de deberes generales, así como precep-
tos que se refieren a derechos como el de igualdad y no
discriminación, derechos a favor de niñas, niños y mu-
jeres con discapacidad, a la vida, al igual reconocimien-
to como personas ante la ley, al acceso a la justicia, la li-
bertad, a la protección contra la tortura, la violencia, la
explotación y el abuso.

8) También establece derechos como a vivir de forma
independiente, a la libertad de expresión, de opinión, de
acceso a la información, a la educación, a la salud, al
trabajo, además de aspectos como la toma de concien-
cia, la accesibilidad, las situaciones de riesgo y emer-
gencias, la movilidad personal, el respeto a la privaci-
dad, el respeto del hogar y la familia, la habilitación y
rehabilitación, la participación social y política, y as-
pectos relativos a la aplicación de dicho instrumento co-
mo la cooperación internacional, la aplicación y segui-
miento nacionales y el funcionamiento del Comité sobre
los Derechos de las Personas con Discapacidad.

9) Basada en el artículo 4 numeral 1, fracciones a y b
que señalan: “Adoptar todas las medidas legislativas,
administrativas y de otra índole que sean pertinentes

para hacer efectivos los derechos reconocidos en la pre-
sente Convención” y “Tomar todas las medidas perti-
nentes, incluidas medidas legislativas, para modificar o
derogar leyes, reglamentos, costumbres y prácticas exis-
tentes que constituyan discriminación contra las perso-
nas con discapacidad”.

10) La iniciativa tiene como propósito, además de lograr
la armonización de la Ley General de las Personas con
Discapacidad al citado instrumento internacional, ir más
allá de los derechos mínimos que marca la Convención
para lograr establecer las bases donde se finque el res-
peto a los derechos de este importante sector de la po-
blación.

11) La iniciativa propone reformar el objeto de la Ley
General de las Personas con Discapacidad a partir del
enfoque que plantea la Convención en su artículo 1 con
el propósito de darle una mayor amplitud y sentido ga-
rantista a la Ley, pues actualmente únicamente limita su
objeto al establecimiento de la bases que permitan la
plena inclusión de las personas con discapacidad dentro
de un marco de igualdad en todos los ámbitos de la vi-
da, siendo necesaria la inclusión del goce de derechos
humanos y libertades de ellas.

12) Propone la inclusión de términos actualmente no
previstos en la Ley o planteados de forma equivocada de
acuerdo a lo establecido en la Convención como los de;
educación inclusiva, implementación de igualdad de
oportunidades, lengua de señas mexicana, Asistencia
social, Rehabilitación integral, Comunicación, Ajustes
Razonables, Diseño Universal, Progresividad, Autorida-
des Competentes, Políticas Públicas, Principio Pro-ho-
mine, Accesibilidad, Transversalidad, Convenio, Discri-
minación por razones de discapacidad y Perro guía o
animal de servicio.

13) Considera que actualmente la Ley es ambigua o la-
xa en el establecimiento puntual de aquellas autoridades
que serán competentes para el cumplimiento de tales
disposiciones y propone definir el término “autoridad
competente” como aquellas encargadas de velar por
cumplimiento de los derechos previstos en la Ley.

14) Propone establecer criterios que deben observar las
autoridades competentes en el diseño, ejecución, eva-
luación y seguimiento de las políticas públicas a favor
de las personas con discapacidad.
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15) Propone dar mayores responsabilidades al Ejecuti-
vo, como son la constante supervisión de Normas Ofi-
ciales Mexicanas y la promoción y apoyo de las accio-
nes y programas de los sectores social y privado a favor
de las personas con discapacidad.

16) Propone en lo relativo al derecho a la salud, esta-
blecer obligaciones para que en su respectivo ámbito se
diseñen, ejecuten y evalúen programas de salud pública
para la orientación, prevención, detección y estimula-
ción temprana, atención integral, habilitación y rehabi-
litación sobre los diferentes tipos de discapacidad y que
dichos servicios deben brindarse con calidad, calidez y
perspectiva de género. Asimismo, establece un marco
de responsabilidades y no de facultades discrecionales
que integra la investigación como parte de las acciones
del derecho a la salud, además de adicionar el derecho a
la salud sexual y reproductiva.

17) Propone la responsabilidad a las autoridades de sa-
lud para la creación de mecanismos para garantizar la
adecuada prestación de servicios de información, orien-
tación, atención y tratamiento psicológico para las per-
sonas con discapacidad, sus familias o quienes se encar-
guen de su cuidado y atención.

18) Establece que la Clasificación Nacional de las Dis-
capacidades tome criterios internacionales para su co-
rrecta estandarización, aspecto que permitiría tener una
mejor perspectiva de la discapacidad.

19) En el aspecto laboral, la iniciativa propone introdu-
cir el principio de “no discriminación” expresamente
para ese rubro e introducir en el Programa Nacional en
materia de trabajo, la capacitación e inclusión laboral a
través de convenios, promoviendo también la creación
de agencias de inclusión laboral, centros de trabajo pro-
tegido, talleres, asistencia técnica y becas económicas
temporales.

20) Establece como obligación de las autoridades com-
petentes la constante vigilancia y revisión de las Nor-
mas Oficiales Mexicanas en materia laboral.

21) Considera que este sector de población reiterada-
mente es excluido del ejercicio del derecho a la educa-
ción, por lo que propone recomponer los objetivos de la
Ley para especificar la educación “inclusiva” en vez de
“especial”, y propone además la obligación del diseño y
ejecución de criterios obligatorios para la inclusión de

las personas con discapacidad en las escuelas ordinarias
de los sectores público y privado.

22) Propone la creación de programas de sensibilización
y capacitación sobre la discapacidad al personal docen-
te y alumnos, así como prever mayores ayudas técnicas
en materia educativa y principalmente en cuanto a ma-
teriales que componen el Sistema Educativo Nacional y
la estimulación temprana, en donde se busca replantear
sus objetivos en base a la Convención.

23) Por lo que se refiere a la accesibilidad y al libre trán-
sito, propone imponer a las autoridades mayores obliga-
ciones en la creación de políticas públicas encaminadas
a prever en leyes y reglamentos respectivos la edifica-
ción de instalaciones arquitectónicas e infraestructura
adecuada para que las personas con discapacidad pue-
dan vivir de forma independiente y autónoma frente al
resto de las personas.

24) Propone como obligación de las autoridades com-
petentes, que dentro de los inmuebles en donde se otor-
gan servicios públicos se proporcionen formas de asis-
tencia personal e intermediarios, incluidos guías,
lectores e intérpretes certificados de la Lengua de Señas
Mexicana, a fin de que cuenten con la accesibilidad ne-
cesaria que garantice el acceso y traslado seguro a los
servicios públicos a cualquier persona con discapacidad
de forma autónoma.

25) Con relación a la accesibilidad en el transporte y las
comunicaciones la iniciativa propone establecer como
obligaciones de las autoridades acciones para que en el
transporte se realicen adecuaciones tendientes a brindar
accesibilidad y condiciones de comodidad y asistencia a
favor de tales personas. 

26) Propone que en los medios de comunicación masi-
va, se implementen de forma progresiva adelantos y
nuevas tecnologías que puedan utilizarse en beneficio
de las personas con discapacidad, siendo el órgano re-
gulador de ese medio de comunicación aquel que debe-
rá ir dictando las medidas de accesibilidad a implemen-
tarse en base a las posibilidades propias del momento.

27) En materia de desarrollo social, considera como
prioritaria la asistencia social a favor de las personas
con discapacidad, estableciendo como parte de esta asis-
tencia a la habilitación, rehabilitación y superación de la
pobreza.
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28) En los aspectos del deporte y la cultura, propone
atribuir a las autoridades competentes la responsabili-
dad de reconocer las capacidades, méritos y habilidades
de las personas con discapacidad y sus aportaciones al
ámbito cultural y social, debiendo promover una imagen
que sea compatible con los principios y disposiciones de
la Ley, así como de los tratados internacionales y demás
ordenamientos legales al respecto.

29) Faculta al Consejo Nacional para las Personas con
Discapacidad para que concurra al Programa Nacional
del Deporte para las Personas con Discapacidad.

30) En el ámbito de la cultura, propone la adecuación
progresiva a la altura de las posibilidades, de formatos
accesibles con ayuda de las tecnologías en el rubro del
teatro y la cinematografía; así como las respectivas ade-
cuaciones físicas y arquitectónicas, además del estable-
cimiento de programas de apoyo a las actividades artís-
ticas y culturales para las personas con discapacidad.

31) Relativo al acceso a la justicia, propone que las au-
toridades competentes deberán tener en todo momento
el deber y la responsabilidad de garantizar el derecho de
las personas con discapacidad para que en igualdad de
condiciones reciban un trato digno y apropiado, de
acuerdo a su tipo de discapacidad, en los procedimien-
tos administrativos y judiciales, además de velar por la
correcta aplicación de las disposiciones legales y trata-
dos internacionales en que México sea parte.

32) Propone modificaciones al funcionamiento del Con-
sejo Nacional para las Personas con Discapacidad con el
propósito de fortalecerlo, entre otras cosas para que in-
cida por conducto de la Secretaría de Hacienda en la
suscripción de convenios y bases de desempeño, con el
propósito de promover el ejercicio más eficiente y efi-
caz de recursos asignados a programas para las personas
con discapacidad, además de una efectiva rendición de
cuentas en los mismos, pues reiteradamente se ha dado
la queja de un subejercicio de los recursos generalmen-
te asignados para solventar necesidades de los grupos
con mayor vulnerabilidad, siendo parte de éstos, las per-
sonas con discapacidad.

33) Propone que el Consejo tenga la responsabilidad de
ser promotor ante la Secretaría de Relaciones Exteriores
en la firma y cumplimiento de aquellos instrumentos in-
ternacionales y regionales de la materia.

34) Propone que el Consejo integre el Registro Nacio-
nal de Personas con Discapacidad, promueva la crea-
ción de Consejos Estatales de Personas con Discapaci-
dad y la elaboración de su Reglamento.

35) Propone integrar al Consejo a la Secretaría de Go-
bernación, Secretaría de Relaciones Exteriores, Secreta-
ría de Economía, Secretaría de Agricultura, Ganadería,
Desarrollo Rural, Pesca y Alimentación y la Procuradu-
ría General de la República. Considera que tal inclusión
es propicia y viable a efecto de involucrar a esas depen-
dencias a las decisiones y políticas públicas necesarias
para la implementación y cumplimiento de los derechos,
ya que no se trata de la inclusión a un órgano de admi-
nistración sino a un Consejo cuyas decisiones versan so-
bre la transversalidad del tema en la Administración Pú-
blica Federal.

36) Propone mayor certeza al órgano del Consejo Con-
sultivo del Consejo Nacional de las Personas con Dis-
capacidad, con plena facultad de establecer sus propios
lineamientos de funcionamiento.

37) Propone facultar a las autoridades competentes para
aplicar las sanciones establecidas en la Ley General de
Educación para aquellas instituciones educativas que no
cumplan con las disposiciones legales de integración a
la educación de niñas y niños con discapacidad que se-
an susceptibles de ser admitidos.

38) Considera que las propuestas de la iniciativa son re-
alizadas en base a la posibilidad y voluntad que debe
existir en todo Estado que se precia de ser eminente-
mente humanista y, en ese sentido, establece el principio
de “progresividad”, pues los proponentes son conscien-
tes que las reformas aquí propuestas no cambiarán de la
noche a la mañana las condiciones de las personas con
discapacidad ya que es precisamente ese principio, el
que permitirá dar pasos paulatinamente, para que se
cumplan de manera cabal los derechos y obligaciones
previstas en las modificaciones planteadas.

39) Considera que la Convención sobre los Derechos de
las Personas con Discapacidad representa un cambio pa-
radigmático en la forma de ver y tratar a estas personas;
hecho que, desde luego, implica variados y profundos
cambios a la legislación vigente, proceso en el cual,
coinciden los legisladores, deben sumarse los esfuerzos
de los distintos actores involucrados. 
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40) Destaca que la iniciativa es resultado de más de
quince reuniones de trabajo en las cuales se conjuntó el
esfuerzo de organizaciones de la sociedad civil e inte-
grantes de las Comisiones de Atención a Grupos Vulne-
rables de ambas Cámaras durante la LX Legislatura,
donde además se contó con la participación de quienes
les corresponderá la ejecución de estas disposiciones; es
decir, dependencias y entidades de la administración pú-
blica federal, lo cual brinda una mayor factibilidad y
viabilidad respecto de las reformas que se proponen.

VI. Consideraciones

Primera. La Comisión de Atención a Grupos Vulnerables
realizó el análisis, estudio y dictamen de los planteamien-
tos contenidos en las iniciativas, valorando y debatiendo
cuidadosamente sus contenidos, para integrar el presente
dictamen.

Segunda. Por acuerdo de los Presidentes de las Comisio-
nes de Atención a Grupos Vulnerables de la Cámara de Di-
putados y del Senado de la República, el grupo de trabajo
dio lectura a las Iniciativas de Reformas presentadas en el
Senado de la República, con la finalidad de que los inte-
grantes de la Comisión tuvieran una visión integral de las
propuestas impulsadas por todos los legisladores del Con-
greso de la Unión y su impacto en la reforma de la Ley. A
continuación se enlistan dichas iniciativas.

a) Iniciativa con proyecto de decreto que adiciona di-
versas disposiciones de la Ley General de las Personas
con Discapacidad y de la Ley Federal del Procedimien-
to Administrativo, presentada por el Senador Alfonso
Elías Serrano, del Grupo Parlamentario del Partido Re-
volucionario Institucional, presentada el 11 de octubre
de 2007.

b) Iniciativa con proyecto de decreto de reforma a la
Ley General de las Personas con Discapacidad, presen-
tada por la Senadora Ludivina Menchaca Castellanos y
los Senadores Francisco Agundis Arias, Arturo Escobar
y Vega, Javier Orozco Gómez, Manuel Velásco Coello y
Jorge Legorreta Ordorica, todos del Grupo Parlamenta-
rio del Partido Verde Ecologista de México, presentada
el 6 de noviembre de 2007.

c) Iniciativa con proyecto de decreto por el que se re-
forma el Artículo 3° de la Constitución Política de los
Estados Unidos Mexicanos, presentada por los Senado-
res Guillermo Tamborrel Suárez y Héctor Pérez Plazo-

la, ambos del Grupo Parlamentario del Partido Acción
Nacional, presentada el 22 de noviembre de 2007.

d) Iniciativa con proyecto de decreto por el que se re-
forma y adiciona diversas disposiciones de la Ley Ge-
neral de Educación, presentada por los Senadores Gui-
llermo Tamborrel Suárez, Héctor Pérez Plazola y
Andrés Galván Rivas, del Grupo Parlamentario del Par-
tido Acción Nacional, presentada el 22 de noviembre de
2007.

e) Iniciativa con proyecto de decreto que reforma y adi-
ciona diversas disposiciones de la Ley General de las
Personas con Discapacidad, presentada por las Senado-
ras y Senadores Guillermo Tamborrel Suárez, Claudia
Sofía Corichi García, María de los Ángeles Moreno
Uriegas, Lázara Nelly González Aguilar, Lázaro Mazón
Alonso, Alfredo Rodríguez y Pacheco y Andrés Galván
Rivas, presentada el 4 de diciembre de 2007.

f) Iniciativa con proyecto de decreto por el que se refor-
man y adicionan diversas disposiciones a la Ley Gene-
ral de las Personas con Discapacidad, presentada por el
Senador Manuel Velasco Coello, del Grupo Parlamenta-
rio del Partido Verde Ecologista de México, presentada
el 11 de marzo de 2008.

g) Iniciativa con proyecto de decreto por el que se adi-
ciona la fracción IV al artículo 22 de la Ley del Sistema
Nacional de Información Estadística y Geografía, pre-
sentada por el Senador Adolfo Toledo Infanzón, del
Grupo Parlamentario del Partido Revolucionario Insti-
tucional, presentada el 27 de mayo de 2009, ante el ple-
no de la Comisión Permanente.

h) Iniciativa con proyecto de decreto por el que se re-
forma y adiciona diversas disposiciones de la Ley de la
Comisión Nacional de los Derechos Humanos y la Ley
General de las Personas con Discapacidad, presentada
por el Senador Alfonso Elías Serrano, del Grupo Parla-
mentario del Partido Revolucionario Institucional, pre-
sentada el 12 de noviembre de 2009.

i) Iniciativa con proyecto de decreto que reforma y adi-
ciona diversas disposiciones a la Ley General de las Per-
sonas con Discapacidad, presentada por el Senador Ma-
nuel Velasco Coello, del Grupo Parlamentario del
Partido Verde Ecologista de México, presentada el 15 de
diciembre de 2009.
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j) Iniciativa con proyecto de decreto que reforma y adi-
ciona diversas disposiciones a la Ley General de las Per-
sonas con Discapacidad, presentada por el Senador Ri-
cardo Torres Origel, del Grupo Parlamentario del
Partido Acción Nacional, presentada el 20 de abril de
2010.

k) Iniciativa con proyecto de decreto que reforma y adi-
ciona diversas disposiciones de la Ley General de Per-
sonas con Discapacidad y de la Ley del Seguro Social,
presentada por el Senador Alfonso Elías Serrano, del
Grupos Parlamentario del Partido Revolucionario Insti-
tucional, el 23 de septiembre de 2010.

l) Iniciativa con Proyecto de Decreto de reforma a la
Ley General de las Personas con Discapacidad, presen-
tada por la Senadora Ludivina Menchaca Castellanos y
los Senadores Francisco Agundis Arias, Arturo Escobar
y Vega, Javier Orozco Gómez, Manuel Velásco Coello y
Jorge Legorreta Ordorica, del Grupo Parlamentario del
Partido Verde Ecologista de México.

m) Iniciativa con Proyecto de Decreto de reformas y
adiciones a la Ley General de las Personas con Disca-
pacidad, presentada por el Sen. Guillermo Tamborrel
Suárez y los Senadores Claudia Sofía Corichi García,
María de los Ángeles Moreno Uriegas, Lázara Nelly
González Aguilar, Lázaro Mazón Alonso, Alfredo Ro-
dríguez y Pacheco y Andrés Galván Rivas.

n) Iniciativa con Proyecto de Decreto de adiciones a la
Ley General de las Personas con Discapacidad y la Ley
Federal del Procedimiento Administrativo, presentada
por el Sen. Alfonso Elías Serrano, del Grupo Parlamen-
tario del Partido Revolucionario Institucional.

o) Iniciativa con Proyecto de Decreto adiciones a la Ley
de la Comisión Nacional de los Derechos Humanos y la
Ley General de las Personas con Discapacidad, presen-
tada por el Sen. Alfonso Elías Serrano, del Grupo Parla-
mentario del Partido Revolucionario Institucional

p) Iniciativa con Proyecto de Decreto de reformas y adi-
ciones a la Ley General de las Personas con Discapaci-
dad, presentada por el Sen. Manuel Velasco Coello, del
Grupo Parlamentario del Partido Verde Ecologista de
México.

q) Iniciativa con Proyecto de Decreto de adiciones a la
Ley General de las Personas con Discapacidad, presen-

tada por el Sen. Ricardo Torres Origel, del Grupo Parla-
mentario del Partido Acción Nacional.

Tercera. La Comisión revisó e identificó las premisas
coincidentes sobre los fines, objetivos y propuestas de ca-
da una de las iniciativas, mismas que reflejan el espíritu de
las y los legisladores promotores y justifican de forma ge-
neral la reforma de la Ley. En este sentido, las iniciativas
comparten las siguientes premisas:

a) La visión de que las personas con discapacidad re-
quieren respeto a sus derechos, mayor atención del Es-
tado y oportunidades generadas por políticas, programas
y servicios públicos que les brinden la posibilidad de
una mejor calidad de vida, superación de la pobreza e
inclusión a la sociedad.

b) El compromiso de armonizar la Ley actual con la
Convención sobre los Derechos de las Personas con
Discapacidad aprobada por la Organización de las Na-
ciones Unidas, firmada y ratificada por México en 2007
y vigente desde el 3 de mayo de 2008 a nivel interna-
cional, incorporada al marco jurídico nacional como una
Ley Suprema de acuerdo con el artículo 133 constitu-
cional.

c) El hecho de que la Convención sobre los Derechos de
las Personas con Discapacidad, es una nueva oportuni-
dad para el Estado Mexicano, de saldar una deuda de
justicia social, rezagos, discriminación y pobreza en que
miles de mexicanos con discapacidad viven actualmen-
te.

d) Que el 10% del total de la población vive algún tipo
de discapacidad y se requiere diseñar una política orien-
tada a conocer mediante censos o registros el número re-
al de personas, los tipos de discapacidad y otros indica-
dores que contribuyan a la identificación de necesidades
y el diseño de políticas públicas.

e) La importancia de que México cuente con una Ley
que permita a los tres órdenes de gobierno, hacer reali-
dad las soluciones que demandan las personas con dis-
capacidad.

f) Que los derechos deben abordarse en la Ley, desde el
nuevo paradigma de la Convención, que busca la igual-
dad, equidad y no discriminación para las personas con
discapacidad.
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g) Que existen profundos rezagos en la atención a las
personas con discapacidad en diversos ámbitos, así co-
mo la ausencia de políticas públicas, reglamento de la
Ley actual y reducciones al presupuesto en los progra-
mas vigentes.

h) Circunstancias por las que el Consejo Nacional para
las Personas con Discapacidad (CONADIS), se observa
como una instancia que no ha sido capaz de desarrollar
la aplicación de la Ley actual, ya sea por su falta de atri-
buciones o por la supuesta imprecisión de la legislación.

Cuarta. Por lo que corresponde a la visión y conceptos que
se desarrollaron en cada una de las iniciativas, la Comisión
identifico de cada una ellas las siguientes características:

a) La iniciativa promovida por el Grupo Parlamentario
del Partido de la Revolución Democrática plantea la
abrogación de la Ley actual y la creación de la Ley Ge-
neral para la Integración Social de las Personas con Dis-
capacidad integrada por cuatro títulos: disposiciones ge-
nerales, derechos fundamentales de las personas con
discapacidad, el sistema nacional para integración social
de las personas con discapacidad y la distribución de
competencias.

b) La iniciativa promovida por el Grupo Parlamentario
del Partido Revolucionario Institucional plantea la re-
forma a los títulos de disposiciones generales y de dere-
chos y la creación de un organismo público descentrali-
zado con personalidad jurídica, patrimonio propio y
autonomía técnica y de gestión, incluida la reforma al
Consejo Consultivo.

c) La iniciativa promovida por el Grupo Parlamentario
del Partido Acción Nacional plantea reformas a los títu-
los de disposiciones generales, de derechos y del actual
Consejo.

Quinta. El análisis anterior, permitió observar que prácti-
camente el total de los artículos de la Ley vigente debían
ser reformados, por lo que la Comisión concluyo proce-
dente la creación de una nueva Ley que incorpore la visión
de los legisladores y los conceptos armonizados de la Con-
vención.

Sexta. Analizando el contenido de las iniciativas, la Comi-
sión procedió a identificar los temas propuestos, mismos
que procedió a organizar en una estructura para dar cuerpo

a un nuevo ordenamiento de Ley. La estructura de la nue-
va Ley, reconoce la mayoría de las propuestas de las y los
legisladores, quedando integrada por 60 artículos distribui-
dos en 4 Títulos y 20 capítulos, como a continuación se
presenta:

Ley General para el Desarrollo y la Inclusión de las
Personas con Discapacidad

- Título Primero
• Capítulo Único
• Disposiciones Generales
Objeto
Definiciones
Observancia
Reconocimiento de derechos
Principios
Facultades del Titular del Poder Ejecutivo Federal

- Título Segundo
Derechos de las Personas con Discapacidad
• Capítulo I
Salud y Asistencia Social
• Capítulo II
Trabajo y Empleo
• Capítulo III
Educación
• Capítulo IV
Accesibilidad y Vivienda
• Capítulo V
Transporte Público y Comunicaciones
• Capítulo VI
Desarrollo Social
• Capítulo VII
Recopilación de datos y Estadística
• Capítulo VIII
Deporte, Recreación, Cultura y Turismo
• Capítulo IX
Seguridad Jurídica
• Capítulo X
Libertad de Expresión, Opinión y Acceso a la Informa-
ción
• Capítulo XI
Lineamientos del Programa Nacional para el Desarrollo
y la Inclusión de las Personas con Discapacidad
• Capítulo XII
Sistema Nacional para el Desarrollo y la Inclusión de las
Personas con Discapacidad
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- Título Tercero
Consejo Nacional para el Desarrollo y la Inclusión de
las Personas con Discapacidad
• Capítulo I
Denominación, objeto, domicilio y patrimonio
• Capítulo II
Atribuciones
• Capítulo III
Órganos de Administración
• Capítulo IV
Asamblea Consultiva
• Capítulo V
Órganos de Vigilancia
• Capítulo VI
Régimen de Trabajo

- Título Cuarto
• Capítulo I
Responsabilidades y Sanciones
- Transitorios

Sexta. La Comisión procedió a desarrollar el contenido de
los nuevos artículos, analizando conceptualmente las pro-
puestas de las iniciativas, con los preceptos de la Conven-
ción sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad
y los contenidos de la Ley vigente, en éste último caso,
considerando que determinados conceptos de la Ley actual
son compatibles jurídicamente con la nueva legislación.

1) Denominación de la Ley

Por lo que corresponde a la denominación de la nueva Ley,
se identifico una sola propuesta de los legisladores, la cual
propone que el nombre de “Ley General de las Personas
con Discapacidad” incorpore el concepto de “inclusión”
para modificarse a “Ley General para la Inclusión de las
Personas con Discapacidad”.

Con la incorporación del concepto “inclusión”, se for-
talece el nombre que identifica la Ley creada para pro-
teger los derechos de las personas con discapacidad,
destacando que el máximo estadio al que se pretende
lleguen las personas con discapacidad es la “inclu-
sión” en todos los ámbitos de desarrollo de las perso-
nas y de la sociedad. El nuevo paradigma es que las
personas no solo estén integradas, sino que se les reco-
nozca con sus capacidades y limitaciones y formen par-
te de la sociedad, igual que todos los ciudadanos.

2) Título Primero

El Título Primero comprende: el objeto de la Ley; las defi-
niciones de conceptos que serán utilizados una o más veces
en el cuerpo de la Ley; los destinatarios de su cumplimien-
to y aplicación; el reconocimiento de los derechos de las
personas con discapacidad sin discriminación de ningún ti-
po; los principios que deben atender las políticas públicas;
y las facultades del Titular del Ejecutivo Federal.

El Título Primero se integra por un “Capítulo Único” de-
nominado “Disposiciones Generales”, el cual se integra
por los artículos 1º, 2º, 3º, 4º, 5º, y 6º.

3) Objeto de la Ley

El artículo 1º define que la “Ley General para la Inclusión
de las Personas con Discapacidad”, es un ordenamiento ju-
rídico de carácter público, interés social y de observancia
general en los Estados Unidos Mexicanos.

Reglamentación del artículo 1º de la Constitución Polí-
tica de los Estados Unidos Mexicanos

Como un avance jurídico trascendente para la población
con discapacidad en la nueva Ley, se dispone en el primer
párrafo del artículo 1º referente al objeto de la Ley, la re-
glamentación del artículo 1º de la Constitución de los Es-
tados Unidos Mexicanos, el cual reconoce que toda perso-
na en los Estados Unidos Mexicanos goza de todas las
garantías que la Constitución otorga y establece la prohibi-
ción de cualquier tipo de discriminación contra cualquier
persona, incluidas las personas con discapacidad, y que a
letra señala:

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos

“Artículo 1o. En los Estados Unidos Mexicanos todo in-
dividuo gozará de las garantías que otorga esta Consti-
tución, las cuales no podrán restringirse ni suspender-
se, sino en los casos y con las condiciones que ella
misma establece.

Está prohibida la esclavitud en los Estados Unidos Me-
xicanos. Los esclavos del extranjero que entren al terri-
torio nacional alcanzarán, por este solo hecho, su li-
bertad y la protección de las leyes.

Queda prohibida toda discriminación motivada por ori-
gen étnico o nacional, el género, la edad, las discapaci-
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dades, la condición social, las condiciones de salud, la
religión, las opiniones, las preferencias, el estado civil
o cualquier otra que atente contra la dignidad humana
y tenga por objeto anular o menoscabar los derechos y
libertades de las personas.”

Con fundamento en lo anterior, la reglamentación del artí-
culo 1º de la Constitución en la Ley General para la Inclu-
sión de las Personas con Discapacidad, significa el recono-
cimiento constitucional de los derechos de las personas con
discapacidad en los Estados Unidos Mexicanos.

Se complementa el primer párrafo del artículo 1º de la nue-
va Ley, reconociendo lo dispuesto por el artículo 1 y el nu-
meral 1 del artículo 5, ambos de la Convención.

Convención

“Artículo 1 Propósito. El propósito de la presente Con-
vención es promover, proteger y asegurar el goce pleno
y en condiciones de igualdad de todos los derechos hu-
manos y libertades fundamentales por todas las perso-
nas con discapacidad, y promover el respeto de su dig-
nidad inherente”.

“Artículo 5. Igualdad y No discriminación.- 1. Los Es-
tados Partes reconocen que todas las personas son
iguales ante la ley y en virtud de ella y que tienen dere-
cho a igual protección legal y a beneficiarse de la ley en
igual medida sin discriminación alguna.”.

Complementan la definición del objeto, los conceptos de
“plena inclusión”, “respeto”, “igualdad” y “equiparación
de oportunidades” propuestos por legisladores.

El párrafo segundo, define el reconocimiento de la nueva
Ley a los derechos de las personas con discapacidad y el
establecimiento de políticas públicas para el ejercicio de
los mismos, sin limitaciones por lo que otros ordenamien-
tos jurídicos señalen.

Considerando lo anterior, el artículo 1º se propone pa-
ra quedar como sigue:

“Artículo 1o. Las disposiciones de la presente ley son
de orden público, de interés social y de observancia ge-
neral en los Estados Unidos Mexicanos.

Su objeto es reglamentar en lo conducente, el Artículo 1
de la Constitución Política de los Estados Unidos Me-

xicanos estableciendo las condiciones en las que el Es-
tado deberá promover, proteger y asegurar el pleno
ejercicio de los derechos humanos y libertades funda-
mentales de las personas con discapacidad, asegurando
su plena inclusión a la sociedad en un marco de respe-
to, igualdad y equiparación de oportunidades.

De manera enunciativa y no limitativa, esta Ley reco-
noce a las personas con discapacidad sus derechos hu-
manos y mandata el establecimiento de las políticas pú-
blicas necesarias para su ejercicio.”

4) Definición de conceptos

Este artículo incorpora definiciones de conceptos que son
utilizados en el cuerpo de la Ley una o más ocasiones, que
de forma general, precisan el significado de conceptos es-
pecíficos para su uso en el desarrollo de políticas públicas
y el lenguaje asociado a los temas de discapacidad o nor-
mativos del proceso legislativo o administrativo.

Conceptos de la Ley actual

Se recuperan definiciones de la legislación actual como:
“asistencia social”, cuya definición corresponde a la esta-
blecida en el artículo 3º de la Ley de Asistencia Social que
señala:

Ley de Asistencia Social

Artículo 3. Para los efectos de esta Ley, se entiende por
asistencia social el conjunto de acciones tendientes a
modificar y mejorar las circunstancias de carácter so-
cial que impidan el desarrollo integral del individuo,
así como la protección física, mental y social de perso-
nas en estado de necesidad, indefensión desventaja físi-
ca y mental, hasta lograr su incorporación a una vida
plena y productiva.

La asistencia social comprende acciones de promoción,
previsión, prevención, protección y rehabilitación.

Así mismo, se recuperan y adecuan los textos de las defi-
niciones vigentes de: “ayudas técnicas”; “comunidad de
sordos”; “consejo”; “estenografía proyectada”; “lengua de
señas”; “organizaciones”; “prevención”; “rehabilitación” y
“sistema de escritura braille”.
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Definiciones de la Convención

Se incorporan las definiciones previstas en el artículo 2 de
la Convención, relativas a “ajustes razonables”, “comuni-
cación”, “discriminación por motivos de discapacidad”,
“diseño universal” y “lenguaje”.

Convención

“Artículo 2 Definiciones

A los fines de la presente Convención:

La “comunicación” incluirá los lenguajes, la visualiza-
ción de textos, el Braille, la comunicación táctil, los ma-
crotipos, los dispositivos multimedia de fácil acceso, así
como el lenguaje escrito, los sistemas auditivos, el len-
guaje sencillo, los medios de voz digitalizada y otros
modos, medios y formatos aumentativos o alternativos
de comunicación, incluida la tecnología de la informa-
ción y las comunicaciones de fácil acceso;

Por “lenguaje” se entenderá tanto el lenguaje oral co-
mo la lengua de señas y otras formas de comunicación
no verbal;

Por “discriminación por motivos de discapacidad” se
entenderá cualquier distinción, exclusión o restricción
por motivos de discapacidad que tenga el propósito o el
efecto de obstaculizar o dejar sin efecto el reconoci-
miento, goce o ejercicio, en igualdad de condiciones, de
todos los derechos humanos y libertades fundamentales
en los ámbitos político, económico, social, cultural, ci-
vil o de otro tipo. Incluye todas las formas de discrimi-
nación, entre ellas, la denegación de ajustes razona-
bles;

Por “ajustes razonables” se entenderán las modifica-
ciones y adaptaciones necesarias y adecuadas que no
impongan una carga desproporcionada o indebida,
cuando se requieran en un caso particular, para garan-
tizar a las personas con discapacidad el goce o ejerci-
cio, en igualdad de condiciones con las demás, de todos
los derechos humanos y libertades fundamentales;

Por “diseño universal” se entenderá el diseño de pro-
ductos, entornos, programas y servicios que puedan uti-
lizar todas las personas, en la mayor medida posible,
sin necesidad de adaptación ni diseño especializado. El
“diseño universal” no excluirá las ayudas técnicas pa-

ra grupos particulares de personas con discapacidad,
cuando se necesiten.”

Definiciones propuestas por los legisladores

Se incorporan definiciones propuestas por los legisladores
como: “accesibilidad”, “convención”, “estimulación tem-
prana”, “igualdad de oportunidades”, “Ley”, “perro guía o
animal de servicio”, “políticas públicas”, “programa”, “sis-
tema” y “transversalidad”.

Adecuación de definiciones

Por lo que corresponde al concepto “educación especial”,
que en la Ley actual se define como: “Educación Especial.
Conjunto de servicios, programas, orientación y recursos
educativos especializados, puestos a disposición de las
personas que padecen algún tipo de discapacidad, que fa-
vorezcan su desarrollo integral, y faciliten la adquisición
de habilidades y destrezas que les capaciten para lograr
los fines de la educación.”, la Comisión propone redactar
en la nueva Ley, los conceptos ya reconocidos en la Ley
General de Educación, que distinguen la “educación espe-
cial” y la “educación inclusiva” y reconoce ambos como
procesos educativos.

Ley General de Educación

“Artículo 41. La educación especial está destinada a in-
dividuos con discapacidades transitorias o definitivas,
así como a aquellos con aptitudes sobresalientes. Aten-
derá a los educandos de manera adecuada a sus pro-
pias condiciones, con equidad social incluyente y con
perspectiva de género. (Párrafo reformado DOF 12-06-
2000, 17-04-2009)

Tratándose de menores de edad con discapacidades, es-
ta educación propiciará su integración a los planteles
de educación básica regular, mediante la aplicación de
métodos, técnicas y materiales específicos. Para quie-
nes no logren esa integración, esta educación procura-
rá la satisfacción de necesidades básicas de aprendiza-
je para la autónoma convivencia social y productiva,
para lo cual se elaborarán programas y materiales de
apoyo didácticos necesarios. (Párrafo reformado DOF
12-06-2000.)

Para la identificación y atención educativa de los alum-
nos con capacidades y aptitudes sobresalientes, la au-
toridad educativa federal, con base en sus facultades y
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la disponibilidad presupuestal, establecerá los linea-
mientos para la evaluación diagnóstica, los modelos pe-
dagógicos y los mecanismos de acreditación y certifica-
ción necesarios en los niveles de educación básica,
educación normal, así como la media superior y supe-
rior en el ámbito de su competencia. Las instituciones
que integran el sistema educativo nacional se sujetarán
a dichos lineamientos. (Párrafo adicionado DOF 22-
06-2009.)

Las instituciones de educación superior autónomas por
ley, podrán establecer convenios con la autoridad edu-
cativa federal a fin de homologar criterios para la aten-
ción, evaluación, acreditación y certificación, dirigidos
a alumnos con capacidades y aptitudes sobresalientes.”

En función de lo anterior se proponen las siguientes defini-
ciones:

“Educación Especial. La educación especial está desti-
nada a individuos con discapacidades transitorias o de-
finitivas, así como a aquellos con aptitudes sobresalien-
tes. Atenderá a los educandos de manera adecuada a sus
propias condiciones, con equidad social incluyente y
con perspectiva de género.”

“Educación Inclusiva. Es la educación que propicia la
integración de personas con discapacidad a los planteles
de educación básica regular, mediante la aplicación de
métodos, técnicas y materiales específicos.”

Definición de Persona con Discapacidad

La definición de “persona con discapacidad” se integra por
el concepto definido en el artículo 1 de la Convención y las
propuestas de los legisladores que observan el carácter
“temporal o permanente” de la discapacidad, la interacción
con el entorno social y los conceptos de inclusión e igual-
dad.

Convención

“Artículo 1 Propósito. El propósito de la presente Conven-
ción es promover, proteger y asegurar el goce pleno y en
condiciones de igualdad de todos los derechos humanos y li-
bertades fundamentales por todas las personas con disca-
pacidad, y promover el respeto de su dignidad inherente.

Las personas con discapacidad incluyen a aquellas que
tengan deficiencias físicas, mentales, intelectuales o sen-

soriales a largo plazo que, al interactuar con diversas ba-
rreras, puedan impedir su participación plena y efectiva en
la sociedad, en igualdad de condiciones con las demás.”

Considerando lo anterior, el artículo 2º incorpora las
definiciones de conceptos listadas en orden alfabético y
se propone para quedar como sigue:

“Artículo 2º. Para los efectos de esta Ley se entenderá
por:

I. Accesibilidad. Las medidas pertinentes para asegurar
el acceso de las personas con discapacidad, en igual-
dad de condiciones con las demás, al entorno físico, el
transporte, la información y las comunicaciones, inclui-
dos los sistemas y las tecnologías de la información y
las comunicaciones, y a otros servicios e instalaciones
abiertos al público o de uso público, tanto en zonas ur-
banas como rurales;

II. Ajustes Razonables. Se entenderán las modificacio-
nes y adaptaciones necesarias y adecuadas que no im-
pongan una carga desproporcionada o indebida, cuan-
do se requieran en un caso particular, para garantizar
a las personas con discapacidad el goce o ejercicio, en
igualdad de condiciones con las demás, de todos los de-
rechos humanos y libertades fundamentales;

III. Asistencia Social. Conjunto de acciones tendientes a
modificar y mejorar las circunstancias de carácter so-
cial que impidan el desarrollo integral del individuo,
así como la protección física, mental y social de perso-
nas en estado de necesidad, indefensión, desventaja fí-
sica y mental, hasta lograr su incorporación a una vida
plena y productiva;

IV. Ayudas Técnicas. Dispositivos tecnológicos y mate-
riales que permiten habilitar, rehabilitar o compensar
una o más limitaciones funcionales, motrices, sensoria-
les o intelectuales de las personas con discapacidad;

V. Comunicación. Se entenderá el lenguaje escrito, oral
y la lengua de señas mexicana, la visualización de tex-
tos, sistema Braille, la comunicación táctil, los macro-
tipos, los dispositivos multimedia escritos o auditivos de
fácil acceso, el lenguaje sencillo, los medios de voz di-
gitalizada y otros modos, medios, sistemas y formatos
aumentativos o alternativos de comunicación, incluida
la tecnología de la información y las comunicaciones de
fácil acceso;
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VI. Comunidad de Sordos. Todo aquel grupo social cu-
yos miembros tienen alguna deficiencia del sentido au-
ditivo que les limita sostener una comunicación y so-
cialización regular y fluida en lengua oral;

VII. Consejo. Consejo Nacional para el Desarrollo y la
Inclusión de las Personas con Discapacidad;

VIII. Convención. Convención sobre los Derechos de
las Personas con Discapacidad;

IX. Discriminación por motivos de discapacidad.- Se
entenderá cualquier distinción, exclusión o restricción
por motivos de discapacidad que tenga el propósito o el
efecto de obstaculizar, menoscabar o dejar sin efecto el
reconocimiento, goce o ejercicio, en igualdad de condi-
ciones, de todos los derechos humanos y libertades fun-
damentales en los ámbitos político, económico, social,
cultural, civil o de otro tipo. Incluye todas las formas de
discriminación, entre ellas, la denegación de ajustes ra-
zonables;

X. Diseño universal. se entenderá el diseño de produc-
tos, entornos, programas y servicios que puedan utilizar
todas las personas, en la mayor medida posible, sin ne-
cesidad de adaptación ni diseño especializado. El dise-
ño universal no excluirá las ayudas técnicas para gru-
pos particulares de personas con discapacidad cuando
se necesiten;

XI. Educación Especial. La educación especial está
destinada a individuos con discapacidades transitorias
o definitivas, así como a aquellos con aptitudes sobre-
salientes. Atenderá a los educandos de manera adecua-
da a sus propias condiciones, con equidad social inclu-
yente y con perspectiva de género;

XII. Educación Inclusiva. Es la educación que propicia
la integración de personas con discapacidad a los plan-
teles de educación básica regular, mediante la aplica-
ción de métodos, técnicas y materiales específicos;

XIII. Estenografía Proyectada. Es el oficio y la técnica
de transcribir un monólogo o un diálogo oral de mane-
ra simultánea a su desenvolvimiento y, a la vez, proyec-
tar el texto resultante por medios electrónicos visuales;

XIV. Estimulación Temprana. Atención brindada a ni-
ños y niñas de entre 0 y 6 años para potenciar y desa-

rrollar al máximo sus posibilidades físicas, intelectua-
les, sensoriales y afectivas, mediante programas siste-
máticos y secuenciados que abarquen todas las áreas
del desarrollo humano, sin forzar el curso natural de su
maduración;

XV. Igualdad de Oportunidades. Proceso de adecuacio-
nes, ajustes, mejoras o adopción de acciones afirmati-
vas necesarias en el entorno jurídico, social, cultural y
de bienes y servicios, que faciliten a las personas con
discapacidad su inclusión, integración, convivencia y
participación, en igualdad de oportunidades con el res-
to de la población;

XVI. Lenguaje. Se entenderá tanto el lenguaje oral co-
mo la lengua de señas y otras formas de comunicación
no verbal;

XVII. Lengua de Señas Mexicana. Lengua de una co-
munidad de sordos, que consiste en una serie de signos
gestuales articulados con las manos y acompañados de
expresiones faciales, mirada intencional y movimiento
corporal, dotados de función lingüística, forma parte
del patrimonio lingüístico de dicha comunidad y es tan
rica y compleja en gramática y vocabulario como cual-
quier lengua oral;

XVIII. Ley. Ley General para la Inclusión de las Perso-
nas con Discapacidad;

XIX. Organizaciones. Todas aquellas organizaciones
sociales constituidas legalmente para el cuidado, aten-
ción o salvaguarda de los derechos de las personas con
discapacidad o que busquen apoyar y facilitar su parti-
cipación en las decisiones relacionadas con el diseño,
aplicación y evaluación de programas para su desarro-
llo e integración social;

XX. Perro guía o animal de servicio. Son aquellos que
han sido certificados para el acompañamiento, conduc-
ción y auxilio de personas con discapacidad;

XXI. Persona con Discapacidad. Toda persona que por
razón congénita o adquirida presenta una o más defi-
ciencias de carácter físico, mental, intelectual o senso-
rial, ya sea permanente o temporal y que al interactuar
con las barreras que le impone el entorno social, pueda
impedir su inclusión plena y efectiva, en igualdad de
condiciones con los demás;
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XXII. Política Pública. Todos aquellos planes, progra-
mas o acciones que la autoridad desarrolle para asegu-
rar los derechos establecidos en la presente Ley;

XXIII. Prevención. La adopción de medidas encamina-
das a impedir que se produzcan deficiencias físicas, in-
telectuales, mentales y sensoriales;

XXIV. Programa. El Programa Nacional para el De-
sarrollo y la Inclusión de las Personas con Discapaci-
dad;

XXV. Rehabilitación. Proceso de duración limitada y
con un objetivo definido, de orden médico, social y edu-
cativo entre otros, encaminado a facilitar que una per-
sona con discapacidad alcance un nivel físico, mental,
sensorial óptimo, que permita compensar la pérdida de
una función, así como proporcionarle una mejor inte-
gración social;

XXVI. Sistema. Sistema Nacional para el Desarrollo y
la Inclusión de las Personas con Discapacidad;

XXVII. Sistema de Escritura Braille. Sistema para la
comunicación representado mediante signos en relieve,
leídos en forma táctil por las personas ciegas; y

XXVIII. Transversalidad. Es el proceso mediante el cual
se instrumentan las políticas, programas y acciones,
desarrollados por las dependencias y entidades de la
administración pública, que proveen bienes y servicios
a la población con discapacidad con un propósito co-
mún, y basados en un esquema de acción y coordina-
ción de esfuerzos y recursos en tres dimensiones: verti-
cal, horizontal y de fondo.”

5) Observancia de la Ley

El artículo 3º define a quienes corresponde observar las
disposiciones de la Ley, indicando de forma jerárquica a
las dependencias y entidades del Poder Ejecutivo Federal,
los organismos constitucionales autónomos, los Poderes
Legislativo y Judicial, el Consejo de la Ley, los Gobiernos
de las Entidades Federativas y los Municipios, quienes de-
ben actuar conforme a sus respectivas atribuciones y se in-
corporan como nuevos sujetos de observancia de la Ley a
las personas físicas y morales.

Se incluye en un segundo párrafo la responsabilidad de la
Comisión Nacional de los Derechos Humanos, como el or-

ganismo nacional que debe actuar como Mecanismo Inde-
pendiente para promover, proteger y supervisar la aplica-
ción de la Convención sobre los Derechos de las Personas
con Discapacidad y su Protocolo Facultativo, tal y como se
define en el artículo 33 numeral 2 de la Convención que se-
ñala:

Convención

“Artículo 33. Aplicación y seguimiento nacionales

1. ...

2. Los Estados Partes, de conformidad con sus sistemas
jurídicos y administrativos, mantendrán, reforzarán,
designarán o establecerán, a nivel nacional, un marco,
que constará de uno o varios mecanismos independien-
tes, para promover, proteger y supervisar la aplicación
de la presente Convención. Cuando designen o esta-
blezcan esos mecanismos, los Estados Partes tendrán
en cuenta los principios relativos a la condición jurídi-
ca y el funcionamiento de las instituciones nacionales
de protección y promoción de los derechos humanos.”

Considerando lo anterior, el artículo 3º se propone pa-
ra quedar como sigue:

“Artículo 3º. La observancia de esta Ley corresponde a
las dependencias, entidades paraestatales y órganos
desconcentrados de la Administración Pública Federal,
organismos constitucionales autónomos, Poder Legisla-
tivo, Poder Judicial, el Consejo, a los Gobiernos de las
Entidades Federativas y de los Municipios, en el ámbi-
to de sus respectivas competencias, así como a las per-
sonas físicas o morales de los sectores social y privado
que presten servicios a las personas con discapacidad.

Corresponde a la Comisión Nacional de los Derechos
Humanos, en su carácter de Mecanismo Independiente,
promover, proteger y supervisar la aplicación de la
Convención sobre los Derechos de las Personas con
Discapacidad y su Protocolo Facultativo.”

6) Reconocimiento de los derechos sin discriminación
de ningún tipo.

El artículo 4º de la nueva Ley define, con fundamento en
las propuestas de los legisladores y lo dispuesto en el artí-
culo 5 de la Convención, que los derechos de las personas
con discapacidad deben ser reconocidos sin discriminación
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de ningún tipo, indicando posibles causales de discrimina-
ción como: origen étnico o nacional, género, edad, condi-
ción social, económica o de salud, religión, opiniones, es-
tado civil, preferencias sexuales, embarazo, identidad
política, lengua, situación migratoria o cualquiera otra ca-
racterística propia de la condición humana o que atente
contra su dignidad.

Convención

“Artículo 5 Igualdad y no discriminación

1. Los Estados Partes reconocen que todas las personas
son iguales ante la ley y en virtud de ella y que tienen
derecho a igual protección legal y a beneficiarse de la
ley en igual medida sin discriminación alguna.

2. Los Estados Partes prohibirán toda discriminación
por motivos de discapacidad y garantizarán a todas las
personas con discapacidad protección jurídica igual y
efectiva contra la discriminación por cualquier motivo.

3. A fin de promover la igualdad y eliminar la discrimi-
nación, los Estados Partes adoptarán todas las medidas
pertinentes para asegurar la realización de ajustes ra-
zonables.

4. No se considerarán discriminatorias, en virtud de la
presente Convención, las medidas específicas que sean
necesarias para acelerar o lograr la igualdad de hecho
de las personas con discapacidad.”

Considerando lo anterior, el artículo 4º se propone pa-
ra quedar como sigue:

“Artículo 4º. Las personas con discapacidad gozarán
de todos los derechos que establece el orden jurídico
mexicano, sin distinción de origen étnico o nacional,
género, edad, condición social, económica o de salud,
religión, opiniones, estado civil, preferencias sexuales,
embarazo, identidad política, lengua, situación migra-
toria o cualquier otra característica propia de la condi-
ción humana o que atente contra su dignidad. Las me-
didas contra la discriminación tienen como finalidad
prevenir o corregir que una persona con discapacidad
sea tratada de una manera directa o indirecta menos fa-
vorable que otra que no lo sea, en una situación com-
parable.

Las medidas contra la discriminación consisten en la
prohibición de conductas que tengan como objetivo o
consecuencia atentar contra la dignidad de una perso-
na, crear un entorno intimidatorio, hostil, degradante u
ofensivo, debido a la discapacidad que ésta posee.

Las acciones afirmativas positivas consisten en apoyos
de carácter específico destinados a prevenir o compen-
sar las desventajas o dificultades que tienen las perso-
nas con discapacidad en la incorporación y participa-
ción plena en los ámbitos de la vida política,
económica, social y cultural.

La Administración Pública, de conformidad con su ám-
bito de competencia, impulsará el derecho a la igualdad
de oportunidades de las personas con discapacidad, a
través del establecimiento de medidas contra la discri-
minación y acciones afirmativas positivas que permitan
la integración social de las personas con discapacidad.
Será prioridad de la Administración Pública adoptar
medidas de acción afirmativa positiva para aquellas
personas con discapacidad que sufren un grado mayor
de discriminación, como son las mujeres, las personas
con discapacidad con grado severo, las que viven en el
área rural, o bien, no pueden representarse a sí mis-
mas.”

7) Principios

En el artículo 5º se definen los principios que deben consi-
derarse en el diseño de las políticas públicas, los cuales tie-
nen como fundamento lo dispuesto en el artículo 3 de la
Convención.

Convención

“Artículo 3

Principios Generales

Los principios de la presente Convención serán:

a) El respeto de la dignidad inherente, la autonomía in-
dividual, incluida la libertad de tomar las propias deci-
siones, y la independencia de las personas;

b) La no discriminación;

c) La participación e inclusión plenas y efectivas en la
sociedad;
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d) El respeto por la diferencia y la aceptación de las
personas con discapacidad como parte de la diversidad
y la condición humanas;

e) La igualdad de oportunidades;

f) La accesibilidad;

g) La igualdad entre el hombre y la mujer;

h) El respeto a la evolución de las facultades de los ni-
ños y las niñas con discapacidad y de su derecho a pre-
servar su identidad.”

Conceptos de la Ley actual

Considerando que el artículo 5º de la Ley actual fue armo-
nizado respecto de la Convención el 1 de agosto de 2008,
se recuperan los principios de: “la equidad”, “la justicia so-
cial”, “la accesibilidad” y la “no discriminación”.

Considerando lo anterior, se incorporan las definiciones
expresas de la Convención sobre los principios de: “la
igualdad de oportunidades”, “el respeto a la evolución de
las facultades de los niños y las niñas con discapacidad y
de su derecho a preservar su identidad”, “el respeto de la
dignidad inherente, la autonomía individual, incluida la li-
bertad de tomar las propias decisiones y la independencia
de las personas”, “la participación e inclusión plenas y
efectivas en la sociedad”, “el respeto por la diferencia y la
aceptación de la discapacidad como parte de la diversidad
y la condición humanas”, “la igualdad entre mujeres y
hombres con discapacidad” y “la transversalidad”.

Considerando lo anterior, el artículo 5º se propone pa-
ra quedar como sigue:

“Artículo 5º. Los principios que deberán observar las
políticas públicas, son:

a) La equidad;

b) La justicia social;

c) La igualdad de oportunidades;

d) El respeto a la evolución de las facultades de los ni-
ños y las niñas con discapacidad y de su derecho a pre-
servar su identidad;

e) El respeto de la dignidad inherente, la autonomía in-
dividual, incluida la libertad de tomar las propias deci-
siones y la independencia de las personas;

f) La participación e inclusión plenas y efectivas en la
sociedad;

g) El respeto por la diferencia y la aceptación de la dis-
capacidad como parte de la diversidad y la condición
humanas;

h) La accesibilidad;

i) La no discriminación;

j) La igualdad entre mujeres y hombres con discapaci-
dad; y

k) La transversalidad;”

8) Facultades del Titular del Ejecutivo Federal

En el artículo 6º de la nueva Ley se definen las facultades
del Titular del Ejecutivo Federal en materia de la nueva
Ley, observando que no invada otras competencias e indi-
cándose las necesarias para cumplir con lo establecido en
el artículo 4 de la Convención.

Convención

“Artículo 4. Obligaciones Generales

1. Los Estados Partes se comprometen a asegurar y
promover el pleno ejercicio de todos los derechos hu-
manos y las libertades fundamentales de las personas
con discapacidad sin discriminación alguna por moti-
vos de discapacidad. A tal fin, los Estados Partes se
comprometen a:

a) Adoptar todas las medidas legislativas, administrati-
vas y de otra índole que sean pertinentes para hacer
efectivos los derechos reconocidos en la presente Con-
vención;

b) Tomar todas las medidas pertinentes, incluidas me-
didas legislativas, para modificar o derogar leyes, re-
glamentos, costumbres y prácticas existentes que cons-
tituyan discriminación contra las personas con
discapacidad;
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c) Tener en cuenta, en todas las políticas y todos los
programas, la protección y promoción de los derechos
humanos de las personas con discapacidad;

d) Abstenerse de actos o prácticas que sean incompati-
bles con la presente Convención y velar por que las au-
toridades e instituciones públicas actúen conforme a lo
dispuesto en ella;

e) Tomar todas las medidas pertinentes para que ningu-
na persona, organización o empresa privada discrimine
por motivos de discapacidad;

f) Emprender o promover la investigación y el desarro-
llo de bienes, servicios, equipo e instalaciones de dise-
ño universal, con arreglo a la definición del artículo 2
de la presente Convención, que requieran la menor
adaptación posible y el menor costo para satisfacer las
necesidades específicas de las personas con discapaci-
dad, promover su disponibilidad y uso, y promover el
diseño universal en la elaboración de normas y direc-
trices;

g) Emprender o promover la investigación y el desarro-
llo, y promover la disponibilidad y el uso de nuevas tec-
nologías, incluidas las tecnologías de la información y
las comunicaciones, ayudas para la movilidad, disposi-
tivos técnicos y tecnologías de apoyo adecuadas para
las personas con discapacidad, dando prioridad a las
de precio asequible;

h) Proporcionar información que sea accesible para las
personas con discapacidad sobre ayudas a la movili-
dad, dispositivos técnicos y tecnologías de apoyo, in-
cluidas nuevas tecnologías, así como otras formas de
asistencia y servicios e instalaciones de apoyo;

i) Promover la formación de los profesionales y el per-
sonal que trabajan con personas con discapacidad res-
pecto de los derechos reconocidos en la presente Con-
vención, a fin de prestar mejor la asistencia y los
servicios garantizados por esos derechos.

2. Con respecto a los derechos económicos, sociales y
culturales, los Estados Partes se comprometen a adop-
tar medidas hasta el máximo de sus recursos disponi-
bles y, cuando sea necesario, en el marco de la coope-
ración internacional, para lograr, de manera
progresiva, el pleno ejercicio de estos derechos, sin per-
juicio de las obligaciones previstas en la presente Con-

vención que sean aplicables de inmediato en virtud del
derecho internacional.

3. En la elaboración y aplicación de legislación y polí-
ticas para hacer efectiva la presente Convención, y en
otros procesos de adopción de decisiones sobre cuestio-
nes relacionadas con las personas con discapacidad,
los Estados Partes celebrarán consultas estrechas y co-
laborarán activamente con las personas con discapaci-
dad, incluidos los niños y las niñas con discapacidad, a
través de las organizaciones que las representan.

4. Nada de lo dispuesto en la presente Convención afec-
tará a las disposiciones que puedan facilitar, en mayor
medida, el ejercicio de los derechos de las personas con
discapacidad y que puedan figurar en la legislación de
un Estado Parte o en el derecho internacional en vigor
en dicho Estado. No se restringirán ni derogarán nin-
guno de los derechos humanos y las libertades funda-
mentales reconocidos o existentes en los Estados Partes
en la presente Convención de conformidad con la ley,
las convenciones y los convenios, los reglamentos o la
costumbre con el pretexto de que en la presente Con-
vención no se reconocen esos derechos o libertades o se
reconocen en menor medida.

5. Las disposiciones de la presente Convención se apli-
carán a todas las partes de los Estados federales sin li-
mitaciones ni excepciones.

Considerando lo anterior, las propuestas de los legisladores
y lo establecido en la Ley Orgánica de la Administración
Pública Federal, se establecen las siguientes facultades:

Establecer las Políticas Públicas para las personas con dis-
capacidad, a fin de cumplir con las obligaciones derivadas
de los tratados internacionales de derechos humanos ratifi-
cados por el estado Mexicano, adoptando medidas legisla-
tivas, administrativas y de otra índole, para hacer efectivos
los derechos de las personas con discapacidad;

Se interpreta como una facultad general que permita
definir en el Plan Nacional de Desarrollo, que es com-
petencia del Ejecutivo, los lineamientos generales de
las políticas públicas, mismos que deben provenir de las
consultas que efectúe el Consejo con la sociedad civil.
El marco de referencia para definir dichos lineamien-
tos, al señalar “tratados internacionales de derechos
humanos”, es la Convención y todos aquellos relacio-
nados con la materia. El desarrollo de las políticas pú-

Año II, Primer Periodo, 15 de diciembre de 2010 Diario de los Debates de la Cámara de Diputados234



blicas considera la disposición de la Convención relati-
va a que el Ejecutivo efectué “medidas legislativas, ad-
ministrativas y de otra índole”, lo cual se encuentra
dentro de sus facultades constitucionales, como la posi-
bilidad de promover leyes o realizar las modificaciones
que estime convenientes en la administración pública.

Instruir a las dependencias y entidades del Gobierno Fede-
ral a que instrumenten acciones en favor de la inclusión so-
cial y económica de las personas con discapacidad en el
marco de las políticas públicas;

El espíritu de la Convención es impulsar políticas que
atiendan al principio de la transversalidad y en ese sen-
tido, el Ejecutivo debe promover que todas las depen-
dencias y entidades del Estado, de acuerdo a sus com-
petencias, revisen y cumplan las acciones que les
corresponden de acuerdo a la Convención.

Incluir en el Proyecto de Presupuesto de Egresos de la Fe-
deración los recursos para la implementación y ejecución
de la política pública derivada de la presente Ley, tomando
en consideración la participación de las Entidades Federa-
tivas en el reparto de estos recursos, de conformidad con
los ordenamientos legales aplicables;

Es facultad del Ejecutivo elaborar y enviar el proyecto de
presupuesto de egresos de la federación a la Cámara de
Diputados y en este sentido, la facultad aquí propuesta se
refiere al conjunto de programas que las dependencias y
entidades de la Administración Pública Federal y los que
desarrollen las Entidades Federativas, sean incluidos al
momento de elaborar el proyecto de presupuesto. El Con-
sejo será el responsable de conocer las propuestas presu-
puestales de los diversos programas que integren el Pro-
grama Nacional y proponerlo por la vía institucional.

Establecer políticas públicas que garanticen la equidad e
igualdad de oportunidades a las personas con discapacidad;

Con esta facultad se propone garantizar que los pro-
gramas públicos sean accesibles para todas las perso-
nas con discapacidad, sin discriminación de ningún ti-
po y cuidando que los mismos no sean utilizados parcial
o favorablemente a un solo sector de la discapacidad, lo
que contribuye a que la cobertura sea mayor y para to-
do el colectivo de personas.

Conceder, de conformidad con las disposiciones legales
aplicables, estímulos fiscales a personas físicas o morales

que realicen acciones a favor de las personas con discapa-
cidad, adecuen sus instalaciones en términos de accesibili-
dad, o de cualquier otra forma se adhieran a las políticas
públicas en la materia, en términos de la legislación apli-
cable;

Se propone esta facultad con fundamento en lo dispuesto
en la fracción III del artículo 39 del Código Fiscal de la
Federación que señala:

Código Fiscal de la Federación

Artículo 39. El Ejecutivo Federal mediante resoluciones
de carácter general podrá:

...

III. Conceder subsidios o estímulos fiscales.

Promover la consulta y participación de las personas
con discapacidad, personas físicas o morales y las orga-
nizaciones de la sociedad civil en la elaboración y apli-
cación de políticas, legislación y programas, con base
en la presente Ley;

Una de los avances más importantes en materia de par-
ticipación social de las personas con discapacidad, es
el reconocimiento en la Convención, para que en la
“adopción de decisiones” en cuestiones relativas a las
personas con discapacidad, éstas sean consultadas y
colaboren activamente. De igual forma debe consultar-
se a la infancia con discapacidad a través de las orga-
nizaciones que los representen. El alcance de esta obli-
gación del Estado Mexicano, es que las personas con
discapacidad, deben participar en las decisiones que
implican la elaboración y aplicación de leyes, así como
de políticas en todos sentidos, es decir, es obligatorio
que participen en las decisiones de los tres órdenes de
gobierno, incluido el Congreso de la Unión y los Con-
gresos Locales.

Para hacer efectivo este derecho, el Ejecutivo Federal
debe promover el cumplimiento de ésta norma de la
Convención y por su parte, el Consejo debe procurar
que dicha participación se extienda en todos niveles.

Lo anterior se establece en el artículo 4, numeral 3, de
la Convención, relativo a las obligaciones de los Esta-
dos, que para el caso, dicha responsabilidad recae en el
Titular del Ejecutivo Federal.
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Convención

“Artículo 4. Obligaciones generales

...

3. En la elaboración y aplicación de legislación y polí-
ticas para hacer efectiva la presente Convención, y en
otros procesos de adopción de decisiones sobre cuestio-
nes relacionadas con las personas con discapacidad,
los Estados Partes celebrarán consultas estrechas y co-
laborarán activamente con las personas con discapaci-
dad, incluidos los niños y las niñas con discapacidad, a
través de las organizaciones que las representan.”

Asegurar la participación de las personas con discapacidad
y las organizaciones de la sociedad civil en la elaboración
de los informes que el Gobierno Mexicano presentará a la
Organización de las Naciones Unidas en cumplimiento a la
Convención y ante otros organismos internacionales, rela-
cionados con la materia de discapacidad y los derechos hu-
manos;

En el mismo sentido que la anterior, esta es una facul-
tad obligatoria para el Titular del Ejecutivo Federal, la
cual se indica en el artículo 35, numeral 4 de la Con-
vención.

Convención

“Artículo 35 Informes presentados por los Estados Par-
tes

1. Los Estados Partes presentarán al Comité, por con-
ducto del Secretario General de las Naciones Unidas,
un informe exhaustivo sobre las medidas que hayan
adoptado para cumplir sus obligaciones conforme a la
presente Convención y sobre los progresos realizados al
respecto en el plazo de dos años contado a partir de la
entrada en vigor de la presente Convención en el Esta-
do Parte de que se trate.

2. Posteriormente, los Estados Partes presentarán in-
formes ulteriores al menos cada cuatro años y en las de-
más ocasiones en que el Comité se lo solicite.

3. El Comité decidirá las directrices aplicables al con-
tenido de los informes.

4. El Estado Parte que haya presentado un informe ini-
cial exhaustivo al Comité no tendrá que repetir, en sus
informes ulteriores, la información previamente facili-
tada. Se invita a los Estados Partes a que, cuando pre-
paren informes para el Comité, lo hagan mediante un
procedimiento abierto y transparente y tengan en cuen-
ta debidamente lo dispuesto en el párrafo 3 del artículo
4 de la presente Convención.

5. En los informes se podrán indicar factores y dificul-
tades que afecten al grado de cumplimiento de las obli-
gaciones contraídas en virtud de la presente Conven-
ción.

Cabe destacar que la Convención señala este proceso
como “abierto y transparente”, para lo cual el gobier-
no o el Consejo en su caso, deberán desarrollar el me-
canismo que garantice dicha participación, eliminán-
dose así la práctica de emitir “convocatorias” que lo
que menos tienen en sus bases o lineamientos es la con-
cepción de apertura y pluralidad.”

Garantizar el desarrollo integral de las personas con disca-
pacidad, de manera plena y autónoma, en los términos de
la presente Ley;

Esta facultad, propuesta por los legisladores, está di-
rectamente relacionada con el espíritu general del artí-
culo 4 de la Convención.

Convención

“Artículo 4 Obligaciones generales

1. Los Estados Partes se comprometen a asegurar y
promover el pleno ejercicio de todos los derechos hu-
manos y las libertades fundamentales de las personas
con discapacidad sin discriminación alguna por moti-
vos de discapacidad. A tal fin, los Estados Partes se
comprometen a:”

Fomentar la integración social de las personas con disca-
pacidad, a través del ejercicio de sus derechos civiles y po-
líticos;

Es una obligación del Estado comprometerse a adoptar
medidas para hacer efectivos los derechos económicos,
sociales y culturales de las personas con discapacidad,
tal y como lo establece el artículo 4 numeral 2 de la
Convención.
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Convención

“Artículo 4 Obligaciones generales

2. Con respecto a los derechos económicos, sociales y
culturales, los Estados Partes se comprometen a adop-
tar medidas hasta el máximo de sus recursos disponi-
bles y, cuando sea necesario, en el marco de la coope-
ración internacional, para lograr, de manera
progresiva, el pleno ejercicio de estos derechos, sin per-
juicio de las obligaciones previstas en la presente Con-
vención que sean aplicables de inmediato en virtud del
derecho internacional.”

Promover el pleno ejercicio de los derechos fundamentales
de las personas con discapacidad en condiciones equitati-
vas;

Impulsar la adopción de acciones afirmativas orientadas a
evitar y compensar las desventajas de una persona con dis-
capacidad para participar plenamente en la vida política,
económica, social y cultural;

Un tema que aborda una de las iniciativas, es la pro-
puesta para desarrollar acciones afirmativas, las cuales
permitan evitar y compensar las desventajas de las per-
sonas con discapacidad, como sería el caso de estable-
cer medidas que favorezcan el trato hacia las personas,
la atención preferente y el otorgamiento de beneficios.
Las acciones afirmativas son desarrolladas en diversos
países incluido el nuestro, y tienden a servir de soporte
en procesos temporales de inclusión, como por ejemplo,
la preferencia para no hacer fila en servicios públicos
para facilitar a las personas sus gestiones, en tanto se
consolida una cultura de respeto a la persona con dis-
capacidad en la sociedad; Uno más, lo observamos en
el otorgamiento de apoyos económicos, que son valio-
sos a las personas con discapacidad en situación de
marginación o pobreza y que se otorgan en tanto su
condición económica pueda contar con otros mecanis-
mos para su manutención o sobrevivencia, como la po-
sibilidad de un empleo o una actividad productiva que
le permita recibir ingresos. La acción afirmativa puede
o no continuar en todo caso.

Impulsar la participación solidaria de la sociedad y la fa-
milia en la preservación, y restauración de la salud, así co-
mo la prolongación y mejoramiento de la calidad de vida
de las personas con discapacidad; y

Esta propuesta de los legisladores, se fundamenta en lo
dispuesto por la Convención en su artículo 8.

Convención

“Artículo 8. Toma de conciencia

1. Los Estados Partes se comprometen a adoptar medi-
das inmediatas, efectivas y pertinentes para:

a) Sensibilizar a la sociedad, incluso a nivel familiar,
para que tome mayor conciencia respecto de las perso-
nas con discapacidad y fomentar el respeto de los dere-
chos y la dignidad de estas personas;

b) Luchar contra los estereotipos, los prejuicios y las
prácticas nocivas respecto de las personas con discapa-
cidad, incluidos los que se basan en el género o la edad,
en todos los ámbitos de la vida;

c) Promover la toma de conciencia respecto de las ca-
pacidades y aportaciones de las personas con discapa-
cidad.

Considerando lo anterior, el artículo 6º se propone pa-
ra quedar como sigue:

“Artículo 6º. Son facultades del Titular del Poder Eje-
cutivo Federal en materia de esta ley, las siguientes:

I. Establecer las Políticas Públicas para las personas
con discapacidad, a fin de cumplir con las obligaciones
derivadas de los tratados internacionales de derechos
humanos ratificados por el estado Mexicano ,adoptan-
do medidas legislativas, administrativas y de otra índo-
le, para hacer efectivos los derechos de las personas
con discapacidad;

II. Instruir a las dependencias y entidades del Gobierno
Federal a que instrumenten acciones en favor de la in-
clusión social y económica de las personas con disca-
pacidad en el marco de las políticas públicas;

III. Incluir en el Proyecto de Presupuesto de Egresos de
la Federación los recursos para la implementación y
ejecución de la política pública derivada de la presente
Ley, tomando en consideración la participación de las
entidades federativas en el reparto de estos recursos, de
conformidad con los ordenamientos legales aplicables;
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IV. Establecer y aplicar las políticas públicas a través
de las dependencias y entidades del Gobierno Federal,
que garanticen la equidad e igualdad de oportunidades
a las personas con discapacidad;

V. Conceder, de conformidad con las disposiciones le-
gales aplicables, estímulos fiscales a personas físicas o
morales que realicen acciones a favor de las personas
con discapacidad, adecuen sus instalaciones en térmi-
nos de accesibilidad, o de cualquier otra forma se ad-
hieran a las políticas públicas en la materia, en térmi-
nos de la legislación aplicable;

VI. Promover la consulta y participación de las perso-
nas con discapacidad, personas físicas o morales y las
organizaciones de la sociedad civil en la elaboración y
aplicación de políticas, legislación y programas, con
base en la presente Ley;

VII. Asegurar la participación de las personas con dis-
capacidad y las organizaciones de la sociedad civil en
la elaboración de los informes que el Gobierno Mexi-
cano presentará a la Organización de las Naciones Uni-
das en cumplimiento a la Convención y ante otros orga-
nismos internacionales, relacionados con la materia de
discapacidad y los derechos humanos;

VIII. Garantizar el desarrollo integral de las personas
con discapacidad, de manera plena y autónoma, en los
términos de la presente Ley;

IX. Fomentar la integración social de las personas con
discapacidad, a través del ejercicio de sus derechos ci-
viles y políticos;

X. Promover el pleno ejercicio de los derechos funda-
mentales de las personas con discapacidad en condi-
ciones equitativas;

XI. Impulsar la adopción de acciones afirmativas orien-
tadas a evitar y compensar las desventajas de una per-
sona con discapacidad para participar plenamente en
la vida política, económica, social y cultural;

XII. Impulsar la participación solidaria de la sociedad
y la familia en la preservación, y restauración de la sa-
lud, así como la prolongación y mejoramiento de la ca-
lidad de vida de las personas con discapacidad; y

XIII. Las demás que otros ordenamientos le confieran.”

9) Título Segundo

El Título Segundo de la Ley se denomina “Derechos de las
Personas con Discapacidad” y define de forma integral
cuales son los derechos de las personas con discapacidad
en materia de: Salud y Asistencia Social, Trabajo y Em-
pleo, Educación, Accesibilidad y Vivienda, Transporte Pú-
blico y Comunicaciones, Desarrollo Social, Recopilación
de datos y Estadística, Deporte, Recreación, Cultura y Tu-
rismo, Acceso a la Justicia, Libertad de Expresión, Opinión
y Acceso a la Información, Lineamientos del Programa Na-
cional para el Desarrollo y la Inclusión de las Personas con
Discapacidad y Sistema Nacional para el Desarrollo y la
Inclusión de las Personas con Discapacidad.

El Título Segundo se integra por 12 capítulos y los artícu-
los 7º a 37.

10) Capítulo I. Salud y Asistencia Social

El Capítulo I se denomina “Salud y Asistencia Social” y
describe los derechos de las personas con discapacidad en
materia de “salud” y la “asistencia social”.

El Capítulo I se integra por los artículos: 7º, 8º, 9º y 10º.

Los derechos en materia de salud y asistencia social, se
desarrollan con base en las propuestas de los legisladores y
lo establecido en el artículo 25 de la Convención.

Convención

“Artículo 25 Salud

Los Estados Partes reconocen que las personas con dis-
capacidad tienen derecho a gozar del más alto nivel po-
sible de salud sin discriminación por motivos de disca-
pacidad. Los Estados Partes adoptarán las medidas
pertinentes para asegurar el acceso de las personas con
discapacidad a servicios de salud que tengan en cuenta
las cuestiones de género, incluida la rehabilitación re-
lacionada con la salud. En particular, los Estados Par-
tes:

a) Proporcionarán a las personas con discapacidad
programas y atención de la salud gratuitos o a precios
asequibles de la misma variedad y calidad que a las de-
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más personas, incluso en el ámbito de la salud sexual y
reproductiva, y programas de salud pública dirigidos a
la población;

b) Proporcionarán los servicios de salud que necesiten
las personas con discapacidad específicamente como
consecuencia de su discapacidad, incluidas la pronta
detección e intervención, cuando proceda, y servicios
destinados a prevenir y reducir al máximo la aparición
de nuevas discapacidades, incluidos los niños y las ni-
ñas y las personas mayores;

c) Proporcionarán esos servicios lo más cerca posible
de las comunidades de las personas con discapacidad,
incluso en las zonas rurales;

d) Exigirán a los profesionales de la salud que presten
a las personas con discapacidad atención de la misma
calidad que a las demás personas sobre la base de un
consentimiento libre e informado, entre otras formas
mediante la sensibilización respecto de los derechos hu-
manos, la dignidad, la autonomía y las necesidades de
las personas con discapacidad a través de la capacita-
ción y la promulgación de normas éticas para la aten-
ción de la salud en los ámbitos público y privado;

e) Prohibirán la discriminación contra las personas con
discapacidad en la prestación de seguros de salud y de
vida cuando éstos estén permitidos en la legislación na-
cional, y velarán por que esos seguros se presten de ma-
nera justa y razonable;

f) Impedirán que se nieguen, de manera discriminato-
ria, servicios de salud o de atención de la salud o ali-
mentos sólidos o líquidos por motivos de discapaci-
dad.”

Se incorpora en este capítulo el derecho de las personas
con discapacidad a la “asistencia social”, debido a que es
facultad expresa de la Secretaria de Salud, brindar atención
en materia de asistencia social, en particular, a las personas
con discapacidad, tal y como lo señalan los artículos 3º
fracción XX, 6º fracción III, 27 fracción X, 167, 168 frac-
ciones I, II y V, 173 y 174.

Ley General de Salud

“Artículo 3o. En los términos de esta Ley, es materia
de salubridad general:

XX. La asistencia social;”

“Artículo 6o. El sistema nacional de salud tiene los
siguientes objetivos:

III. Colaborar al bienestar social de la población me-
diante servicios de asistencia social, principalmente a
menores en estado de abandono, ancianos desampara-
dos y minusválidos, para fomentar su bienestar y propi-
ciar su incorporación a una vida equilibrada en lo eco-
nómico y social;

“Artículo 27. Para los efectos del derecho a la pro-
tección de la salud, se consideran servicios básicos de
salud los referentes a:

X. La asistencia social a los grupos más vulnerables y,
de éstos, de manera especial, a los pertenecientes a las
comunidades indígenas.”

Artículo 167. Para los efectos de esta Ley, se entien-
de por Asistencia Social el conjunto de acciones ten-
dientes a modificar y mejorar las circunstancias de ca-
rácter social que impidan al individuo su desarrollo
integral, así como la protección física, mental y social
de personas en estado de necesidad, desprotección o
desventaja física y mental, hasta lograr su incorpora-
ción a una vida plena y productiva.

Artículo 168. Son actividades básicas de Asistencia
Social:

I. La atención a personas que, por sus carencias so-
cio-económicas o por problemas de invalidez, se ve-
an impedidas para satisfacer sus requerimientos bá-
sicos de subsistencia y desarrollo;

II. La atención en establecimientos especializados a
menores y ancianos en estado de abandono o desam-
paro e inválidos sin recursos;

III. La prestación de servicios de asistencia jurídica
y de orientación social, especialmente a menores, an-
cianos e inválidos sin recursos;

Artículo 173. Para los efectos de esta Ley, se entien-
de por invalidez la limitación en la capacidad de una
persona para realizar por sí misma actividades necesa-
rias para su desempeño físico, mental, social, ocupa-
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cional y económico como consecuencia de una insufi-
ciencia somática, psicológica o social.

Artículo 174. La atención en materia de prevención
de invalidez y rehabilitación de inválidos compren-
de:

I. La investigación de las causas de la invalidez y de los
factores que la condicionan;

II. La promoción de la participación de la comunidad
en la prevención y control de las causas y factores con-
dicionantes de la invalidez;

III. La identificación temprana y la atención oportuna
de procesos físicos, mentales y sociales que puedan cau-
sar invalidez;

IV. La orientación educativa en materia de rehabilita-
ción a la colectividad en general, y en particular a las
familias que cuenten con algún inválido, promoviendo
al efecto la solidaridad social;

V. La atención integral de los inválidos, incluyendo la
adaptación de las prótesis, órtesis y ayudas funcionales
que requieran;

Responsabilidades de la Secretaría de Salud

El artículo 7º de la nueva Ley, define a la Secretaría de Sa-
lud como la dependencia responsable de promover el dere-
cho de las personas con discapacidad a la salud, rehabilita-
ción y habilitación, así como las acciones que debe realizar
en la materia.

Transversalidad

Como una innovación en la nueva Ley, se atiende el prin-
cipio de transversalidad previsto por la Convención y las
propuestas de los legisladores, para que desde la propia
Ley, se definan las responsabilidades que le corresponden
en materia de ésta Ley a la dependencia rectora de la salud.
Lo que contribuye a una mejor organización institucional y
un efectivo desarrollo de políticas y programas.

Se incorpora además, la definición para que el derecho a la
salud se otorgue sin discriminación por motivos de disca-
pacidad y que los programas y servicios consideren crite-
rios de calidad, especialización, género, gratuidad y precio
asequible.

Acciones de la Secretaría de Salud

Considerando las propuestas de los legisladores y lo dis-
puesto por la Convención, el artículo 7º define diversas ac-
ciones, que la Secretaría de Salud debe realizar a fin de que
la institución pueda hacer efectivo el derecho a la salud, re-
habilitación y habilitación de las personas con discapaci-
dad, como las siguientes:

Diseñar, ejecutar y evaluar programas de salud pública pa-
ra la orientación, prevención, detección, estimulación tem-
prana, atención integral o especializada, rehabilitación y
habilitación, para las diferentes discapacidades;

Se propone que la Secretaría desarrolle programas con
una visión integral y para todas las discapacidades.

Crear o fortalecer establecimientos de salud y de asistencia
social que permita ejecutar los programas señalados en la
fracción anterior, los cuales se extenderán a las regiones ru-
rales y comunidades indígenas, considerando los derechos
humanos, dignidad, autonomía y necesidades de las perso-
nas con discapacidad;

Considerando que las personas con discapacidad se en-
frentan en su mayoría, a diversas dificultades para en-
contrar atención a su salud, rehabilitación o asistencia
social, se propone que la Secretaria pueda construir
nuevos centros de salud o de rehabilitación o en su ca-
so fortalecer la infraestructura existente en la materia;
así mismo se considera la creación de centros de asis-
tencia social, que no existen en el país, y en los cuales
se atienda a personas con discapacidad en situación de
abandono, desamparo o sin recursos, incluso en regio-
nes rurales o comunidades indígenas.

Elaborar e implementar en coordinación con la Secretaría
de Educación Pública, en lo que corresponda, programas
de educación, capacitación, formación y especialización
para la salud en materia de discapacidad, a fin de que los
profesionales de la salud proporcionen a las personas con
discapacidad una atención digna y de calidad, sobre la ba-
se de un consentimiento libre e informado;

Considerando que las personas con discapacidad re-
quieren servicios especializados en materia de salud o
rehabilitación, así como una atención adecuada que en
la actualidad observa carencias de todo tipo, se propo-
ne que la Secretaría en coordinación con la Secretaría
de Educación Pública elabore programas que contribu-
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yan a mejorar los servicios de salud en el país, incluida
una mejor preparación del personal y profesionales que
deben atender a las personas con discapacidad.

Crear bancos de prótesis, órtesis, ayudas técnicas y medi-
cinas de uso restringido, que sean accesibles a la población
con discapacidad;

De acuerdo con cifras oficiales, cada se producen
265,000 nuevos casos de discapacidad, mismos que re-
quieren todo tipo de prótesis, órtesis, ayudas técnicas y
medicinas de uso restringido que en la actualidad re-
presentan un alto costo económico y social, tanto para
el Estado y las personas, debido a la carencia o reduci-
da oferta de dichos apoyos. En este sentido, se propone
la creación de “bancos”, que mediante la asignación de
recursos públicos y donaciones, permitan proporcionar
a las personas con discapacidad dichos apoyos con ma-
yor facilidad.

Fomentar la creación de centros asistenciales, temporales o
permanentes, para personas con discapacidad en desampa-
ro, donde sean atendidas en condiciones que respeten su
dignidad y sus derechos, de conformidad con los principios
establecidos en la presente ley;

Considerando las carencias económicas así como las
condiciones de marginación o desamparo a que se en-
frentan las personas con discapacidad, se propone que
la Secretaría construya o instale centros asistenciales
donde las personas puedan vivir o ser atendidas de for-
ma temporal o permanente.

Celebrar convenios con instituciones educativas públicas y
privadas, para impulsar la investigación y conocimiento
sobre la materia de discapacidad;

Con la finalidad de promover la investigación sobre to-
dos los aspectos que involucran a las personas con dis-
capacidad y extender el conocimiento sobre la discapa-
cidad en la sociedad, se propone que la Secretaría
celebre convenios con instituciones educativas públicas
o privadas, que colaboren a fin de multiplicar los es-
fuerzos en este sentido.

Implementar programas de sensibilización, capacitación y
actualización, dirigidos al personal médico y administrati-
vo, para la atención de la población con discapacidad;

Considerando que frecuentemente las personas con dis-
capacidad, denuncian falta de atención, discriminación
o maltrato en los servicios de salud, se propone que la
Secretaría promueva programas que contribuyan a que
el personal médico y administrativo, conozca más de las
personas con discapacidad y les brinde un trato digno.

Establecer servicios de información, orientación, atención
y tratamiento psicológico para las personas con discapaci-
dad, sus familias o personas que se encarguen de su cuida-
do y atención;

Considerando que las personas con discapacidad re-
quieren para la superación personal de apoyo psicoló-
gico profesional y oportuno, se propone que la Secreta-
ría establezca servicios de información, orientación,
atención y tratamiento psicológico, de los que aún se
carece en el país.

Dictar las normas técnicas a que quedará sujeta la presta-
ción de los servicios de salud y asistencia social para las
personas con discapacidad por parte del sector público, so-
cial y privado;

Se propone que la Secretaría de Salud desarrolle nor-
mas para todos los servicios de salud y asistencia so-
cial.

Crear programas de orientación, educación, y rehabilita-
ción sexual y reproductiva para las personas con discapaci-
dad y sus familias;

Considerando que existe un atraso importante en lo que
se refiere a la atención sexual y reproductiva de las per-
sonas con discapacidad en los servicios de salud públi-
cos, se propone que la Secretaría desarrolle programas
en la materia.

Incorporar de forma gratuita al Seguro Popular a la pobla-
ción con discapacidad;

La mayoría de las personas con discapacidad enfrentan
carencias económicas que les impiden acceder a cualquier
tipo de servicio privado en materia de salud.

Por otra parte, el Seguro Popular, de acuerdo con las
bases establecidas para tener acceso, define que las
personas con discapacidad pueden acceder por la vía
del registro familiar, en cuyo caso, el costo del seguro
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popular se calcula con base al decir de ingreso por ho-
gar y puede oscilar entre cero y 11378 pesos anuales.

Si la persona es mayor de 18 años y se afilia de manera in-
dividual, debe aportar el equivalente al 50% del monto de
la cuota familiar que corresponda al decil de ingresos en
que se ubique.

Considerando lo anterior, el acceso de las personas con
discapacidad al seguro popular se ve limitado por el
factor económico, por lo que se propone que la Secre-
taría establezca la gratuidad del seguro popular a toda
persona con discapacidad.

Considerando lo anterior, el artículo 7º se propone pa-
ra quedar como sigue:

“Artículo 7º. La Secretaría de Salud promoverá el dere-
cho de las personas con discapacidad a gozar del más
alto nivel posible de salud, rehabilitación y habilitación
sin discriminación por motivos de discapacidad, me-
diante programas y servicios que serán diseñados y pro-
porcionados, considerando criterios de calidad, espe-
cialización, género, gratuidad o precio asequible. Para
tal efecto, realizará las siguientes acciones:

I. Diseñar, ejecutar y evaluar programas de salud pú-
blica para la orientación, prevención, detección, esti-
mulación temprana, atención integral o especializada,
rehabilitación y habilitación, para las diferentes disca-
pacidades;

II. Crear o fortalecer establecimientos de salud y de
asistencia social que permita ejecutar los programas
señalados en la fracción anterior, los cuales se extende-
rán a las regiones rurales y comunidades indígenas,
considerando los derechos humanos, dignidad, autono-
mía y necesidades de las personas con discapacidad;

III. Elaborar e implementar programas de educación,
capacitación, formación y especialización para la salud
en materia de discapacidad, a fin de que los profesio-
nales de la salud proporcionen a las personas con dis-
capacidad una atención digna y de calidad, sobre la ba-
se de un consentimiento libre e informado;

IV. Crear bancos de prótesis, órtesis, ayudas técnicas y
medicinas de uso restringido, que sean accesibles a la
población con discapacidad;

V. Fomentar la creación de centros asistenciales, tem-
porales o permanentes, para personas con discapaci-
dad en desamparo, donde sean atendidas en condicio-
nes que respeten su dignidad y sus derechos, de
conformidad con los principios establecidos en la pre-
sente ley;

VI. Celebrar convenios con instituciones educativas pú-
blicas y privadas, para impulsar la investigación y co-
nocimiento sobre la materia de discapacidad;

VII. Implementar programas de sensibilización, capaci-
tación y actualización, dirigidos al personal médico y
administrativo, para la atención de la población con
discapacidad;

VIII. Establecer servicios de información, orientación,
atención y tratamiento psicológico para las personas
con discapacidad, sus familias o personas que se en-
carguen de su cuidado y atención;

IX. Dictar las normas técnicas a que quedará sujeta la
prestación de los servicios de salud y asistencia social
para las personas con discapacidad por parte del sec-
tor público, social y privado;

X. Crear programas de orientación, educación, y reha-
bilitación sexual y reproductiva para las personas con
discapacidad y sus familias;

XI. Incorporar de forma gratuita al Seguro Popular a la
población con discapacidad; y

XII. Las demás que dispongan otros ordenamientos.

Asistencia Social

En el artículo 8º se definen los servicios de asistencia so-
cial, mediante los cuales se brinde atención a las personas
con discapacidad y se elaboro con base en las propuestas
de los legisladores y lo establecido en el artículo 28 de la
Convención.

Convención

“Artículo 28 Nivel de vida adecuado y protección social

1. Los Estados Partes reconocen el derecho de las per-
sonas con discapacidad a un nivel de vida adecuado pa-
ra ellas y sus familias, lo cual incluye alimentación,
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vestido y vivienda adecuados, y a la mejora continua de
sus condiciones de vida, y adoptarán las medidas perti-
nentes para salvaguardar y promover el ejercicio de es-
te derecho sin discriminación por motivos de discapaci-
dad.

2. Los Estados Partes reconocen el derecho de las per-
sonas con discapacidad a la protección social y a gozar
de ese derecho sin discriminación por motivos de disca-
pacidad, y adoptarán las medidas pertinentes para pro-
teger y promover el ejercicio de ese derecho, entre ellas:

a) Asegurar el acceso en condiciones de igualdad de las
personas con discapacidad a servicios de agua potable
y su acceso a servicios, dispositivos y asistencia de otra
índole adecuados a precios asequibles para atender las
necesidades relacionadas con su discapacidad;

b) Asegurar el acceso de las personas con discapaci-
dad, en particular las mujeres y niñas y las personas
mayores con discapacidad, a programas de protección
social y estrategias de reducción de la pobreza;

c) Asegurar el acceso de las personas con discapacidad
y de sus familias que vivan en situaciones de pobreza a
asistencia del Estado para sufragar gastos relacionados
con su discapacidad, incluidos capacitación, asesora-
miento, asistencia financiera y servicios de cuidados
temporales adecuados;

d) Asegurar el acceso de las personas con discapacidad
a programas de vivienda pública;

e) Asegurar el acceso en igualdad de condiciones de las
personas con discapacidad a programas y beneficios de
jubilación.”

En función de lo anterior, se propone que el Consejo, los
Gobiernos de las Entidades Federativas y de los Munici-
pios celebren convenios con los sectores privado y social,
a fin de promover acciones en materia de asistencia social,
como las siguientes:

Promover los servicios de asistencia social para las perso-
nas con discapacidad en todo el país;

Promover la aportación de recursos materiales, humanos y
financieros;

Procurar la integración y el fortalecimiento de la asistencia
pública y privada en la prestación de los servicios de asis-
tencia social dirigidos a las personas con discapacidad;

Establecer mecanismos para atender la demanda de servi-
cios de asistencia social de las personas con discapacidad;

Los demás que tengan por objeto garantizar la prestación
de servicios de asistencia social para las personas con dis-
capacidad.

Entre los beneficios que en materia de asistencia social
proponen los legisladores, se incluye el otorgamiento de
apoyos materiales o económicos, apoyos para la educa-
ción, rehabilitación, vivienda, transporte, financiamien-
to de ayudas, descuentos en servicios públicos como el
agua potable o la luz, alimentos, medicinas, vestido, al-
bergues, servicios de casas hogar, entre otros.

Considerando lo anterior, el artículo 8º se propone pa-
ra quedar como sigue:

“Artículo 8º. El Consejo, los Gobiernos de las Entida-
des Federativas y de los Municipios podrán celebrar
convenios con los sectores privado y social, a fin de:

I. Promover los servicios de asistencia social para las
personas con discapacidad en todo el país;

II. Promover la aportación de recursos materiales, hu-
manos y financieros;

III. Procurar la integración y el fortalecimiento de la
asistencia pública y privada en la prestación de los ser-
vicios de asistencia social dirigidos a las personas con
discapacidad;

IV. Establecer mecanismos para atender la demanda de
servicios de asistencia social de las personas con dis-
capacidad; y

V. Los demás que tengan por objeto garantizar la pres-
tación de servicios de asistencia social para las perso-
nas con discapacidad.”

Seguros de Salud o de vida

En el artículo 9º se define con base en las propuestas de los
legisladores y lo dispuesto en el inciso e del artículo 25 de
la Convención.
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Convención

“Artículo 25 Salud

e) Prohibirán la discriminación contra las personas con
discapacidad en la prestación de seguros de salud y de
vida cuando éstos estén permitidos en la legislación na-
cional, y velarán por que esos seguros se presten de ma-
nera justa y razonable;”

1. Considerando lo anterior, el artículo 9º se propone
para quedar como sigue:

“Artículo 9º. Queda prohibido cualquier tipo de discri-
minación contra las personas con discapacidad en el
otorgamiento de seguros de salud o de vida.”

Clasificación Nacional de Discapacidades, Certificado
de Discapacidad

En el artículo 10 se define la responsabilidad de la Secre-
taría de Salud y el Consejo para emitir con base en los li-
neamientos de la CIF (Clasificación Internacional del Fun-
cionamiento, de la Discapacidad y de la Salud) la
Clasificación Nacional de Discapacidades. Así mismo se
establece la responsabilidad de la Secretaría para que otor-
gar a las personas con discapacidad un certificado de reco-
nocimiento y calificación de la discapacidad.

Considerando lo anterior, el artículo 10º se propone pa-
ra quedar como sigue:

Artículo 10º. La Secretaría de Salud en coordinación
con el Consejo, emitirá la Clasificación Nacional de
Discapacidades, con base en los lineamientos estableci-
dos por la Clasificación Internacional del Funciona-
miento, de la Discapacidad y de la Salud, la cual esta-
rá disponible al público y deberá ser utilizada en el
diseño de Políticas Públicas.

El Sector Salud expedirá a las personas con discapaci-
dad un certificado de reconocimiento y calificación de
discapacidad con validez nacional.

11) Capítulo II. Trabajo y Empleo

El Capítulo II se denomina “Trabajo y Empleo” y describe
los derechos de las personas con discapacidad en materia
laboral.

El Capítulo II se integra por el artículo: 11

Los derechos en materia laboral, se desarrollan con base en
las propuestas de los legisladores y lo establecido en el ar-
tículo 25 de la Convención.

La denominación del capítulo se adopta de la denomina-
ción establecida para los derechos laborales de las personas
con discapacidad que se indican en el artículo 27 de la
Convención.

Convención

“Artículo 27 Trabajo y empleo

1. Los Estados Partes reconocen el derecho de las per-
sonas con discapacidad a trabajar, en igualdad de con-
diciones con las demás; ello incluye el derecho a tener
la oportunidad de ganarse la vida mediante un trabajo
libremente elegido o aceptado en un mercado y un en-
torno laborales que sean abiertos, inclusivos y accesi-
bles a las personas con discapacidad. Los Estados Par-
tes salvaguardarán y promoverán el ejercicio del
derecho al trabajo, incluso para las personas que ad-
quieran una discapacidad durante el empleo, adoptan-
do medidas pertinentes, incluida la promulgación de le-
gislación, entre ellas:

a) Prohibir la discriminación por motivos de discapaci-
dad con respecto a todas las cuestiones relativas a cual-
quier forma de empleo, incluidas las condiciones de se-
lección, contratación y empleo, la continuidad en el
empleo, la promoción profesional y unas condiciones de
trabajo seguras y saludables;

b) Proteger los derechos de las personas con discapaci-
dad, en igualdad de condiciones con las demás, a con-
diciones de trabajo justas y favorables, y en particular
a igualdad de oportunidades y de remuneración por tra-
bajo de igual valor, a condiciones de trabajo seguras y
saludables, incluida la protección contra el acoso, y a
la reparación por agravios sufridos;

c) Asegurar que las personas con discapacidad puedan
ejercer sus derechos laborales y sindicales, en igualdad
de condiciones con las demás;

d) Permitir que las personas con discapacidad tengan
acceso efectivo a programas generales de orientación
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técnica y vocacional, servicios de colocación y forma-
ción profesional y continua;

e) Alentar las oportunidades de empleo y la promoción
profesional de las personas con discapacidad en el mer-
cado laboral, y apoyarlas para la búsqueda, obtención,
mantenimiento del empleo y retorno al mismo;

f) Promover oportunidades empresariales, de empleo
por cuenta propia, de constitución de cooperativas y de
inicio de empresas propias;

g) Emplear a personas con discapacidad en el sector
público;

h) Promover el empleo de personas con discapacidad
en el sector privado mediante políticas y medidas perti-
nentes, que pueden incluir programas de acción afir-
mativa, incentivos y otras medidas;

i) Velar por que se realicen ajustes razonables para las
personas con discapacidad en el lugar de trabajo;

j) Promover la adquisición por las personas con disca-
pacidad de experiencia laboral en el mercado de traba-
jo abierto;

k) Promover programas de rehabilitación vocacional y
profesional, mantenimiento del empleo y reincorpora-
ción al trabajo dirigidos a personas con discapacidad.

2. Los Estados Partes asegurarán que las personas con
discapacidad no sean sometidas a esclavitud ni servi-
dumbre y que estén protegidas, en igualdad de condi-
ciones con las demás, contra el trabajo forzoso u obli-
gatorio.”

En función de lo anterior, el artículo 11 define como res-
ponsable de los derechos laborales de las personas con dis-
capacidad a la Secretaría de Trabajo y Previsión Social, la
cual es la entidad facultada por la Ley Federal del Trabajo
para la regulación del trabajo. Así mismo se consideran las
propuestas de los legisladores.

Responsabilidades de la Secretaría del Trabajo y Previ-
sión Social

Se define en el artículo 11 de la nueva Ley, que la Secreta-
ría del Trabajo y Previsión Social es la entidad responsable

de promover los derechos laborales de las personas con
discapacidad en igualdad de oportunidades y equidad.

Acciones de la Secretaría del Trabajo y Previsión Social

Considerando las propuestas de los legisladores y lo dis-
puesto por la Convención, el artículo 11 define diversas ac-
ciones, que la Secretaría del Trabajo y Previsión Social de-
be realizar a fin de que la institución pueda hacer efectivo
el derecho al trabajo y el empleo de las personas con dis-
capacidad, como las siguientes:

Prohibir cualquier tipo de discriminación por motivo de
discapacidad en la selección, contratación, remuneración,
tipo de empleo, reinserción, continuidad, capacitación, li-
quidación laboral, promoción profesional y asegurar con-
diciones de trabajo accesibles, seguras y saludables;

Se propone que una de las acciones a fin de promover
los derechos laborales de las personas con discapaci-
dad, sea que la Secretaría del Trabajo y Previsión So-
cial, adopte medidas administrativas o legales que pro-
híban cualquier tipo de discriminación para quienes
buscan un trabajo o empleo en el sector público o pri-
vado.

Es oportuno destacar que entre las propuestas presen-
tadas, se propone la definición de “cuotas” que reser-
ven espacios o plazas laborales en las empresas o de-
pendencias y entidades de la administración pública a
las personas con discapacidad. 

En este sentido es importante mencionar que la propia
Convención no reconoce esta medida, como una vía fac-
tible para la integración laboral. Por el contrario, don-
de se han legalizado las “cuotas de espacios labora-
les”, éstas han resultado segregacionistas o aún más
discriminatorias, ya que cuando se cumple la meta de
una cuota el proceso de integración se detiene y no ga-
rantiza la generación creciente o continua de oportuni-
dades de contratación a todo tipo de perfiles, salvo los
requeridos para cumplir con la norma.

La Convención propone como proceso de integración
laboral, aquel que promueva una cultura de la no dis-
criminación y se propicien oportunidades con acciones
administrativas o legales que les garanticen a las per-
sonas, medidas compensatorias que apoyen a las perso-
nas desde la capacitación hasta la integración a un es-
pacio laboral.
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Diseñar, ejecutar, evaluar y promover políticas públicas pa-
ra la inclusión laboral de las personas con discapacidad
atendiendo a su clasificación, en el sector público o priva-
do, que protejan la capacitación, empleo, contratación y
derechos sindicales, en su caso, de las personas con disca-
pacidad;

Como ya se ha señalado, es importante que la Secreta-
ría del Trabajo y Previsión Social diseñe políticas que
protejan sus derechos y le brinden a las personas apo-
yo de capacitación para un trabajo, consecución de un
empleo, protección en el proceso de contratación con-
forme lo establece la Ley y su inclusión como trabaja-
dores a los sindicatos.

Diseñar, promover, ejecutar y evaluar programas y becas
para la formación o capacitación para el empleo y el finan-
ciamiento de actividades productivas, cooperativas o em-
presas de o para las personas con discapacidad;

Una de las limitaciones de las personas con discapaci-
dad para su inclusión laboral, es la falta de preparación
o de capacitación, que les permita ser candidatos via-
bles en un empleo. Por ello, se propone que la Secreta-
ría de Trabajo y Previsión Social elabore programas
para los fines citados y promueva el otorgamiento de
becas que permitan a las personas capacitarse y lograr
un empleo.

Elaborar e instrumentar el programa nacional de trabajo y
empleo para las personas con discapacidad, que compren-
da la capacitación, creación de agencias de integración la-
boral, acceso a bolsas de trabajo públicas o privadas, cen-
tros de trabajo protegido, talleres, asistencia técnica,
formación vocacional o profesional, becas en cualquiera de
sus modalidades, inserción laboral de las personas con dis-
capacidad en la administración pública de los tres órdenes
de gobierno, a través de convenios con los sectores públi-
co, social y privado;

Se propone que la Secretaria elabore un programa na-
cional de trabajo y empleo a fin de promover la inte-
gración laboral, en el que se incorporen nuevos meca-
nismos de apoyo como seguros de desempleo, talleres
protegidos o becas económicas temporales entre otros
acciones o medidas compensatorias.

Proporcionar asistencia técnica y legal a los sectores pro-
ductivos, social y privado, en materia laboral de discapaci-
dad, que así lo soliciten;

Considerando que es común en los sectores productivos
la falta de información sobre la discapacidad y las ca-
pacidades de las personas, lo que dificulta su integra-
ción a un empleo, se propone que la Secretaria brinde
asistencia técnica y legal sobre la materia, a los empre-
sarios que lo soliciten.

Revisar las Normas Oficiales Mexicanas a efecto de per-
mitir el pleno acceso y goce de los derechos en materia la-
boral establecidos por la presente Ley y demás disposicio-
nes aplicables;

A fin de establecer normatividad sobre las diversas eta-
pas del proceso de integración laboral de las personas
con discapacidad, incluida la adecuación de instalacio-
nes o lugares de trabajo y el otorgamiento de estímulos
fiscales, se propone que la Secretaría desarrolle las
normas oficiales mexicanas que permitan la estandari-
zación de la integración laboral en el país.

Fomentar la capacitación y sensibilización al personal que
trabaje con personas con discapacidad en el sector público
o privado;

Considerando que una parte relevante del proceso de
integración laboral, son las relaciones laborales de las
personas con discapacidad con el resto del personal de
las empresas, se propone que la Secretaria apoye y fo-
mente la capacitación del personal que trabaje con per-
sonas con discapacidad.

Establecer mecanismos de denuncia y determinar sancio-
nes ante situaciones de acoso, discriminación, esclavitud,
tortura, servidumbre, trabajo forzado, empleo sin remune-
ración u obligatorio;

El mayor indicador de discriminación hacia las perso-
nas con discapacidad lo representa el hecho de que más
del 50% de las personas con discapacidad en México
son discriminadas de la posibilidad de un empleo por su
condición de discapacidad. Así mismo se registran ca-
sos de abusos o explotación de personas con discapaci-
dad a las que se les paga menos o se les asignan traba-
jos inferiores a sus capacidades. Se propone que la
Secretaría establezca mecanismos de denuncia y espe-
cifique sanciones ante diversas circunstancias que en la
actualidad se consideran delitos contra las personas en
el ámbito laboral, como el acoso, el trabajo forzado o el
empleo sin remuneración.
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Formular y desarrollar políticas públicas y estrategias que
aseguren la inserción laboral de las personas con discapa-
cidad intelectual, de acuerdo con sus capacidades y bajo
condiciones de supervisión y vigilancia;

En lo general las personas con discapacidad enfrentan
diversas dificultades para lograr un empleo. Sin embar-
go las personas con discapacidad intelectual, que en
muchos casos pueden ser entrenadas para el trabajo,
pocas o nulas oportunidades tienen en el mercado de
trabajo, por lo que se propone que la Secretaria formu-
le políticas que aseguren la inserción laboral de la per-
sona con discapacidad intelectual.

Promover medidas a efecto de que las obligaciones labora-
bles no interrumpan el proceso de rehabilitación de las per-
sonas con discapacidad;

Algunos países han adecuado su legislación, a fin de
que la persona con discapacidad que lo requiera pueda
usar parte de su tiempo o interrumpir su trabajo, para
poder continuar efectuar sus terapias de rehabilitación
o tratamientos, dentro o fuera de las instalaciones la-
borales y con el permiso de los patrones. En este senti-
do se propone que la Secretaría promueva acciones en
este sentido, como una medida compensatoria que ayu-
de al proceso de integración laboral.

Considerando lo anterior, el artículo 11 se propone pa-
ra quedar como sigue:

“Artículo 11. La Secretaría de Trabajo y Previsión So-
cial promoverá el derecho al trabajo y empleo de las
personas con discapacidad en igualdad de oportunida-
des y equidad, que les otorgue certeza en su desarrollo
personal, social y laboral. Para tal efecto, realizará las
siguientes acciones:

I. Prohibir cualquier tipo de discriminación por motivo
de discapacidad en la selección, contratación, remune-
ración, tipo de empleo, reinserción, continuidad, capa-
citación, liquidación laboral, promoción profesional y
asegurar condiciones de trabajo accesibles, seguras y
saludables;

II. Diseñar, ejecutar, evaluar y promover políticas pú-
blicas para la inclusión laboral de las personas con dis-
capacidad atendiendo a su clasificación, en el sector

público o privado, que protejan la capacitación, em-
pleo, contratación y derechos sindicales, en su caso, de
las personas con discapacidad;

III. Elaborar e instrumentar el programa nacional de
trabajo y empleo para las personas con discapacidad,
que comprenda la capacitación, creación de agencias
de integración laboral, acceso a bolsas de trabajo pú-
blicas o privadas, centros de trabajo protegido, talleres,
asistencia técnica, formación vocacional o profesional,
becas en cualquiera de sus modalidades, inserción la-
boral de las personas con discapacidad en la adminis-
tración pública de los tres órdenes de gobierno, a través
de convenios con los sectores público, social y privado;

IV. Proporcionar asistencia técnica y legal a los secto-
res productivos, social y privado, en materia laboral de
discapacidad, que así lo soliciten;

V. Revisar las Normas Oficiales Mexicanas a efecto de
permitir el pleno acceso y goce de los derechos en ma-
teria laboral establecidos por la presente Ley y demás
disposiciones aplicables;

VI. Fomentar la capacitación y sensibilización al per-
sonal que trabaje con personas con discapacidad en el
sector público o privado;

VII. Promover medidas a efecto de que las obligaciones
laborables no interrumpan el proceso de rehabilitación
de las personas con discapacidad;

Las demás que dispongan otros ordenamientos;”

12) Capítulo III. Educación

El Capítulo III se denomina “Educación” y describe los de-
rechos de las personas con discapacidad a la educación.

El Capítulo III se integra por el artículo: 12, 13 y 14

Los derechos en materia educativa, se desarrollan con base
en las propuestas de los legisladores y lo establecido en el
artículo 24 de la Convención.

La denominación del capítulo se adopta de la denomina-
ción establecida para los derechos educativos como se in-
dica en el artículo 24 de la Convención.
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“Artículo 24 Educación

1. Los Estados Partes reconocen el derecho de las per-
sonas con discapacidad a la educación. Con miras a
hacer efectivo este derecho sin discriminación y sobre
la base de la igualdad de oportunidades, los Estados
Partes asegurarán un sistema de educación inclusivo a
todos los niveles así como la enseñanza a lo largo de la
vida, con miras a:

a) Desarrollar plenamente el potencial humano y el
sentido de la dignidad y la autoestima y reforzar el res-
peto por los derechos humanos, las libertades funda-
mentales y la diversidad humana;

b) Desarrollar al máximo la personalidad, los talentos
y la creatividad de las personas con discapacidad, así
como sus aptitudes mentales y físicas;

c) Hacer posible que las personas con discapacidad
participen de manera efectiva en una sociedad libre.

2. Al hacer efectivo este derecho, los Estados Partes
asegurarán que:

a) Las personas con discapacidad no queden excluidas
del sistema general de educación por motivos de disca-
pacidad, y que los niños y las niñas con discapacidad
no queden excluidos de la enseñanza primaria gratuita
y obligatoria ni de la enseñanza secundaria por motivos
de discapacidad;

b) Las personas con discapacidad puedan acceder a
una educación primaria y secundaria inclusiva, de cali-
dad y gratuita, en igualdad de condiciones con las de-
más, en la comunidad en que vivan;

c) Se hagan ajustes razonables en función de las nece-
sidades individuales;

d) Se preste el apoyo necesario a las personas con dis-
capacidad, en el marco del sistema general de educa-
ción, para facilitar su formación efectiva;

e) Se faciliten medidas de apoyo personalizadas y efec-
tivas en entornos que fomenten al máximo el desarrollo
académico y social, de conformidad con el objetivo de
la plena inclusión.

3. Los Estados Partes brindarán a las personas con dis-
capacidad la posibilidad de aprender habilidades para
la vida y desarrollo social, a fin de propiciar su partici-
pación plena y en igualdad de condiciones en la educa-
ción y como miembros de la comunidad. A este fin, los
Estados Partes adoptarán las medidas pertinentes, en-
tre ellas:

a) Facilitar el aprendizaje del Braille, la escritura al-
ternativa, otros modos, medios y formatos de comunica-
ción aumentativos o alternativos y habilidades de orien-
tación y de movilidad, así como la tutoría y el apoyo
entre pares;

b) Facilitar el aprendizaje de la lengua de señas y la
promoción de la identidad lingüística de las personas
sordas;

c) Asegurar que la educación de las personas, y en par-
ticular los niños y las niñas ciegos, sordos o sordocie-
gos se imparta en los lenguajes y los modos y medios de
comunicación más apropiados para cada persona y en
entornos que permitan alcanzar su máximo desarrollo
académico y social.

4. A fin de contribuir a hacer efectivo este derecho, los
Estados Partes adoptarán las medidas pertinentes para
emplear a maestros, incluidos maestros con discapaci-
dad, que estén cualificados en lengua de señas o Brai-
lle y para formar a profesionales y personal que traba-
jen en todos los niveles educativos. Esa formación
incluirá la toma de conciencia sobre la discapacidad y
el uso de modos, medios y formatos de comunicación
aumentativos y alternativos apropiados, y de técnicas y
materiales educativos para apoyar a las personas con
discapacidad.

5. Los Estados Partes asegurarán que las personas con
discapacidad tengan acceso general a la educación su-
perior, la formación profesional, la educación para
adultos y el aprendizaje durante toda la vida sin discri-
minación y en igualdad de condiciones con las demás.
A tal fin, los Estados Partes asegurarán que se realicen
ajustes razonables para las personas con discapaci-
dad.”

En función de lo anterior, el artículo 11 define como res-
ponsable de los derechos laborales de las personas con dis-
capacidad a la Secretaría de Trabajo y Previsión Social, la
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cual es la entidad facultada por la Ley Federal del Trabajo
para la regulación del trabajo. Así mismo se consideran las
propuestas de los legisladores.

Responsabilidades de la Secretaría de Educación

Se define en el artículo 12 de la nueva Ley, que la Secreta-
ría de Educación es la entidad responsable de promover el
derecho a la educación de las personas con discapacidad en
igualdad de oportunidades y equidad.

Acciones de la Secretaría de Educación

Considerando las propuestas de los legisladores y lo dis-
puesto por la Convención, el artículo 12 define diversas ac-
ciones, que la Secretaría de Educación debe realizar a fin
de que la institución pueda hacer efectivo el derecho a la
educación para las personas con discapacidad, como las si-
guientes:

Establecer en el Sistema Educativo Nacional, el diseño,
ejecución y evaluación del programa para la educación in-
clusiva y del programa para la educación especial de per-
sonas con discapacidad, incluyendo a la población indíge-
na y sus lenguas;

Como premisa central de las acciones de la Secretaría,
las propuestas de los legisladores, se orientan a fortale-
cer una política nacional de educación que comprenda
la “educación especial” y la “educación inclusiva” co-
mo dos programas institucionales paralelos a fin de
brindar a la población con discapacidad las oportuni-
dades educativas en función de su discapacidad.

El país cuenta desde finales de los años ochenta de un
conjunto de infraestructura para la educación especial,
el cual debe ser fortalecido y procurar nuevos y mayo-
res espacios para la infancia con discapacidad que re-
quiere servicios especiales.

Así mismo, la Secretaria ha implementado desde hace
pocos años, el proceso para la inclusión educativa de
personas con discapacidad en espacios educativos re-
gulares, acompañando un proceso que supone instala-
ciones accesibles y los apoyos de las escuelas por par-
te de autoridades, maestros y alumnos, lo que permite
sin duda, considerar que este proceso es valioso para
personas cuya discapacidad lo permite.

Se propone que la Secretaría defina incluya en el Siste-
ma Educativo Nacional una política que incorpore me-
todológicamente programas específicos para ambos ti-
pos de procesos educativos y que esto permita su
programación presupuestal a fin de multiplicar las
oportunidades educativas de las personas con discapa-
cidad.

Impulsar la inclusión de las personas con discapacidad en
todos los niveles del Sistema Educativo Nacional, desarro-
llando y aplicando normas y reglamentos que eviten su dis-
criminación, les aseguren condiciones de accesibilidad en
instalaciones educativas, proporcionen los apoyos didácti-
cos, materiales y técnicos y cuenten con personal docente
debidamente capacitado;

Establecer mecanismos a fin de que las niñas y los niños
con discapacidad gocen del derecho a la admisión gratuita
y obligatoria así como a la atención especializada, en los
centros de desarrollo infantil, guarderías públicas y en
guarderías privadas mediante convenios de servicios. Las
niñas y niños con discapacidad no podrán ser condiciona-
dos en su integración a la educación inicial o preescolar;

Formar, actualizar, capacitar y profesionalizar a los docen-
tes y personal asignado que intervengan directamente en la
integración educativa de personas con discapacidad;

Propiciar el respeto e integración de las personas con dis-
capacidad en el Sistema Educativo Nacional;

Establecer que los programas educativos que se transmiten
por televisión pública o privada, nacional o local, incluyan
tecnologías para texto, audiodescripciones, estenografía
proyectada o interpretes de Lengua de Señas Mexicana;

Proporcionar a los estudiantes con discapacidad materiales,
incentivos económicos y ayudas técnicas que apoyen su
rendimiento académico, así como equipar planteles y cen-
tros educativos con libros en braille, materiales didácticos,
apoyo de intérpretes de lengua de señas mexicana o espe-
cialistas en sistema braille, equipos computarizados con
tecnología para personas ciegas y todos aquellos apoyos
que se identifiquen como necesarios para brindar una edu-
cación con calidad;

Garantizar el acceso de las personas con discapacidad a la
educación pública obligatoria, bilingüe y acorde con el ti-
po de discapacidad que corresponda, incluyendo la ense-
ñanza del sistema Braille y la Lengua de Señas Mexicana;
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Fomentar la producción y distribución de libros de texto
gratuitos en Sistema Braille, macrotipos y textos audibles
que complementen los conocimientos que obtendrán los
alumnos con discapacidad visual;

Establecer un programa nacional de becas educativas y be-
cas de capacitación para personas con discapacidad en to-
dos los niveles del Sistema Educativo Nacional;

Establecer la Lengua de Señas Mexicana y el Sistema de
Escritura Braille en instituciones públicas o privadas, así
como en programas de educación inclusiva o especial, ca-
pacitación, comunicación, e investigación, para su utiliza-
ción en el Sistema Educativo Nacional;

Diseñar e implementar programas de formación y certifica-
ción de intérpretes, estenógrafos del español y demás perso-
nal especializado en la difusión y uso conjunto del español,
las lenguas indígenas y la Lengua de Señas Mexicana;

Impulsar toda forma de comunicación escrita que facilite al
sordo hablante, al sordo señante o semilingüe, el desarrollo
y uso de la lengua en forma escrita;

Impulsar programas de investigación, preservación y desa-
rrollo de la Lengua de Señas Mexicana, de las personas con
discapacidad auditiva y de las formas de comunicación de
las personas con discapacidad visual;

Elaborar programas para las personas ciegas y débiles vi-
suales, que los integren al Sistema Educativo Nacional, pú-
blico o privado, creando de manera progresiva condiciones
físicas y acceso a los avances científicos y tecnológicos, así
como materiales y libros actualizados, necesarios para su
aprendizaje;

Incorporar en el Sistema Nacional de Ciencia y Tecnología
lineamientos que permitan la investigación y el desarrollo
de bienes, servicios, equipo e instalaciones de diseño uni-
versal;

Promover que los estudiantes presten apoyo a personas con
discapacidad que así lo requieran, a fin de que cumplan con
el requisito del servicio social; y

Considerando lo anterior, el artículo 12 se propone pa-
ra quedar como sigue:

“Artículo 12. La Secretaría de Educación Pública pro-
moverá el derecho a la educación de las personas con

discapacidad, prohibiendo cualquier discriminación en
planteles, centros educativos, guarderías o del personal
docente o administrativo del Sistema Educativo Nacio-
nal. Para tales efectos, realizará las siguientes accio-
nes:

I. Establecer en el Sistema Educativo Nacional, el dise-
ño, ejecución y evaluación del programa para la educa-
ción inclusiva y del programa para la educación espe-
cial de personas con discapacidad, incluyendo a la
población indígena y sus lenguas;

II. Impulsar la inclusión de las personas con discapaci-
dad en todos los niveles del Sistema Educativo Nacio-
nal, desarrollando y aplicando normas y reglamentos
que eviten su discriminación, les aseguren condiciones
de accesibilidad en instalaciones educativas, proporcio-
nen los apoyos didácticos, materiales y técnicos y cuen-
ten con personal docente debidamente capacitado;

III. Establecer mecanismos a fin de que las niñas y los
niños con discapacidad gocen del derecho a la admi-
sión gratuita y obligatoria así como a la atención espe-
cializada, en los centros de desarrollo infantil, guarde-
rías públicas y en guarderías privadas mediante
convenios de servicios. Las niñas y niños con discapa-
cidad no podrán ser condicionados en su integración a
la educación inicial o preescolar;

IV. Formar, actualizar, capacitar y profesionalizar a los
docentes y personal asignado que intervengan directa-
mente en la integración educativa de personas con dis-
capacidad;

V. Propiciar el respeto e integración de las personas con
discapacidad en el Sistema Educativo Nacional;

VI. Establecer que los programas educativos que se
transmiten por televisión pública o privada, nacional o
local, incluyan tecnologías para texto, audiodescripcio-
nes, estenografía proyectada o interpretes de Lengua de
Señas Mexicana;

VII. Proporcionar a los estudiantes con discapacidad
materiales, incentivos económicos y ayudas técnicas
que apoyen su rendimiento académico, así como equi-
par planteles y centros educativos con libros en braille,
materiales didácticos, apoyo de intérpretes de lengua
de señas mexicana o especialistas en sistema braille,
equipos computarizados con tecnología para personas
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ciegas y todos aquellos apoyos que se identifiquen co-
mo necesarios para brindar una educación con calidad;

VIII. Garantizar el acceso de las personas con discapa-
cidad a la educación pública obligatoria, bilingüe y
acorde con el tipo de discapacidad que corresponda, in-
cluyendo la enseñanza del sistema Braille y la Lengua
de Señas Mexicana;

IX. Fomentar la producción y distribución de libros de
texto gratuitos en Sistema Braille, macrotipos y textos
audibles que complementen los conocimientos que ob-
tendrán los alumnos con discapacidad visual;

X. Establecer un programa nacional de becas educati-
vas y becas de capacitación para personas con disca-
pacidad en todos los niveles del Sistema Educativo Na-
cional;

XI. Establecer la Lengua de Señas Mexicana y el Siste-
ma de Escritura Braille en instituciones públicas o pri-
vadas, así como en programas de educación inclusiva o
especial, capacitación, comunicación, e investigación,
para su utilización en el Sistema Educativo Nacional;

XII. Diseñar e implementar programas de formación y
certificación de intérpretes, estenógrafos del español y
demás personal especializado en la difusión y uso con-
junto del español, las lenguas indígenas y la Lengua de
Señas Mexicana;

XIII. Impulsar toda forma de comunicación escrita que
facilite al sordo hablante, al sordo señante o semilin-
güe, el desarrollo y uso de la lengua en forma escrita;

XIV. Impulsar programas de investigación, preserva-
ción y desarrollo de la Lengua de Señas Mexicana, de
las personas con discapacidad auditiva y de las formas
de comunicación de las personas con discapacidad vi-
sual;

XV. Elaborar programas para las personas ciegas y dé-
biles visuales, que los integren al Sistema Educativo
Nacional, público o privado, creando de manera pro-
gresiva condiciones físicas y acceso a los avances cien-
tíficos y tecnológicos, así como materiales y libros ac-
tualizados, necesarios para su aprendizaje;

XVI. Incorporar en el Sistema Nacional de Ciencia y
Tecnología lineamientos que permitan la investigación

y el desarrollo de bienes, servicios, equipo e instalacio-
nes de diseño universal;

XVII. Promover que los estudiantes presten apoyo a
personas con discapacidad que así lo requieran, a fin de
que cumplan con el requisito del servicio social; y

XVIII. Las demás que dispongan otros ordenamientos;

Bibliotecas

Con fundamento en las propuestas de los legisladores el ar-
tículo 13 define las características que debe adoptar el Sis-
tema Nacional de Bibliotecas, a fin de que sus servicios es-
tén disponibles a todas las personas con discapacidad y
particularmente incorporen tecnología adaptada, escritura e
impresión en el Sistema de Escritura Braille, ampliadores
y lectores de texto, espacios adecuados y demás innova-
ciones tecnológicas que permita su uso a las personas con
discapacidad.

Considerando lo anterior, el artículo 13 se propone pa-
ra quedar como sigue:

“Artículo 13. En el Sistema Nacional de Bibliotecas, salas
de lectura y servicios de información de la Administración
Pública Federal se incluirán, entre otros, los equipos de
cómputo con tecnología adaptada, escritura e impresión
en el Sistema de Escritura Braille, ampliadores y lectores
de texto, espacios adecuados y demás innovaciones tecno-
lógicas que permita su uso a las personas con discapaci-
dad.

El Sistema Nacional de Bibliotecas Públicas del país de-
terminará el porcentaje del acervo que cada institución
tendrá disponible en Sistema de Escritura Braille y en au-
dio, tomando en consideración criterios de bibliotecono-
mía. Asimismo se preverá que los acervos digitales estén al
alcance de las personas con discapacidad.”

Lengua de Señas Mexicana

En el artículo 14 y a propuesta de los legisladores, se pro-
pone que la Lengua de Señas Mexicana sea reconocida co-
mo una lengua nacional y así mismo sea reconocido el Sis-
tema de escritura Braille, con el propósito de que la
comunidad de sordos y las personas ciegas cuenten con
mayores apoyos para su comunicación y educación.
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Considerando lo anterior, el artículo 14 se propone pa-
ra quedar como sigue:

“Artículo 14. La Lengua de Señas Mexicana, es reco-
nocida oficialmente como una lengua nacional y forma
parte del patrimonio lingüístico con que cuenta la na-
ción mexicana. Serán reconocidos el Sistema Braille,
los modos, medios y formatos de comunicación accesi-
bles que elijan las personas con discapacidad;”

13) Capítulo IV. Accesibilidad y Vivienda

El Capítulo IV se denomina “Accesibilidad y Vivienda” y
describe los derechos de las personas con discapacidad a la
accesibilidad universal y la vivienda.

El Capítulo III se integra por el artículo: 15, 16, 17 y 18

Los derechos en materia de accesibilidad y vivienda, se
desarrollan con base en las propuestas de los legisladores y
lo establecido en el artículo 9 de la Convención.

La denominación del capítulo se adopta de la denomina-
ción establecida para los derechos en materia de accesibili-
dad que se indica en el artículo 9 de la Convención.

“Artículo 9 Accesibilidad

1. A fin de que las personas con discapacidad puedan
vivir en forma independiente y participar plenamente en
todos los aspectos de la vida, los Estados Partes adop-
tarán medidas pertinentes para asegurar el acceso de
las personas con discapacidad, en igualdad de condi-
ciones con las demás, al entorno físico, el transporte, la
información y las comunicaciones, incluidos los siste-
mas y las tecnologías de la información y las comuni-
caciones, y a otros servicios e instalaciones abiertos al
público o de uso público, tanto en zonas urbanas como
rurales. Estas medidas, que incluirán la identificación y
eliminación de obstáculos y barreras de acceso, se apli-
carán, entre otras cosas, a:

a) Los edificios, las vías públicas, el transporte y otras
instalaciones exteriores e interiores como escuelas, vi-
viendas, instalaciones médicas y lugares de trabajo;

b) Los servicios de información, comunicaciones y de
otro tipo, incluidos los servicios electrónicos y de emer-
gencia.

2. Los Estados Partes también adoptarán las medidas
pertinentes para:

a) Desarrollar, promulgar y supervisar la aplicación de
normas mínimas y directrices sobre la accesibilidad de
las instalaciones y los servicios abiertos al público o de
uso público;

b) Asegurar que las entidades privadas que proporcio-
nan instalaciones y servicios abiertos al público o de
uso público tengan en cuenta todos los aspectos de su
accesibilidad para las personas con discapacidad;

c) Ofrecer formación a todas las personas involucradas
en los problemas de accesibilidad a que se enfrentan las
personas con discapacidad;

d) Dotar a los edificios y otras instalaciones abiertas al
público de señalización en Braille y en formatos de fá-
cil lectura y comprensión;

e) Ofrecer formas de asistencia humana o animal e in-
termediarios, incluidos guías, lectores e intérpretes pro-
fesionales de la lengua de señas, para facilitar el acce-
so a edificios y otras instalaciones abiertas al público;

f) Promover otras formas adecuadas de asistencia y
apoyo a las personas con discapacidad para asegurar
su acceso a la información;

g) Promover el acceso de las personas con discapaci-
dad a los nuevos sistemas y tecnologías de la informa-
ción y las comunicaciones, incluida Internet;

h) Promover el diseño, el desarrollo, la producción y la
distribución de sistemas y tecnologías de la información
y las comunicaciones accesibles en una etapa tempra-
na, a fin de que estos sistemas y tecnologías sean acce-
sibles al menor costo.”

En función de lo anterior, el artículo 15 define el derecho
de las personas con discapacidad a la accesibilidad univer-
sal, a la vivienda y el libre desplazamiento en condiciones
dignas y seguras, para lo cual, las propuestas de los legis-
ladores proponen que se deben emitir normas, lineamientos
y reglamentos que garanticen la accesibilidad obligatoria
en instalaciones públicas o privadas.

Año II, Primer Periodo, 15 de diciembre de 2010 Diario de los Debates de la Cámara de Diputados252



Responsabilidades de las dependencias y entidades de
la administración pública federal, estatal y municipal

Se define en el artículo 15 de la nueva Ley, que las depen-
dencias y entidades de la administración pública fede-
ral, estatal y municipal serán responsables de vigilar el
cumplimiento de las normas vigentes en materia de accesi-
bilidad, desarrollo urbano y vivienda, así como de que los
edificios públicos cumplan con las regulaciones y Normas
Oficiales Mexicanas para el asegurar la accesibilidad en di-
chas instalaciones.

Acciones del Consejo

Considerando las propuestas de los legisladores y lo dis-
puesto por la Convención, el artículo 15 define diversas ac-
ciones, que el Consejo debe realizar a fin de que se proteja
el derecho de las personas con discapacidad a la accesibili-
dad universal y la vivienda, como las siguientes:

Coordinar con las dependencias y entidades de los tres ór-
denes de gobierno, la elaboración de programas en materia
de accesibilidad, desarrollo urbano y vivienda, la promo-
ción de reformas legales, elaboración de reglamentos o
normas y la certificación en materia de accesibilidad a ins-
talaciones públicas o privadas.

Supervisar la aplicación de disposiciones legales o admi-
nistrativas, que garanticen la accesibilidad en las instala-
ciones públicas o privadas;

Promover que las personas con discapacidad que tengan
como apoyo para la realización de sus actividades cotidia-
nas, un perro guía o animal de servicio, tengan derecho a
que éstos accedan y permanezcan con ellos en todos los es-
pacios en donde se desenvuelvan.

Prohibir cualquier restricción mediante la que se impida el
ejercicio de este derecho.

Considerando lo anterior, el artículo 13 se propone pa-
ra quedar como sigue:

Artículo 15. Las personas con discapacidad tienen de-
recho a la accesibilidad universal y a la vivienda, por lo
que se deberán emitir normas, lineamientos y regla-
mentos que garanticen la accesibilidad obligatoria en
instalaciones públicas o privadas, que les permita el li-
bre desplazamiento en condiciones dignas y seguras.

Las dependencias y entidades competentes de la Admi-
nistración Pública Federal, Estatal y Municipal, vigila-
rán el cumplimiento de las disposiciones que en materia
de accesibilidad, desarrollo urbano y vivienda se esta-
blecen en la normatividad vigente.

Los edificios públicos deberán sujetarse a la legisla-
ción, regulaciones y Normas Oficiales Mexicanas vi-
gentes, para el aseguramiento de la accesibilidad a los
mismos.

Para tales efectos, el Consejo realizará las siguientes
acciones:

I. Coordinará con las dependencias y entidades de los
tres órdenes de gobierno, la elaboración de programas
en materia de accesibilidad, desarrollo urbano y vi-
vienda, la promoción de reformas legales, elaboración
de reglamentos o normas y la certificación en materia
de accesibilidad a instalaciones públicas o privadas;

II. Supervisará la aplicación de disposiciones legales o
administrativas, que garanticen la accesibilidad en las
instalaciones públicas o privadas; y

III. Promoverá que las personas con discapacidad que
tengan como apoyo para la realización de sus activida-
des cotidianas, un perro guía o animal de servicio, ten-
gan derecho a que éstos accedan y permanezcan con
ellos en todos los espacios en donde se desenvuelvan.
Asimismo, queda prohibido cualquier restricción me-
diante la que se impida el ejercicio de este derecho.”

Accesibilidad en las empresas

Con el propósito de que las personas con discapacidad pue-
dan tener mayores oportunidades de inclusión laboral, se
propone con base en las propuestas de los legisladores que
las empresas cumplan con las normas en materia de acce-
sibilidad universal.

Considerando lo anterior, el artículo 16 se propone pa-
ra quedar como sigue:

“Artículo 16. Las empresas privadas deberán cumplir con
las disposiciones que determine la legislación vigente, pa-
ra garantizar la accesibilidad y desplazamiento autónomo
y seguro de los trabajadores con alguna discapacidad.”
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Accesibilidad en la infraestructura pública

Con base en las propuestas de los legisladores se propone
que la infraestructura pública a cargo de la administración
pública federal, estatal o municipal, cumpla con la norma-
tividad en materia de accesibilidad y además cumpla con
lineamientos que procuren la estandarización de las medi-
das de accesibilidad.

Considerando lo anterior, el artículo 17 se propone pa-
ra quedar como sigue:

“Artículo 17. Para asegurar la accesibilidad en la in-
fraestructura básica, equipamiento o entorno urbano y
los espacios públicos, se contemplarán entre otros, los
siguientes lineamientos:

I. Que sea de carácter universal, obligatoria y adapta-
da para todas las personas;

II. Que incluya el uso de señalización, facilidades ar-
quitectónicas, tecnologías, información, sistema braille,
lengua de señas mexicana, ayudas técnicas, perros guía
o animal de servicio y otros apoyos; y

III. Que la adecuación de las instalaciones públicas sea
progresiva;

Vivienda

Considerando que la demanda de vivienda accesible por
parte de las personas con discapacidad, ha sido una de las
cuestiones poco o nada atendidas por las autoridades de vi-
vienda, se propone que los programas públicos de vivienda
gubernamentales o privados incluyan vivienda accesible y
así mismo que las autoridades de vivienda otorguen facili-
dades de créditos o subsidios a las persona con discapaci-
dad 

Considerando lo anterior, el artículo 18 se propone pa-
ra quedar como sigue:

“Artículo 18. Las personas con discapacidad tienen de-
recho a una vivienda digna. Los programas de vivienda
del sector público o sector privado deberán incluir pro-
yectos arquitectónicos de construcciones que conside-
ren sus necesidades de accesibilidad. Las instituciones
públicas de vivienda otorgarán facilidades para recibir
créditos o subsidios para la adquisición, redención de
pasivos y construcción o remodelación de vivienda.”

14) Capítulo V. Transporte Público y Comunicaciones

El Capítulo V se denomina “Transporte Público y Comuni-
caciones” y describe los derechos de las personas con dis-
capacidad al transporte y las comunicaciones

El Capítulo V se integra por los artículos: 19, y 20.

Los derechos en materia de transporte y comunicaciones,
se desarrollan con base en las propuestas de los legislado-
res y lo establecido en el artículo 4 inciso g y el artículo 9
de la Convención.

La denominación del capítulo se adopta de los citados de-
rechos.

Convención

“Artículo 4 Obligaciones generales

Los Estados Partes se comprometen a asegurar y pro-
mover el pleno ejercicio de todos los derechos humanos
y las libertades fundamentales de las personas con dis-
capacidad sin discriminación alguna por motivos de
discapacidad. A tal fin, los Estados Partes se compro-
meten a:

g) Emprender o promover la investigación y el desarro-
llo, y promover la disponibilidad y el uso de nuevas tec-
nologías, incluidas las tecnologías de la información y
las comunicaciones, ayudas para la movilidad, disposi-
tivos técnicos y tecnologías de apoyo adecuadas para
las personas con discapacidad, dando prioridad a las
de precio asequible;”

“Artículo 9 Accesibilidad

1. A fin de que las personas con discapacidad puedan
vivir en forma independiente y participar plenamente en
todos los aspectos de la vida, los Estados Partes adop-
tarán medidas pertinentes para asegurar el acceso de
las personas con discapacidad, en igualdad de condi-
ciones con las demás, al entorno físico, el transporte, la
información y las comunicaciones, incluidos los siste-
mas y las tecnologías de la información y las comuni-
caciones, y a otros servicios e instalaciones abiertos al
público o de uso público, tanto en zonas urbanas como
rurales. Estas medidas, que incluirán la identificación y
eliminación de obstáculos y barreras de acceso, se apli-
carán, entre otras cosas, a:
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a) Los edificios, las vías públicas, el transporte y otras
instalaciones exteriores e interiores como escuelas, vi-
viendas, instalaciones médicas y lugares de trabajo;

b) Los servicios de información, comunicaciones y de
otro tipo, incluidos los servicios electrónicos y de emer-
gencia.

2. Los Estados Partes también adoptarán las medidas
pertinentes para:

....

g) Promover el acceso de las personas con discapaci-
dad a los nuevos sistemas y tecnologías de la informa-
ción y las comunicaciones, incluida Internet;

h) Promover el diseño, el desarrollo, la producción y la
distribución de sistemas y tecnologías de la información
y las comunicaciones accesibles en una etapa tempra-
na, a fin de que estos sistemas y tecnologías sean acce-
sibles al menor costo.”

En función de lo anterior, el artículo 19 define el derecho
de las personas con discapacidad, sin discriminación de
ningún tipo, al acceso al transporte, los sistemas y las tec-
nologías de la información y las comunicaciones.

Responsabilidades de la Secretaría de Comunicaciones
y Transportes

Se define en el artículo 19 de la nueva Ley, la responsabi-
lidad de la Secretaría de Comunicaciones y Transportes de
promover el derecho de las personas con discapacidad, sin
discriminación de ningún tipo, al acceso al transporte, los
sistemas y las tecnologías de la información y las comuni-
caciones.

Acciones de la Secretaría de Comunicaciones y Trans-
portes

Considerando las propuestas de los legisladores y lo dis-
puesto por la Convención, el artículo 19 define diversas ac-
ciones, que la Secretaría debe realizar a fin de que se pro-
teja el derecho de las personas con discapacidad al
transporte y las comunicaciones.

Establecer mecanismos de coordinación con autoridades
competentes y empresas privadas, a fin de elaborar normas
y programas que garanticen a las personas con discapaci-

dad, la accesibilidad, seguridad, comodidad, calidad y fun-
cionalidad en los medios de transporte público aéreo, te-
rrestre y marítimo;

Promover que en la concesión del servicio de transporte
público aéreo, terrestre o marítimo, las unidades e instala-
ciones garanticen a las personas con discapacidad la acce-
sibilidad para el desplazamiento y los servicios, incluyen-
do especificaciones técnicas y antropométricas, apoyos
técnicos o humanos y personal capacitado;

Diseñar, promover y ejecutar programas y campañas de
educación vial, cortesía urbana y respeto hacia las personas
con discapacidad en su tránsito por la vía y lugares públi-
cos, así como para evitar cualquier tipo de discriminación
en el uso del transporte público aéreo, terrestre o marítimo;

Promover el otorgamiento de estímulos fiscales a las em-
presas concesionarias de las diversas modalidades de ser-
vicio de transporte público y de medios de comunicación,
que realicen acciones que permitan el uso integral de sus
servicios, a las personas con discapacidad; y

Promover la suscripción de convenios con los medios de
comunicación, para difundir una imagen de las personas
con discapacidad que sea compatible con el propósito de
ésta Ley, e incorporar en la programación de los canales de
televisión programas de formación, sensibilización y parti-
cipación de las personas con discapacidad.

Considerando lo anterior, el artículo 18 se propone pa-
ra quedar como sigue:

Artículo 19. La Secretaría de Comunicaciones y Trans-
portes promoverá el derecho de las personas con disca-
pacidad, sin discriminación de ningún tipo, al acceso al
transporte, los sistemas y las tecnologías de la informa-
ción y las comunicaciones, particularmente aquellas que
contribuyan a su independencia y desarrollo integral.
Para estos efectos, realizará las siguientes acciones:

I. Establecer mecanismos de coordinación con autori-
dades competentes y empresas privadas, a fin de elabo-
rar normas y programas que garanticen a las personas
con discapacidad, la accesibilidad, seguridad, comodi-
dad, calidad y funcionalidad en los medios de transpor-
te público aéreo, terrestre y marítimo;

II. Promover que en la concesión del servicio de trans-
porte público aéreo, terrestre o marítimo, las unidades

Diario de los Debates de la Cámara de Diputados Año II, Primer Periodo, 15 de diciembre de 2010255



e instalaciones garanticen a las personas con discapa-
cidad la accesibilidad para el desplazamiento y los ser-
vicios, incluyendo especificaciones técnicas y antropo-
métricas, apoyos técnicos o humanos y personal
capacitado;

III. Diseñar, promover y ejecutar programas y campa-
ñas de educación vial, cortesía urbana y respeto hacia
las personas con discapacidad en su tránsito por la vía
y lugares públicos, así como para evitar cualquier tipo
de discriminación en el uso del transporte público aé-
reo, terrestre o marítimo;

IV. Promover el otorgamiento de estímulos fiscales a las
empresas concesionarias de las diversas modalidades
de servicio de transporte público y de medios de comu-
nicación, que realicen acciones que permitan el uso in-
tegral de sus servicios, a las personas con discapaci-
dad; y

V. Promover la suscripción de convenios con los medios
de comunicación, para difundir una imagen de las per-
sonas con discapacidad que sea compatible con el pro-
pósito de ésta Ley, e incorporar en la programación de
los canales de televisión programas de formación, sen-
sibilización y participación de las personas con disca-
pacidad.

Medios de comunicación

Se define en el artículo 20 la responsabilidad de los me-
dios de comunicación para incorporar en su programa-
ción tecnología e intérpretes de la Lengua de Señas Mexi-
cana que permitan a la comunidad de sordos un mejor
comprensión de todo tipo de información que difunden.

Considerando lo anterior, el artículo 18 se propone pa-
ra quedar como sigue:

“Artículo 20. Los medios de comunicación implementarán
el uso de tecnología y, en su caso, de intérpretes de la Len-
gua de Señas Mexicana, que permitan a la comunidad de
sordos las facilidades de comunicación y el acceso al con-
tenido de su programación.”

15) Capítulo VI. Desarrollo Social y Estadística

El Capítulo VI se denomina “Desarrollo Social y Estadísti-
ca” y describe los derechos de las personas con discapaci-

dad a oportunidades de desarrollo social y la existencia de
estadística sobre la materia de discapacidad.

El Capítulo VI se integra por los artículos: 21, 22, y 23.

Los derechos en materia de desarrollo social y estadística,
se desarrollan con base en las propuestas de los legislado-
res y lo establecido en el artículo 24 numeral 3 y el artícu-
lo 31 de la Convención.

La denominación del capítulo se adopta de los citados de-
rechos.

Convención

“Artículo 24 Educación

3. Los Estados Partes brindarán a las personas con dis-
capacidad la posibilidad de aprender habilidades para
la vida y desarrollo social, a fin de propiciar su partici-
pación plena y en igualdad de condiciones en la educa-
ción y como miembros de la comunidad. A este fin, los
Estados Partes adoptarán las medidas pertinentes, en-
tre ellas:

“Artículo 31 Recopilación de datos y estadísticas

1. Los Estados Partes recopilarán información adecua-
da, incluidos datos estadísticos y de investigación, que
les permita formular y aplicar políticas, a fin de dar
efecto a la presente Convención. En el proceso de reco-
pilación y mantenimiento de esta información se debe-
rá:

a) Respetar las garantías legales establecidas, incluida
la legislación sobre protección de datos, a fin de asegu-
rar la confidencialidad y el respeto de la privacidad de
las personas con discapacidad;

b) Cumplir las normas aceptadas internacionalmente
para proteger los derechos humanos y las libertades
fundamentales, así como los principios éticos en la re-
copilación y el uso de estadísticas.

2. La información recopilada de conformidad con el
presente artículo se desglosará, en su caso, y se utiliza-
rá como ayuda para evaluar el cumplimiento por los
Estados Partes de sus obligaciones conforme a la pre-
sente Convención, así como para identificar y eliminar
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las barreras con que se enfrentan las personas con dis-
capacidad en el ejercicio de sus derechos.

3. Los Estados Partes asumirán la responsabilidad de
difundir estas estadísticas y asegurar que sean accesi-
bles para las personas con discapacidad y otras perso-
nas.”

En función de lo anterior, el artículo 21 define el derecho
de las personas con discapacidad a oportunidades de desa-
rrollo social e información estadística.

Responsabilidades de la Secretaría de Desarrollo Social

Se define en el artículo 21 de la nueva Ley, la responsabi-
lidad de la Secretaría de Desarrollo Social de promover el
derecho de las personas con discapacidad a un mayor índi-
ce de desarrollo humano así como el de sus familias, in-
cluyendo alimentación, vestido y vivienda adecuados y a la
mejora continua de sus condiciones de vida, sin discrimi-
nación por motivos de discapacidad.

Acciones de la Secretaría de Desarrollo Social

Considerando las propuestas de los legisladores y lo dis-
puesto por la Convención, el artículo 21 define diversas ac-
ciones, que la Secretaría debe realizar a fin de desarrollar
políticas y estrategias de desarrollo social a favor de la po-
blación con discapacidad. Se proponen las siguientes:

Establecer medidas que garanticen el acceso de las personas
con discapacidad en todas las acciones, programas de pro-
tección y desarrollo social y estrategias de reducción de la
pobreza, en observancia de todas aquellas disposiciones que
les sean aplicables de la Ley General de Desarrollo Social;

Establecer programas para la prestación de servicios de
asistencia social para personas con discapacidad en situa-
ción de pobreza, abandono o marginación, incluidos servi-
cios de capacitación, asistencia financiera y servicios de
cuidados temporales, los cuales se extenderán a las regio-
nes rurales y comunidades indígenas;

Concertar la apertura de centros integrales de asistencia y
protección para personas con discapacidad en situación de
pobreza; y

Todas las demás que tengan como objeto mejorar las con-
diciones sociales y permita potenciar las capacidades de las
personas con discapacidad.

Considerando lo anterior, el artículo 21 se propone pa-
ra quedar como sigue:

Artículo 21. La Secretaría de Desarrollo Social promo-
verá el derecho de las personas con discapacidad a un
mayor índice de desarrollo humano así como el de sus
familias, incluyendo alimentación, vestido y vivienda
adecuados a la mejora continua de sus condiciones de
vida, sin discriminación por motivos de discapacidad.
Para estos efectos, realizará las siguientes acciones:

I. Establecer medidas que garanticen el acceso de las
personas con discapacidad en todas las acciones, pro-
gramas de protección y desarrollo social y estrategias
de reducción de la pobreza, en observancia de todas
aquellas disposiciones que les sean aplicables de la Ley
General de Desarrollo Social;

II. Establecer programas para la prestación de servi-
cios de asistencia social para personas con discapaci-
dad en situación de pobreza, abandono o marginación,
incluidos servicios de capacitación, asistencia financie-
ra y servicios de cuidados temporales, los cuales se ex-
tenderán a las regiones rurales y comunidades indíge-
nas;

III. Concertar la apertura de centros integrales de asis-
tencia y protección para personas con discapacidad en
situación de pobreza; y

IV. Todas las demás que tengan como objeto mejorar las
condiciones sociales y permita potenciar las capacida-
des de las personas con discapacidad.

Estadística de personas con discapacidad

En el artículo 22 de la nueva Ley, se propone que el INEGI
garantice que el Censo Nacional de Población incluya line-
amientos para recopilar información de la población con
discapacidad, misma que sea útil para el desarrollo de las
políticas públicas.

Considerando lo anterior, el artículo 22 se propone pa-
ra quedar como sigue:

“Artículo 22. El Instituto Nacional de Estadística y Ge-
ografía a través de la legislación aplicable, garantizará
que el Censo Nacional de Población incluya lineamien-
tos para la recopilación de información y estadística de
la población con discapacidad, la cuál será de orden
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público y tendrá como finalidad la formulación de pla-
nes, programas y políticas. Además, desarrollará ins-
trumentos estadísticos que proporcionen información e
indicadores cualitativos y cuantitativos sobre todos los
aspectos relacionados con la discapacidad.”

Sistema Nacional de Información en Discapacidad

En el artículo 22 se propone que el Consejo en coordina-
ción con el INEGI, desarrollen un sistema nacional de in-
formación sobre los servicios públicos, privados o sociales
que existen en el país para las personas con discapacidad.

Considerando lo anterior, el artículo 23 se propone pa-
ra quedar como sigue:

“Artículo 23. El Consejo en coordinación con el Insti-
tuto Nacional de Estadística y Geografía, desarrollarán
el Sistema Nacional de Información en Discapacidad,
que tendrá como objetivo proporcionar información de
servicios públicos, privados o sociales, y todo tipo de
información relacionada, a la población con discapaci-
dad, la cual podrá ser consultada por medios electróni-
cos o impresos, a través de módulos de consulta dis-
puestos en instalaciones públicas.”

16) Capítulo VII. Deporte, Recreación, Cultura y Turis-
mo

El Capítulo VII se denomina “Deporte, Recreación, Cultura
y Turismo” y describe los derechos de las personas con dis-
capacidad al deporte, la recreación, la cultura y el turismo.

El Capítulo VII se integra por los artículos: 24, 25, 26 y 27.

Los derechos en materia de deporte, recreación, cultura y
turismo, se desarrollan con base en las propuestas de los le-
gisladores y lo establecido en el artículo 30 de la Conven-
ción.

La denominación del capítulo se adopta de los citados de-
rechos.

Convención

“Artículo 30 Participación en la vida cultural, las acti-
vidades recreativas, el esparcimiento y el deporte

1. Los Estados Partes reconocen el derecho de las per-
sonas con discapacidad a participar, en igualdad de

condiciones con las demás, en la vida cultural y adop-
tarán todas las medidas pertinentes para asegurar que
las personas con discapacidad:

a) Tengan acceso a material cultural en formatos acce-
sibles;

b) Tengan acceso a programas de televisión, películas,
teatro y otras actividades culturales en formatos accesi-
bles;

c) Tengan acceso a lugares en donde se ofrezcan repre-
sentaciones o servicios culturales tales como teatros,
museos, cines, bibliotecas y servicios turísticos y, en la
medida de lo posible, tengan acceso a monumentos y lu-
gares de importancia cultural nacional.”

En función de lo anterior, el artículo 24 define el derecho
de las personas con discapacidad al deporte.

Responsabilidades de la Comisión Nacional de Cultura
Física y Deporte

Se define en el artículo 24 de la nueva Ley, la responsabi-
lidad de la Comisión Nacional de Cultura Física y Deporte
de promover el derecho de las personas con discapacidad
al deporte.

Acciones de la Secretaría de Desarrollo Social

Considerando las propuestas de los legisladores y lo dis-
puesto por la Convención, el artículo 24 define diversas ac-
ciones, que la Comisión Nacional de Cultura Física y De-
porte debe realizar para desarrollar políticas y estrategias
que incentiven la práctica del deporte en las personas con
discapacidad, como las siguientes:

Formulará y aplicará programas y acciones que garanticen
el otorgamiento de apoyos administrativos, técnicos, hu-
manos y financieros, requeridos para la práctica de activi-
dades físicas y deportivas a la población con discapacidad,
en sus niveles de desarrollo popular, nuevos valores, pros-
pectos, alto rendimiento de primera fuerza y juveniles,
máster y paralímpico;

Conjuntamente con las federaciones y asociaciones depor-
tivas de y para personas con discapacidad elaborará el Pro-
grama Nacional de Deporte Paralímpico y definirá el pre-
supuesto correspondiente para el cumplimiento de los
compromisos nacionales e internacionales;
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Las instalaciones públicas destinadas a la realización de ac-
tividades deportivas o recreativas, deberán garantizar el
acceso y libre desplazamiento de las personas con discapa-
cidad;

Considerando lo anterior, el artículo 24 se propone pa-
ra quedar como sigue:

Artículo 24. La Comisión Nacional de Cultura Física y
Deporte promoverá el derecho de las personas con dis-
capacidad al deporte. Para tales efectos, realizará las
siguientes acciones:

I. Formulará y aplicará programas y acciones que ga-
ranticen el otorgamiento de apoyos administrativos,
técnicos, humanos y financieros, requeridos para la
práctica de actividades físicas y deportivas a la pobla-
ción con discapacidad, en sus niveles de desarrollo po-
pular, nuevos valores, prospectos, alto rendimiento de
primera fuerza y juveniles, máster y paralímpico;

II. Conjuntamente con las federaciones y asociaciones
deportivas de y para personas con discapacidad elabo-
rará el Programa Nacional de Deporte Paralímpico y
definirá el presupuesto correspondiente para el cumpli-
miento de los compromisos nacionales e internaciona-
les;

III. Las instalaciones públicas destinadas a la realiza-
ción de actividades deportivas o recreativas, deberán
garantizar el acceso y libre desplazamiento de las per-
sonas con discapacidad; y

IV. Las demás que dispongan otros ordenamientos.

Responsabilidades del Consejo Nacional para la Cultu-
ra y las Artes

En el artículo 25 se define la responsabilidad del Consejo
Nacional para la Cultura y las Artes para promover el de-
recho de las personas con discapacidad a la cultura, la re-
creación, el desarrollo de sus capacidades artísticas y la
protección de sus derechos de propiedad intelectual

Así mismo, se define en el artículo 26 la responsabilidad
del Consejo Nacional para la Cultura y las Artes para desa-
rrollar políticas y programas para promover la participa-
ción de las personas con discapacidad en el arte y la cultu-
ra; para establecer condiciones de inclusión que les

permitan con equidad el disfrute de servicios artísticos y
culturales; para promover las adecuaciones físicas y de se-
ñalización en todo recinto cultural; para impulsar el reco-
nocimiento de su identidad cultural, lingüística y de la Len-
gua de Señas Mexicana y la cultura de los sordos; para
capacitar recursos humanos que brinden atención en los
servicios culturales; disponer el uso de materiales y tecno-
logía en la cultura; y para fomentar la elaboración de ma-
teriales de lectura en sistema Braille y otros formatos acce-
sibles.

Considerando lo anterior, los artículos 25 y 26 se pro-
ponen para quedar como sigue:

“Artículo 25. El Consejo Nacional para la Cultura y las
Artes promoverá el derecho de las personas con disca-
pacidad a la cultura, la recreación, el desarrollo de sus
capacidades artísticas y la protección de sus derechos
de propiedad intelectual. Para tales efectos, realizará
las siguientes acciones:

I. Establecer programas para apoyar el desarrollo ar-
tístico y cultural de las personas con discapacidad;

II. Impulsar que las personas con discapacidad cuenten
con las facilidades necesarias para acceder y disfrutar
de los servicios culturales; y

III. Las demás que dispongan otros ordenamientos.”

“Artículo 26. El Consejo Nacional para la Cultura y las
Artes, diseñará y ejecutará políticas y programas orien-
tados a:

I. Generar y difundir entre la sociedad el respeto a la di-
versidad y participación de las personas con discapaci-
dad en el arte y la cultura;

II. Establecer condiciones de inclusión de personas con
discapacidad para lograr equidad en la promoción, el
disfrute y la producción de servicios artísticos y cultu-
rales;

III. Promover las adecuaciones físicas y de señalización
necesarias para que tengan el acceso a todo recinto
donde se desarrolle cualquier actividad cultural;

IV. Difundir las actividades culturales;
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V. Impulsar el reconocimiento y el apoyo de su identi-
dad cultural y lingüística específica, incluidas la Len-
gua de Señas Mexicana y la cultura de los sordos;

VI. Establecer la capacitación de recursos humanos, el
uso de materiales y tecnología con la finalidad de lo-
grar su integración en las actividades culturales;

VII. Fomentar la elaboración de materiales de lectura,
inclusive en sistema Braille u otros formatos accesibles;
y

VIII. Las demás que dispongan otros ordenamientos.

Responsabilidades de la Secretaría de Turismo

En el artículo 27 de la nueva Ley se propone la responsa-
bilidad de la Secretaría de Turismo para promover el dere-
cho de las personas con discapacidad a servicios turísticos,
recreativos o de esparcimiento que cuenten con facilidades
de accesibilidad universal.

Considerando lo anterior, el artículo 27 se propone pa-
ra quedar como sigue:

Artículo 27. La Secretaría de Turismo promoverá el de-
recho de las personas con discapacidad para acceder a
los servicios turísticos, recreativos o de esparcimiento.
Para tales efectos, realizará las siguientes acciones:

I. Establecer programas y normas a fin de que la in-
fraestructura destinada a brindar servicios turísticos en
el territorio nacional cuente con facilidades de accesi-
bilidad universal;

II. Establecer programas para la promoción turística de
las personas con discapacidad; y

III. Las demás que dispongan otros ordenamientos.

17) Capítulo VIII. Seguridad Jurídica

El Capítulo VIII se denomina “Seguridad Jurídica” y des-
cribe el derecho de las personas con discapacidad al acce-
so a la justicia.

El Capítulo VIII se integra por los artículos: 28, 29, 30, y
31

Los derechos de acceso a la justicia, se desarrollan con ba-
se en las propuestas de los legisladores y lo establecido en
el artículo 13 de la Convención.

La denominación del capítulo se adopta de las propuestas
de los legisladores.

Convención

“Artículo 13 Acceso a la justicia

1. Los Estados Partes asegurarán que las personas con
discapacidad tengan acceso a la justicia en igualdad de
condiciones con las demás, incluso mediante ajustes de
procedimiento y adecuados a la edad, para facilitar el
desempeño de las funciones efectivas de esas personas
como participantes directos e indirectos, incluida la de-
claración como testigos, en todos los procedimientos ju-
diciales, con inclusión de la etapa de investigación y
otras etapas preliminares.

2. A fin de asegurar que las personas con discapacidad
tengan acceso efectivo a la justicia, los Estados Partes
promoverán la capacitación adecuada de los que traba-
jan en la administración de justicia, incluido el perso-
nal policial y penitenciario.”

En el artículo 28 de la nueva Ley se define el derecho de
las personas con discapacidad a recibir un trato digno y
apropiado en los procedimientos administrativos y judicia-
les, así como asesoría y representación jurídica en forma
gratuita.

En el artículo 29 se define el derecho de las personas con
discapacidad a contar en las instituciones de administra-
ción e impartición de justicia con peritos especializados en
las diversas discapacidades, apoyo de intérpretes de Len-
gua de Señas Mexicana y emisión de documentos en Siste-
ma de escritura Braille.

En el artículo 30 se define que las instituciones de admi-
nistración e impartición de justicia deben contar con pro-
gramas de capacitación y sensibilización dirigidos a su per-
sonal para la atención a las personas con discapacidad.

En el artículo 31 se define que el El Poder Ejecutivo Fede-
ral y los Gobiernos de las Entidades Federativas, en coor-
dinación con el Consejo, determinen los recursos presu-
puestales necesarios para implementar las medidas de
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comunicación, ayudas técnicas y humanas necesarias para
la atención de las personas con discapacidad en las instan-
cias de administración y procuración de justicia.

Considerando lo anterior, los artículos 28, 29, 30 y 31 se
proponen para quedar como sigue:

“Artículo 28. Las personas con discapacidad tendrán
derecho a recibir un trato digno y apropiado en los pro-
cedimientos administrativos y judiciales en que sean
parte, así como asesoría y representación jurídica en
forma gratuita en dichos procedimientos, bajo los tér-
minos que establezcan las leyes respectivas.”

“Artículo 29. Las instituciones de administración e im-
partición de justicia contarán con peritos especializa-
dos en las diversas discapacidades, apoyo de intérpre-
tes de Lengua de Señas Mexicana, así como la emisión
de documentos en Sistema Braille.”

“Artículo 30. Las instituciones de administración e im-
partición de justicia implementarán programas de ca-
pacitación y sensibilización dirigidos a su personal, so-
bre la atención a las personas con discapacidad.”

“Artículo 31. El Poder Ejecutivo Federal y los Gobier-
nos de las Entidades Federativas, en coordinación con
el Consejo, promoverán que las instancias de adminis-
tración e impartición de justicia, cuenten con la dispo-
nibilidad de los recursos para la comunicación, ayudas
técnicas y humanas necesarias para la atención de las
personas con discapacidad en sus respectivas jurisdic-
ciones.”

18) Capítulo IX. Libertad de Expresión, Opinión y Ac-
ceso a la Información

El Capítulo IX se denomina “Libertad de Expresión, Opi-
nión y Acceso a la Información” y describe el derecho de
las personas con discapacidad a la libertad de expresión y
opinión, así como a su derecho al acceso a la información
pública.

El Capítulo IX se integra por el artículo: 32

Los derechos de Libertad de Expresión, Opinión y Acceso
a la Información, se desarrollan con base en las propuestas
de los legisladores y lo establecido en el artículo 21 de la
Convención.

La denominación del capítulo se adopta de la denomina-
ción del artículo 21 de la Convención.

Convención

Artículo 21 Libertad de expresión y de opinión y acceso
a la información

Los Estados Partes adoptarán todas las medidas perti-
nentes para que las personas con discapacidad puedan
ejercer el derecho a la libertad de expresión y opinión,
incluida la libertad de recabar, recibir y facilitar infor-
mación e ideas en igualdad de condiciones con las de-
más y mediante cualquier forma de comunicación que
elijan con arreglo a la definición del artículo 2 de la
presente Convención, entre ellas:

a) Facilitar a las personas con discapacidad informa-
ción dirigida al público en general, de manera oportu-
na y sin costo adicional, en formatos accesibles y con
las tecnologías adecuadas a los diferentes tipos de dis-
capacidad;

b) Aceptar y facilitar la utilización de la lengua de se-
ñas, el Braille, los modos, medios, y formatos aumenta-
tivos y alternativos de comunicación y todos los demás
modos, medios y formatos de comunicación accesibles
que elijan las personas con discapacidad en sus rela-
ciones oficiales;

c) Alentar a las entidades privadas que presten servi-
cios al público en general, incluso mediante Internet, a
que proporcionen información y servicios en formatos
que las personas con discapacidad puedan utilizar y a
los que tengan acceso;

d) Alentar a los medios de comunicación, incluidos los
que suministran información a través de Internet, a que
hagan que sus servicios sean accesibles para las perso-
nas con discapacidad;

e) Reconocer y promover la utilización de lenguas de
señas.

En el artículo 32 se define, con base en las propuestas de
los legisladores y lo dispuesto por la Convención, que las
personas con discapacidad tienen derecho a la libertad de
expresión y opinión; incluida la libertad de recabar, recibir
y facilitar información mediante cualquier forma de comu-
nicación.
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Se define que las autoridades competentes y otras como el
Instituto Federal de Acceso a la Información y Protección
de Datos y sus homólogos en las Entidades Federativas de-
ben facilitar la información que soliciten en formatos acce-
sibles y con las tecnologías adecuadas a los diferentes tipos
de discapacidad; así mismo promover la utilización de la
Lengua de Señas Mexicana, el Sistema de escritura Braille
y otros modos, medios y formatos de comunicación, acce-
so a los nuevos sistemas y tecnologías de la información y
las comunicaciones; las instituciones a cargo de servicios y
programas sociales en materia de discapacidad deben pro-
porcionar la información y la asesoría requerida; y que los
medios de comunicación y las instituciones del sector pri-
vado que prestan servicios y suministran información, la
proporcionen en formatos accesibles y de fácil compren-
sión a las personas con discapacidad.

Considerando lo anterior, el artículo 32 se propone pa-
ra quedar como sigue:

Artículo 32. Las personas con discapacidad tienen de-
recho a la libertad de expresión y opinión; incluida la
libertad de recabar, recibir y facilitar información me-
diante cualquier forma de comunicación que les facilite
una participación e integración en igualdad de condi-
ciones que el resto de la población. Para tales efectos,
las autoridades competentes establecerán entre otras,
las siguientes medidas: 

I. Facilitar de manera oportuna y sin costo adicional, la
información dirigida al público en general, en formatos
accesibles y con las tecnologías adecuadas a los dife-
rentes tipos de discapacidad; 

II. Promover la utilización de la Lengua de Señas Mexi-
cana, el Sistema de escritura Braille, y otros modos, me-
dios y formatos de comunicación, así como el acceso a
los nuevos sistemas y tecnologías de la información y
las comunicaciones, incluido Internet; 

III. Las instituciones a cargo de servicios y programas
sociales en materia de discapacidad proporcionarán la
información y la asesoría requerida para favorecer su
desarrollo e integración social; y

IV. Los medios de comunicación y las instituciones del
sector privado que prestan servicios y suministran in-
formación al público en general, la proporcionarán en
formatos accesibles y de fácil comprensión a las perso-
nas con discapacidad.

19) Capítulo X. Lineamientos del Programa Nacional
para el Desarrollo y la Inclusión Social de las Personas
con Discapacidad

El Capítulo X se denomina “Lineamientos del Programa
Nacional para el Desarrollo y la Inclusión Social de las
Personas con Discapacidad” y describe el proceso para la
elaboración del Programa Nacional para el Desarrollo y la
Inclusión Social de las Personas con Discapacidad.

El Capítulo X se integra por los artículos: 33 y 34

Como una propuesta innovadora de los legisladores, se de-
fine en el artículo 33 la responsabilidad del Gobierno Fe-
deral, los Gobiernos de las Entidades Federativas y de los
Municipios, que en con el Consejo, deben participar en la
elaboración y ejecución del Programa Nacional para el
Desarrollo y la Inclusión Social de las Personas con Disca-
pacidad.

Considerando lo anterior, el artículo 33 se propone pa-
ra quedar como sigue:

“Artículo 33. El Gobierno Federal, los Gobiernos de
las Entidades Federativas y de los Municipios, en el
ámbito de sus respectivas competencias y en coordina-
ción con el Consejo, participarán en la elaboración y
ejecución del Programa, debiendo observar las respon-
sabilidades y obligaciones con relación a las personas
con discapacidad establecidas en la presente Ley.”

En el artículo 34 se definen los lineamientos que debe se-
guir el Programa Nacional para el Desarrollo y la Inclusión
Social de las Personas con Discapacidad como la fecha de
su publicación, la presentación del programa al Congreso
de la Unión, el establecimiento de políticas públicas, metas
y objetivos en materia de discapacidad en los tres niveles
de gobierno, la inclusión de mecanismos de supervisión,
rendición de cuentas y mecanismos de transparencia y la
incorporación de lineamientos e indicadores de las políti-
cas públicas, estadística, presupuestos, impacto social, en-
tre otros.

Considerando lo anterior, el artículo 34 se propone pa-
ra quedar como sigue:

Artículo 34. El Programa deberá cumplir con los si-
guientes lineamientos generales:
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I. Se deberá elaborar, revisar, modificar o ratificar y pu-
blicar en el Diario Oficial de la Federación en el pri-
mer trimestre del año y para su mayor difusión será pu-
blicado en las Gacetas o Periódicos Oficiales de las
Entidades Federativas;

II. El Consejo enviará el Programa a las Cámaras del
Congreso de la Unión para su conocimiento;

III. Se deberá elaborar con base en los lineamientos es-
tablecidos por la Convención sobre los Derechos de las
Personas con Discapacidad y esta Ley;

IV. Establecerá con claridad las políticas públicas, me-
tas y objetivos en materia de discapacidad en los tres
niveles de gobierno;

V. Cumplir con la normatividad vigente para la elabo-
ración de programas, supervisión, rendición de cuentas
y mecanismos de transparencia; y

VI. Incluirá lineamientos e indicadores de las políticas
públicas, estadística, presupuestos, impacto social y to-
dos aquellos que se estimen necesarios para una co-
rrecta y eficiente aplicación.

20) Capítulo XI. Sistema Nacional para el Desarrollo y
la Inclusión Social de las Personas con Discapacidad

El Capítulo XI se denomina “Sistema Nacional para el
Desarrollo y la Inclusión Social de las Personas con Disca-
pacidad” y describe como se constituye el sistema, cuáles
son sus objetivos y cuáles son sus responsabilidades.

El Capítulo XI se integra por los artículos: 35, 36 y 37

Con la visión de que el gobierno en todos sus niveles actúe
de forma integral a favor de los derechos y el desarrollo de
las personas con discapacidad, se incorpora a la nueva Ley
la propuesta innovadora para crear un “Sistema Nacional
para el Desarrollo y la Inclusión Social de las Personas con
Discapacidad”

En el artículo 35 se define que el Gobierno Federal, los
Gobiernos de las Entidades Federativas y de los Munici-
pios, en coordinación con el Consejo, e incluyendo a per-
sonas físicas o morales de los sectores social y privado que
presenten servicios a las personas con discapacidad consti-
tuyen el Sistema Nacional para el Desarrollo y la Inclusión
Social de las Personas con Discapacidad.

En el artículo 36 se define que el objeto del Sistema Na-
cional para el Desarrollo y la Inclusión Social de las Per-
sonas con Discapacidad es coordinar, planear, implementar
y evaluar las políticas públicas para el desarrollo y la in-
clusión de las personas con discapacidad.

En el artículo 37 se define que el Sistema Nacional para el
Desarrollo y la Inclusión Social de las Personas con Disca-
pacidad debe formular lineamientos, políticas públicas,
programas, proyectos y estrategias para la inclusión de las
personas con discapacidad a los ámbitos social, laboral,
cultural, político o económico; participar en el diseño e im-
plementación del Programa Nacional para el Desarrollo y
la Inclusión Social de las Personas con Discapacidad; di-
fundir los derechos de las personas con discapacidad; Inte-
grar el Registro Nacional de Personas con Discapacidad;
efectuar el seguimiento, evaluación y control de las políti-
cas públicas; y promover convenios de colaboración y co-
ordinación entre las instancias públicas y privadas para ga-
rantizar el cumplimiento de la presente Ley.

Considerando lo anterior, el artículo 35 se propone pa-
ra quedar como sigue:

Artículo 35. El Gobierno Federal, los Gobiernos de las
Entidades Federativas y de los Municipios, en el ámbi-
to de sus respectivas competencias, las personas físicas
o morales de los sectores social y privado que presenten
servicios a las personas con discapacidad, en coordina-
ción con el Consejo, constituyen el Sistema Nacional
para el Desarrollo y la Inclusión Social de las Personas
con Discapacidad.

Considerando lo anterior, el artículo 36 se propone para
quedar como sigue:

Artículo 36. El Sistema tiene como objetivo coordinar, pla-
near, implementar y evaluar las políticas públicas para el
desarrollo y la inclusión de las personas con discapacidad.

Considerando lo anterior, el artículo 37 se propone pa-
ra quedar como sigue:

Artículo 37. Corresponde al Sistema:

I. Formular los lineamientos, políticas públicas, pro-
gramas, proyectos y estrategias destinadas a impulsar
la inclusión de las personas con discapacidad a los ám-
bitos social, laboral, cultural, político o económico, en-
tre otros;
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II. Participar en el diseño e implementación del Pro-
grama;

III. Difundir los derechos de las personas con discapa-
cidad contenidos en la presente Ley;

IV. Integrar el Registro Nacional de Personas con Dis-
capacidad, a fin de contar con un banco nacional de da-
tos que contenga la relación del número, tipo de disca-
pacidad, edad, sexo, escolaridad, entre otros datos, de
las personas con discapacidad que residen en los Esta-
dos Unidos Mexicanos; 

V. Efectuar el seguimiento, evaluación y control de las
políticas públicas; y

VI. Promover convenios de colaboración y coordina-
ción entre las instancias públicas y privadas para ga-
rantizar el cumplimiento de la presente Ley;

21) Título Tercero

El Título Tercero de la nueva Ley se denomina “Consejo
Nacional para el Desarrollo y la Inclusión Social de las
Personas con Discapacidad” y define de forma integral la
integración jurídica del Consejo, la Asamblea Consultiva,
los órganos de vigilancia, el régimen de trabajo y la con-
currencia entre competencias.

La denominación del Consejo se adopta de las propuestas
de los legisladores, que incorporan el término “Inclusión
Social” al nombre actual del mismo que se denomina
“Consejo Nacional de las Personas con Discapacidad”.
Con base en lo anterior la nueva denominación será: “Con-
sejo Nacional para el Desarrollo y la Inclusión Social de las
Personas con Discapacidad”.

El Título Tercero se integra por 7 capítulos y los artículos
38 a 61.

Creación del organismo público descentralizado para
la atención de las personas con discapacidad.

Un avance trascendente en la nueva Ley, es la constitución
de organismo público descentralizado con personalidad ju-
rídica y patrimonio propios, que gozará de autonomía téc-
nica y de gestión y que a propuesta de los legisladores, ha-
ce realidad el compromiso de México con la Convención
para hacer efectivos los derechos de las personas con dis-
capacidad.

La Convención, además de orientar un nuevo paradigma en
la atención que deben brindar los gobiernos a las personas
con discapacidad, establece mecanismos de aplicación, se-
guimiento, información y evaluación, los cuales deben tra-
ducirse en organismos que el Estado Mexicano debe im-
plementar, como es el caso, de un organismo responsable
jurídicamente de la aplicación de la Convención, como lo
dispone su artículo 33, y que en la nueva Ley corresponde-
rá al “Consejo Nacional para el Desarrollo y la Inclusión
Social de las Personas con Discapacidad”.

Este organismo deberá cumplir obligatoriamente con el ob-
jetivo de impulsar el desarrollo de políticas públicas para la
población con discapacidad, coordinando de forma trans-
versal los esfuerzos de las dependencias y entidades de los
tres órdenes de gobierno y con ello multiplicar las oportu-
nidades de desarrollo e inclusión al amplio sector social de
personas con discapacidad.

La visión con que se propone la creación de un nuevo or-
ganismo, es que la población tenga la certeza de que el
Estado cuenta con una entidad que debe responder jurídi-
camente a las demandas y expectativas de las personas
con discapacidad y en consecuencia, tener la certeza de
que sus derechos efectivamente serán respetados confor-
me lo establece la Constitución de los Estados Unidos Me-
xicanos.

La creación del “Consejo Nacional para el Desarrollo y la
Inclusión Social de las Personas con Discapacidad”, es un
avance respecto de la Ley actual, que ubica al tema de la
discapacidad como un asunto de prioridad nacional.

La creación del nuevo organismo se fundamenta en lo es-
tablecido en la Ley Federal de las Entidades Paraestatales
para la creación de organismos descentralizados y se ubica
en el Sector Salud, considerando que la facultad “para la
asistencia, prevención, atención y tratamiento a los disca-
pacitados”, corresponde exclusivamente a la Secretaría de
Salud de acuerdo con lo establecido en el artículo 39 frac-
ción XXII de la Ley Orgánica de la Administración Públi-
ca Federal.

Capítulo I

En el Capítulo I se define la creación del Consejo Nacional
para el Desarrollo y la Inclusión Social de las Personas con
Discapacidad como un organismo público descentralizado,
con personalidad jurídica y patrimonio propios, que para el
cumplimiento de sus atribuciones gozará de autonomía téc-
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nica y de gestión para formular políticas, acciones, estrate-
gias y programas derivados de ésta Ley.

El Consejo tendrá por objeto el establecimiento de las po-
líticas públicas para las personas con discapacidad, me-
diante la coordinación institucional e interinstitucional; así
como promover, fomentar y evaluar la participación del
sector público y el sector privado, en las acciones, estrate-
gias, políticas públicas y programas derivados de la pre-
sente Ley y demás ordenamientos.

El domicilio del Consejo será la Ciudad de México, Distri-
to Federal, y podrá contar con las unidades administrativas
necesarias para el cumplimiento de sus atribuciones.

El patrimonio del Consejo se integrará con: Los recursos
que en el Presupuesto de Egresos de la Federación le asig-
ne la Cámara de Diputados; Los bienes muebles e inmue-
bles que le sean asignados; Los bienes que adquiera por
cualquier otro título lícito; y las aportaciones, donaciones,
legados y demás liberalidades que reciba de personas físi-
cas y morales.

Capítulo II

En el Capítulo II se definen las atribuciones del Consejo,
que serán las siguientes:

Coordinar y elaborar el Programa Nacional para el Desa-
rrollo y la Inclusión Social de las Personas con Discapaci-
dad;

Proponer acciones y programas para generar condiciones
de igualdad y de equiparación de oportunidades para las
personas con discapacidad;

Promover el goce y ejercicio pleno de los derechos de las
personas con discapacidad, así como hacer de su conoci-
miento los canales institucionales para hacerlos exigibles
ante la autoridad competente;

Proponer la Política Pública para el desarrollo y la inclu-
sión social de las personas con discapacidad, mediante la
coordinación y supervisión de los programas instituciona-
les en los tres órdenes de gobierno;

Proponer al Secretario de Salud, la inclusión de la partida
presupuestal en el Proyecto de Presupuesto de Egresos de
la Federación, para atender los objetivos del Programa Na-
cional para el Desarrollo y la Inclusión Social de las Per-

sonas con Discapacidad, del Consejo y de los diferentes
sectores e instituciones en el ámbito de su competencia, pa-
ra la aplicación y ejecución de los programas dirigidos a las
personas con discapacidad;

Promover la implementación de medidas para incrementar
la accesibilidad en la infraestructura física de instalaciones
públicas y los recursos técnicos, materiales y humanos ne-
cesarios para la atención segura y accesible de la población
con discapacidad;

Promover la elaboración y difusión de estudios e investi-
gaciones sobre el desarrollo social, económico, político y
cultural de las personas con discapacidad;

Promover y fomentar la cultura de la dignidad y respeto de
las personas con discapacidad, a través de programas y
campañas de sensibilización y concientización.

Proporcionar o solicitar a las instituciones públicas y en su
caso a particulares, la información para verificar el cumpli-
miento de esta Ley, en el ámbito de su competencia, con las
excepciones previstas por otros ordenamientos vigentes;

Promover entre los Poderes de la Unión y la sociedad en
general acciones dirigidas a mejorar la condición social de
la población con discapacidad;

Promover la firma, ratificación y cumplimiento de instru-
mentos internacionales o regionales en materia de discapa-
cidad;

Difundir y dar seguimiento al cumplimiento de las obliga-
ciones contraídas con gobiernos e instituciones de otros
países así como con organismos internacionales relaciona-
dos con la discapacidad;

Coadyuvar con los tres niveles de gobierno, en el conoci-
miento, recepción y canalización de denuncias sobre viola-
ciones a los derechos humanos de las personas con disca-
pacidad, en términos de las disposiciones de ésta Ley y
otros ordenamientos aplicables;

Concertar acuerdos de colaboración con organismos públi-
cos y privados, nacionales e internacionales, para el desa-
rrollo de proyectos que beneficien a las personas con dis-
capacidad;

Promover la publicación y difusión de obras y materiales
relacionados con la discapacidad;
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Suscribir convenios con el sector gubernamental y los sec-
tores productivos y empresariales, para que se otorguen
descuentos, facilidades económicas o administrativas en la
adquisición de bienes y servicios públicos o privados, a las
personas con discapacidad o sus familias;

Brindar asesoría a las dependencias y entidades de la Ad-
ministración Pública Federal, los Gobiernos de las Entida-
des Federativas, los Municipales y las instituciones de los
sectores social o privado que realicen acciones o progra-
mas para las personas con discapacidad;

Promover que en las políticas, programas o acciones, se
impulse la toma de conciencia respecto de las capacidades,
habilidades, aptitudes, méritos y aportaciones de las perso-
nas con discapacidad en todos los ámbitos y en particular,
en los espacios laborales;

Promover la armonización de Leyes y Reglamentos a nivel
federal, estatal o municipal, respecto de las disposiciones
establecidas en la Convención sobre los Derechos de las
Personas con Discapacidad;

Promover la creación y aplicación de Normas Oficiales
Mexicanas en materia de discapacidad;

Elaborar, presentar y difundir anualmente el informe de
avances y resultados del Programa;

Promover la aplicación de la presente Ley en relación con
la seguridad jurídica de las personas con discapacidad, así
como con la debida protección de sus derechos humanos;

Promover la aprobación del Reglamento de la presente Ley;

Presentar un informe anual de actividades.

Capítulo III

Conforme lo anterior y lo establecido en los artículos 14,
15, 16 , 17, 18, 19, y 20 de la Ley Federal de las Entidades
Paraestatales, el Consejo estará integrado por una Junta de
Gobierno en la cual participarán diez representantes del
Poder Ejecutivo Federal y cinco representantes de personas
con discapacidad.

Las dependencias y entidades que integrarán la Junta de
Gobierno serán: Salud, Desarrollo Social, Educación Pú-
blica, Hacienda y Crédito Público, Trabajo y Previsión So-
cial, Comunicaciones y Transportes, el Sistema Nacional

para el Desarrollo Integral de la Familia, el Consejo Na-
cional para Prevenir la Discriminación, la Comisión Na-
cional de Derechos Humanos y la Comisión Nacional de
Cultura Física y Deporte.

Por lo que se refiere a los cinco representantes de personas
con discapacidad, estos serán electos de entre los integran-
tes de la Asamblea Consultiva y contarán con voz y voto en
decisiones del Consejo.

Así mismo, participaran como invitados permanentes a la
Junta de Gobierno con derecho a voz, pero no a voto, un re-
presentante de cada uno de los siguientes órganos públicos:
Secretaría de Turismo, Secretaría de Agricultura, Ganade-
ría, Desarrollo Rural, Pesca y Alimentación, Instituto Na-
cional de Estadística y Geografía.

El titular del Consejo lo será el Secretario de Salud y para
coordinar las tareas del Consejo, se propone la designación
de un Director General, mismo que será nombrado por el
Titular del Ejecutivo Federal, de acuerdo con lo estableci-
do en el artículo 22 la Ley Federal de las Entidades Pa-
raestatales.

Capítulo IV

En la nueva Ley se propone la transformación del actual
Consejo Consultivo de Personas con Discapacidad, consi-
derando lo establecido en el artículo 4 numeral 3 de la Con-
vención, que dispone la participación amplia y plural de las
personas con discapacidad en la adopción de decisiones re-
lacionadas con la legislación y la administración pública.

En este sentido se propone que el Consejo Consultivo se
denomine ahora “Asamblea Consultiva”, la cual deberá es-
tar integrada por representantes de todas y cada una de las
Entidades Federativas, lo que asegura que los programas y
políticas reflejen el amplio mosaico de demandas, necesi-
dades y expectativas de la población con discapacidad. Así
mismo, se propone la inclusión en la Asamblea Consultiva
de expertos propuestos por el Titular del Ejecutivo Federal
y de representantes de organismos de discapacidad con ca-
rácter nacional.

Las atribuciones de la Asamblea Consultiva comprenden
las siguientes:

Atender las consultas y formular las opiniones que les se-
an solicitadas por la Junta de Gobierno o por el Director
General del Consejo;
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Emitir opiniones y formular propuestas sobre la aplicación
y orientación de la Política Pública para el Desarrollo y la
Inclusión Social de las personas con discapacidad;

Impulsar la participación ciudadana y de las organizacio-
nes de y para personas con discapacidad en el seguimien-
to, operación y evaluación del Programa;

Apoyar al Consejo en la promoción y cumplimiento del
Programa;

Proponer al Consejo los temas que por su importancia ame-
riten ser sometidos a consulta pública;

Promover y propiciar la colaboración de organismos públi-
cos y privados, nacionales y extranjeros en el desarrollo e
inclusión de las personas con discapacidad;

Promover la realización de estudios e investigaciones en la
materia;

Recomendar la realización de auditorías a programas prio-
ritarios cuando existan causas que lo ameriten;

Promover la celebración de convenios con dependencias
del Ejecutivo Federal, entidades federativas, municipios y
organizaciones, para la instrumentación de los programas
relacionados con el desarrollo y la inclusión social de las
personas con discapacidad;

Informar a la opinión pública sobre los aspectos de interés
general relativos al Programa;

Integrar las comisiones y grupos de trabajo que sean nece-
sarios para el ejercicio de sus atribuciones;

Nombrar a cinco personas, propietarios y suplentes, que
formarán parte de la Junta de Gobierno;

Capítulo V

En el Capítulo V, conforme lo establece el artículo 60 de la
Ley Federal de las Entidades Paraestatales, se propone que
el Consejo cuente con una contraloría, que es un órgano in-
terno de control, el cual estará a cargo de una persona de-
signada en los términos de la Ley Orgánica de la Adminis-
tración Pública Federal.

Capítulo VI

En el Capítulo VI, se define el régimen de trabajo a fin de
que Las relaciones de trabajo del Consejo y su personal se
regirán por la Ley Federal del Trabajo, reglamentaria del
apartado “A” del artículo 123 de la Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos.

Capítulo VII

En el Capítulo VII se define la concurrencia de las autori-
dades competentes de la Federación, las Entidades Federa-
tivas y los municipios para determinar las políticas hacia
las personas con discapacidad, así como ejecutar, dar se-
guimiento y evaluar sus programas y acciones, de acuerdo
con lo previsto en esta Ley.

Así mismo se define que cuando las disposiciones de esta
Ley comprendan materias y acciones que incidan en diver-
sos ámbitos de competencia de la Federación, las Entida-
des Federativas y los municipios; éstas se aplicarán y eje-
cutarán mediante convenios generales y específicos entre
cualquiera de los tres niveles de gobierno que lo suscriban.

22) Título Tercero

El Título Cuarto de la nueva Ley se denomina “Responsa-
bilidades y Sanciones” y define en un capítulo y un artícu-
lo que El incumplimiento de los preceptos establecidos por
esta Ley será sancionado conforme lo prevé la Ley Federal
de Responsabilidades Administrativas de los Servidores
Públicos, la Ley Federal de Responsabilidades de los Ser-
vidores Públicos y demás ordenamientos aplicables.

23) Transitorios

Para los efectos legales que corresponde a la publicación y
entrada en vigor de la nueva Ley se proponen los siguien-
tes artículos transitorios.

Primero. El presente Decreto entrará en vigor al día si-
guiente de su publicación en el Diario Oficial de la Fe-
deración.

Segundo. Se abroga la Ley General de las Personas con
Discapacidad publicada en el Diario Oficial de la Fede-
ración el 10 de junio de 2005.

Tercero. El Titular del Ejecutivo Federal convocará e
instalará el Consejo Nacional para el Desarrollo y la In-
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clusión Social de las Personas con Discapacidad dentro
de los treinta días siguientes al inicio de la vigencia de
la presente Ley.

Cuarto. El Poder Ejecutivo Federal expedirá el Regla-
mento de esta Ley en un plazo de ciento ochenta días
contados a partir de la entrada en vigor de esta Ley.

Quinto. Los recursos financieros para el establecimien-
to y funcionamiento de la Secretaría Técnica del Conse-
jo, serán determinados por la Secretaria de Hacienda y
Crédito Público y presentados en el Proyecto de Presu-
puesto de Egresos de la Federación para el Ejercicio
Fiscal inmediato.

Sexto. Con el objeto de instalar el Consejo, la Junta de
Gobierno y la Asamblea Consultiva, por única vez, los
representantes de las personas con discapacidad de las
entidades federativas, serán nombrados por los gobier-
nos de las entidades federativas y del Distrito Federal y
durarán en su encargo hasta seis meses, en tanto se emi-
te la convocatoria pública para su elección en los térmi-
nos de ésta ley. Los representantes de las organizaciones
nacionales de y para personas con discapacidad que se-
ñala ésta ley serán designados por única vez y un perío-
do de hasta seis meses en su encargo por el Titular del
Poder Ejecutivo federal, en tanto se definen conforme a
la ley.

Por lo expuesto, la Comisión de Atención a Grupos Vulne-
rables somete a la consideración de la honorable Cámara
de Diputados, el siguiente:

Proyecto de decreto por el que se crea la Ley General
para la Inclusión de las Personas con Discapacidad.

Artículo Único. Se crea la Ley General para la Inclusión
de las Personas con Discapacidad.

Ley General para la Inclusión de las Personas con Dis-
capacidad

Título Primero

Capítulo Único
Disposiciones Generales

Artículo 1. Las disposiciones de la presente Ley son de or-
den público, de interés social y de observancia general en
los Estados Unidos Mexicanos.

Su objeto es reglamentar en lo conducente, el Artículo 1º
de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexica-
nos estableciendo las condiciones en las que el Estado de-
berá promover, proteger y asegurar el pleno ejercicio de los
derechos humanos y libertades fundamentales de las perso-
nas con discapacidad, asegurando su plena inclusión a la
sociedad en un marco de respeto, igualdad y equiparación
de oportunidades.

De manera enunciativa y no limitativa, esta Ley reconoce
a las personas con discapacidad sus derechos humanos y
mandata el establecimiento de las políticas públicas nece-
sarias para su ejercicio.

Artículo 2. Para los efectos de esta Ley se entenderá por:

I. Accesibilidad. Las medidas pertinentes para asegurar
el acceso de las personas con discapacidad, en igualdad
de condiciones con las demás, al entorno físico, el trans-
porte, la información y las comunicaciones, incluidos
los sistemas y las tecnologías de la información y las co-
municaciones, y a otros servicios e instalaciones abier-
tos al público o de uso público, tanto en zonas urbanas
como rurales;

II. Ajustes Razonables. Se entenderán las modificacio-
nes y adaptaciones necesarias y adecuadas que no im-
pongan una carga desproporcionada o indebida, cuando
se requieran en un caso particular, para garantizar a las
personas con discapacidad el goce o ejercicio, en igual-
dad de condiciones con las demás, de todos los derechos
humanos y libertades fundamentales;

III. Asistencia Social. Conjunto de acciones tendientes
a modificar y mejorar las circunstancias de carácter so-
cial que impidan el desarrollo integral del individuo, así
como la protección física, mental y social de personas
en estado de necesidad, indefensión, desventaja física y
mental, hasta lograr su incorporación a una vida plena y
productiva;

IV. Ayudas Técnicas. Dispositivos tecnológicos y ma-
teriales que permiten habilitar, rehabilitar o compensar
una o más limitaciones funcionales, motrices, sensoria-
les o intelectuales de las personas con discapacidad;

V. Comunicación. Se entenderá el lenguaje escrito, oral
y la lengua de señas mexicana, la visualización de tex-
tos, sistema Braille, la comunicación táctil, los macroti-
pos, los dispositivos multimedia escritos o auditivos de
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fácil acceso, el lenguaje sencillo, los medios de voz di-
gitalizada y otros modos, medios, sistemas y formatos
aumentativos o alternativos de comunicación, incluida
la tecnología de la información y las comunicaciones de
fácil acceso;

VI. Comunidad de Sordos. Todo aquel grupo social
cuyos miembros tienen alguna deficiencia del sentido
auditivo que les limita sostener una comunicación y so-
cialización regular y fluida en lengua oral;

VII. Consejo. Consejo Nacional para el Desarrollo y la
Inclusión de las Personas con Discapacidad;

VIII. Convención. Convención sobre los Derechos de
las Personas con Discapacidad;

IX. Discriminación por motivos de discapacidad. Se
entenderá cualquier distinción, exclusión o restricción
por motivos de discapacidad que tenga el propósito o el
efecto de obstaculizar, menoscabar o dejar sin efecto el
reconocimiento, goce o ejercicio, en igualdad de condi-
ciones, de todos los derechos humanos y libertades fun-
damentales en los ámbitos político, económico, social,
cultural, civil o de otro tipo. Incluye todas las formas de
discriminación, entre ellas, la denegación de ajustes ra-
zonables;

X. Diseño universal. se entenderá el diseño de produc-
tos, entornos, programas y servicios que puedan utilizar
todas las personas, en la mayor medida posible, sin ne-
cesidad de adaptación ni diseño especializado. El dise-
ño universal no excluirá las ayudas técnicas para grupos
particulares de personas con discapacidad cuando se ne-
cesiten;

XI. Educación Especial. La educación especial está
destinada a individuos con discapacidades transitorias o
definitivas, así como a aquellos con aptitudes sobresa-
lientes. Atenderá a los educandos de manera adecuada a
sus propias condiciones, con equidad social incluyente
y con perspectiva de género;

XII. Educación Inclusiva. Es la educación que propi-
cia la integración de personas con discapacidad a los
planteles de educación básica regular, mediante la apli-
cación de métodos, técnicas y materiales específicos;

XIII. Estenografía Proyectada. Es el oficio y la técni-
ca de transcribir un monólogo o un diálogo oral de ma-

nera simultánea a su desenvolvimiento y, a la vez, pro-
yectar el texto resultante por medios electrónicos visua-
les;

XIV. Estimulación Temprana. Atención brindada a ni-
ños y niñas de entre 0 y 6 años para potenciar y desa-
rrollar al máximo sus posibilidades físicas, intelectua-
les, sensoriales y afectivas, mediante programas
sistemáticos y secuenciados que abarquen todas las áre-
as del desarrollo humano, sin forzar el curso natural de
su maduración;

XV. Igualdad de Oportunidades. Proceso de adecua-
ciones, ajustes, mejoras o adopción de acciones afirma-
tivas necesarias en el entorno jurídico, social, cultural y
de bienes y servicios, que faciliten a las personas con
discapacidad su inclusión, integración, convivencia y
participación, en igualdad de oportunidades con el resto
de la población;

XVI. Lenguaje. Se entenderá tanto el lenguaje oral co-
mo la lengua de señas y otras formas de comunicación
no verbal;

XVII. Lengua de Señas Mexicana. Lengua de una co-
munidad de sordos, que consiste en una serie de signos
gestuales articulados con las manos y acompañados de
expresiones faciales, mirada intencional y movimiento
corporal, dotados de función lingüística, forma parte del
patrimonio lingüístico de dicha comunidad y es tan rica
y compleja en gramática y vocabulario como cualquier
lengua oral;

XVIII. Ley. Ley General para la Inclusión de las Perso-
nas con Discapacidad;

XIX. Organizaciones. Todas aquellas organizaciones
sociales constituidas legalmente para el cuidado, aten-
ción o salvaguarda de los derechos de las personas con
discapacidad o que busquen apoyar y facilitar su parti-
cipación en las decisiones relacionadas con el diseño,
aplicación y evaluación de programas para su desarrollo
e integración social;

XX. Perro guía o animal de servicio. Son aquellos que
han sido certificados para el acompañamiento, conduc-
ción y auxilio de personas con discapacidad;

XXI. Persona con Discapacidad. Toda persona que por
razón congénita o adquirida presenta una o más defi-
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ciencias de carácter físico, mental, intelectual o senso-
rial, ya sea permanente o temporal y que al interactuar
con las barreras que le impone el entorno social, pueda
impedir su inclusión plena y efectiva, en igualdad de
condiciones con los demás;

XXII. Política Pública. Todos aquellos planes, progra-
mas o acciones que la autoridad desarrolle para asegu-
rar los derechos establecidos en la presente Ley;

XXIII. Prevención. La adopción de medidas encamina-
das a impedir que se produzcan deficiencias físicas, in-
telectuales, mentales y sensoriales;

XXIV. Programa. El Programa Nacional para el Desa-
rrollo y la Inclusión de las Personas con Discapacidad;

XXV. Rehabilitación. Proceso de duración limitada y
con un objetivo definido, de orden médico, social y edu-
cativo entre otros, encaminado a facilitar que una perso-
na con discapacidad alcance un nivel físico, mental,
sensorial óptimo, que permita compensar la pérdida de
una función, así como proporcionarle una mejor inte-
gración social;

XXVI. Sistema. Sistema Nacional para el Desarrollo y
la Inclusión de las Personas con Discapacidad;

XXVII. Sistema de Escritura Braille. Sistema para la
comunicación representado mediante signos en relieve,
leídos en forma táctil por las personas ciegas; y

XXVIII. Transversalidad. Es el proceso mediante el
cual se instrumentan las políticas, programas y accio-
nes, desarrollados por las dependencias y entidades de
la administración pública, que proveen bienes y servi-
cios a la población con discapacidad con un propósito
común, y basados en un esquema de acción y coordina-
ción de esfuerzos y recursos en tres dimensiones: verti-
cal, horizontal y de fondo.

Artículo 3. La observancia de esta Ley corresponde a las
dependencias, entidades paraestatales y órganos descon-
centrados de la Administración Pública Federal, organis-
mos constitucionales autónomos, Poder Legislativo, Poder
Judicial, el Consejo, a los Gobiernos de las Entidades Fe-
derativas y de los Municipios, en el ámbito de sus respec-
tivas competencias, así como a las personas físicas o mo-
rales de los sectores social y privado que presten servicios
a las personas con discapacidad.

Artículo 4. Las personas con discapacidad gozarán de to-
dos los derechos que establece el orden jurídico mexicano,
sin distinción de origen étnico, nacional, género, edad, con-
dición social, económica o de salud, religión, opiniones,
estado civil, preferencias sexuales, embarazo, identidad
política, lengua, situación migratoria o cualquier otra ca-
racterística propia de la condición humana o que atente
contra su dignidad. Las medidas contra la discriminación
tienen como finalidad prevenir o corregir que una persona
con discapacidad sea tratada de una manera directa o indi-
recta menos favorable que otra que no lo sea, en una situa-
ción comparable.

Las medidas contra la discriminación consisten en la pro-
hibición de conductas que tengan como objetivo o conse-
cuencia atentar contra la dignidad de una persona, crear un
entorno intimidatorio, hostil, degradante u ofensivo, debi-
do a la discapacidad que ésta posee.

Las acciones afirmativas positivas consisten en apoyos de
carácter específico destinados a prevenir o compensar las
desventajas o dificultades que tienen las personas con dis-
capacidad en la incorporación y participación plena en los
ámbitos de la vida política, económica, social y cultural.

La Administración Pública, de conformidad con su ámbito
de competencia, impulsará el derecho a la igualdad de
oportunidades de las personas con discapacidad, a través
del establecimiento de medidas contra la discriminación y
acciones afirmativas positivas que permitan la integración
social de las personas con discapacidad. Será prioridad de
la Administración Pública adoptar medidas de acción afir-
mativa positiva para aquellas personas con discapacidad
que sufren un grado mayor de discriminación, como son
las mujeres, las personas con discapacidad con grado seve-
ro, las que viven en el área rural, o bien, no pueden repre-
sentarse a sí mismas.

Artículo 5. Los principios que deberán observar las políti-
cas públicas, son:

I. La equidad;

II. La justicia social;

III. La igualdad de oportunidades;

IV. El respeto a la evolución de las facultades de los ni-
ños y las niñas con discapacidad y de su derecho a pre-
servar su identidad;
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V. El respeto de la dignidad inherente, la autonomía in-
dividual, incluida la libertad de tomar las propias deci-
siones y la independencia de las personas;

VI. La participación e inclusión plenas y efectivas en la
sociedad;

VII. El respeto por la diferencia y la aceptación de la
discapacidad como parte de la diversidad y la condición
humanas;

VIII. La accesibilidad;

IX. La no discriminación;

X. La igualdad entre mujeres y hombres con discapaci-
dad;

XI. La transversalidad;

XII. Los demás que resulten aplicables.

Artículo 6. Son facultades del Titular del Poder Ejecutivo
Federal en materia de esta ley, las siguientes:

I. Establecer las Políticas Públicas para las personas con
discapacidad, a fin de cumplir con las obligaciones de-
rivadas de los tratados internacionales de derechos hu-
manos ratificados por el estado Mexicano ,adoptando
medidas legislativas, administrativas y de otra índole,
para hacer efectivos los derechos de las personas con
discapacidad;

II. Instruir a las dependencias y entidades del Gobierno
Federal a que instrumenten acciones en favor de la in-
clusión social y económica de las personas con discapa-
cidad en el marco de las políticas públicas;

III. Incluir en el Proyecto de Presupuesto de Egresos de
la Federación los recursos para la implementación y eje-
cución de la política pública derivada de la presente
Ley, tomando en consideración la participación de las
entidades federativas en el reparto de estos recursos, de
conformidad con los ordenamientos legales aplicables;

IV. Establecer y aplicar las políticas públicas a través de
las dependencias y entidades del Gobierno Federal, que
garanticen la equidad e igualdad de oportunidades a las
personas con discapacidad;

V. Conceder, de conformidad con las disposiciones le-
gales aplicables, estímulos fiscales a personas físicas o
morales que realicen acciones a favor de las personas
con discapacidad, adecuen sus instalaciones en términos
de accesibilidad, o de cualquier otra forma se adhieran a
las políticas públicas en la materia, en términos de la le-
gislación aplicable;

VI. Promover la consulta y participación de las personas
con discapacidad, personas físicas o morales y las orga-
nizaciones de la sociedad civil en la elaboración y apli-
cación de políticas, legislación y programas, con base
en la presente Ley;

VII. Asegurar la participación de las personas con dis-
capacidad y las organizaciones de la sociedad civil en la
elaboración de los informes que el Gobierno Mexicano
presentará a la Organización de las Naciones Unidas en
cumplimiento a la Convención y ante otros organismos
internacionales, relacionados con la materia de discapa-
cidad y los derechos humanos;

VIII. Garantizar el desarrollo integral de las personas
con discapacidad, de manera plena y autónoma, en los
términos de la presente Ley;

IX. Fomentar la integración social de las personas con
discapacidad, a través del ejercicio de sus derechos ci-
viles y políticos;

X. Promover el pleno ejercicio de los derechos funda-
mentales de las personas con discapacidad en condicio-
nes equitativas;

XI. Impulsar la adopción de acciones afirmativas orien-
tadas a evitar y compensar las desventajas de una per-
sona con discapacidad para participar plenamente en la
vida política, económica, social y cultural;

XII. Impulsar la participación solidaria de la sociedad y
la familia en la preservación, y restauración de la salud,
así como la prolongación y mejoramiento de la calidad
de vida de las personas con discapacidad; y

XIII. Las demás que otros ordenamientos le confieran.
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Título Segundo
Derechos de las Personas con Discapacidad

Capítulo I
Salud y Asistencia Social

Artículo 7. La Secretaría de Salud promoverá el derecho
de las personas con discapacidad a gozar del más alto nivel
posible de salud, rehabilitación y habilitación sin discrimi-
nación por motivos de discapacidad, mediante programas y
servicios que serán diseñados y proporcionados, conside-
rando criterios de calidad, especialización, género, gratui-
dad o precio asequible. Para tal efecto, realizará las si-
guientes acciones:

I. Diseñar, ejecutar y evaluar programas de salud públi-
ca para la orientación, prevención, detección, estimula-
ción temprana, atención integral o especializada, reha-
bilitación y habilitación, para las diferentes
discapacidades;

II. Crear o fortalecer establecimientos de salud y de
asistencia social que permita ejecutar los programas se-
ñalados en la fracción anterior, los cuales se extenderán
a las regiones rurales y comunidades indígenas, consi-
derando los derechos humanos, dignidad, autonomía y
necesidades de las personas con discapacidad;

III. Elaborar e implementar en coordinación con la Se-
cretaría de Educación Pública, en lo que corresponda,
programas de educación, capacitación, formación y es-
pecialización para la salud en materia de discapacidad,
a fin de que los profesionales de la salud proporcionen
a las personas con discapacidad una atención digna y de
calidad, sobre la base de un consentimiento libre e in-
formado;

IV. Crear bancos de prótesis, órtesis, ayudas técnicas y
medicinas de uso restringido, que sean accesibles a la
población con discapacidad;

V. Fomentar la creación de centros asistenciales, tempo-
rales o permanentes, para personas con discapacidad en
desamparo, donde sean atendidas en condiciones que
respeten su dignidad y sus derechos, de conformidad
con los principios establecidos en la presente ley;

VI. Celebrar convenios con instituciones educativas pú-
blicas y privadas, para impulsar la investigación y co-
nocimiento sobre la materia de discapacidad;

VII. Implementar programas de sensibilización, capaci-
tación y actualización, dirigidos al personal médico y
administrativo, para la atención de la población con dis-
capacidad;

VIII. Establecer servicios de información, orientación,
atención y tratamiento psicológico para las personas con
discapacidad, sus familias o personas que se encarguen
de su cuidado y atención;

IX. Dictar las normas técnicas a que quedará sujeta la
prestación de los servicios de salud y asistencia social
para las personas con discapacidad por parte del sector
público, social y privado;

X. Crear programas de orientación, educación, y rehabi-
litación sexual y reproductiva para las personas con dis-
capacidad y sus familias;

Incorporar de forma gratuita al Seguro Popular a la po-
blación con discapacidad; y

XI. Las demás que dispongan otros ordenamientos.

Artículo 8. El Consejo, los Gobiernos de las Entidades Fe-
derativas y de los Municipios podrán celebrar convenios
con los sectores privado y social, a fin de:

I. Promover los servicios de asistencia social para las
personas con discapacidad en todo el país;

II. Promover la aportación de recursos materiales, hu-
manos y financieros;

III. Procurar la integración y el fortalecimiento de la
asistencia pública y privada en la prestación de los ser-
vicios de asistencia social dirigidos a las personas con
discapacidad;

IV. Establecer mecanismos para atender la demanda de
servicios de asistencia social de las personas con disca-
pacidad; y

V. Los demás que tengan por objeto garantizar la pres-
tación de servicios de asistencia social para las personas
con discapacidad.

Artículo 9. Queda prohibido cualquier tipo de discrimina-
ción contra las personas con discapacidad en el otorga-
miento de seguros de salud o de vida.
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Artículo 10. La Secretaría de Salud en coordinación con el
Consejo, emitirá la Clasificación Nacional de Discapacida-
des, con base en los lineamientos establecidos por la Clasi-
ficación Internacional del Funcionamiento, de la Discapa-
cidad y de la Salud, la cual estará disponible al público y
deberá ser utilizada en el diseño de Políticas Públicas.

El Sector Salud expedirá a las personas con discapacidad
un certificado de reconocimiento y calificación de discapa-
cidad con validez nacional.

Capítulo II
Trabajo y Empleo

Artículo 11. La Secretaría de Trabajo y Previsión Social
promoverá el derecho al trabajo y empleo de las personas
con discapacidad en igualdad de oportunidades y equidad,
que les otorgue certeza en su desarrollo personal, social y
laboral. Para tal efecto, realizará las siguientes acciones:

I. Prohibir cualquier tipo de discriminación por motivo
de discapacidad en la selección, contratación, remune-
ración, tipo de empleo, reinserción, continuidad, capaci-
tación, liquidación laboral, promoción profesional y
asegurar condiciones de trabajo accesibles, seguras y sa-
ludables;

II. Diseñar, ejecutar, evaluar y promover políticas públi-
cas para la inclusión laboral de las personas con disca-
pacidad atendiendo a su clasificación, en el sector pú-
blico o privado, que protejan la capacitación, empleo,
contratación y derechos sindicales, en su caso, de las
personas con discapacidad;

III. Elaborar e instrumentar el programa nacional de tra-
bajo y empleo para las personas con discapacidad, que
comprenda la capacitación, creación de agencias de in-
tegración laboral, acceso a bolsas de trabajo públicas o
privadas, centros de trabajo protegido, talleres, asisten-
cia técnica, formación vocacional o profesional, becas
en cualquiera de sus modalidades, inserción laboral de
las personas con discapacidad en la administración pú-
blica de los tres órdenes de gobierno, a través de conve-
nios con los sectores público, social y privado;

IV. Proporcionar asistencia técnica y legal a los sectores
productivos, social y privado, en materia laboral de dis-
capacidad, que así lo soliciten;

V. Revisar las Normas Oficiales Mexicanas a efecto de
permitir el pleno acceso y goce de los derechos en ma-
teria laboral establecidos por la presente Ley y demás
disposiciones aplicables;

VI. Fomentar la capacitación y sensibilización al perso-
nal que trabaje con personas con discapacidad en el sec-
tor público o privado;

VII. Promover medidas a efecto de que las obligaciones
laborables no interrumpan el proceso de rehabilitación
de las personas con discapacidad;

VIII. Las demás que dispongan otros ordenamientos;

Capítulo III
Educación

Artículo 12. La Secretaría de Educación Pública promove-
rá el derecho a la educación de las personas con discapaci-
dad, prohibiendo cualquier discriminación en planteles,
centros educativos, guarderías o del personal docente o ad-
ministrativo del Sistema Educativo Nacional. Para tales
efectos, realizará las siguientes acciones:

I. Establecer en el Sistema Educativo Nacional, el dise-
ño, ejecución y evaluación del programa para la educa-
ción especial y del programa para la educación inclusi-
va de personas con discapacidad;

II. Impulsar la inclusión de las personas con discapaci-
dad en todos los niveles del Sistema Educativo Nacio-
nal, desarrollando y aplicando normas y reglamentos
que eviten su discriminación y las, condiciones de acce-
sibilidad en instalaciones educativas, proporcionen los
apoyos didácticos, materiales y técnicos y cuenten con
personal docente capacitado;

III. Establecer mecanismos a fin de que las niñas y los
niños con discapacidad gocen del derecho a la admisión
gratuita y obligatoria así como a la atención especiali-
zada, en los centros de desarrollo infantil, guarderías
públicas y en guarderías privadas mediante convenios
de servicios. Las niñas y niños con discapacidad no po-
drán ser condicionados en su integración a la educación
inicial o preescolar;

IV. Incorporar a los docentes y personal asignado que
intervengan directamente en la integración educativa de
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personas con discapacidad, al Sistema Nacional de For-
mación, actualización, capacitación y superación profe-
sional para maestros de educación básica;

V. Establecer que los programas educativos que se
transmiten por televisión pública o privada, nacional o
local, incluyan tecnologías para texto, audiodescripcio-
nes, estenografía proyectada o interpretes de Lengua de
Señas Mexicana;

VI. Proporcionar a los estudiantes con discapacidad ma-
teriales y ayudas técnicas que apoyen su rendimiento
académico, procurando equipar los planteles y centros
educativos con libros en braille, materiales didácticos,
apoyo de intérpretes de lengua de señas mexicana o es-
pecialistas en sistema braille, equipos computarizados
con tecnología para personas ciegas y todos aquellos
apoyos que se identifiquen como necesarios para brin-
dar una educación con calidad;

VII. Incluir la enseñanza del Sistema de Escritura Brai-
lle y la Lengua de Señas Mexicana en la educación pú-
blica y privada, fomentando la producción y distribu-
ción de libros de texto gratuitos en Sistema de Escritura
Braille, macrotipos y textos audibles que complementen
los conocimientos de los alumnos con discapacidad;

VIII. Establecer un programa nacional de becas educa-
tivas y becas de capacitación para personas con disca-
pacidad en todos los niveles del Sistema Educativo Na-
cional;

IX. Diseñar e implementar programas de formación y
certificación de intérpretes, estenógrafos del español y
demás personal especializado en la difusión y uso con-
junto del español y la Lengua de Señas Mexicana;

X. Impulsar toda forma de comunicación escrita que fa-
cilite al sordo hablante, al sordo señante o semilingüe, el
desarrollo y uso de la lengua en forma escrita;

XI. Impulsar programas de investigación, preservación
y desarrollo de la Lengua de Señas Mexicana, de las
personas con discapacidad auditiva y de las formas de
comunicación de las personas con discapacidad visual;

XII. Incorporar en el Sistema Nacional de Ciencia y
Tecnología lineamientos que permitan la investigación
y el desarrollo de bienes, servicios, equipo e instalacio-
nes de diseño universal;

XIII. Promover que los estudiantes presten apoyo a per-
sonas con discapacidad que así lo requieran, a fin de que
cumplan con el requisito del servicio social; y

XIV. Las demás que dispongan otros ordenamientos;

Artículo 13. En el Sistema Nacional de Bibliotecas y salas
de lectura, entre otros, se incluirán equipos de cómputo con
tecnología adaptada, escritura e impresión en el Sistema de
Escritura Braille, ampliadores y lectores de texto, espacios
adecuados y demás innovaciones tecnológicas que permita
su uso a las personas con discapacidad.

Artículo 14. La Lengua de Señas Mexicana, es reconocida
oficialmente como una lengua nacional y forma parte del
patrimonio lingüístico con que cuenta la nación mexicana.
Serán reconocidos el Sistema Braille, los modos, medios y
formatos de comunicación accesibles que elijan las perso-
nas con discapacidad;

Artículo 15. La educación especial tendrá por objeto, ade-
más de lo establecido en la Ley General de Educación, la
formación de la vida independiente y la atención de nece-
sidades educativas especiales que comprende entre otras,
dificultades severas de aprendizaje, comportamiento, emo-
cionales, discapacidad múltiple o severa y aptitudes sobre-
salientes, que le permita a las personas tener un desempe-
ño académico equitativo, evitando así la desatención,
deserción, rezago o discriminación.

Capítulo IV
Accesibilidad y Vivienda

Artículo 16. Las personas con discapacidad tienen derecho
a la accesibilidad universal y a la vivienda, por lo que se
deberán emitir normas, lineamientos y reglamentos que ga-
ranticen la accesibilidad obligatoria en instalaciones públi-
cas o privadas, que les permita el libre desplazamiento en
condiciones dignas y seguras.

Las dependencias y entidades competentes de la Adminis-
tración Pública Federal, Estatal y Municipal, vigilarán el
cumplimiento de las disposiciones que en materia de acce-
sibilidad, desarrollo urbano y vivienda se establecen en la
normatividad vigente.

Los edificios públicos deberán sujetarse a la legislación,
regulaciones y Normas Oficiales Mexicanas vigentes, para
el aseguramiento de la accesibilidad a los mismos.
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Para tales efectos, el Consejo realizará las siguientes ac-
ciones:

I. Coordinará con las dependencias y entidades de los
tres órdenes de gobierno, la elaboración de programas
en materia de accesibilidad, desarrollo urbano y vivien-
da, la promoción de reformas legales, elaboración de re-
glamentos o normas y la certificación en materia de ac-
cesibilidad a instalaciones públicas o privadas;

II. Supervisará la aplicación de disposiciones legales o
administrativas, que garanticen la accesibilidad en las
instalaciones públicas o privadas; y

III. Promoverá que las personas con discapacidad que
tengan como apoyo para la realización de sus activida-
des cotidianas, un perro guía o animal de servicio, ten-
gan derecho a que éstos accedan y permanezcan con
ellos en todos los espacios en donde se desenvuelvan.
Asimismo, queda prohibido cualquier restricción me-
diante la que se impida el ejercicio de este derecho.

Artículo 17. Para asegurar la accesibilidad en la infraes-
tructura básica, equipamiento o entorno urbano y los espa-
cios públicos, se contemplarán entre otros, los siguientes li-
neamientos:

I. Que sea de carácter universal, obligatoria y adaptada
para todas las personas;

II. Que incluya el uso de señalización, facilidades ar-
quitectónicas, tecnologías, información, sistema braille,
lengua de señas mexicana, ayudas técnicas, perros guía
o animal de servicio y otros apoyos; y

III. Que la adecuación de las instalaciones públicas sea
progresiva;

Artículo 18. Las personas con discapacidad tienen derecho
a una vivienda digna. Los programas de vivienda del sec-
tor público o sector privado deberán incluir proyectos ar-
quitectónicos de construcciones que consideren sus necesi-
dades de accesibilidad. Las instituciones públicas de
vivienda otorgarán facilidades para recibir créditos o sub-
sidios para la adquisición, redención de pasivos y cons-
trucción o remodelación de vivienda.

Capítulo V
Transporte Público y Comunicaciones

Artículo 19. La Secretaría de Comunicaciones y Transpor-
tes promoverá el derecho de las personas con discapacidad,
sin discriminación de ningún tipo, al acceso al transporte,
los sistemas y las tecnologías de la información y las co-
municaciones, particularmente aquellas que contribuyan a
su independencia y desarrollo integral. Para estos efectos,
realizará las siguientes acciones:

I. Establecer mecanismos de coordinación con autorida-
des competentes y empresas privadas, a fin de elaborar
normas y programas que garanticen a las personas con
discapacidad, la accesibilidad, seguridad, comodidad,
calidad y funcionalidad en los medios de transporte pú-
blico aéreo, terrestre y marítimo;

II. Promover que en la concesión del servicio de trans-
porte público aéreo, terrestre o marítimo, las unidades e
instalaciones garanticen a las personas con discapacidad
la accesibilidad para el desplazamiento y los servicios,
incluyendo especificaciones técnicas y antropométricas,
apoyos técnicos o humanos y personal capacitado;

III. Promover en el ámbito de su competencia progra-
mas y campañas de educación vial, cortesía urbana y
respeto hacia las personas con discapacidad en su trán-
sito por la vía y lugares públicos, así como para evitar
cualquier tipo de discriminación en el uso del transpor-
te público aéreo, terrestre o marítimo;

IV. Promover la suscripción de convenios con los con-
cesionarios de los medios de comunicación, para difun-
dir una imagen de las personas con discapacidad que sea
compatible con el propósito de ésta Ley, e incorporar en
la programación de los canales de televisión programas
de formación, sensibilización y participación de las per-
sonas con discapacidad; y

V. Promover convenios con los concesionarios del
transporte público a fin de que las personas con disca-
pacidad gocen de descuentos en las tarifas de los servi-
cios de transporte público.

Artículo 20. Los medios de comunicación implementarán
el uso de tecnología y, en su caso, de intérpretes de la Len-
gua de Señas Mexicana, que permitan a la comunidad de
sordos las facilidades de comunicación y el acceso al con-
tenido de su programación.
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Capítulo VI
Desarrollo Social

Artículo 21. La Secretaría de Desarrollo Social promove-
rá el derecho de las personas con discapacidad a un mayor
índice de desarrollo humano así como el de sus familias,
incluyendo alimentación, vestido y vivienda adecuados y a
la mejora continua de sus condiciones de vida, sin discri-
minación por motivos de discapacidad. Para estos efectos,
realizará las siguientes acciones:

I. Establecer medidas que garanticen el acceso de las
personas con discapacidad en todas las acciones, pro-
gramas de protección y desarrollo social y estrategias de
reducción de la pobreza, en observancia de todas aque-
llas disposiciones que les sean aplicables de la Ley Ge-
neral de Desarrollo Social;

II. Establecer programas para la prestación de servicios
de asistencia social para personas con discapacidad en
situación de pobreza, abandono o marginación, inclui-
dos servicios de capacitación, asistencia financiera y
servicios de cuidados temporales, los cuales se extende-
rán a las regiones rurales y comunidades indígenas;

III. Promover la apertura de establecimientos especiali-
zados para la asistencia, protección y albergue para per-
sonas con discapacidad en situación de pobreza, aban-
dono o marginación; y

IV. Todas las demás que tengan como objeto mejorar las
condiciones sociales y permita potenciar las capacida-
des de las personas con discapacidad.

Capítulo VII
Recopilación de datos y Estadística

Artículo 22. El Instituto Nacional de Estadística y Geo-
grafía a través de la legislación aplicable, garantizará que
el Censo Nacional de Población incluya lineamientos para
la recopilación de información y estadística de la población
con discapacidad, la cuál será de orden público y tendrá co-
mo finalidad la formulación de planes, programas y políti-
cas. Además, desarrollará instrumentos estadísticos que
proporcionen información e indicadores cualitativos y
cuantitativos sobre todos los aspectos relacionados con la
discapacidad.

Artículo 23. El Consejo en coordinación con el Instituto
Nacional de Estadística y Geografía, desarrollarán el Siste-

ma Nacional de Información en Discapacidad, que tendrá
como objetivo proporcionar información de servicios pú-
blicos, privados o sociales, y todo tipo de información re-
lacionada, a la población con discapacidad, la cual podrá
ser consultada por medios electrónicos o impresos, a través
de módulos de consulta dispuestos en instalaciones públi-
cas.

Capítulo VIII
Deporte, Recreación, Cultura y Turismo

Artículo 24. La Comisión Nacional de Cultura Física y
Deporte promoverá el derecho de las personas con disca-
pacidad al deporte. Para tales efectos, realizará las siguien-
tes acciones:

I. Formular y aplicar programas y acciones que garanti-
cen el otorgamiento de apoyos administrativos, técni-
cos, humanos y financieros, requeridos para la práctica
de actividades físicas y deportivas a la población con
discapacidad, en sus niveles de desarrollo popular, nue-
vos valores, prospectos, alto rendimiento de primera
fuerza y juveniles, máster y paralímpico;

II. Elaborar con las asociaciones deportivas nacionales
de deporte adaptado el Programa Nacional de Deporte
Paralímpico y su presupuesto;

III. Procurar el acceso y libre desplazamiento de las per-
sonas con discapacidad en las instalaciones públicas
destinadas a la práctica de actividades físicas, deporti-
vas o recreativas; y

IV. Las demás que dispongan otros ordenamientos.

Artículo 25. El Consejo Nacional para la Cultura y las Ar-
tes promoverá el derecho de las personas con discapacidad
a la cultura, la recreación, el desarrollo de sus capacidades
artísticas y la protección de sus derechos de propiedad in-
telectual. Para tales efectos, realizará las siguientes accio-
nes:

I. Establecer programas para apoyar el desarrollo artís-
tico y cultural de las personas con discapacidad;

II. Impulsar que las personas con discapacidad cuenten
con las facilidades necesarias para acceder y disfrutar de
los servicios culturales; y

III. Las demás que dispongan otros ordenamientos.
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Artículo 26. El Consejo Nacional para la Cultura y las Ar-
tes, diseñará y ejecutará políticas y programas orientados a:

I. Generar y difundir entre la sociedad el respeto a la di-
versidad y participación de las personas con discapaci-
dad en el arte y la cultura;

II. Establecer condiciones de inclusión de personas con
discapacidad para lograr equidad en la promoción, el
disfrute y la producción de servicios artísticos y cultu-
rales;

III. Promover las adecuaciones físicas y de señalización
necesarias para que tengan el acceso a todo recinto don-
de se desarrolle cualquier actividad cultural;

IV. Difundir las actividades culturales;

V. Impulsar el reconocimiento y el apoyo de su identi-
dad cultural y lingüística específica, incluidas la Lengua
de Señas Mexicana y la cultura de los sordos;

VI. Establecer la capacitación de recursos humanos, el
uso de materiales y tecnología con la finalidad de lograr
su integración en las actividades culturales;

VII. Fomentar la elaboración de materiales de lectura,
inclusive en sistema Braille u otros formatos accesibles;
y

VIII. Las demás que dispongan otros ordenamientos.

Artículo 27. La Secretaría de Turismo promoverá el dere-
cho de las personas con discapacidad para acceder a los
servicios turísticos, recreativos o de esparcimiento. Para ta-
les efectos, realizará las siguientes acciones:

I. Establecer programas y normas a fin de que la in-
fraestructura destinada a brindar servicios turísticos en
el territorio nacional cuente con facilidades de accesibi-
lidad universal;

II. Establecer programas para la promoción turística de
las personas con discapacidad; y

III. Las demás que dispongan otros ordenamientos.

Capítulo IX
Acceso a la Justicia

Artículo 28. Las personas con discapacidad tendrán dere-
cho a recibir un trato digno y apropiado en los procedi-
mientos administrativos y judiciales en que sean parte, así
como asesoría y representación jurídica en forma gratuita
en dichos procedimientos, bajo los términos que establez-
can las leyes respectivas.

Artículo 29. Las instituciones de administración e imparti-
ción de justicia contarán con peritos especializados en las
diversas discapacidades, apoyo de intérpretes de Lengua de
Señas Mexicana, así como la emisión de documentos en
Sistema de escritura Braille.

Artículo 30. Las instituciones de administración e imparti-
ción de justicia implementarán programas de capacitación
y sensibilización dirigidos a su personal, sobre la atención
a las personas con discapacidad.

Artículo 31. El Poder Ejecutivo Federal y los Gobiernos
de las Entidades Federativas, en coordinación con el Con-
sejo, promoverán que las instancias de administración e
impartición de justicia, cuenten con la disponibilidad de los
recursos para la comunicación, ayudas técnicas y humanas
necesarias para la atención de las personas con discapaci-
dad en sus respectivas jurisdicciones.

Capítulo X
Libertad de Expresión, Opinión 

y Acceso a la Información

Artículo 32. Las personas con discapacidad tienen derecho
a la libertad de expresión y opinión; incluida la libertad de
recabar, recibir y facilitar información mediante cualquier
forma de comunicación que les facilite una participación e
integración en igualdad de condiciones que el resto de la
población. Para tales efectos, las autoridades competentes
establecerán entre otras, las siguientes medidas:

I. Facilitar de manera oportuna y sin costo adicional, la
información dirigida al público en general, en formatos
accesibles y con las tecnologías adecuadas a los dife-
rentes tipos de discapacidad; 

II. Promover la utilización de la Lengua de Señas Mexi-
cana, el Sistema Braille, y otros modos, medios y for-
matos de comunicación, así como el acceso a los nuevos
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sistemas y tecnologías de la información y las comuni-
caciones, incluido Internet;

III. Las instituciones a cargo de servicios y programas
sociales en materia de discapacidad proporcionarán la
información y la asesoría requerida para favorecer su
desarrollo e integración social; y

IV. Los medios de comunicación y las instituciones del
sector privado que prestan servicios y suministran in-
formación al público en general, la proporcionarán en
formatos accesibles y de fácil comprensión a las perso-
nas con discapacidad.

Capítulo XI
Lineamientos del Programa Nacional 

para el Desarrollo y la Inclusión de las 
Personas con Discapacidad

Artículo 33. El Gobierno Federal, los Gobiernos de las En-
tidades Federativas y de los Municipios, en el ámbito de
sus respectivas competencias y en coordinación con el
Consejo, participarán en la elaboración y ejecución del
Programa, debiendo observar las responsabilidades y obli-
gaciones con relación a las personas con discapacidad es-
tablecidas en la presente Ley.

Artículo 34. El Programa deberá cumplir con los siguien-
tes lineamientos generales:

I. Se deberá elaborar, revisar, modificar o ratificar y pu-
blicar en el Diario Oficial de la Federación en el primer
trimestre del año y para su mayor difusión será publica-
do en las Gacetas o Periódicos Oficiales de las Entida-
des Federativas;

II. Elaborar el Programa con base en los lineamientos
establecidos por la Convención sobre los Derechos de
las Personas con Discapacidad y esta Ley;

III. Establecer con claridad la política pública, metas y
objetivos en materia de discapacidad en los tres niveles
de gobierno;

IV. Cumplir con la normatividad vigente para la elabo-
ración de programas, supervisión, rendición de cuentas
y mecanismos de transparencia; y

V. Incluir lineamientos e indicadores de las políticas pú-
blicas, estadística, presupuestos, impacto social y todos

aquellos que se estimen necesarios para una correcta y
eficiente aplicación.

Capítulo XII
Sistema Nacional para el Desarrollo y la 

Inclusión de las Personas con Discapacidad

Artículo 35. Las dependencias y entidades del Gobierno
Federal, los Gobiernos de las Entidades Federativas y de
los Municipios, en el ámbito de sus respectivas competen-
cias, así como, las personas físicas o morales de los secto-
res social y privado que presten servicios a las personas
con discapacidad, en coordinación con la Secretaría de Sa-
lud, constituyen el Sistema Nacional para el Desarrollo y la
Inclusión de las Personas con Discapacidad.

Artículo 36. El Sistema tiene como objeto la coordinación
y seguimiento continuo de los programas, acciones y me-
canismos interinstitucionales públicos y privados, que per-
mitan la ejecución de las políticas públicas para el desarro-
llo y la inclusión de las personas con discapacidad.

Artículo 37. El Sistema tendrá los siguientes objetivos:

I. Difundir los derechos de las personas con discapaci-
dad;

II. Promover convenios de colaboración y coordinación
entre las instancias públicas y privadas nacionales e in-
ternacionales para el cumplimiento de la presente Ley;

III. Fortalecer los mecanismos de corresponsabilidad,
solidaridad y subsidiariedad a favor de las personas con
discapacidad;

IV. Impulsar programas y acciones para generar condi-
ciones de igualdad y de equiparación de oportunidades
para las personas con discapacidad;

V. Promover entre los Poderes de la Unión y la sociedad
civil acciones dirigidas a mejorar la condición social de
la población con discapacidad;

VI. Promover que en las políticas, programas o accio-
nes, se impulse la toma de conciencia respecto de las ca-
pacidades, habilidades, aptitudes, méritos y aportacio-
nes de las personas con discapacidad en todos los
ámbitos;
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VII. Prestar servicios de atención a las personas con dis-
capacidad con fundamento en los principios estableci-
dos en la presente Ley.

Título Tercero
Consejo Nacional para el Desarrollo y la 

Inclusión de las Personas con Discapacidad

Capítulo I
Denominación, objeto, domicilio y patrimonio

Artículo 38. Se crea el Consejo Nacional para el Desarro-
llo y la Inclusión de las Personas con Discapacidad como
un organismo público descentralizado, con personalidad
jurídica y patrimonio propios, que para el cumplimiento de
sus atribuciones gozará de autonomía técnica y de gestión
para formular políticas, acciones, estrategias y programas
derivados de ésta Ley.

Artículo 39. El Consejo tiene por objeto el establecimien-
to de la política pública para las personas con discapacidad,
mediante la coordinación institucional e interinstitucional;
así como promover, fomentar y evaluar la participación del
sector público y el sector privado, en las acciones, estrate-
gias, políticas públicas y programas derivados de la pre-
sente Ley y demás ordenamientos.

Artículo 40. El domicilio del Consejo será la Ciudad de
México, Distrito Federal y podrá contar con las unidades
administrativas necesarias para el cumplimiento de sus
atribuciones.

Artículo 41. El patrimonio del Consejo se integrará con:

I. Los recursos que le asigne la Cámara de Diputados en
el Presupuesto de Egresos de la Federación para el Ejer-
cicio Fiscal correspondiente;

II. Los bienes muebles e inmuebles que le sean asigna-
dos;

III. Los bienes que adquiera por cualquier otro título lí-
cito; y

IV. Las aportaciones, donaciones, legados y demás libe-
ralidades que reciba de personas físicas y morales.

Capítulo II
Atribuciones

Artículo 42. Para el cumplimiento de la presente Ley, el
Consejo tendrá las siguientes atribuciones:

I. Coordinar y elaborar el Programa Nacional para el
Desarrollo y la Inclusión de las Personas con Discapa-
cidad;

II. Enviar el Programa a las Cámaras del Congreso de la
Unión para su conocimiento;

III. Promover el goce y ejercicio pleno de los derechos
de las personas con discapacidad, así como hacer de su
conocimiento los canales institucionales para hacerlos
exigibles ante la autoridad competente;

IV. Promover la accesibilidad en la infraestructura físi-
ca de instalaciones públicas y los recursos técnicos, ma-
teriales y humanos necesarios para la atención segura y
accesible de la población con discapacidad;

V. Promover la elaboración, publicación y difusión de
estudios, investigaciones, obras y materiales sobre el
desarrollo e inclusión social, económico, político y cul-
tural de las personas con discapacidad;

VI. Promover y fomentar la cultura de la dignidad y res-
peto de las personas con discapacidad, a través de pro-
gramas y campañas de sensibilización y concientiza-
ción.

VII. Solicitar información a las instituciones públicas,
sociales y privadas que le permitan el cumplimiento de
las atribuciones que le confiere la presente Ley;

VIII. Promover la firma, ratificación y cumplimiento de
instrumentos internacionales o regionales en materia de
discapacidad;

IX. Difundir y dar seguimiento al cumplimiento de las
obligaciones contraídas con gobiernos e instituciones de
otros países así como con organismos internacionales
relacionados con la discapacidad;

X. Celebrar acuerdos de colaboración con organismos
públicos y privados, nacionales e internacionales, para
el desarrollo de proyectos que beneficien a las personas
con discapacidad;
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XI. Suscribir convenios con el sector gubernamental y
los sectores productivos y empresariales, para que se
otorguen descuentos, facilidades económicas o adminis-
trativas en la adquisición de bienes y servicios públicos
o privados, a las personas con discapacidad o sus fami-
lias;

XII. Promover la armonización de Leyes y Reglamentos
a nivel federal, estatal o municipal, respecto de las dis-
posiciones establecidas en la Convención sobre los De-
rechos de las Personas con Discapacidad;

XIII. Promover la creación y aplicación de Normas Ofi-
ciales Mexicanas en materia de discapacidad;

XIV. Elaborar, presentar y difundir anualmente el infor-
me de avances y resultados del Programa;

XV. Presentar un informe anual de actividades;

XVI. Coadyuvar con la Secretaria de Relaciones Exte-
riores en la elaboración de los informes que el Estado
Mexicano presentará ante los organismos internaciona-
les, sobre la aplicación y cumplimiento de los instru-
mentos internacionales en materia de discapacidad.

XVII. Las demás que se establezcan en esta Ley, su Re-
glamento, Estatuto Orgánico del Consejo y demás dis-
posiciones aplicables.

Capítulo III
Órganos de Administración

Artículo 43. La Administración del Consejo corresponde
a:

I. La Junta de Gobierno; y

II. El Director General.

Artículo 44. La Junta de Gobierno del Consejo estará inte-
grada por diez representantes del Poder Ejecutivo Federal
y cinco representantes de la Asamblea Consultiva.

Los representantes del Poder Ejecutivo Federal serán los ti-
tulares de las siguientes dependencias:

I. Secretaría de Salud;

II. Secretaría de Desarrollo Social;

III. Secretaría de Educación Pública;

IV. Secretaría de Hacienda y Crédito Público;

V. Secretaría del Trabajo y Previsión Social; 

VI. Secretaría de Comunicaciones y Transportes; 

VII. Sistema Nacional para el Desarrollo Integral de la
Familia;

VIII. Consejo Nacional para Prevenir la Discrimina-
ción;

IX. Comisión Nacional de Derechos Humanos; y

X. Comisión Nacional de Cultura Física y Deporte;

Los integrantes designados por la Asamblea Consultiva du-
rarán en su encargo tres años, pudiendo ser ratificados por
otro periodo igual. Este cargo tendrá el carácter de honorí-
fico.

El Director General del Consejo participará con voz pero
sin derecho a voto.

Asimismo, serán invitados permanentes a la Junta de Go-
bierno con derecho a voz, pero no a voto, un representante
de cada uno de los siguientes órganos públicos: Secretaría
de Turismo, Secretaría de Agricultura, Ganadería, Desarro-
llo Rural, Pesca y Alimentación, Instituto Nacional de Es-
tadística y Geografía.

Artículo 45. La Junta de Gobierno será presidida por el Ti-
tular de la Secretaría de Salud. Los integrantes propietarios
contarán con suplentes, quienes deberán tener un nivel mí-
nimo de Subsecretario o Director General o su equivalen-
te. Los integrantes propietarios o suplentes, en el ejercicio
de sus funciones contarán con derecho a voz y voto.

Artículo 46. La Junta de Gobierno con la aprobación de la
mayoría de sus asistentes, podrá convocar a otras depen-
dencias o entidades públicas federales, estatales o munici-
pales, así como a otros organismos privados o sociales, los
que tendrán solo derecho a voz en la sesión o sesiones co-
rrespondientes, para tratar asuntos de su competencia.

Artículo 47. La Junta de Gobierno tendrá, además de aque-
llas que establece el artículo 58 de la Ley Federal de las
Entidades Paraestatales, las siguientes atribuciones:
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I. Aprobar el Estatuto Orgánico del Consejo, con base
en la propuesta que presente el Director General del
Consejo;

II. Establecer las políticas generales para la conducción
del Consejo con apego a este Ley, Estatuto Orgánico, al
Programa y a los demás ordenamientos que regulen su
funcionamiento;

III. Aprobar los planes de labores, presupuestos, infor-
mes de actividades y estados financieros anuales.

IV. Aprobar el Estatuto Orgánico, la Organización Ge-
neral del Consejo y los Manuales de procedimientos 

V. Nombrar y remover, a propuesta del Director Gene-
ral del Consejo a los servidores públicos de éste que
ocupen cargos en las dos jerarquías administrativas in-
feriores a la de aquél;

VI. Expedir y publicar el informe anual de la Junta, y

VII. Las demás que le confieran éste y otros ordena-
mientos aplicables.

Artículo 48. La Junta de Gobierno sesionará válidamente
cuando en la sesión estén presentes más de la mitad de los
miembros.

Las resoluciones se tomarán por mayoría de los miembros
presentes y en caso de empate, el Presidente tendrá voto de
calidad.

Las sesiones que celebre la Junta de Gobierno serán ordi-
narias y extraordinarias; las ordinarias se llevarán a cabo
por lo menos cada tres meses, y las extraordinarias se cele-
brarán cuando lo convoque el Presidente de la Junta.

Artículo 49. El Director General será designado por el Pre-
sidente de la República, debiendo recaer tal nombramiento
en persona que reúna los siguientes requisitos:

I. Ser Ciudadano Mexicano por nacimiento que no adquie-
ra otra nacionalidad y estar en pleno goce y ejercicio de sus
derechos civiles y políticos;

II. Haber desempeñado cargos de alto nivel decisorio, cu-
yo ejercicio requiera conocimientos, experiencia en mate-
ria administrativa y en materia de discapacidad; y

III. No encontrarse en alguno de los impedimentos que pa-
ra ser miembro del Órgano de Gobierno señalan las frac-
ciones II, III, IV y V del artículo 19 de la Ley Federal de
las Entidades Paraestatales.

Artículo 50. El Director General del Consejo tendrá, ade-
más de aquellas que establece el artículo 59 de la Ley Fe-
deral de las Entidades Paraestatales, las siguientes faculta-
des:

I. Planear, organizar, coordinar, dirigir, controlar y eva-
luar el funcionamiento del Consejo, con sujeción a las
disposiciones aplicables;

II. Presentar a la consideración de la Junta de Gobierno
el proyecto del Programa;

III. Someter a la aprobación de la Junta de Gobierno el
informe anual de actividades y el informe sobre el ejer-
cicio presupuestal;

IV. Ejecutar los acuerdos y demás disposiciones del
Consejo y de la Junta de Gobierno, así como supervisar
su cumplimiento por parte de las unidades administrati-
vas competentes del Consejo;

V. Elaborar el informe anual de actividades, así como el
ejercicio presupuestal, éste último previa opinión de la
Secretaría de Hacienda y Crédito Público;

VI. Someter a la aprobación de la Junta de Gobierno el
proyecto del Estatuto Orgánico;

VII. Nombrar a los servidores públicos del Consejo, a
excepción de aquellos que ocupen los dos niveles jerár-
quicos inferiores inmediatos al titular ;

VIII. Ejercer la representación legal del Consejo, así co-
mo delegarla cuando no exista prohibición expresa para
ello;

IX. Celebrar acuerdos de colaboración con organismos
nacionales e internacionales para el desarrollo de las
atribuciones del Consejo, de conformidad con las nor-
mas aplicables;

X. Proponer a la Junta de Gobierno el tabulador salarial
del Consejo; y
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XI. Las demás que le confieran éste u otros ordena-
mientos.

Capítulo IV
Asamblea Consultiva

Artículo 51. La Asamblea Consultiva es un órgano de ase-
soría y consulta del Consejo Nacional para el Desarrollo y
la Inclusión Social de las Personas con Discapacidad, de
participación ciudadana, conformación plural y carácter
honorífico, que tendrá por objeto analizar y proponer pro-
gramas y acciones que inciden en el cumplimiento del Pro-
grama.

Artículo 52. La Asamblea Consultiva tendrá las siguientes
atribuciones:

I. Atender las consultas y formular las opiniones que les
sean solicitadas por la Junta de Gobierno o por el Di-
rector General del Consejo;

II. Emitir opiniones y formular propuestas sobre la apli-
cación y orientación de la Política Pública para el Desa-
rrollo y la Inclusión de las personas con discapacidad;

III. Impulsar la participación ciudadana y de las organi-
zaciones de y para personas con discapacidad en el se-
guimiento, operación y evaluación del Programa;

IV. Apoyar al Consejo en la promoción y cumplimiento
del Programa;

V. Proponer al Consejo los temas que por su importan-
cia ameriten ser sometidos a consulta pública;

VI. Promover y propiciar la colaboración de organismos
públicos y privados, nacionales y extranjeros en el desa-
rrollo e inclusión de las personas con discapacidad;

VII. Promover la realización de estudios e investigacio-
nes en la materia;

VIII. Recomendar la realización de auditorías a progra-
mas prioritarios cuando existan causas que lo ameriten;

IX. Promover la celebración de convenios con depen-
dencias del Ejecutivo Federal, entidades federativas,
municipios y organizaciones, para la instrumentación de
los programas relacionados con el desarrollo y la inclu-
sión social de las personas con discapacidad;

X. Informar a la opinión pública sobre los aspectos de
interés general relativos al Programa;

XI. Integrar las comisiones y grupos de trabajo que se-
an necesarios para el ejercicio de sus atribuciones;

XII. Nombrar a cinco personas, propietarios y suplentes,
que formarán parte de la Junta de Gobierno;

XIII. Las demás que dispongan otros ordenamientos.

Artículo 53. La Asamblea Consultiva estará integrada por:

I. Un representante electo por las organizaciones de y
para personas con discapacidad, de cada una de las En-
tidades Federativas;

II. Cinco personas entre expertos, académicos o investi-
gadores electos por convocatoria pública realizada en
los términos previstos en el Estatuto Orgánico;

III. Cinco representantes de organizaciones nacionales
de y para personas con discapacidad, electos por un co-
mité que tomará en consideración las diferentes disca-
pacidades y el género que estará integrado por el Direc-
tor General del Consejo, los Presidentes de las
Comisiones de Atención a Grupos Vulnerables de am-
bas Cámaras del Congreso de la Unión y el Presidente
de la Comisión Nacional de Derechos Humanos.

La Asamblea será presidida por un representante electo de
entre sus miembros.

Artículo 54. Los integrantes de la Asamblea Consultiva,
cuyo cargo tendrá el carácter de honorífico, durarán en su
cargo tres años y podrán ser ratificados por un periodo
igual, en términos de lo dispuesto en el Estatuto Orgánico.

Artículo 55. Las bases de funcionamiento y organización
de la Asamblea Consultiva se establecerán en el Estatuto
Orgánico del Consejo.

Artículo 56. La Asamblea Consultiva podrá recibir la co-
laboración de otras dependencias y entidades de la Admi-
nistración Pública Federal, de los Gobiernos Estatales y
Municipales, de organizaciones civiles y de particulares.
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Capítulo V
Órganos de Vigilancia

Artículo 57. El Consejo contará con una contraloría, órga-
no interno de control al frente de la cual estará la persona
designada en los términos de la Ley Orgánica de la Admi-
nistración Pública Federal.

Artículo 58. Corresponderá a la Secretaría de la Función
Pública el ejercicio de las atribuciones que en materia de
control, inspección, vigilancia y evaluación le confieren la
Ley Orgánica de la Administración Pública Federal, sin
perjuicio de las facultades que corresponden a la Auditoría
Superior de la Federación. El órgano de vigilancia del Con-
sejo estará integrado por un Comisario Público propietario
y un suplente, designado por la Secretaría de la Función
Pública, quienes ejercerán sus funciones de acuerdo con las
disposiciones legales aplicables.

Capítulo VI
Régimen de Trabajo

Artículo 59. Las relaciones de trabajo del Consejo y su
personal se regirán por la Ley Federal del Trabajo, regla-
mentaria del apartado “B” del artículo 123 de la Constitu-
ción Política de los Estados Unidos Mexicanos.

Título Cuarto

Capítulo I
Responsabilidades y Sanciones

Artículo 60. El incumplimiento de los preceptos estableci-
dos por esta Ley será sancionado conforme lo prevé la Ley
Federal de Responsabilidades Administrativas de los Ser-
vidores Públicos, la Ley Federal de Responsabilidades de
los Servidores Públicos y demás ordenamientos aplicables.

Transitorios

Primero. El presente decreto entrará en vigor al día si-
guiente de su publicación en el Diario Oficial de la Fede-
ración.

Segundo. Se abroga la Ley General de las Personas con
Discapacidad publicada en el Diario Oficial de la Federa-
ción el 10 de junio de 2005 y se derogan todas aquellas dis-
posiciones que se opongan al presente decreto.

Tercero. El Titular del Ejecutivo Federal convocará e ins-
talará el Consejo Nacional para el Desarrollo y la Inclusión
de las Personas con Discapacidad dentro de los treinta días
siguientes al inicio de la vigencia de la presente Ley.

Cuarto. El Poder Ejecutivo Federal expedirá el Reglamen-
to de esta Ley en un plazo de ciento ochenta días contados
a partir de la entrada en vigor de esta Ley.

Quinto. Los recursos financieros, materiales y humanos
para el establecimiento y funcionamiento del organismo
que se crea en el presente decreto, serán aquellos con los
que cuenta actualmente el Secretariado Técnico del Conse-
jo Nacional para las Personas con Discapacidad.

Sexto. Con el objeto de instalar el Consejo, la Junta de Go-
bierno y la Asamblea Consultiva, las personas con disca-
pacidad a que se refiere la fracción I del artículo 53 serán
designados por los Titulares del Poder Ejecutivo de las En-
tidades Federativas por única vez y durarán en su encargo
hasta seis meses.

Los representantes a que se refieren las fracciones II y III
del artículo 53 de la presente Ley, serán propuestos por el
Director General por única vez y durarán en su encargo
hasta seis meses.

Palacio Legislativo de San Lázaro a 9 de diciembre de 2010.

Por la Comisión de Atención a Grupos Vulnerables, diputados: Yo-
landa de la Torre Valdez (rúbrica), presidenta; Delia Guerrero Corona-
do (rúbrica), Susana Hurtado Vallejo (rúbrica), Daniela Nadal Riquel-
me (rúbrica), Carlos Bello Otero (rúbrica), Yolanda del Carmen
Montalvo López (rúbrica), María Joann Novoa Mossberger (rúbrica),
Claudia Edith Anaya Mota (rúbrica), secretarios; Velia Idalia Aguilar
Armendáriz, Pedro Ávila Nevárez, Bélgica Nabil Carmona Cabrera,
Hilda Ceballos Llerenas (rúbrica), Olga Luz Espinosa Morales (rúbri-
ca), Laura Felícitas García Dávila (rúbrica), Inocencio Ibarra Piña (rú-
brica), Blanca Estela Jiménez Hernández (rúbrica), Margarita Liborio
Arrazola (rúbrica), Ilich Augusto Lozano Herrera (rúbrica), Rosalina
Mazari Espín (rúbrica), Nely Edith Miranda Herrera (rúbrica), Rosario
Ortiz Yeladaqui (rúbrica), Ana Elia Paredes Arciga, María Isabel Pérez
Santos (rúbrica), Caritina Sáénz Vargas (rúbrica), Laura Margarita
Suárez González (rúbrica), María Sandra Ugalde Basaldúa (rúbrica),
Guadalupe Valenzuela Cabrales (rúbrica).»

El Presidente diputado Jorge Carlos Ramírez Marín:
Por tanto, está a discusión y tiene la palabra para funda-
mentar el dictamen, en términos del artículo 108 del Re-
glamento, la diputada Yolanda de la Torre Valdez.
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Les informo a los señores diputados y señoras diputadas,
que a partir de este momento las intervenciones serán de 3
minutos. Para la Comisión se le otorgarán 5 minutos.

La diputada Yolanda de la Torre Valdez: “Pies, para qué
los quiero si tengo alas pa’ volar”. Frida Kahlo, pintora me-
xicana.

El esfuerzo permanentemente de las personas con discapa-
cidad, de sus familias, de organizaciones en la sociedad ci-
vil por asegurar sus principales derechos hoy vive con áni-
mo renovado una de sus más importantes etapas, con la
participación de los diversos sectores de la sociedad en las
propuestas, las ideas, los señalamientos que se expresan y
se expresaron claramente en el Foro Nacional de Consulta
a los Derechos del Siglo XXI para las Personas con Disca-
pacidad, realizado por el Congreso de la Unión, celebrado
el 23 y 24 de noviembre, así como con la voluntad política
de los diversos grupos parlamentarios representados en la
Comisión de Atención a Grupos Vulnerables, la disposi-
ción al diálogo y la capacidad de discutir y construir las di-
ferencias y las propuestas, con el compromiso de fortalecer
y actualizar el marco jurídico de protección a los derechos
de las personas con discapacidad es posible que hoy vote-
mos un dictamen mediante el cual se expide un nuevo or-
denamiento para la inclusión de las personas con discapa-
cidad, ordenamiento que armoniza la Convención de las
Naciones Unidas en la inclusión de las personas con disca-
pacidad.

La Ley General para la Inclusión de las Personas con Dis-
capacidad reglamenta lo conducente al artículo 1o. de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos,
estableciendo las condiciones que el Estado deberá promo-
ver, proteger y asegurar en el pleno ejercicio de los dere-
chos humanos y libertades fundamentales de las personas
con discapacidad.

Armonizado como la ley que vale la pena rescatar, con-
vención que fue promovida por un gran mexicano, don Gil-
berto Rincón Gallardo, asegurando su plena inclusión a la
sociedad en un marco de respeto, igualdad y equiparación
de oportunidades.

De manera enunciativa y no limitativa señala los derechos
de las personas con discapacidad, así como las dependen-
cias y entidades de la administración pública encargadas de
tutelarlos.

Establece las facultades del Ejecutivo federal en la materia,
entre éstas, establecer la política pública para las personas
con discapacidad para cumplir con las obligaciones deriva-
das de los tratados internacionales en materia de derechos
humanos, ratificadas por nuestro país.

Se crea —y me parece que ésta es una parte importantísi-
ma y trascendente de este nuevo ordenamiento jurídico—
un organismo público descentralizado, con personalidad
jurídica y patrimonio propios, denominado Consejo Nacio-
nal para el Desarrollo y la Inclusión de las Personas con
Discapacidad, como respuesta a un legítimo reclamo de
contar con un organismo público cuya naturaleza jurídica
permita respaldar los trabajos de coordinación y articula-
ción entre las diferentes dependencias y entidades de la ad-
ministración pública federal.

Se concibe el Sistema Nacional para el Desarrollo y la In-
clusión de las Personas con Discapacidad, integrado por el
gobierno federal, los gobiernos de las entidades federati-
vas, los municipios, así como las personas físicas y mora-
les del sector social y privado que presten servicios a per-
sonas con discapacidad, con el objeto de coordinar y dar
seguimiento a los programas, acciones y mecanismos inte-
rinstitucionales, públicos y privados, que permitan la eje-
cución de políticas públicas y la prestación de servicios en
la materia.

En síntesis; esta nueva ley viene a brindar mejores herra-
mientas para impulsar el desarrollo y el avance de las per-
sonas con discapacidad, de 10 millones de personas en es-
te país, que además representa el interés de brindar a
millones de personas y familias la certeza de que es posi-
ble ofrecer mayores oportunidades y dar el ofrecimiento de
una mejor calidad de vida a través de la norma.

En este momento quiero expresar mi profunda gratitud y
reconocimiento a la Comisión de Atención de Grupos Vul-
nerables del Senado de la República, en su presidente, el
senador Guillermo Tamborrel, que nos acompaña. Muchas
gracias por tu gentileza, tu actitud de  construir, senador.
Mi cariño y mi reconocimiento.

Al igual, de manera muy particular quiero reconocer a mi
coordinador del Grupo Parlamentario del PRI, a don Paco
Rojas. Don Paco, mi cariño, mi aprecio a su solidaridad.
De verdad aprecio mucho cómo nos ha acompañado en es-
te tema. A mi vicecoordinador, Martel.
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Pero quiero hacer una mención específica, que de verdad
lo hago con todo mi corazón, a quien, desde mi partido ha
impulsado el tema, que ha sido una causa en el partido y
que hoy tres mujeres estamos encabezando la causa de la
discapacidad en mi partido; a mi presidenta, Beatriz Pare-
des. Beatriz, gracias amiga.

También quiero reconocer a la diputada Vázquez Mota, a
Josefina, por su sensibilidad y compromiso de acompañar-
nos en este nuevo ordenamiento.

A don Alejandro Encinas. Alejandro, gracias porque no nos
has dejado solas.

Por supuesto a Juan José Guerra Abud, que tiene una ex-
traordinaria representación el Partido Verde en nuestra co-
misión, y a todos y cada uno de los coordinadores, porque
sin ustedes y su voluntad no sería posible.

Finalmente, compañeras legisladoras y compañeros legis-
ladores, por supuesto PT, Convergencia, todos, aquí todos
estamos juntos. Gracias.

Saldemos una deuda de justicia social con un sector de
nuestra población en condiciones de alta vulnerabilidad.
Votemos a favor de mejores oportunidades de educación,
de trabajo, de acceso a los servicios de salud, de transpor-
te, de accesibilidad y vivienda, de desarrollo social para las
personas con discapacidad. El ideal democrático es indis-
pensable con la inclusión y el desarrollo de todos, de todos
los mexicanos.

Finalmente para terminar y pidiendo su apoyo, quiero de-
cirles que yo, como Daniela Nadal, como Nely Miranda,
como Claudia Anaya y como cada uno de ustedes –estoy
cierta de hecho-, anhelo para cada niño y niña de este país,
anhelo para cada adulto de este país con discapacidad, ho-
rizontes plenos donde cada uno pueda desplegar sus alas y
volar su propio su horizonte, donde cada quien lo decida.

El Presidente diputado Jorge Carlos Ramírez Marín:
Concluya, señora diputada.

La diputada Yolanda de la Torre Valdez: Que sean feli-
ces. Gracias, señor presidente.

El Presidente diputado Jorge Carlos Ramírez Marín:
Tiene la palabra la diputada Claudia Edith Anaya Mota.

La diputada Claudia Edith Anaya Mota: Con su permi-
so, ciudadano presidente. Con la aprobación del presente
decreto damos seguimiento al compromiso signado por el
Estado mexicano en 2006, al ratificar la Convención Inter-
nacional sobre los Derechos de las Personas con Discapa-
cidad.

La apuesta del movimiento organizado de las personas con
discapacidad ha sido contemplada desde el inicio para la
creación de esta iniciativa que pretende hacer justicia a tra-
vés de la equidad a la histórica marginación que hemos vi-
vido quienes tenemos alguna discapacidad.

Visibilizar las diferencias –porque las diferencias existen-
y hay que distinguirlas para poder cambiar la desventaja de
las personas, eso es lo que nos enseñó el principal promo-
tor de la convención, el gran maestro y amigo don Gilber-
to Rincón Gallardo, quien sigue inspirando y motivando
desde donde se encuentra para transformar una realidad
que lacera, por un entorno que enorgullece a toda la nación.

Ésa es la pretensión de este dictamen que hoy votamos. Un
dictamen que si bien siempre será perfectible como perfec-
tible la condición humana, es un buen paso para la legisla-
ción vigente en materia de discapacidad la inclusión de un
sistema de atención a este sector, un organismo rector de la
política pública del Estado, atribuciones y responsabilida-
des que no existían y que están contempladas, son muestra
del interés que existe por legislar para la gente.

Hago un llamado respetuoso a la Colegisladora a que apre-
sure el desahogo del presente y que se sume a este esfuer-
zo que sé que están incluidos. Que ya los grupos parla-
mentarios de esta Cámara hemos logrado llegar a este
acuerdo de una ley que ampara y dignifica a las personas
con discapacidad.

También hago un respetuoso llamado al jefe del Ejecutivo
a que no guarde en el cajón de las ilusiones esta ley cuan-
do se apruebe y que la dote de un Reglamento, que instru-
ya lo procedente para que el organismo público que la ley
crea tenga vida institucional, y ponga al servicio de la cau-
sa de la discapacidad la política pública necesaria para me-
jorar la calidad de vida de quienes tenemos una discapaci-
dad en nuestras familias.

Lo exhorto a que como jefe del Estado mexicano encabece
este esfuerzo nacional en pro de una causa que para mu-
chos en esta Cámara es de alta prioridad.
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Nuestro grupo parlamentario votará a favor del dictamen,
porque tiene la convicción convencionista que le impreg-
namos desde el PRD, porque en él vemos expresadas nues-
tras propuestas, que seguramente será del bien colectivo.

A esta acción del PRD se suma la propuesta de la reforma
política y la reforma hacendaria para las personas con dis-
capacidad que se encuentra en las comisiones dictamina-
doras y que esperamos que después de que se apruebe este
dictamen le den seguimiento a esas dos iniciativas, que
también son de gran significancia y relevancia para las per-
sonas con discapacidad.

También ya aprobamos en esta Cámara el Fondo de Acce-
so al Transporte Público de las Personas con Discapacidad,
y hemos mandado también otras reformas que tienen que
ver con que tengamos siempre un intérprete de señas que
esté saliendo en el recuadro de televisión, para que la gen-
te con discapacidad auditiva se entere de los temas que tra-
tamos en esta Cámara.

Son muchos los cambios que faltan por hacer. Esperamos
que en las otras comisiones donde hay más cambios y más
iniciativas que mejoran la vida de las personas con disca-
pacidad se aprueben.

Enhorabuena por este dictamen. Felicidades a todas y a to-
dos los que aquí laboramos por ello. Gracias.

El Presidente diputado Jorge Carlos Ramírez Marín:
Gracias, diputada. Tiene la palabra la diputada Daniela Na-
dal Riquelme. Adelante, señora diputada.

La diputada Daniela Nadal Riquelme: Con su permiso,
señor presidente. La problemática nacional de la población
con discapacidad y en el propósito de armonizar la legisla-
ción en la materia de la Convención sobre los Derechos de
las Personas con Discapacidad:

Primero. La visión de que las personas con discapacidad
requieren respeto a sus derechos, mayor atención del Esta-
do mexicano y oportunidades generadas por las políticas,
programas y servicios públicos que les brinden la posibili-
dad de una mejor calidad de vida, superación de la pobre-
za e inclusión a la sociedad.

Segundo. El hecho de que la Convención es una nueva
oportunidad para el Estado mexicano de saldar una deuda
de justicia social, rezagos, discriminación y pobreza en que
miles de mexicanos con discapacidad viven actualmente.

Tercero. La identificación de que el 10 por ciento de la po-
blación mexicana vive con algún tipo de discapacidad y se
requiere diseñar una política orientada a conocer, median-
te censos o registros, el número real de personas, los tipos
de discapacidad y otros indicadores que contribuyan a la
identificación de necesidades y el diseño de políticas pú-
blicas.

Cuarto. El reconocimiento de que cada año la población
con discapacidad se incrementa a un ritmo de 265 mil nue-
vos casos ocasionados por problemas congénitos, acciden-
tes y enfermedades de diversos tipos. De acuerdo con da-
tos de la Secretaría de Salud esta población se ubica como
el segundo sector social más discriminado, y ocupa el pri-
mer lugar de discriminación laboral de acuerdo con infor-
mación del Conapred.

Quinto. La premisa de que los derechos deben tratarse, des-
de luego paradigma de la convención que busca la igual-
dad, equidad y no discriminación para las personas con dis-
capacidad y

Sexto. Convergen diversas circunstancias por las que la ac-
tual Conadis se observa como una instancia de gobierno
que no ha sido capaz de desarrollar una correcta aplicación
de la ley actual.

Considerando lo anterior, la comisión destaca dos aspectos
centrales para la promoción de una nueva legislación.

En primer lugar, que la población mexicana con discapaci-
dad enfrenta condiciones de pobreza, exclusión y una cre-
ciente discriminación social o gubernamental, por lo que se
observa necesario dotar al Poder Ejecutivo de una legisla-
ción que fortalezca el emprendimiento de acciones institu-
cionales en los tres órdenes de gobierno.

En segundo lugar, destaca el compromiso del Estado mexi-
cano para armonizar la legislación nacional, es decir, de
aprobarse el dictamen el Congreso mexicano estará cum-
pliendo con una de las principales obligaciones de la con-
vención y además cumpliendo con otro instrumento de la
relevancia similar, aprobado por la Organización de Esta-
dos Americanos, como lo es la Convención Interamericana
para la Eliminación de todas las Formas de Discriminación
contra las Personas con Discapacidad.

La estructura de la nueva ley reconoce por el censo las pro-
puestas de los legisladores. Una propuesta trascendente en
la nueva ley es la constitución de organismos públicos des-
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centralizados con personalidad jurídica y patrimonio pro-
pio que gozará de autonomía técnica y de gestión, que a
propuesta de los legisladores hace realidad el compromiso
de México con la Convención para hacer efectivos los de-
rechos de las personas con discapacidad.

Este organismo deberá cumplir con el objetivo de impulsar
el desarrollo de políticas públicas para la población con
discapacidad, coordinando de forma transversal los esfuer-
zos de las dependencias y entidades de los tres órdenes de
gobierno y con ello multiplicar las oportunidades de desa-
rrollo e inclusión al amplio sector social de personas con
discapacidad.

La visión con que se propone la creación de un nuevo or-
ganismo, es que la población tenga la certeza de que el Es-
tado cuenta con una entidad que responde jurídicamente a
las expectativas de las personas con discapacidad y en con-
secuencia brindarle certeza de que sus derechos efectiva-
mente serán respetados conforme lo establece la Constitu-
ción de los Estados Unidos Mexicanos.

El nuevo organismo se propone de acuerdo con lo estable-
cido en la Ley Federal de las Entidades Paraestatales, para
la creación de un organismo descentralizado y estará presi-
dido por el secretario de Salud, considerando que la facul-
tad para la asistencia, prevención, atención y tratamiento
de los discapacitados corresponde exclusivamente a la Se-
cretaría de Salud, de acuerdo con lo establecido en el artí-
culo 39, fracción XXII de la Ley Orgánica de la Adminis-
tración Pública Federal.

En este mismo título se propone la transformación del ac-
tual Consejo Consultivo de las personas con discapacidad,
considerando lo establecido en el artículo 4, numeral 3 de
la convención, mismo que dispone la participación amplia
y plural de las personas con discapacidad en la adopción de
decisiones relacionadas con la legislación y la administra-
ción pública.

En este sentido se propone como el espacio de la participa-
ción social la asamblea consultiva, la cual estará integrada
por las personas con discapacidad, representantes de las 32
entidades federativas, lo que asegura que los programas y
políticas reflejen el amplio mosaico de demandas, necesi-
dades y expectativas de la población con discapacidad.

En conclusión, el proyecto de decreto que está a su consi-
deración propone la expedición de una nueva ley que ha si-
do consensuada y aprobada por los integrantes de la comi-

sión y cuyo objetivo es dotar al Poder Ejecutivo federal de
un instrumento jurídico que le permita de forma práctica
diseñar una política nacional a favor de las personas con
discapacidad, con la participación de los tres órdenes de
gobierno y de las propias personas con discapacidad.

A nombre de la Comisión de Atención a Grupos Vulnera-
bles queremos reconocer la voluntad política de los legis-
ladores de los grupos parlamentarios que participaron y
han contribuido para hacer realidad esta nueva legislación
para el beneficio de 10 millones de mexicanos con alguna
discapacidad.

Muy especialmente la comisión agradece a las personas
con discapacidad que asesoran el proceso de dictamen y
asimismo, al cuerpo de especialistas y asesores. Muchísi-
mas gracias y esperamos que verdaderamente hagamos re-
alidad un sueño para este 10 por ciento de la población y
que tengan igualdad de oportunidades.

El Presidente diputado Jorge Carlos Ramírez Marín:
Muchas gracias, Dany. Tiene la palabra la diputada María
Joann Novoa Mossberger.

La diputada María Joann Novoa Mossberger: Con su
permiso, diputado presidente. Compañeras y compañeros
diputados, para las diputadas y los diputados de Acción
Nacional es un honor poder presentar el día de hoy este de-
creto que permite proteger íntegramente a las mexicanas y
los mexicanos que tienen algún tipo de discapacidad y que
sin duda representan la sensibilidad social y profesionalis-
mo con el que unidos podemos trabajar los diputados de to-
dos los grupos parlamentarios.

Este esfuerzo es el resultado de un amplio consenso con las
diferentes fuerzas políticas representadas en la Comisión
de Atención a Grupos Vulnerables, de las dependencias del
gobierno federal involucradas en la materia y la colegisla-
dora.

Es importante resaltar que en el tema de la discapacidad
México ha tenido una destacada participación en la promo-
ción y protección de los derechos de las personas con dis-
capacidad, que comenzó a ser atendido por el gobierno fe-
deral con mayor compromiso al crear una oficina de
representación para la promoción e integración de las per-
sonas con discapacidad, en la que desarrolló un papel pre-
ponderante Gilberto Rincón Gallardo, luchador incansable
de la igualdad y el respeto a la dignidad de las personas con
discapacidad.
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Con la publicación de la Ley General de las Personas con
Discapacidad, el 10 de junio de 2005, se sentaron las bases
que permiten avanzar hacia una plena inclusión de las per-
sonas con discapacidad dentro de un marco de igualdad de-
rivado de esta ley. En el 2006 se creó el Consejo Nacional
para las Personas con Discapacidad, así como el Consejo
Consultivo.

Estamos ciertos de los compromisos que el Estado mexica-
no adquirió con la Convención sobre los Derechos de las
Personas con Discapacidad aprobado por la Organización
de las Naciones Unidas, firmado y ratificado por nuestro
país. Por ello la importancia de que México cuente con una
ley acorde con la Convención y que permita a los tres ór-
denes de gobierno forjar mejores caminos, mejores sueños
y esperanzas y hacer que pronto estos mexicanos tan valio-
sos las alcancen.

Bajo esta dinámica los legisladores de la Comisión de
Atención a Grupos Vulnerables nos abocamos a realizar el
análisis de las diferentes iniciativas relacionadas con la Ley
General de las Personas con Discapacidad. Derivado de
ello consideramos que era necesario abrogar la Ley Gene-
ral para las Personas con Discapacidad, para crear una nue-
va, ahora denominada Ley General para la Inclusión de las
Personas con Discapacidad, que aborda los derechos desde
el nuevo paradigma de la Convención, que busca la igual-
dad, la equidad y no discriminación.

Con el Sistema Nacional para la Integración de las Perso-
nas con Discapacidad se busca constituir un Consejo Na-
cional como un organismo público descentralizado, con
personalidad jurídica y patrimonio propio que ejecute las
políticas públicas, contar con una asamblea constitutiva
que funja como eje consultor.

Para el Grupo Parlamentario de Acción Nacional significa
un avance importante en el camino correcto hacia lograr un
fortalecimiento de las políticas en beneficio de las personas
con discapacidad.

Es justo reconocer que se ha avanzado en la atención de las
diversas demandas, pero también sabemos que hay mucho
por hacer. Que este dictamen es un logro sustancial que no
sólo se debe de quedar en este hecho, al contrario, esto nos
impulsa a que debemos encaminar nuestros esfuerzos hacia
acciones que propicien un cambio de cultura entre la po-
blación mexicana.

De igual forma aprovecho para agradecer y reconocer la
ardua labor que desarrollaron todos los grupos parlamenta-
rios, particularmente los integrantes de la Comisión de
Atención a Grupos Vulnerables.

Por todo lo anterior los invito a votar a favor de este dicta-
men y que juntos sigamos trabajando por esta lucha incan-
sable.

Diputado presidente, me permito hacer, a nombre de la Co-
misión de Atención a Grupos Vulnerables, una propuesta
de adición al artículo séptimo transitorio, al proyecto de
decreto que expide la Ley General para la Inclusión de las
Personas con Discapacidad. Esto con el objeto de que pue-
da ser votado en una sola ocasión, y es el artículo transito-
rio.

«Artículo Séptimo. Todos los entes competentes deberán
desarrollar las políticas públicas y acciones señaladas en la
presente ley, adoptando medidas hasta el máximo de sus
recursos disponibles para lograr, de manera progresiva, el
pleno ejercicio de estos derechos en congruencia con la
Convención.

Por la Comisión de Atención a Grupos Vulnerables, diputados: Yolan-
da de la Torre Valdez (rúbrica), presidenta; María Joann Novoa Moss-
berger (rúbrica), Delia Guerrero Coronador (rúbrica), Yolanda del Car-
men Montalvo Lópezr (rúbrica), Daniela Nadal Riquelmer (rúbrica),
Claudia Edith Anaya Motar (rúbrica), secretarias.»

Es cuanto, diputado presidente.

El Presidente diputado Jorge Carlos Ramírez Marín:
Muchas gracias, señora diputada Novoa.

Pregunte la Secretaría a la asamblea si es de aceptarse la
propuesta de un transitorio adicional para que sea votado
en conjunto con el dictamen.

La Secretaria diputada Cora Cecilia Pinedo Alonso: Por
instrucciones de la Presidencia se consulta a la asamblea,
en votación económica, si se aceptan las modificaciones
propuestas por la diputada Joann Novoa Mossberger. Las
diputadas y los diputados que estén por la afirmativa favor
de manifestarlo. Las diputadas y los diputados que estén
por la negativa favor de manifestarlo.

Diputado presidente, mayoría por la afirmativa.
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El Presidente diputado Jorge Carlos Ramírez Marín:
Quedan admitidas. Y, en consecuencia, consulte la Secreta-
ría si se encuentra suficientemente discutido…. Ah, per-
dón. Falta la diputada Caritina Sáenz Vargas. Sí, señora di-
putada, excúseme usted.

Excúseme usted. Y no me vaya usted a decir que quedo ex-
cusado, por favor. Nada más haga uso de la palabra.

La diputada Caritina Sáenz Vargas: Muchas gracias, se-
ñor presidente. Muy buenas tardes, compañeras legislado-
ras y compañeros legisladores.

Hoy, con el apoyo de todos los grupos parlamentarios que
conforman esta Legislatura de la Cámara de Diputados, ha-
bremos de aprobar una importante iniciativa que beneficiará
a los aproximadamente 14 millones de mexicanos que pade-
cen de alguna discapacidad física o mental, de acuerdo a la
última cifra de la Organización Mundial de la Salud.

Es importante destacar que todos y cada uno de los inte-
grantes de todos los grupos parlamentarios que conforma-
mos la Comisión Legislativa de Atención a Grupos Vulne-
rables hemos conjuntado esfuerzos con la finalidad de
abatir la marginación y el rezago que enfrentan las perso-
nas con discapacidad para proveer la igualdad en las opor-
tunidades y que les permitan desarrollarse con plenitud e
independencia.

Por ello, durante varios meses y con la valiosa participa-
ción de cada una de las diputadas y diputados de la Comi-
sión de Atención a Grupos Vulnerables, se llevó a cabo un
análisis exhaustivo de las disposiciones constitucionales,
así como de la legislación normativa federal que regulan a
la luz del principio de la no discriminación y el derecho a
la igualdad de las personas, a efecto de identificar y reali-
zar las modificaciones correspondientes de las disposicio-
nes jurídicas que posean un contenido discriminatorio. A
todas y todos los integrantes de esta comisión, nuestro re-
conocimiento.

Asimismo, es necesario continuar legislando en materia de
accesibilidad universal para la creación de espacios físicos,
servicios públicos, medios de transporte, medios de comu-
nicación y tecnologías de la información para que las per-
sonas con discapacidad se incorporen y participen en la vi-
da económica, social, política y cultural del país.

Cabe destacar, que esta nueva ley contempla la creación
del Consejo Nacional para el Desarrollo y la Inclusión de

las Personas con Discapacidad, como un organismo públi-
co descentralizado, con personalidad jurídica y patrimonio
propio, quien gozará de autonomía técnica y de gestión, lo
cual hace realidad el compromiso de México con la Con-
vención para hacer efectivos los derechos de las personas
con discapacidad.

La visión con que se propone la creación de este nuevo or-
ganismo, es que la población tenga la certeza de que el Es-
tado cuenta con una entidad que debe responder jurídica-
mente a las demandas y expectativas de las personas con
discapacidad y, en consecuencia, tener la certeza de que sus
derechos efectivamente serán respetados conforme lo esta-
blece la Constitución Política de los Estados Unidos Mexi-
canos.

Compañeras legisladoras y compañeros legisladores, los
integrantes del Grupo Parlamentario del Partido Verde
Ecologista de México nos congratulamos por la aprobación
de esta ley fundamental para el desarrollo y bienestar de las
personas con discapacidad y seguiremos coadyuvando en
el diseño de políticas públicas que beneficien a estos gru-
pos vulnerables, con la finalidad de lograr una cultura de la
diversidad, de la no discriminación, de la equiparación de
oportunidades e integración educativa, laboral, social…

El Presidente diputado Jorge Carlos Ramírez Marín:
Concluya, señora diputada.

La diputada Caritina Sáenz Vargas: Concluyo, señor
presidente.

…y política, que permita impulsar mejores condiciones de
desarrollo y seguridad, e invitamos, por supuesto, a todos
y cada uno de ustedes a votar a favor de esta importante
iniciativa. Muchas gracias. Es cuanto, señor presidente.

El Presidente diputado Jorge Carlos Ramírez Marín:
Muchas gracias, señora diputada. En virtud de que han pa-
sado todos los oradores consulte si está suficientemente
discutido.

La Secretaria diputada Cora Cecilia Pinedo Alonso: Por
instrucciones de la Presidencia se consulta a la asamblea,
en votación económica, si se encuentra suficientemente
discutido. Las diputadas y los diputados que estén por la
afirmativa favor de manifestarlo. Las diputadas y los dipu-
tados que estén por la negativa favor de manifestarlo.

Diputado presidente, mayoría por la afirmativa.
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El Presidente diputado Jorge Carlos Ramírez Marín:
Por consiguiente, ábrase el sistema de votación por 5 mi-
nutos para proceder a la votación en lo general y en lo par-
ticular con la adición del séptimo transitorio propuesto por
la diputada Novoa, a nombre de la Comisión.

La Secretaria diputada Cora Cecilia Pinedo Alonso:
Háganse los avisos a que se refiere el artículo 161 del Re-
glamento para el Gobierno Interior. Ábrase el sistema elec-
trónico de votación por 5 minutos para proceder a la vota-
ción en lo general y en lo particular con la adición
propuesta por la Comisión, aceptada por la asamblea, en un
solo acto.

(Votación)

¿Falta alguna diputada o algún diputado por emitir su vo-
to? El tablero continúa abierto.

Adelante, diputada Tere, está abierto el tablero.

El Presidente diputado Jorge Carlos Ramírez Marín:
Cierre el sistema. Y quien no ha registrado su voto, que lo
diga de viva voz. La diputada Teresa Ochoa.

La Secretaria diputada Cora Cecilia Pinedo Alonso:
Ciérrese el sistema de votación electrónico. De viva voz.

El diputado Israel Madrigal Ceja (desde la curul): A fa-
vor.

La diputada María Teresa Rosaura Ochoa Mejía (des-
de la curul): A favor.

El diputado Sergio Arturo Torres Santos (desde la cu-
rul): A favor.

La Secretaria diputada Cora Cecilia Pinedo Alonso:
Diputado presidente, se emitieron 294 votos en pro, 0 abs-
tenciones y 0 votos en contra.

El Presidente diputado Jorge Carlos Ramírez Marín:
Por unanimidad es aprobado en lo general y en lo par-
ticular el proyecto de decreto que expide la Ley Gene-
ral para la Inclusión de las Personas con Discapacidad.
Pasa al Senado de la República para sus efectos consti-
tucionales. Nuevamente, felicidades, señores diputados.
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